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4.1 Las medidas de los Estados miembros de las CE no cumplen ninguno de los cuatro criterios establecidos en el párrafo 7 del artículo 5.  En primer lugar, los testimonios científicos con respecto a los productos sujetos a las medidas de los Estados miembros no son "insuficientes".  Los testimonios científicos son "insuficientes", según el Órgano de Apelación, si "no permite[n], en términos cuantitativos o cualitativos, realizar una evaluación adecuada de los riesgos, como requiere el párrafo 1 del artículo 5 y como se define en el Anexo A del Acuerdo MSF".  En este caso los testimonios son evidentemente suficientes para realizar una evaluación de los riesgos porque las propias Comunidades Europeas han realizado evaluaciones positivas de los riesgos para cada producto sujeto a una medida de un Estado miembro.

4.2 En segundo lugar, las prohibiciones de los Estados miembros no se adoptaron sobre la base de "la información pertinente de que [se] dispon[ía], con inclusión de la procedente de las organizaciones internacionales competentes y de las medidas sanitarias y fitosanitarias que apliquen otras partes contratantes".  Como señalaron los Estados Unidos en su Primera comunicación escrita, el Comité científico competente de las Comunidades Europeas examinó cada una de las prohibiciones de los Estados miembros y llegó a la conclusión en todos los casos de que la información facilitada por el Estado miembro no justificaba ningún cambio en la anterior evaluación favorable del riesgo realizada por el Comité científico.  Así pues, los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas han confirmado que las medidas de los Estados miembros no se basan en "la información pertinente de que [se] dispon[ía]".

4.3 En tercer lugar, los Estados miembros no han tratado de "obtener la información adicional necesaria para una evaluación más objetiva del riesgo".  De hecho, no existe información en el expediente de que los Estados miembros hayan tratado de realizar evaluaciones del riesgo que sirvan de base a sus prohibiciones.  Al contrario, como se indica supra, el CD adicional de documentos de las Comunidades Europeas no contiene nueva información que pudiera constituir una evaluación de los riesgos realizada por los Estados miembros.

4.4 En cuarto lugar y por último, ni los Estados miembros ni la Comisión Europea han revisado las prohibiciones de importación y comercialización en un plazo razonable.  Cuando el Grupo Especial preguntó a las Comunidades Europeas si se habían "revisa[do] en un plazo razonable" las medidas de los Estados miembros, las Comunidades Europeas respondieron, sin aportar pruebas ni explicaciones, que las "medidas son objeto de examen permanente".  La afirmación infundada de que una medida es "objeto de examen permanente" dista mucho de cumplir el requisito de que las medidas sean efectivamente revisadas dentro de un plazo razonable desde su adopción.

B. Segunda comunicación escrita del Canadá

1. Introducción

4.5 Al defender sus medidas en este procedimiento, las Comunidades Europeas han recurrido a la ofuscación o a la caracterización errónea de los hechos sobresalientes y de los testimonios científicos y han presentado argumentos jurídicos sobre obligaciones establecidas en los Acuerdos de la OMC que encuentran escasa o nula resonancia en la lógica, los principios aceptados de interpretación de los tratados, la interpretación de los textos ni la jurisprudencia pertinente.  En su Segunda comunicación escrita el Canadá demuestra, mediante remisión a los propios documentos de las Comunidades Europeas, a documentos pertinentes de organizaciones internacionales y a la jurisprudencia, que las defensas de las Comunidades Europeas frente a las alegaciones del Canadá son insostenibles desde el punto de vista jurídico y de los hechos.

4.6 El Canadá señala que las Comunidades Europeas no han presentado todavía ningún argumento con respecto a la compatibilidad de la moratoria con una serie de disposiciones del Acuerdo MSF.  Las Comunidades Europeas, salvo afirmar simplemente que la moratoria no existe, ni nunca existió, no han presentado argumentos ni pruebas para refutar las alegaciones prima facie del Canadá con respecto a violaciones de los párrafos 2 y 3 del artículo 2, los párrafos 1, 5 y 6 del artículo 5, los artículos 7 y 8, el párrafo 1 del Anexo B y el párrafo 1 a) del Anexo C.  Análogamente, las Comunidades Europeas no han presentado ningún argumento para refutar las alegaciones prima facie del Canadá de que las prohibiciones de comercialización de productos específicos violan los párrafos 2 y 3 del artículo 2, los párrafos 1, 5 y 6 del artículo 5, el artículo 8 y el párrafo 1 a) del Anexo C.

2. La moratoria

4.7 La única defensa de las Comunidades Europeas ante las alegaciones del Canadá relativas a la moratoria es la alegación asombrosa de que no existe ni ha existido nunca una moratoria.  Las Comunidades Europeas reconocen que ha habido demoras en la tramitación de solicitudes biotecnológicas durante los últimos cinco años, pero afirman que estas demoras no se deben a una suspensión sistemática de las aprobaciones de productos biotecnológicos.  Las Comunidades Europeas intentan justificar las demoras basándose en diversos motivos, entre ellos los siguientes:


●
la necesidad de modificaciones legislativas para reforzar disposiciones inadecuadas sobre evaluación y gestión del riesgo;


●
la necesidad de modificaciones legislativas indispensables para cumplir otras obligaciones internacionales de las Comunidades Europeas, como las establecidas en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología;


●
la distinción entre evaluación del riesgo y gestión del riesgo;


●
la existencia de incertidumbre científica;  y/o


●
solicitudes de más información y objeciones de las autoridades encargadas de la reglamentación.

4.8 Estos intentos de justificar las evidentes demoras en los procedimientos de aprobación de productos biotecnológicos son, en realidad, intentos velados de justificar la moratoria.

b) La afirmación de las Comunidades Europeas de que la moratoria no existe es infundada

4.9 Teniendo en cuenta los hechos de este asunto y a la luz de algunas de las propias afirmaciones o explicaciones de las Comunidades Europeas en este procedimiento, es indiscutible que ha existido una moratoria sobre la aprobación de productos biotecnológicos desde octubre de 1998.  La cuestión de hecho fundamental en este asunto no es si ha existido una moratoria sino si tuvieron éxito los distintos intentos realizados por la Comisión para reiniciar o "relanzar" el proceso de autorización correspondiente a los productos biotecnológicos antes del establecimiento de este Grupo Especial en agosto de 2003.  El Canadá afirma que esos intentos no sólo no tuvieron éxito sino que esfuerzos posteriores para relanzar el proceso de aprobación tampoco lo han tenido y que la moratoria sigue existiendo.

4.10 Varios Estados miembros de las CE han exigido una serie de nuevas condiciones en cuanto a la comercialización de productos biotecnológicos antes de estar de acuerdo en nuevas autorizaciones.  Como consecuencia de ello, las Comunidades Europeas no han tramitado solicitudes pendientes, se ha paralizado la adopción de decisiones sobre aprobaciones de solicitudes pendientes relativas a productos y, a pesar de los intentos de la Comisión para romper este estancamiento, no ha conseguido convencer a los Estados miembros para que reinicien el proceso de aprobación.

4.11 La razón que dio la Comisión para proponer el denominado "planteamiento provisional" en julio de 2000 fue precisamente que se había estancado el proceso de aprobación.  La Comisión declaró entonces en un comunicado de prensa que "[e]l objetivo [del planteamiento provisional] es reanudar en breve plazo el proceso de autorización para los OMG ...".  Sin embargo, el "planteamiento provisional" fracasó porque no contaba con el apoyo político de suficientes Estados miembros de las CE.

4.12 Posteriormente, a medida que las Comunidades Europeas se aproximaban a promulgar y aplicar la legislación de aprobación revisada, surgieron condiciones adicionales para reiniciar el proceso de aprobación.  Justo antes de la adopción de la Directiva 2001/18, Dinamarca, Francia, Grecia, Italia, Luxemburgo y ahora Austria reafirmaron su compromiso de suspender las aprobaciones alegando esencialmente que los nuevos procedimientos no eran adecuados.

4.13 A pesar de las garantías de la Comisión, la entrada en vigor de la Directiva 2001/18 no dio lugar a que se suprimiera la moratoria.  Los Estados miembros de las CE siguieron negándose a suprimir la moratoria hasta que estuviera en vigor la nueva legislación sobre la trazabilidad y el etiquetado.  En el contexto de solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos específicos, algunos Estados miembros de las CE siguieron oponiéndose a la aprobación de productos que habían sido evaluados positivamente por la autoridad competente principal de conformidad con la Directiva 2001/18, no basándose en preocupaciones de seguridad, sino alegando que la aprobación de OMG debía suspenderse hasta que se adoptara nueva legislación sobre la trazabilidad y el etiquetado.

4.14 Cinco Estados miembros de las CE -Francia, Bélgica, Dinamarca, Grecia e Italia- también indicaron que insistirían en otros requisitos previos para reiniciar el proceso de aprobación:  la formulación de un sistema especial de responsabilidad medioambiental y la adopción de legislación en todas las CE para regular la "coexistencia" de cultivos modificados genéticamente con cultivos convencionales y biológicos, condiciones que ni siquiera son pertinentes para las aprobaciones pendientes relativas a usos alimentarios o a la importación y transformación.

4.15 Habida cuenta de las pruebas existentes en este asunto, la afirmación de las Comunidades Europeas de que "los procedimientos de aprobación nunca se han suspendido ni paralizado" es completamente infundada.  A pesar de los numerosos intentos de la Comisión para suprimir la moratoria, las "reglas del juego" siguen cambiando a medida que los Estados miembros de las CE siguen introduciendo nuevas condiciones.

c) Racionalizaciones en cuanto a la moratoria

4.16 Las Comunidades Europeas afirman que había una "necesidad apremiante" de revisar la Directiva 90/220 porque no "abordaba todas las cuestiones planteadas por las nuevas opiniones científicas y por las novedades reglamentarias que estaban teniendo lugar en el plano internacional" y no incluía "criterios comunes/armonizados sobre la evaluación del riesgo que hay que efectuar ni establecía ninguna medida de vigilancia posterior al mercado".  Ninguna de estas racionalizaciones ex post facto de la moratoria está respaldada por las pruebas.

4.17 La alegación de las Comunidades Europeas de que las "nuevas opiniones científicas" exigían nueva legislación es infundada.  Lo cierto es lo contrario, como lo demuestran los cambios legislativos que hicieron menos onerosos los procedimientos de las Comunidades Europeas para la aprobación de productos biotecnológicos a la luz del avanzado estado del conocimiento científico que había evolucionado desde la adopción de la Directiva 90/220 en 1990.  La Directiva de la Comisión 94/15/CE, que simplifica los requisitos de información para las notificaciones, y la Decisión de la Comisión 94/730/CE, que simplifica los procedimientos para la aprobación de pruebas de campo para los productos biotecnológicos, son ejemplos de esos cambios.

4.18 En cuanto a las cuestiones de gestión del riesgo, el intento de las Comunidades Europeas de describir las revisiones de la Directiva 90/220 como necesarias para atender necesidades de gestión del riesgo es igualmente infundado.  La Directiva 90/220 ya establecía "técnicas de detección e identificación", "planes y técnicas de supervisión" y requisitos de etiquetado.  Además, la Directiva 90/220 ya permitía a los organismos de reglamentación imponer condiciones en relación con estas cuestiones como parte del consentimiento para comercializar el producto biotecnológico en cuestión.

4.19 La justificación de las Comunidades Europeas para modificar la Directiva 90/220 queda desmentida por el Informe de 1996 de la Comisión sobre la revisión de la Directiva 90/220.  En el informe se sugiere que era necesario modificar la Directiva 90/220 porque el procedimiento de aprobación era "difícil de aplicar, lento y engorroso para los usuarios y las autoridades".  Una de las principales dificultades subyacentes al procedimiento "engorroso" era la falta de un medio para resolver casos de testimonios científicos contradictorios de los Estados miembros.  Las Comunidades Europeas revisaron posteriormente la Directiva 90/220 para que fuera obligatorio consultar a un Comité científico independiente a nivel comunitario en los casos en que se formulan objeciones.  En contra de lo que afirman las Comunidades Europeas, la función del Comité científico a nivel comunitario era precisamente la de actuar como un "sistema independiente de resolución de conflictos" para resolver los desacuerdos entre los Estados miembros sobre la base de la ciencia.  En síntesis, la justificación que exponen ahora las Comunidades Europeas para revisar la Directiva 90/220 es inexacta y no puede ser una justificación legítima para la moratoria.

4.20 Con respecto al Reglamento 258/97, las Comunidades Europeas aducen que las "demoras" en la tramitación de las solicitudes con arreglo al Reglamento 258/97 no se debían a un marco inadecuado para la evaluación del riesgo sino más bien a disposiciones inadecuadas de gestión del riesgo.  Este argumento está viciado por varias razones.  El Reglamento 258/97 ya exige el etiquetado de los nuevos alimentos y los nuevos ingredientes alimentarios que son OMG.  Lo que es más importante, las Comunidades Europeas no han identificado ningún riesgo derivado de la evaluación científica de solicitudes pendientes relativas a productos biotecnológicos que justifique la adopción de medidas de trazabilidad y detección como "medidas de gestión del riesgo" en cada caso, con independencia de los riesgos de que se trate.  Por consiguiente, "demorar" la aprobación de productos en virtud del Reglamento 258/97 basándose en que la legislación vigente no contempla medidas de gestión del riesgo, cuando las evaluaciones del riesgo correspondientes a esos productos no han identificado ningún riesgo que haya que gestionar, es injustificable.

4.21 Para los tres productos que estaban, en palabras de las Comunidades Europeas "afectados parcialmente por esta situación" (el maíz Bt-11, GA21, NK603) las evaluaciones del riesgo correspondientes realizadas por los Comités científicos independientes de las Comunidades Europeas en virtud del Reglamento 258/97 no identificaron riesgo alguno para el que estuvieran justificadas medidas de gestión del riesgo.  En los tres casos las evaluaciones del riesgo, teniendo en cuenta las objeciones planteadas por los Estados miembros, llegaron a la conclusión de que el producto en cuestión era tan seguro como el maíz convencional.  Por consiguiente, teniendo en cuenta los resultados de las evaluaciones del riesgo, no había justificación para imponer medidas de "gestión del riesgo".  En consecuencia, las "demoras" en la aprobación de productos biotecnológicos en virtud del Reglamento 258/97 no fueron resultado de la necesidad de adoptar medidas de "gestión del riesgo", sino de la moratoria sobre la aprobación de productos biotecnológicos impuesta por las Comunidades Europeas.

4.22 En un esfuerzo destinado a reducir al mínimo la importancia de las conclusiones de sus propios Comités científicos independientes, las Comunidades Europeas se afanan por subrayar la distinción entre la evaluación del riesgo en sentido estricto y la gestión del riesgo y las funciones respectivas de los Comités científicos y del Comité de reglamentación.  Las Comunidades Europeas insisten en que las decisiones sobre la gestión del riesgo las adoptan los Comités de reglamentación y que la evaluación del riesgo en sentido estricto corresponde a los Comités científicos.  Dicho de otro modo, los Comités de reglamentación son los encargados de elegir la MSF adecuada.  Esto no es especialmente sorprendente, problemático ni pertinente para las cuestiones planteadas en este asunto.

4.23 Aunque se acepte literalmente la descripción engañosa que hacen las Comunidades Europeas de su régimen de reglamentación, se deduce lógicamente que los Comités de reglamentación tienen que haber evaluado las distintas opciones de gestión del riesgo que podían aplicarse a la luz de los riesgos identificados en la evaluación del riesgo.  Resulta revelador que el Comité de reglamentación no lo haya hecho en cada caso.

4.24 En cualquier caso, la cuestión en esta diferencia no consiste en las funciones respectivas de los distintos órganos que comprende el proceso reglamentario de las Comunidades Europeas, ni en si las Comunidades Europeas se atienen a sus propios requisitos jurídicos.  La cuestión es que las Comunidades Europeas no han considerado ni aprobado productos biotecnológicos como consecuencia de una moratoria global y que no han basado sus medidas -la moratoria, las prohibiciones de comercialización de productos específicos y las medidas de salvaguardia- en una evaluación de los riesgos que cumpla los requisitos del Anexo A y del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

4.25 Las Comunidades Europeas también intentan utilizar el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología para justificar la moratoria.  Insinúan que las medidas que regulan los OMG deben tratarse "fuera" del Acuerdo sobre la OMC porque los OMG tienen su propio "acuerdo especial", que es el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.  Esta tesis es evidentemente infundada.  Ninguna disposición de los Acuerdos de la OMC sugiere que las medidas de las CE para regular los productos biotecnológicos deban estar exentas de las obligaciones que contienen dichos Acuerdos.  Dado que las partes reclamantes en la presente diferencia no son partes en el Protocolo, éste no es una "norma pertinente del derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes".  Por consiguiente, en este asunto, no se debería tener en cuenta el Protocolo en la interpretación de las obligaciones contraídas en el marco del Acuerdo sobre la OMC.  Además, teniendo en cuenta que los propios términos del Protocolo hacen hincapié en que "el presente Protocolo no podrá interpretarse en el sentido de que modifica los derechos y las obligaciones de una Parte con arreglo a otros acuerdos internacionales ya en vigor", resulta difícil ver cómo puede utilizarse para anular las obligaciones del Acuerdo sobre la OMC.

4.26 En cualquier caso, no existe incompatibilidad entre las obligaciones del Protocolo y las obligaciones en el marco de la OMC pertinentes a esta diferencia.  Las medidas de las Comunidades Europeas -la moratoria, las prohibiciones relativas a productos específicos y las prohibiciones nacionales de sus Estados miembros- son refutaciones absolutas de la premisa fundamental del Protocolo de que las decisiones relativas a la importación de organismos vivos modificados deben adoptarse caso por caso y basarse en una evaluación del riesgo transparente y científicamente sólida.  Además, la afirmación de las Comunidades Europeas de que adoptaron su nueva legislación para las aprobaciones de productos biotecnológicos únicamente después de que se concertara el Protocolo "para asegurarse de que su propia legislación era compatible con el enfoque internacional" es incompatible con los hechos.  Las disposiciones de la Directiva 90/220 sobre la evaluación del riesgo eran mucho más detalladas y onerosas que las del Protocolo.  El hecho de que las Comunidades Europeas presentaran numerosas decisiones relativas a la aprobación de productos en virtud de la Directiva 90/220 al Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología supone que consideraban que estas decisiones se basaban en evaluaciones del riesgo que eran compatibles con los requisitos del Protocolo.  Por lo tanto, si las evaluaciones del riesgo llevadas a cabo de acuerdo con la Directiva 90/220 cumplían los requisitos del Protocolo, las modificaciones de esa Directiva no podían haber sido necesarias "para asegurarse de que su propia legislación era compatible con el enfoque internacional".

4.27 Las Comunidades Europeas intentan además justificar la moratoria sobre la base de la "incertidumbre científica".  Sin embargo, presentan una descripción incompleta y engañosa de la situación de los testimonios científicos pertinentes, exagerando los riesgos de los productos biotecnológicos en comparación con sus homólogos convencionales.  Resulta especialmente sorprendente que al presentar este contexto científico las Comunidades Europeas ignoren las conclusiones de sus propios Comités científicos al examinar las solicitudes individuales relativas a productos y las conclusiones de más de 20 años de investigación en el campo de la biotecnología patrocinada por las CE.  En esencia, las Comunidades Europeas, sin decirlo directamente, están poniendo en tela de juicio la validez de las conclusiones de sus propios expertos científicos.

4.28 En realidad, los Comités científicos independientes de las Comunidades Europeas, al evaluar solicitudes específicas relativas a productos, examinaron los posibles riesgos que han planteado las Comunidades Europeas en el presente procedimiento.  Sus Comités científicos no identificaron la falta de testimonios científicos suficientes como justificación para no poder realizar una evaluación objetiva de los testimonios y llegar a una conclusión en cuanto a los riesgos que se presentaban.  Por el contrario, los Comités científicos de las Comunidades Europeas pudieron sacar conclusiones firmes en cuanto a la seguridad de los productos en cuestión.

4.29 En su escrito de réplica el Canadá examina cada uno de los posibles riesgos planteados por las Comunidades Europeas y pone de relieve cómo los Comités científicos de las Comunidades Europeas han abordado estas cuestiones.  A pesar de los intentos de las Comunidades Europeas de caracterizar erróneamente y exagerar los riesgos de los productos biotecnológicos y de insinuar que existe una incertidumbre científica importante e ingobernable, resulta muy claro que sus Comités científicos han evaluado minuciosa y atentamente, caso por caso, cada uno de esos riesgos en el contexto de solicitudes específicas y sobre la base de testimonios científicos sólidos y suficientes.  La conclusión inequívoca de los propios científicos de las Comunidades Europeas es que los productos biotecnológicos con solicitudes pendientes no representan ningún riesgo mayor para la salud de las personas y el medio ambiente que sus homólogos convencionales.

d) En un intento de justificar la moratoria, las Comunidades Europeas caracterizan erróneamente los riesgos relacionados con los productos biotecnológicos en comparación con los productos no biotecnológicos con rasgos nuevos

4.30 Las Comunidades Europeas formulan varias alegaciones infundadas sobre la comparabilidad de los riesgos relacionados con las plantas biotecnológicas y las plantas no biotecnológicas con rasgos nuevos.  Al hacerlo ignoran las conclusiones reiteradas de sus propios organismos científicos.

4.31 Muchas de las cuestiones científicas que plantean las Comunidades Europeas, aunque son ciertas para las plantas biotecnológicas, son en realidad similares para las plantas obtenidas utilizando tecnologías de reproducción más convencionales que están a disposición de los cultivadores de plantas.  Organizaciones internacionales como la FAO, la OMS y la OCDE han llegado a la conclusión de que la utilización de la biotecnología moderna no da lugar intrínsecamente a alimentos menos seguros que los producidos mediante técnicas convencionales.  Se pueden producir efectos imprevistos con cualquier método de reproducción.  No obstante, en comparación con cultivos obtenidos mediante reproducción tradicional o mutagénesis, los cultivos biotecnológicos en las Comunidades Europeas están sujetos a una evaluación muy amplia en cuanto a posibles peligros antes de su introducción en el mercado.  Aunque las nuevas variedades de cultivos reproducidos tradicionalmente se evalúan por lo que respecta a los rasgos agronómicos y morfológicos, la mayoría no han estado sujetas a ningún tipo de evaluación de inocuidad de los alimentos.  De hecho, la evaluación más estricta de las plantas biotecnológicas ha puesto de relieve la necesidad de realizar una evaluación más a fondo de las variedades de plantas "tradicionales" que se han obtenido utilizando un método de prueba y error.  Muchos de los posibles riesgos relacionados con los cultivos convencionales recibieron muy poca atención antes de la evaluación de los cultivos transgénicos.

4.32 Desde el punto de vista de la estabilidad genética, las Comunidades Europeas afirman que la ingeniería genética introduce nuevos genes en ubicaciones aleatorias en el genoma de las plantas.  No se trata de un fenómeno exclusivo de la ingeniería genética y puede observarse en casos en que los cultivadores de plantas han roto las barreras que impiden que las especies se apareen utilizando técnicas convencionales.

4.33 Las Comunidades Europeas afirman además que existen diferencias importantes en la posible alergenicidad de los alimentos modificados genéticamente en comparación con otros alimentos nuevos y formulan numerosas alegaciones vagas y en última instancia injustificadas para sugerir que los alimentos modificados genéticamente tienen muchas más posibilidades de contener alérgenos que se han introducido involuntariamente mediante la inserción de nuevo material genético.  Cualquier alimento nuevo, con independencia del método de producción, podría dar lugar a que se introduzcan proteínas en la dieta humana a las que previamente no ha habido una exposición importante y, en consecuencia, cuyo potencial alergénico es desconocido.

4.34 Las Comunidades Europeas también afirman que "[e]xisten sin embargo importantes diferencias en cuanto a la cuestión de la capacidad de invasión o persistencia en el medio ambiente entre la resistencia a herbicidas/plaguicidas en plantas modificadas genéticamente y en cultivos convencionales ...".  No existe ningún fundamento científico para esta afirmación y resulta notable que las Comunidades Europeas no citen ninguna autoridad científica para esa tesis.

4.35 Como observación general, las estrategias para hacer frente a la resistencia a los herbicidas son las mismas con independencia de que el cultivo tolerante al herbicida se produjera utilizando técnicas de ADNr, mutagénesis o reproducción selectiva convencional.  Como los cultivos tolerantes a los herbicidas no tienen una ventaja selectiva salvo que se aplique el herbicida al que el cultivo es tolerante (es decir "está presente la presión de selección pertinente"), la capacidad de invasión o persistencia de un cultivo tolerante a herbicidas en el medio ambiente natural no serán distintas de las del cultivo homólogo no tolerante a herbicidas si no se aplica el herbicida.

4.36 La distinción que establecen las Comunidades Europeas entre herbicidas no selectivos y selectivos induce a error.  Los herbicidas están comprendidos en un margen de selectividad:  algunos herbicidas sólo controlan un número muy limitado de especies de plantas, mientras que otros controlan una gama mayor de especies.  Las Comunidades Europeas no mencionan las distintas variedades de cultivos tolerantes a herbicidas resistentes al herbicida de amplio espectro imidazolinona que se han desarrollado a través de la reproducción convencional y la mutagénesis.  En consecuencia, el empleo de herbicidas de amplio espectro no se limita únicamente a los cultivos biotecnológicos tolerantes a los herbicidas.  Además, las Comunidades Europeas no tienen en cuenta el hecho de que muchos herbicidas selectivos son mucho más perjudiciales para el medio ambiente que los herbicidas de amplio espectro que ellas señalan, el glifosato y el glufosinato de amonio.  Igualmente, las Comunidades Europeas no mencionan ninguno de los beneficios medioambientales relacionados con el empleo de cultivos biotecnológicos tolerantes a los herbicidas.  Como ha documentado la Royal Society del Reino Unido, los cultivos biotecnológicos tolerantes a los herbicidas pueden utilizarse para beneficiar la flora y la fauna silvestre y proporcionan diversidad biológica en el medio agrícola.  Por último, las Comunidades Europeas no señalan que los distintos riesgos relacionados con el empleo de herbicidas son objeto de un examen minucioso en virtud de la legislación generalmente aplicable de las CE relativa a la protección de productos fitosanitarios, la Directiva 91/414/CEE.  Resulta incluso más sorprendente que las Comunidades Europeas no mencionen que la seguridad del glifosato se había evaluado plenamente en virtud de la Directiva 91/414/CEE en una fecha tan reciente como 2001.

3. Prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos

a) Colza MX1xRF1 y Ms1xRF2

4.37 Cualquiera que sea la justificación ex post facto que ofrecen las Comunidades Europeas en relación con estos productos específicos, lo cierto es que no ultimaron el procedimiento de aprobación de conformidad con la Directiva 99/220:  el solicitante no ha podido comercializar sus productos en las Comunidades Europeas debido a que Francia no publicó las cartas de consentimiento y a la consiguiente incertidumbre sobre la situación jurídica de los productos.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas no han "ultimado" el procedimiento de aprobación sin "demoras indebidas" en violación flagrante del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF.  Además, al no haber ultimado el procedimiento de aprobación, las Comunidades Europeas han establecido y mantenido prohibiciones efectivas de comercialización de productos específicos para los productos MX1xRF1 y Ms1xRF2.  Como estas prohibiciones de comercialización de productos específicos no se basan en una evaluación de los riesgos (las evaluaciones de los riesgos que se realizaron respaldaban la aprobación de estos productos y no la imposición de prohibiciones de comercialización), estas medidas son incompatibles con el párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF.
b) Colza Ms8xRf3

4.38 La colza Ms8xRf3 sigue estando sometida a una prohibición de comercialización de productos específicos y sigue sirviendo de ejemplo de cómo las Comunidades Europeas han dado efectividad a la moratoria.  Ocho años después de una presentación inicial para su aprobación -a Bélgica en 1996- seis años después de que el Comité científico de las plantas emitiera su dictamen en mayo de 1998 -y tras años de utilización comercial segura en otros lugares del mundo, el producto sigue sin contar con aprobación ni para su importación y elaboración ni para su cultivo, a pesar de que existen medidas de gestión del riesgo razonablemente disponibles.  La prohibición de comercialización de productos específicos viola el párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF ya que no "se bas[a] en" una evaluación del riesgo y viola el párrafo 6 del artículo 5 porque entraña un grado de restricción del comercio mayor del requerido para lograr el nivel adecuado de protección de las Comunidades Europeas.  Según cualquier criterio razonable, el tiempo extraordinariamente largo para tramitar esta solicitud constituye una "demora indebida".  En consecuencia, las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con el párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF y, por extensión, han violado el artículo 8.

4.39 La descripción que hacen las Comunidades Europeas de los antecedentes de esta solicitud induce a error y es incompleta.  Un examen de la cronología y de los apéndices que presentan las Comunidades Europeas en su Prueba documental 63 revela que durante los últimos ocho años el notificante ha hecho esfuerzos constantes y de buena fe para responder a las exigencias siempre cambiantes y cada vez menos razonables de los Estados miembros.  La tramitación de esta solicitud sirve de ejemplo de cómo las Comunidades Europeas han utilizado eficazmente sus procedimientos de aprobación para frustrar la aprobación de este producto, con independencia de los riesgos para la salud de las personas y el medio ambiente y sin tener en cuenta los intentos del notificante para atender las preocupaciones de los Estados miembros.  La conclusión lógica que se saca de esta documentación es que, con independencia de los riesgos, las Comunidades Europeas tenían y tienen el propósito de bloquear la aprobación de este producto para cultivo y tienen el propósito de imponer condiciones tan onerosas e innecesarias que la importación del producto con fines de transformación no resulte rentable económicamente.

c) Colza GT73

4.40 La colza GT73 sigue estando sometida a una prohibición de comercialización de productos específicos y sigue sirviendo de ejemplo de cómo las Comunidades Europeas han dado efectividad a la moratoria.  Nueve años después de una presentación inicial para su aprobación -a Francia en 1995 y, como resultado de la inacción de Francia, a los Países Bajos en 1998- y tras años de utilización comercial segura en otros lugares del mundo, la Comisión presentó el expediente al Comité de reglamentación de la Directiva 2001/18 para su votación el 16 de junio de 2004.  Ni la propuesta de decisión de la Comisión de aprobar el producto, ni el rechazo de esta decisión, obtuvieron la mayoría cualificada necesaria.  Pese a la entrada en vigor de la nueva normativa reglamentaria, pese al examen positivo de la autoridad competente del Estado miembro, y pese al dictamen positivo de la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria emitido en fecha tan reciente como febrero de 2004, los Estados miembros siguen negándose a aprobar la colza GT73 para importación y transformación.

4.41 El hecho evidente de que la moratoria sigue existiendo en la actualidad no se puede refutar aduciendo simplemente que, tras años de demoras, todavía faltan otras dos etapas procesales después de las cuales, en teoría, se podría conceder la aprobación para este producto.  Incluso si se adujera que finalmente se podría conceder la aprobación -suponiendo otro fracaso del Consejo de Ministros de las Comunidades Europeas de llegar a una conclusión en una posible votación en octubre de 2004 o en torno a esa fecha, y la posterior aprobación por la Comisión- el hecho de que la aprobación se produjera tras nueve años de procedimientos en su mayoría estancados, y en la última etapa posible del procedimiento, después de demoras incontables fuera de los plazos legales y sin justificación científica, sería otra prueba de la existencia continuada de la moratoria y no de cualquier otra cosa.

4. La irrelevancia práctica no es pertinente

4.42 Las afirmaciones de las Comunidades Europeas con respecto a la pertinencia del concepto de "irrelevancia práctica" son fáctica y jurídicamente incorrectas o inducen a error.  La jurisprudencia de la OMC está llena de ejemplos en los que los grupos especiales formularon constataciones con respecto a medidas que habían sido eliminadas o modificadas por la parte demandada después de que se hubiera establecido el mandato.  La competencia de un grupo especial para examinar una medida viene determinada en primer lugar por su mandato.  Si la medida está comprendida en su mandato, el grupo especial debe hacer uso de sus facultades discrecionales y formular constataciones sobre aquellas medidas necesarias para cumplir el objetivo de la solución de diferencias de "lograr una solución positiva de la diferencia".  En los casos en que la medida en cuestión existía cuando se estableció el mandato del grupo especial, la práctica constante de los grupos especiales ha consistido como mínimo en formular constataciones sobre la compatibilidad de esa medida con las normas de la OMC/GATT.

4.43 Desde el punto de vista de los hechos, el Canadá refuta enérgicamente la afirmación de las Comunidades Europeas de que las medidas sometidas a este Grupo Especial nunca existieron o fueron retiradas por las Comunidades Europeas antes del establecimiento del mandato del Grupo Especial.  Análogamente, el Canadá refuta que la sugerencia de las Comunidades Europeas de que "un asunto sobre una medida que ya no existe carecería de toda utilidad práctica" sea aplicable a una situación, como la que examinamos, en la que existe una posibilidad real de que la medida vuelva a producirse.

5. El nivel adecuado de protección de las Comunidades Europeas

4.44 Como las Comunidades Europeas parecen reconocer que su nivel adecuado de protección con respecto a los productos biotecnológicos es un "nivel de protección elevado", el Canadá sostiene que el Grupo Especial debería examinar primero la moratoria y las prohibiciones de comercialización de productos específicos en relación con las obligaciones establecidas en el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  Las pruebas demuestran que la moratoria y las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos entrañan un grado de restricción del comercio mayor del requerido para lograr el nivel adecuado de protección de las Comunidades Europeas.

6. Las medidas nacionales de Estados miembros de las CE ("medidas de salvaguardia")

a) El párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF no es aplicable

4.45 Las Comunidades Europeas aducen que las medidas de salvaguardia son provisionales y por lo tanto están sujetas únicamente al párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF con exclusión de las demás disposiciones que según el Canadá han sido violadas.  También alegan que recae sobre la parte reclamante la carga de acreditar prima facie que las medidas en cuestión son incompatibles con los requisitos del párrafo 7 del artículo 5 y que el Canadá no ha satisfecho esta carga.  Los argumentos de las Comunidades Europeas en este sentido son completamente infundados.

4.46 En primer lugar, el Órgano de Apelación no ha definido que la relación entre el párrafo 7 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 1 del artículo 5 sea "de exclusión, no de excepción".  Equiparar la relación entre el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 7 del artículo 5 con la relación entre los párrafos 1 y 3 del artículo 3 es inadecuado porque los objetivos, y por lo tanto las relaciones entre estos artículos, respectivamente, son diferentes.

4.47 El argumento de las Comunidades Europeas con respecto al párrafo 7 del artículo 5 distorsiona la estructura básica del Acuerdo MSF, que se refleja en los artículos 2, 3 y 5.  Las Comunidades Europeas dividen el régimen de las MSF basándose en que las medidas sean "definitivas" (o "permanentes") o "provisionales".  No existe base alguna para hacer una división de esta naturaleza ni en el texto del Acuerdo MSF ni en la jurisprudencia pertinente.  Por el contrario, la estructura básica del Acuerdo MSF demuestra que la división se produce en el artículo 3 entre medidas basadas en normas internacionales y otras MSF.  El artículo 3 ofrece a los Miembros dos opciones igualmente legítimas.  Un Miembro puede adoptar una medida que se base en una norma internacional pertinente en los casos en que dicha norma exista.  Otra posibilidad es que un Miembro adopte una medida de acuerdo con las disposiciones pertinentes de los párrafos 1 a 8 del artículo 5 en los casos en que desea un nivel de protección que es mayor que el nivel de protección que entraña la norma internacional.

4.48 En esencia, los párrafos 1 y 3 del artículo 3 representan vías "separadas pero iguales" que se pueden seguir al adoptar una MSF.  El párrafo 3 del artículo 3 no es simplemente una "exención cualificada" de la obligación fundamental que figura en el párrafo 1 del mismo artículo de basar esas medidas en normas internacionales.  Es la expresión del "derecho autónomo" de los Miembros de la OMC de establecer sus propios niveles adecuados de protección, con inclusión de niveles de protección que son superiores a los que entrañan las normas internacionales pertinentes.  Sin embargo, el Miembro que elige la segunda opción está obligado a cumplir los requisitos del párrafo 1 del artículo 5 y a basar sus medidas en una evaluación de los riesgos compatible con la definición que figura en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF.

4.49 Cuando una medida no se basa en una evaluación de los riesgos y, por lo tanto, es incompatible con el párrafo 1 del artículo 5, también será incompatible, implícitamente, con el requisito general del párrafo 2 del artículo 2 de no mantener MSF sin testimonios científicos suficientes.  Si se constata que la medida en cuestión se mantiene sin testimonios científicos suficientes, el Miembro que defiende la medida puede aducir que no existen testimonios científicos suficientes que le permitan completar una evaluación de los riesgos.  En esta situación es cuando resulta aplicable el párrafo 7 del artículo 5.

4.50 Como ha señalado expresamente el Órgano de Apelación, el párrafo 7 del artículo 5 "constituye una exención cualificada de la obligación dimanada del párrafo 2 del artículo 2 de no mantener medidas sanitarias o fitosanitarias sin testimonios científicos suficientes".  El párrafo 7 del artículo 5 permite que los Miembros de la OMC, en algunas circunstancias limitadas, adopten y mantengan MSF a pesar de que no están respaldadas por testimonios científicos suficientes.  El párrafo 7 del artículo 5 no existe como una opción que pueda elegir libremente el Miembro en cuestión en lugar del párrafo 2 del artículo 2.

4.51 El argumento de las Comunidades Europeas de que el umbral (o la "línea de demarcación") para la aplicabilidad del párrafo 7 del artículo 5 radica en el carácter provisional de la medida y no en la "suficiencia o insuficiencia de los testimonios científicos" también es infundado.  La posición de las Comunidades Europeas se basa en una serie de argumentos textuales dudosos y en la afirmación errónea de que las cuatro condiciones establecidas en el párrafo 7 del artículo 5 están situadas "en un plano equivalente".  Estas afirmaciones pasan por alto el hecho de que la primera condición, la insuficiencia de los testimonios científicos, se expresa como un umbral.

4.52 Aunque la legislación de las Comunidades Europeas indica que las medidas de "salvaguardia" están destinadas a ser provisionales, la misma legislación exige que se adopte en un plazo razonablemente breve una decisión sobre la justificación de dichas medidas.  De las cinco medidas de salvaguardia impugnadas por el Canadá, ninguna ha estado vigente menos de 45 meses.  Si dichas medidas son provisionales sólo lo son nominalmente.

4.53 En cualquier caso, el simple hecho de que un Miembro califique una medida como provisional no le permite eludir las demás obligaciones del Acuerdo MSF.  No es el carácter provisional de la medida lo que importa, sino la cuestión de si la medida se mantiene sin testimonios científicos suficientes.  Únicamente si un grupo especial constata que la medida, ya sea provisional o no, se mantiene sin testimonios científicos suficientes entran en juego las consideraciones previstas en el párrafo 7 del artículo 5.  Evidentemente, sería el Miembro que invocara la disposición sobre el que recaería la carga inicial de establecer una presunción prima facie.

b) Aunque el párrafo 7 del artículo 5 fuera aplicable a las medidas nacionales de Estados miembros de las CE, no excluiría la aplicación de los párrafos 5 y/o 6 del artículo 5

4.54 La cuestión en relación con el párrafo 5 del artículo 5 es la coherencia en la aplicación de niveles adecuados de protección en situaciones comparables.  Se trata de una cuestión diferente de la supuesta incapacidad de las Comunidades Europeas para completar una evaluación de los riesgos con respecto a un producto determinado debido a la insuficiencia de testimonios científicos.  Como el establecimiento de un nivel adecuado de protección lógicamente es anterior a la elección del instrumento de gestión del riesgo -es decir, la medida en cuestión- la cuestión principal es si es posible determinar si existen situaciones comparables.  Se trata de una cuestión de hecho que supone determinar si se han cumplido las condiciones del párrafo 5 del artículo 5 y no influye en la interpretación jurídica de la relación entre los párrafos 5 y 7 del artículo 5.

4.55 De la misma manera, la respuesta de las Comunidades Europeas con respecto a la relación entre los párrafos 7 y 6 del artículo 5 se basa en una premisa falsa.  No hay nada en el texto de los párrafos 6 y 7 del artículo 5 ni del párrafo 2 del artículo 2 que apoye el argumento de las Comunidades Europeas.  Como cuestión de práctica, puede haber muchas situaciones en las que el gestor del riesgo, pese a no contar con testimonios suficientes, tiene opciones de gestión del riesgo entre las que elegir.  Teniendo esto en cuenta, el párrafo 6 del artículo 5 sigue teniendo una función válida que desempeñar incluso si, en una situación dada, resulta más complicado desde el punto de vista de los hechos determinar que esa disposición ha sido violada.

c) Las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE no se basan en una evaluación de los riesgos, como exige el párrafo 1 del artículo 5

4.56 Las Comunidades Europeas afirman que la expresión "adecuada a las circunstancias" que se utiliza en el párrafo 1 del artículo 5 significa que, en el contexto de las medidas de salvaguardia, el Grupo Especial tendría que recurrir nuevamente al párrafo 7 del artículo 5 "porque ... las circunstancias consisten en que los testimonios científicos son insuficientes para el legislador de que se trata y su nivel de protección específico".  La interpretación que dan las Comunidades Europeas a la expresión "adecuada a las circunstancias" en este sentido carece totalmente de apoyo en la jurisprudencia y en cualquier interpretación textual razonable de los términos.  Aunque estas palabras dan a los Miembros de la OMC flexibilidad para realizar la evaluación de los riesgos, como resolvió el Grupo Especial que examinó el asunto Australia - Salmón, las palabras no pueden anular o sustituir la obligación sustantiva del párrafo 1 del artículo 5 de basar la medida en una evaluación de los riesgos.  Además, el párrafo 7 del artículo 5 actúa como una excepción del párrafo 2 del artículo 2 y del párrafo 1 del artículo 5.  Únicamente cuando un grupo especial ha constatado que una medida es incompatible con el párrafo 1 del artículo 5 y/o con el párrafo 2 del artículo 2 entra en juego el párrafo 7 del artículo 5 y sólo en el caso de que lo invoque el Miembro que trata de defender la medida.

4.57 El argumento de las Comunidades Europeas de que el párrafo 1 del artículo 5 no "exige expresamente una 'evaluación del riesgo':  sólo exige que el Miembro tenga en cuenta las técnicas de evaluación del riesgo elaboradas por las organizaciones internacionales competentes" es una distorsión flagrante del texto claro del párrafo 1 del artículo 5 y de la jurisprudencia relativa a esa disposición.

4.58 De manera subsidiaria, las Comunidades Europeas aducen que las medidas de salvaguardia de los Estados miembros se basan en evaluaciones de los riesgos.  Al señalar, sorprendentemente, las evaluaciones de los riesgos que constituyeron la base de la aprobación por las Comunidades Europeas de estos productos, las Comunidades Europeas alegan que estas evaluaciones pueden servir de base tanto para el consentimiento inicial de la Comunidad como para las prohibiciones de los Estados miembros.  Sin embargo, en estas circunstancias, las evaluaciones de los riesgos de que se trata no pueden tener esta doble función.  Los dictámenes científicos públicamente disponibles no contienen conclusiones ambiguas ni presentan opiniones discrepantes sobre los posibles riesgos relacionados con estos productos.  Por el contrario, consideran de manera clara e inequívoca que no existen pruebas que indiquen que los productos en cuestión representan una amenaza para la salud de las personas ni para el medio ambiente.

4.59 Las Comunidades Europeas afirman a continuación que "[a]demás, los Estados miembros han hecho sus propias evaluaciones, y pueden efectuarse en el futuro otras evaluaciones del riesgo".  Sin embargo, en la mayoría de los casos las Comunidades Europeas no han presentado ninguna prueba documental ni de las "evaluaciones" de los Estados miembros ni de "otras evaluaciones del riesgo" en relación con las cinco medidas de salvaguardia impugnadas por el Canadá en este procedimiento hasta que el Grupo Especial les ha pedido que lo hicieran.  Un análisis de la información adicional que han presentado las Comunidades Europeas a este respecto demuestra que las medidas de salvaguardia ni siquiera se aproximan al criterio establecido por la jurisprudencia de la OMC para cumplir los requisitos del párrafo 1 del artículo 5, e implícitamente, los requisitos del párrafo 2 del artículo 2 en el sentido de que las MSF deben basarse en principios científicos y no se deben mantener sin testimonios científicos suficientes.

d) Las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE violan el Acuerdo OTC
4.60 Los argumentos de las Comunidades Europeas según los cuales las medidas de salvaguardia no violan el Acuerdo OTC son excesivamente limitados y reflejan una concepción jurisprudencialmente insostenible del alcance de la definición de "reglamento técnico" y del ámbito de las obligaciones establecidas en los párrafos 1, 2 y 9 del artículo 2.  En la medida en que las medidas de los Estados miembros de las CE se basan en riesgos manifiestos que no están abarcados por el Acuerdo MSF, dichas medidas son reglamentos técnicos y por lo tanto están sujetas al Acuerdo OTC.

ii) Las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE son "reglamentos técnicos"

4.61 La afirmación de las Comunidades Europeas de que las distintas decisiones adoptadas de conformidad con sus instrumentos legislativos, a los que se refieren como "actos administrativos", "no son reglamentos técnicos propiamente dichos" carece de todo apoyo en el texto o en la jurisprudencia.  La única parte del texto que citan las Comunidades Europeas -la frase "disposiciones administrativas aplicables"- no resulta especialmente instructiva:  la falta de "disposiciones administrativas aplicables" no significa, por sí misma, que una determinada medida no sea un reglamento técnico.  Las similitudes entre las medidas en litigio en la presente diferencia y la medida en litigio en el asunto CE - Amianto respaldan la conclusión de que las medidas de salvaguardia son indudablemente "reglamentos técnicos" como lo interpretó el Órgano de Apelación en CE - Amianto y CE - Sardinas.

4.62 Las medidas de salvaguardia cumplen los tres criterios establecidos por el Órgano de Apelación para determinar si una medida concreta está comprendida en la definición de "reglamento técnico".  En primer lugar, todas las medidas de salvaguardia identifican los productos específicos sujetos a las prohibiciones o se expresan con términos que hacen que esos productos sean fácilmente identificables.  En segundo lugar, cada medida de salvaguardia prohíbe la colza y el maíz que posean determinadas características o materiales genéticos.  Esto es similar a la prohibición en el asunto CE - Amianto de productos, como el cemento, que contengan la fibra de amianto.  Por estas razones, resulta insostenible la afirmación de las Comunidades Europeas de que estas medidas no prescriben ni prohíben características de los productos.  En tercer lugar, el cumplimiento de las características de los productos que se establecen en las medidas de salvaguardia es obligatorio.  El argumento de las Comunidades Europeas de que "no existe un medio para que el producto notificado cumpla la medida del Estado miembro" no entiende el criterio.  La cuestión no consiste en si el producto notificado puede cumplir, sino en si los productos colza y maíz pueden cumplir, en el mismo sentido que en el asunto CE - Amianto la cuestión no era si el cemento con amianto podía cumplir la prohibición, sino si podía hacerlo el cemento.

iii) Las medidas violan el párrafo 1 del artículo 2

4.63 El Canadá refutó los argumentos que esgrimieron las Comunidades Europeas en su Primera comunicación escrita en la respuesta que dio a la pregunta 69 del Grupo Especial.

iv) Las medidas violan el párrafo 2 del artículo 2

4.64 Aunque el Canadá estaría de acuerdo con la afirmación bastante evidente de que el hecho de que una medida determinada cumpla su objetivo depende de cuál sea ese objetivo, no lo está con el argumento implícito de las Comunidades Europeas de que las medidas de salvaguardia son necesarias.  El Canadá observa que el argumento de las Comunidades Europeas debe deducirse porque en ninguna parte aducen expresamente que las medidas de salvaguardia cumplan efectivamente un objetivo legítimo -ni aportan ninguna prueba de ello-;  las Comunidades Europeas ni siquiera indican el nivel o los niveles de riesgo aceptable que están aplicando los "legisladores pertinentes" en los respectivos Estados miembros de las CE.

4.65 Teniendo en cuenta los objetivos de las medidas de salvaguardia -en la medida en que dichos objetivos pueden deducirse razonablemente de las propias medidas y de la legislación comunitaria relativa a la evaluación y aprobación de productos biotecnológicos- y a la luz de los testimonios científicos y de otro tipo, el Canadá ha demostrado que las medidas en cuestión no satisfacen los requisitos del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Las Comunidades Europeas no han presentado ningún argumento con respecto a las medidas de salvaguardia específicas que refute la presunción prima facie establecida por el Canadá.  La información adicional relativa a las medidas de salvaguardia que finalmente presentaron las Comunidades Europeas a petición del Grupo Especial únicamente refuerza la posición jurídica del Canadá de que esas medidas restringen el comercio más de lo necesario.

v) Las medidas violan el párrafo 9 del artículo 2

4.66 Las Comunidades Europeas no refutan el fondo de los argumentos del Canadá con respecto a la incompatibilidad de las medidas de salvaguardia con el párrafo 9 del artículo 2 y se limitan a esgrimir argumentos adicionales sobre por qué las medidas de salvaguardia no son reglamentos técnicos.  Para explicar por qué estos argumentos son infundados, el Grupo Especial sólo tiene que examinar la medida en litigio en el asunto CE - Sardinas.  La medida objeto de litigio en ese asunto, el Reglamento 2136/89, una medida que las Comunidades Europeas reconocieron que es un reglamento técnico, se aplica a un solo producto:  las conservas de sardinas.  Resulta evidente por lo tanto que el hecho de que una medida se aplique a un solo producto o a una pluralidad de ellos no determina que esa medida sea o no un reglamento técnico.  También menoscaba el argumento de las Comunidades Europeas de que una medida deber ser de "carácter general" para que pueda ser considerada un reglamento técnico.

C. Segunda comunicación escrita de la Argentina

1. Argumentos

a) La moratoria de facto
i) Introducción - La existencia de una moratoria de facto
4.67 En esta etapa del procedimiento, la Argentina aducirá que las Comunidades Europeas no han refutado ninguno de los argumentos que las partes reclamantes han presentado en esta diferencia.  La actitud de las Comunidades Europeas hacia nuestros argumentos consiste, por ejemplo, en declaraciones dogmáticas en el sentido de que simplemente no hay ninguna moratoria de facto ni ninguna suspensión del tratamiento de solicitudes de aprobación específicas.  Además, las Comunidades Europeas afirman que, aun suponiendo que existiera una medida de esa índole, no sería una medida impugnable en el marco del Acuerdo sobre la OMC.  No obstante, las Comunidades Europeas se limitan a declarar que no existe ninguna medida en absoluto, sin refutar ninguno de los argumentos relativos a su existencia e incompatibilidad formulados por las partes reclamantes.

4.68 Las Comunidades Europeas han indicado que los hechos que ocurren tras el establecimiento de un grupo especial deberían ser tenidos en cuenta, porque la medida impugnada puede haber dejado de existir, y de este modo han admitido implícitamente la existencia de una moratoria de facto, al menos antes del establecimiento de este Grupo Especial.

4.69 Las Comunidades Europeas afirman también que el Acuerdo MSF no sería aplicable a la presente diferencia porque, según entienden dicho Acuerdo, las cuestiones relativas a los productos agrícolas de biotecnología van más allá del ámbito del Acuerdo MSF.  A pesar de ello, las Comunidades Europeas admiten de hecho que los productos agrícolas de biotecnología están parcialmente abarcados por el Acuerdo MSF.  Según la Argentina, el Acuerdo MSF es el Acuerdo que debe aplicarse, dado que se refiere a la protección contra determinados riesgos, y no contra determinados productos.

4.70 Además, las Comunidades Europeas consideran que existe legislación pertinente a esta diferencia al margen de las normas de la OMC, y que el Grupo Especial debería tenerla en cuenta al resolver este asunto.  En cualquier caso, la Argentina considera que la legislación "ajena a la OMC" invocada por las Comunidades Europeas no exime a éstas de su obligación de contar con un sustento científico para sus medidas.

ii) La medida moratoria de facto
4.71 La existencia de una medida moratoria de facto ha quedado ampliamente demostrada, y las Comunidades Europeas no han refutado las pruebas presentadas sino que, en cambio, han tratado de reinterpretarlas o negarlas.

4.72 La moratoria de facto tiene las siguientes características:  i) no ha sido nunca plasmada mediante una norma positiva;  ii) ha impedido la aprobación de cualquier nuevo producto agrícola de biotecnología en las Comunidades Europeas desde 1998 mediante la sistemática suspensión de los procedimientos y la no consideración de las distintas solicitudes para el otorgamiento o la aprobación de productos agrícolas de biotecnología;  iii) ha dado lugar a una demora sistemática e injustificada en los plazos previstos en la legislación de las Comunidades Europeas, de manera que los procedimientos nunca se ultiman;  y iv) implica una discriminación contra los productos agrícolas de biotecnología.

4.73 La existencia de una moratoria de facto es obvia porque desde 1998 no ha habido en las Comunidades Europeas ni aprobaciones ni rechazos de solicitudes relativas a productos agrícolas de biotecnología, a pesar del hecho de que varias solicitudes han obtenido un dictamen científico favorable de los Comités científicos de las Comunidades Europeas.

4.74 Además, es pertinente que la existencia de una moratoria de facto haya sido reconocida por altos funcionarios de las CE que tienen responsabilidad directa en las cuestiones examinadas en la presente diferencia.  Por otra parte, la existencia de una moratoria de facto seguía siendo reconocida a nivel de los Estados miembros de las CE incluso en una fecha tan avanzada como es junio de 2004.

4.75 Más recientemente, cuando tuvo lugar la curiosamente oportuna aprobación del maíz Bt-11, se hizo referencia a la existencia de una moratoria de facto en el documento oficial, en el que se afirmaba que la aprobación del maíz Bt-11 "pondría fin a la actual moratoria impuesta en Europa a los alimentos y piensos modificados genéticamente" (sin cursivas en el original).  El documento no sólo invalida el argumento de las Comunidades Europeas con respecto a la inexistencia de una moratoria de facto, sino también el argumento relativo a la "irrelevancia práctica".  La declaración de las Comunidades Europeas sobre la "irrelevancia práctica" también contradice la jurisprudencia de la OMC relativa al párrafo 1 del artículo 19 del ESD.

4.76 Las Comunidades Europeas tratan de restar importancia a las declaraciones de sus propios altos funcionarios aduciendo que no son vinculantes para ellas.  A este respecto, las Comunidades Europeas citan jurisprudencia relativa a las "declaraciones oficiosas".  No obstante, no explican por qué las declaraciones de altos funcionarios de las CE directamente competentes en la cuestión pueden constituir "declaraciones oficiosas".

4.77 Por otra parte, por lo que respecta a la declaración de las Comunidades Europeas de que "puede constituir una prueba adicional de que el Miembro en cuestión aplica esa medida de un modo determinado", si las Comunidades Europeas se refieren a la reciente decisión sobre el maíz Bt-11, la Argentina señala que esa decisión está relacionada únicamente con un solo producto y no pone fin a la existencia de la moratoria de facto.  Esta aprobación puede haber tenido lugar precisamente debido al establecimiento del Grupo Especial y no debería ser considerada como el modo normal en el que las Comunidades Europeas aplicaban sus procedimientos de aprobación.

4.78 Las Comunidades Europeas afirman también que ha habido aprobaciones de conformidad con el Reglamento 258/97 después de 1998.  Según las Comunidades Europeas, ello demuestra que los procedimientos no fueron suspendidos.  No obstante, la Argentina desearía ahora aclarar que estas "aprobaciones" mencionadas por las Comunidades Europeas no son verdaderas aprobaciones, sino meras notificaciones de conformidad con el procedimiento simplificado del Reglamento 258/97.

4.79 Por lo que respecta al argumento de que las partes reclamantes no han identificado ningún instrumento o texto sobre cuya base haya sido establecida la moratoria, la Argentina ya ha explicado en su Primera comunicación escrita que la moratoria no ha sido plasmada en una norma positiva.  Las medidas mencionadas en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF no son las únicas medidas sanitarias o fitosanitarias abarcadas por dicho Acuerdo.  Las Comunidades Europeas aducen también que, en cualquier caso, una medida no plasmada en una norma positiva no podría ser impugnada en la OMC.  Al contrario, como se explica en la comunicación de la Argentina, la jurisprudencia GATT/OMC ha adoptado invariablemente un enfoque amplio del concepto de "medida".  De hecho, la tendencia siempre ha sido a ampliar este concepto de manera que las obligaciones de los Miembros no puedan ser eludidas.

iii) No es simplemente una demora - Caso omiso de los testimonios científicos

4.80 En este procedimiento, las Comunidades Europeas tratan de acortar el período que comenzó en 1998, y con ello niegan la existencia de una moratoria de facto y convierten todo en una mera cuestión de demora.  La Argentina no está de acuerdo con la alegación de las Comunidades Europeas de que cualquier demora tendría que finalizar con la aplicación de la Directiva 2001/18.  Esa Directiva entró en vigor en octubre de 2002, y desde entonces no se ha emitido ninguna aprobación a pesar de los testimonios científicos disponibles.

4.81 Las Comunidades Europeas siguen intentando hacer creer que el reloj debería ser puesto a cero en ese momento, independientemente del hecho de que no se haya concedido ninguna aprobación y de que hayan paralizado todas las solicitudes alegando que era necesaria una legislación más estricta, a saber, sobre trazabilidad y etiquetado.  Lo mismo cabe decir de la respuesta de las Comunidades Europeas a la pregunta 36 del Grupo Especial, en la que afirman que "la nueva presentación representa el punto de partida del plazo razonable necesario para examinar la nueva información y llevar a cabo la evaluación del riesgo de las nuevas cuestiones identificadas".  La puesta a cero del reloj con la llegada de la Directiva 2001/18 implicaría hacer caso omiso de todo el período transcurrido desde las presentaciones iniciales de las solicitudes, incluido el momento en el que se emitieron los dictámenes científicos positivos.

4.82 En su respuesta a la pregunta 37 del Grupo Especial, las Comunidades Europeas vuelven a tratar de reducir la alegación a una simple cuestión de demoras.  La Argentina objeta enérgicamente esta visión "reductora".  La Argentina se apoya en alto grado en los testimonios científicos en los que cualquier MSF debe estar basada, y este requisito sustantivo va mucho más allá de la simple cuestión de las demoras indebidas.  Tanto la moratoria de facto como la "suspensión y no consideración" deben satisfacer requisitos sustantivos, esto es, la necesidad de testimonios científicos, y de este modo ser compatibles con el párrafo 1 del artículo 5, el párrafo 2 del artículo 2, el párrafo 5 del artículo 5, el párrafo 3 del artículo 2 y el párrafo 6 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

iv) Las Comunidades Europeas aplican y mantienen una moratoria de facto
4.83 Como ya ha señalado la Argentina, las Comunidades Europeas constantemente han hecho de la adopción de una legislación más estricta una condición previa para levantar la moratoria.  Sin embargo, las Comunidades Europeas han impuesto sistemáticamente requisitos adicionales y, como consecuencia, los procedimientos nunca han podido ser ultimados.  Tan pronto como los solicitantes habían cumplido un conjunto de requisitos, se les pedía que cumplieran otro.  De hecho, las Comunidades Europeas dejaron de aprobar o rechazar solicitudes en 1998 porque consideraban que su legislación -entonces la Directiva 90/220 y el Reglamento 258/97- era inadecuada.  La consecuencia inmediata de ello fue que, el 4 de septiembre de 1998, las Comunidades Europeas iniciaron la denominada "consulta interservicios".

4.84 Las Comunidades Europeas siguen negando la existencia de una moratoria de facto o de una suspensión de los procedimientos.  Según las Comunidades Europeas, dada la insuficiencia legislativa, se estableció un mecanismo de transición -el denominado "planteamiento provisional"- para facilitar el paso a un nuevo régimen.

4.85 Este fue el contexto en el que las Comunidades Europeas iniciaron el proceso legislativo que concluyó con la adopción de la Directiva 2001/18.  Sin embargo, antes de que dicha Directiva entrara en vigor en octubre de 2002, las Comunidades Europeas volvieron a aducir la necesidad de una legislación más apropiada.  Ello hizo que comenzara el debate sobre la trazabilidad y el etiquetado, por lo que tampoco ha habido aprobaciones -ni ha habido siquiera rechazos- de productos agrícolas de biotecnología en el marco de la Directiva 2001/18.  En diciembre de 2003, se inició una nueva fase de "consulta interservicios".

4.86 La Argentina abordará ahora estas cuestiones y su importancia en los procedimientos de aprobación de productos agrícolas de biotecnología, y de este modo demostrará cómo la falta de aprobaciones desde 1998 fue deliberadamente decidida y mantenida por las Comunidades Europeas.

a.- La fase de "consulta interservicios"
4.87 De la información contenida en los CD-ROM facilitados por las Comunidades Europeas se desprende claramente que las Comunidades Europeas y/o sus Estados miembros trataron de refutar los dictámenes científicos positivos emitidos por sus Comités científicos o de hacer caso omiso de ellos, con el fin de paralizar la aprobación o la comercialización de productos agrícolas de biotecnología.  Además, la información presentada en los mencionados CD-ROM nos ofrece un panorama claro de las etapas de procedimiento pertinentes respecto de cada producto agrícola de biotecnología.  Hay etapas que carecen de base legal en los procedimientos de aprobación pero tienen importancia política como medio de paralizarlos.  Esto demuestra que las Comunidades Europeas trataban los productos agrícolas de biotecnología "por cestas".

4.88 La "fase de consulta interservicios" impidió efectivamente el avance de todas las solicitudes ‑que contaban con dictámenes científicos positivos en 1998-.  Dicho de modo breve, todas las solicitudes que contaban con dictámenes científicos positivos desde 1998 quedaron paralizadas en la "fase de consulta interservicios", sin excepción.  Un primer grupo de productos (la colza Falcon GS40, la colza MS8xRF3 y la remolacha forrajera A5/15) quedó comprendido en una "cesta" común en septiembre de 1998 y se le impidió llegar a la etapa de votación del Comité de reglamentación hasta junio y octubre de 1999, cuando ni siquiera se votó a su respecto.  Los dos productos restantes (el algodón Bt-531 y el algodón RRC1445) fueron sometidos a votación pero, al no existir la mayoría necesaria, quedaron incluidos en una segunda "cesta" en mayo de 1999.  Ambas "cestas" quedaron efectivamente paralizadas en los procedimientos hasta que en enero de 2003 hubo que volver a presentar las solicitudes de conformidad con la Directiva 2001/18.

4.89 En su respuesta a la pregunta 94 del Grupo Especial, las Comunidades Europeas describen cómo podría funcionar la "consulta interservicios".  La Argentina debe llegar a la conclusión de que esta etapa de "consulta interservicios" constituye una prueba adicional tanto de una moratoria de facto como de la "suspensión y no consideración", concretamente por lo que respecta al algodón Bt-531 y al algodón RRC1445.

b.- La "Posición común" y la declaración de varios Estados miembros

4.90 Como ha quedado probado, en 1998 los procedimientos para la aprobación y rechazo de solicitudes fueron interrumpidos porque la legislación de las Comunidades Europeas se consideraba inapropiada.  En este contexto, en junio de 1999 el Consejo de Ministros de Medio Ambiente de la UE redactó un documento denominado "Posición común" para la reforma de la Directiva 90/220.  En este documento se afirmaba que no habría aprobaciones hasta que hubiera una legislación nueva.  La Declaración de Dinamarca, Grecia, Francia, Italia y Luxemburgo expresaba la intención de esos países de no autorizar más aprobaciones de productos biotecnológicos.  Esta posición fue reiterada en julio de 2000 durante una reunión informal del Consejo de Medio Ambiente celebrada en París.

4.91 En opinión de la Argentina, la "Posición común" revela la intención de las Comunidades Europeas de no aprobar más productos agrícolas de biotecnología.  Este elemento volitivo e intencional demuestra que la moratoria de facto no es meramente la suma de simples demoras en los procedimientos de aprobación.

4.92 En septiembre de 1998 y mayo de 1999, las Comunidades Europeas comenzaron a dejar de aprobar productos agrícolas de biotecnología valiéndose de la fase de "consulta interservicios".  Poco después, en junio de 1999, llegaron la "Posición común" y la Declaración de los cinco Estados miembros, que aducían la necesidad de reformar la legislación sobre aprobación.  En ese momento, todos los procedimientos de aprobación se encontraban interrumpidos y las Comunidades Europeas habían iniciado una "fase de debate".  Algunos Estados miembros -Francia, Bélgica, Dinamarca, Grecia e Italia- pidieron requisitos adicionales antes de que los procedimientos de aprobación volvieran a empezar, esta vez exigiendo un sistema de responsabilidad medioambiental.  También se había reconocido dentro de las Comunidades Europeas que este régimen podía mantener la moratoria de facto.

c.- Respecto del "planteamiento provisional"
4.93 El hecho de que las Comunidades Europeas consideraran la posibilidad de modificar la legislación creó incertidumbre acerca de las aprobaciones.  Como consecuencia, varios solicitantes ofrecieron cumplir los requisitos contenidos en la "Posición común", porque no tenían otra opción.  A continuación, en julio de 2000, la Comisión propuso el denominado "planteamiento provisional".  Éste llegó tras un largo período sin aprobaciones y fue consecuencia de las preocupaciones de los solicitantes -y no de ninguna iniciativa de las Comunidades Europeas, como éstas desearían que creyera el Grupo Especial-.

4.94 Durante julio de 2000, la Comisión consideró varias opciones con respecto a la aprobación de productos agrícolas de biotecnología.  Las opciones eran las siguientes:  a) la aplicación de la Directiva 90/220 tal como se encontraba en aquella fecha;  b) aguardar hasta que los Estados miembros transpusieran la Directiva 90/200/CEE;  y c) una posición proactiva para volver a poner en marcha el sistema de aprobación.  Las Comunidades Europeas escogieron la opción aparentemente dirigida a volver a poner en marcha el procedimiento de aprobación -el "planteamiento provisional"-, que consistía en anticipar los más estrictos requisitos de la futura Directiva 2001/18, especialmente los relativos al seguimiento, el etiquetado y la trazabilidad.  En este contexto, las preocupaciones manifestadas por las Comunidades Europeas y los Estados miembros se referían al etiquetado y a la trazabilidad, y estas cuestiones fueron convertidas en una conditio sine qua non para la aprobación de productos agrícolas de biotecnología.  En el marco del "planteamiento provisional" no hubo ni aprobaciones ni rechazos.  Además, la entrada en vigor de la Directiva 2001/18 puso fin a la etapa del "planteamiento provisional".  En resumen, el "planteamiento provisional" pasó a ser sólo otra manifestación de la moratoria de facto.

d.- Nuevas solicitudes obtienen dictámenes científicos positivos antes de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18

4.95 Si bien todas las solicitudes que contaban con un dictamen científico positivo que databa de 1998 se encontraban paralizadas, había nuevas solicitudes que estaban en condiciones de ser aprobadas gracias al dictamen positivo de los Comités científicos.  Tanto la colza Phoe6/Ac como el maíz Bt-11 obtuvieron un dictamen positivo el 30 de noviembre de 2000 y se tuvo que volver a presentarlas de conformidad con la Directiva 2001/18.  Por consiguiente, ambas solicitudes estuvieron paralizadas durante dos años.  Lo mismo cabe decir de la patata, aunque en su caso el período de tiempo fue más breve, ya que el dictamen científico positivo fue emitido en julio de 2002.

4.96 En febrero de 2001, seis Estados miembros -Dinamarca, Francia, Grecia, Italia, Luxemburgo y Austria- reafirmaron su compromiso de suspender las aprobaciones, aduciendo que los nuevos procedimientos eran inadecuados.

4.97 A finales de octubre de 2001, la mayoría de los Estados miembros acordó en esencia que la moratoria no debía ser levantada hasta que la totalidad de las disposiciones sobre trazabilidad y etiquetado hubiera entrado en vigor.  En una reunión informal del Consejo de Medio Ambiente, ocho Estados miembros -Francia, Austria, Finlandia, Luxemburgo, Dinamarca, Italia, los Países Bajos y Suecia- rechazaron efectivamente el plan de la Comisión de considerar nuevas autorizaciones, exigiendo que antes entrara en vigor la nueva reglamentación.  En aquel momento, la Comisión estimó que transcurrirían dos años más antes de que pudieran promulgarse prescripciones sobre trazabilidad y etiquetado.  En diciembre de 2001, Bélgica declaró una vez más que la moratoria de facto tendría que mantenerse hasta que hubiera una legislación apropiada sobre trazabilidad y etiquetado.

4.98 En consecuencia, las Comunidades Europeas claramente estaban anunciando su intención de mantener la moratoria de facto, incluso si la Directiva 2001/18 entraba en vigor.  Esto refuta la alegación de las Comunidades Europeas de que toda demora debería haber acabado con la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.

e.- Alegaciones relativas a la revisión de la Directiva 90/220

4.99 Por lo que se refiere a las excusas de las Comunidades Europeas para derogar la Directiva 90/220, éstas fueron básicamente las siguientes:  "nuevas opiniones científicas", la falta de criterios armonizados sobre la evaluación del riesgo que hay que efectuar y la falta de medidas de vigilancia posterior a la comercialización y de disposiciones sobre etiquetado.

4.100 La falta de criterios armonizados sobre la evaluación del riesgo ya había sido abordada en el "Informe sobre la revisión de la Directiva 90/220/CEE" en el contexto de la Comunicación de la Comisión sobre biotecnología y el Libro blanco.
  A pesar de lo que dice este documento, en su respuesta a la pregunta 17 del Grupo Especial las Comunidades Europeas afirman que en la actualidad sus Comités científicos no prevalecen sobre los demás.

4.101 La Argentina desea señalar que, en su respuesta a la pregunta 17 del Grupo Especial, las Comunidades Europeas también hacen referencia a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, que establece los criterios utilizados para determinar si se puede hacer caso omiso de un dictamen científico del Comité científico competente.  Las Comunidades Europeas no han observado las normas establecidas por su propio Tribunal de Justicia.  De hecho, las Comunidades Europeas no han dado ninguna razón de naturaleza científica para hacer caso omiso de los dictámenes de sus propios Comités científicos, que eran favorables a la aprobación de productos agrícolas de biotecnología.

4.102 La Argentina considera que esta circunstancia confirma la falta de fundamento científico para la aplicación de la moratoria de facto, y demuestra que lo que en un momento determinado fue presentado como un argumento para cambiar el sistema de las Comunidades Europeas para la aprobación se ha convertido en una excusa incompatible con las obligaciones en el marco de la OMC.

4.103 Otro argumento utilizado por las Comunidades Europeas para justificar la modificación de la Directiva 90/220 es el relativo a las "medidas de vigilancia posterior a la comercialización".  La Directiva 90/220 ya se ocupó de las "medidas de control posterior a la comercialización" en su anexo II V), por lo que volvemos a estar frente a un argumento que en realidad es sólo otra excusa.  Con respecto a la cuestión de la falta de disposiciones sobre etiquetado, la Directiva 90/220 ya contenía una disposición de esa índole a la que los solicitantes sólo podían escapar sobre la base de argumentos científicos válidos.

f.- La entrada en vigor de la Directiva 2001/18

4.104 En noviembre de 2003, una vez que la Directiva 2001/18 hubo entrado en vigor, el maíz NK603 obtuvo un dictamen científico positivo, mientras que la colza GT73 obtuvo uno en febrero de 2004.  Para entonces, el presente Grupo Especial de la OMC ya había sido establecido.

4.105 Tampoco hubo ninguna aprobación de conformidad con la Directiva 2001/18.  Además, en una reunión de Ministros de Agricultura celebrada en enero de 2003, varios Estados miembros de las CE fijaron las condiciones para la aplicación de la Directiva 2001/18, esta vez con respecto a la adopción de un régimen de etiquetado y trazabilidad.  Adicionalmente, también se solicitó un régimen de coexistencia.

4.106 A este respecto, las autoridades de las CE han indicado su propósito de recurrir al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas porque la mayoría de los Estados miembros no ha transpuesto la Directiva 2001/18.

4.107 Este es otro hecho que demuestra la existencia de una moratoria de facto.

g.- Con respecto a la legislación sobre trazabilidad y etiquetado

4.108 La necesidad de un nuevo régimen de trazabilidad y etiquetado fue invocada específicamente en el caso del Reglamento 258/97.  A este respecto, las Comunidades Europeas señalaron en su respuesta a la pregunta 91 del Grupo Especial que el mencionado Reglamento era apropiado para las cuestiones relativas a la "evaluación del riesgo", pero que "en 1999 se puso de manifiesto que había necesidad de nuevas normas legislativas que trataran ciertas cuestiones como el etiquetado y la trazabilidad, y también el desarrollo y la validación de métodos de detección.  Estas cuestiones han sido tratadas en el Reglamento 1830/2003 (etiquetado y trazabilidad) y el Reglamento 1829/2003 (alimentos y piensos).

4.109 También en este caso el argumento de las Comunidades Europeas se ha convertido en una excusa.  De hecho, el Reglamento 258/97 efectivamente contiene disposiciones sobre "etiquetado".

4.110 En lo que se refiere a la "trazabilidad" y a los "métodos de detección", las Comunidades Europeas no han identificado la existencia de un riesgo con arreglo a lo prescrito por los Principios del Codex para el análisis de riesgos de alimentos obtenidos por medios biotecnológicos modernos.  Por consiguiente, las alegaciones de las Comunidades Europeas con respecto a la trazabilidad y a los métodos de detección son de hecho excusas para justificar la moratoria de facto.

h.- Con respecto a los argumentos de las Comunidades Europeas basados en el Protocolo de Cartagena y el denominado "principio de precaución o cautela"
4.111 Las Comunidades Europeas aducen la pertinencia de un instrumento "ajeno a la OMC" y del denominado "principio de precaución o cautela" para tratar las cuestiones planteadas en este caso.

4.112 Según el párrafo 2 del artículo 3 del ESD, tal como lo ha interpretado el Órgano de Apelación, los intérpretes de los tratados deben recurrir a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados para interpretar los Acuerdos abarcados.  En el presente caso, por lo que respecta a las normas "ajenas a la OMC" invocadas por las Comunidades Europeas, es necesario que recurramos al artículo 31 de la Convención de Viena.

4.113 Las normas mencionadas por las Comunidades Europeas claramente no son un acuerdo "que se refier[e] al tratado y ha[] sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado" -párrafo 2 a) del artículo 31-.  Ni son un "instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado" ‑párrafo 2 b) del artículo 31-.  Claramente, las normas citadas por las Comunidades Europeas no son un "acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones" -párrafo 3 a) del artículo 31-.  Ni tampoco puede considerarse el Protocolo de Cartagena como una "norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes" -párrafo 3 c) del artículo 31-, puesto que las Comunidades Europeas son la única parte en la presente diferencia de la OMC para la que las disposiciones del Protocolo son vinculantes.

4.114 Las Comunidades Europeas mencionan también al denominado "principio de precaución o cautela".  Debe señalarse que el Órgano de Apelación se refirió a la condición jurídica de este "principio" en CE - Hormonas.

4.115 Por último, el Protocolo de Cartagena dice en uno de sus considerandos lo siguiente:

"Destacando que el presente Protocolo no podrá interpretarse en el sentido de que modifica los derechos y las obligaciones de una Parte con arreglo a otros acuerdos internacionales ya en vigor."

Lo pertinente en este caso es que el Protocolo de Cartagena no permite a las Comunidades Europeas eludir sus obligaciones en el marco de la OMC, y que los argumentos de las Comunidades Europeas a este respecto han sido sólo otra excusa para mantener la moratoria de facto, porque las Comunidades Europeas también han dicho que la Directiva 2001/18 no sería adoptada hasta la celebración del Protocolo de Cartagena, para poder adaptar su legislación a dicho Protocolo.

4.116 Debe recordarse que el Protocolo de Cartagena establece la obligación de realizar una evaluación del riesgo.  Al comparar los anexos I y III del Protocolo de Cartagena con la Directiva 90/220, observamos una gran compatibilidad.

4.117 De lo anterior se desprende claramente que los argumentos de las Comunidades Europeas son, una vez más, meras excusas.

v) La moratoria de facto es incompatible con el párrafo 1 del artículo 10 del Acuerdo MSF
4.118 En su calidad de país en desarrollo, la Argentina debe hacer de nuevo hincapié en la pertinencia de las disposiciones del artículo 10 del Acuerdo MSF, ya que establecen un trato especial y diferenciado para los países en desarrollo Miembros.

4.119 La Argentina desearía hacer observaciones sobre la afirmación de las Comunidades Europeas en el sentido de que "las Comunidades Europeas no dudan de la importancia de estas disposiciones y pueden asegurar a la Argentina que las tienen presentes al elaborar y aplicar su legislación, incluida, cuando sea pertinente, su legislación sobre OMG".  En primer lugar, la Argentina celebra que las CE reconozcan la importancia de estas disposiciones.  Sin embargo, no estamos de acuerdo con el resto de la declaración, en especial con las palabras "cuando sea pertinente".  La Argentina debe volver a señalar que el artículo 10 es obligatorio para los Miembros de la OMC.

4.120 La Argentina reitera que las Comunidades Europeas no han presentado ninguna prueba de que tuvieron en cuenta las necesidades especiales de los países en desarrollo Miembros cuando redactaron y aplicaron su legislación sobre productos agrícolas de biotecnología.

4.121 Además, la Argentina no está de acuerdo con la caracterización que hacen las Comunidades Europeas según la cual "el argumento de la Argentina no parece sino decir que, como las Comunidades Europeas han infringido otras disposiciones de los Acuerdos y ello afecta a la Argentina, que es un país en desarrollo, por consiguiente tampoco han cumplido sus obligaciones en materia de trato especial y diferenciado frente a los países en desarrollo".  Las Comunidades Europeas se equivocan al alegar que el argumento de la Argentina está basado en una interpretación de una obligación consecuencial.  Lo que la Argentina ha aducido es que la adopción por las Comunidades Europeas de una moratoria de facto omitió toda consideración de las obligaciones resultantes para los países desarrollados del párrafo 1 del artículo 10 del Acuerdo MSF, y concretamente de la obligación de tener en cuenta las necesidades especiales de los países en desarrollo Miembros.  Además, aun teniendo en cuenta la propia legislación de las CE, una lectura de las principales disposiciones al respecto -las Directivas 90/220 y 2001/18 y el Reglamento 257/98- no revela ninguna referencia a los productos biotecnológicos de los países en desarrollo Miembros, y menos ninguna referencia a que se tengan en cuenta las necesidades especiales de esos países.

4.122 La Argentina reitera que la moratoria de facto aplicada por las Comunidades Europeas desde 1998 ha tenido el efecto de cerrar el mercado de las CE a los productos agrícolas de biotecnología no aprobados antes de esa fecha.  Las corrientes comerciales o las importaciones a las que parecen referirse las Comunidades Europeas no pueden incluir realmente ningún nuevo producto agrícola de biotecnología posterior a 1998, dado que no se ha aprobado -ni rechazado- ningún producto debido a la manera en que se ha aplicado la moratoria de facto.

4.123 Tampoco han negado las Comunidades Europeas la alegación de la Argentina de que la falta de consideración de las necesidades especiales de los países en desarrollo se ve agravada en el caso de las Comunidades Europeas porque éstas no son sólo un mercado nacional, sino que son un mercado que en la actualidad cuenta con 25 Estados miembros.  Además, los 10 últimos Estados que se han adherido a las Comunidades Europeas han tenido que aceptar el "acervo comunitario", que incluye la moratoria de facto.

4.124 En consecuencia, la Argentina reitera su solicitud de que el Grupo Especial constate que las Comunidades Europeas infringen el párrafo 1 del artículo 10 del Acuerdo MSF.

b) La "suspensión del tratamiento y la no consideración de las solicitudes individuales de determinados productos de particular interés para la Argentina"

i) Observaciones generales

4.125 Como se ha indicado previamente, dado que la moratoria de facto afecta a todas las solicitudes, estas etapas adicionales pertinentes son también aplicables a los productos de interés para la Argentina, a saber, el algodón Bt-531, el algodón RRC1445, el maíz NK603, el maíz GA21 y las líneas de soja A2704-12 y A5547-127.

4.126 Por otra parte, habiendo examinado la información presentada finalmente por las Comunidades Europeas en los CD-ROM, la Argentina considera que esa información no coincide con los dictámenes científicos positivos de los Comités científicos de las Comunidades Europeas.  En primer lugar, la mayor parte de la información facilitada por las Comunidades Europeas es de naturaleza política más que científica.  En segundo lugar, la mayoría de los documentos enumerados por las Comunidades Europeas tiene una fecha anterior a la emisión de los dictámenes científicos positivos.  Por tanto, la Argentina considera que los Comités científicos tenían conocimiento de todos estos documentos y pese a ello emitieron un dictamen positivo.  Además, como en el análisis únicamente deben tomarse en consideración las observaciones publicadas en revistas científicas indexadas con procedimientos de examen por homólogos, los dictámenes sin ese fundamento no se tienen en cuenta.

4.127 En cualquier caso, en lo que se refiere a observaciones específicas sobre cuestiones que la Argentina considera pertinentes desde un punto de vista científico, adjuntamos observaciones que confirman que la información adicional a la que siguieron refiriéndose las Comunidades Europeas, que no fue presentada por las Comunidades Europeas hasta que el Grupo Especial y las partes la solicitaron en la primera reunión sustantiva, que fue facilitada por las Comunidades Europeas sin las traducciones adecuadas, lo que demoró los procedimientos, y en la que las Comunidades Europeas dijeron que habían basado las medidas que habían adoptado respecto de los productos específicos de interés para la Argentina, no obstante no refuta los dictámenes científicos positivos favorables a la aprobación de todos estos productos que fueron emitidos por los Comités científicos de las Comunidades Europeas.

4.128 Dicho esto, pasamos ahora a ocuparnos de cada una de las solicitudes.

ii) Productos específicos

a.- Algodón Bt-531 y algodón RRC1445

4.129 Las Comunidades Europeas han reconocido que las solicitudes de aprobación de ambos tipos de algodón quedaron paralizadas en los procedimientos:  estos productos obtuvieron un dictamen positivo del Comité científico de las Comunidades Europeas el 14 de julio de 1998 y fueron sometidos al Comité de reglamentación, en el que no hubo mayoría cualificada, en febrero de 1999.  Las Comunidades Europeas admitieron esto, pero también reconocieron que en los procedimientos había determinadas etapas carentes de base legal que podían paralizarlos:  concretamente, las Comunidades Europeas admiten que, tras el dictamen científico positivo de 14 de julio de 1998, el 4 de septiembre de 1998 comenzó la denominada fase de "consulta interservicios".  En febrero de 1999, al no haber mayoría cualificada, el Comité de reglamentación tenía que presentar, sin demora, un proyecto de medida al Consejo.  En lugar de ello, volvió a entrarse en la denominada fase de "consulta interservicios" -el 7 de mayo de 1999-, que paralizó el procedimiento.  Las solicitudes tuvieron que ser presentadas de nuevo de conformidad con la Directiva 2001/18 en enero de 2003.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.130 A juicio de la Argentina, la información proporcionada por las Comunidades Europeas no refuta los decisivos dictámenes científicos positivos de fecha 14 de julio de 1998.

4.131 Por lo que respecta al algodón Bt-531 en el marco de la Directiva 90/220, la documentación facilitada por las Comunidades Europeas es la siguiente:  las objeciones de Alemania (febrero de 1998);  el resultado del procedimiento escrito (abril de 1999);  la declaración de Austria;  la posición de Dinamarca;  el dictamen de la Commission du Génie Biomoléculaire (enero de 1999);  la carta de la Commissie Genetische Modificatie (diciembre de 1998);  la declaración de la Dirección Sueca de Agricultura (febrero de 1998);  la carta de la Dirección Sueca de Agricultura a la Comisión (febrero de 1998);  y la respuesta del Reino Unido a las Comunidades Europeas (febrero de 1998 y febrero de 1999).  Estos documentos o bien no son de naturaleza científica, o son anteriores a la emisión del dictamen científico positivo por el Comité científico de las CE en julio de 1997, o efectivamente son favorables a la aprobación del algodón Bt-531, o son refutados específicamente por los argumentos científicos presentados por la Argentina.

4.132 Por lo que respecta al algodón RRC1445 en el marco de la Directiva 90/220, la documentación facilitada por las Comunidades Europeas es la siguiente:  el resultado del procedimiento escrito (febrero de 1998);  la declaración de Austria;  la declaración de Dinamarca;  las objeciones de Francia (febrero de 1998);  el dictamen de la Commission du Génie Biomoléculaire (enero de 1999);  la carta de la Commissie Genetische Modificatie (diciembre de 1998);  el fragmento del acta de la reunión del ScP del COGEM (enero de 1998);  la declaración de la Dirección Sueca de Agricultura (febrero de 1998);  y la respuesta del Reino Unido.  Estos documentos o bien no son de naturaleza no científica, o son anteriores a la emisión del dictamen científico positivo por el Comité científico de las CE en julio de 1997, o efectivamente son favorables a la aprobación del algodón RRC1445, o son refutados específicamente por los argumentos científicos presentados por la Argentina.

Réplica a las respuestas de las Comunidades Europeas al Grupo Especial

4.133 Las Comunidades Europeas afirman en su respuesta a las preguntas del Grupo Especial que "los procedimientos internos para la preparación de una propuesta de la Comisión para la adopción de una decisión estaban en marcha";  refiriéndose a los párrafos 225 (algodón Bt-531) y 232 (algodón RRC1445), la Argentina hace las consideraciones siguientes:  a) ambos productos específicos habían obtenido un dictamen científico positivo en julio de 1998;  b) la observación formulada por las Comunidades Europeas está relacionada con el período posterior a la emisión de los dictámenes científicos positivos;  y c) a ese período le siguió la "Posición común", cuando se pidió a los solicitantes que se prepararan para la futura legislación -la Directiva 2001/18-.  Siendo así las cosas, la Argentina duda de que los procedimientos internos estuvieran en marcha, dado que constantemente se introducían tantos requisitos adicionales.

4.134 Además, la entrada en vigor de la Directiva 2001/18 no cambió el hecho de que las solicitudes no avanzaran, ya que tanto del algodón Bt-531 como el algodón RRC1445 se encontraban paralizados en sus respectivos procedimientos.

4.135 En su respuesta a las preguntas formuladas por el Grupo Especial, las Comunidades Europeas describen cómo podría funcionar la "consulta interservicios".  La Argentina considera que esta etapa de "consulta interservicios" -en la que se abordan trámites informales y se recaban opiniones de otras esferas sobre un texto que se vaya a proponer y que cabe repetir una segunda vez si es necesario- es una prueba de la "suspensión", concretamente por lo que respecta al algodón Bt-531 y al algodón RRC1445.

b.- Maíz NK603
4.136 Este procedimiento comenzó en el año 2000 y recibió un dictamen científico positivo del Comité científico en noviembre de 2003.  A pesar de ello, poco después, el 8 de diciembre de 2003, las Comunidades Europeas volvieron a iniciar una "consulta interservicios".

4.137 La Argentina recuerda que la fase de "consulta interservicios" fue utilizada para paralizar los procedimientos del algodón Bt-531 y el algodón RRC1445 iniciados de conformidad con la Directiva 90/220, hasta que las solicitudes tuvieron que volver a ser presentadas de conformidad con la Directiva 2001/18.  En el caso del maíz NK603, que contaba con un dictamen científico positivo que "ya" había sido emitido en virtud de la Directiva 2001/18, las Comunidades Europeas volvieron a comenzar esta etapa de procedimiento y, de este modo, declararon una vez mas su intención política de no permitir que se completara el procedimiento de aprobación:  de hecho, el 18 de febrero de 2004 no hubo mayoría cualificada en el Comité de reglamentación.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.138 Por lo que respecta al maíz NK603 en el marco de la Directiva 2001/18, con referencia a la información facilitada por las Comunidades Europeas en los CD-ROM, la Argentina considera que ninguno de esos documentos coincide con el dictamen científico positivo de los Comités científicos de fecha noviembre de 2003.  Aunque las Comunidades Europeas presentan información de naturaleza científica, casi toda ella es anterior al dictamen científico positivo:  la respuesta de Austria a las Comunidades Europeas (agosto de 2003);  las observaciones adicionales del SBB (abril de 2003);  la evaluación del SBB (sin fecha);  la evaluación por el SBB de la información adicional (agosto de 2003);  el Dictamen de la AFSSA;  el Dictamen de la Commission du Génie Biomoléculaire;  y las cartas de la AFSSA (marzo de 2003, marzo 2003 y julio de 2003, respectivamente);  la declaración de la Dirección Sueca de Agricultura (febrero de 2003);  los dictámenes del ACRE (marzo de 2003 y agosto de 2003);  y el anexo B del dictamen del ACRE (marzo de 2003).  El Comité científico debió haber tenido en cuenta toda esta información cuando emitió su dictamen positivo.

4.139 Por lo que respecta al maíz NK603 en el marco del Reglamento 258/97, aunque parte de la información facilitada puede ser de naturaleza científica, es anterior al dictamen científico positivo de noviembre de 2003:  la objeción de Austria (sin fecha);  la carta del SBB (febrero de 2003);  la evaluación del SBB (sin fecha);  y el Dictamen de la AFSSA (febrero de 2003).  El Comité científico debió de haber tenido en cuenta toda esta información cuando emitió su dictamen científico positivo.  El único documento restante -de fecha abril de 2004- explica el acta de la reunión del Comité de reglamentación y no refuta el dictamen científico positivo.

c.- Maíz GA21

4.140 Aunque la solicitud del maíz GA21 fue retirada en septiembre de 2003, la Argentina considera que este retiro ilustra a la perfección el efecto de la moratoria de facto y de la "suspensión o no consideración".  Como ya se ha indicado, el maíz GA21 obtuvo una evaluación científica positiva tanto en el marco de la Directiva 90/220/CEE -septiembre de 2000- como en el del Reglamento 258/97 -febrero de 2002-.  Antes de que las solicitudes fueran retiradas transcurrieron cinco años y dos meses en los que la Directiva 90/220 y la Directiva 2001/18 estuvieron en vigor, y tres años y ocho meses en los que el Reglamento 258/97 estuvo en vigor.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.141 Las Comunidades Europeas sólo presentan información con respecto al procedimiento de conformidad con el Reglamento 258/97.  Nada en esta información refuta el dictamen científico positivo del Comité científico de febrero de 2002, pues toda ella es de fecha anterior:  la posición de Austria (sin fecha);  el informe del SBB (septiembre de 1998);  la carta y el documento del Ministerio danés para AGRI (abril de 2000);  la carta de la Administración Nacional de Alimentos (abril de 2000);  la carta del Reino Unido a la Comisión (abril de 2000).  El Comité científico debió haber tenido en cuenta toda esta información cuando emitió su dictamen positivo.

c) "Demoras indebidas"

4.142 La Argentina reitera que las Comunidades Europeas han incumplido las obligaciones que les corresponden en virtud del artículo 8 y el Anexo C del Acuerdo MSF al aplicar sus procedimientos de control, inspección y aprobación al tratamiento de las diversas solicitudes relativas a productos agrícolas de biotecnología presentadas desde 1998.  Aunque la Argentina no va a repetir argumentos ya formulados, considera necesario aclarar algunos de los argumentos contenidos en la Primera comunicación escrita y en la Primera declaración oral de las Comunidades Europeas y responder a ellos.

4.143 La Argentina está completamente de acuerdo con la siguiente afirmación:  "Las Comunidades Europeas no excluyen que una omisión o no actuación pueda estar sujeta al Acuerdo MSF (...)", y por cierto la Argentina también está de acuerdo con lo siguiente:  "El hecho de que determinada omisión o no actuación constituya una infracción del Acuerdo MSF depende de la naturaleza de la obligación en cuestión cuyo incumplimiento se alega."

4.144 Las Comunidades Europeas aducen que deben cumplirse dos condiciones para una determinación de demora indebida:  en primer lugar, el sistema de aprobación debe ser una medida sanitaria o fitosanitaria en el sentido del artículo 1 del Acuerdo MSF y, en segundo lugar, la demora debe ser incompatible con las obligaciones correspondientes establecidas en el Acuerdo MSF.  La Argentina está de acuerdo con la explicación de las CE, y considera que se cumplen ambas condiciones.  Las propias Comunidades Europeas, así como las partes reclamantes, han aceptado que el sistema de aprobación establecido en la legislación pertinente de las CE sobre OMG es un "procedimiento[] para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias".

4.145 La legislación de las CE contempla específicamente plazos para las diferentes instituciones que participan en el complejo y detallado procedimiento.  Las Comunidades Europeas ni siquiera han intentado especificar las razones para no haber considerado, aprobado o rechazado productos dentro de los plazos previstos por su propia legislación.

4.146 El artículo 8 también exige a todos los Miembros que, "al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación", "asegur[en]" la compatibilidad de sus procedimientos con las disposiciones del Acuerdo MSF.  La Argentina reitera su afirmación de que las Comunidades Europeas no han seguido los procedimientos previstos en su legislación y de que ello ha dado lugar a infracciones del artículo 8 y el Anexo C del Acuerdo MSF.

4.147 La Argentina insiste en que las Comunidades Europeas no han refutado las pruebas relativas a la demora indebida, ni de manera general ni en particular, respecto de cada producto de interés particular para la Argentina.

4.148 De los argumentos presentados por las Comunidades Europeas, uno está relacionado con la fuerza mayor, y ésta obviamente no es aplicable al presente caso;  otro expresa la idea de "que las demoras son debidas a consideraciones científicas".  Sin embargo, el fundamento de las consideraciones científicas no se identifica en las comunicaciones de las Comunidades Europeas con respecto a ninguno de los productos de especial interés para la Argentina.  Los dictámenes de los Comités científicos demuestran precisamente lo contrario, dado que la mayoría de estos comités emitió sus dictámenes científicos dentro de los plazos previstos por la legislación.  A pesar de ello, las instituciones "no científicas" no realizaron consideraciones ni aprobaciones.

4.149 Por lo que respecta al apartado a) del párrafo 1 del Anexo C, para verificar el modo en que se aplican las medidas sanitarias y fitosanitarias y asegurarse de él, la Argentina ha comparado los diferentes tratos dados a los productos agrícolas de biotecnología antes y después de 1998.  Las Comunidades Europeas no han demostrado que desde 1998 los procedimientos para verificar y asegurar la aplicación de las medidas sanitarias y fitosanitarias fueron iniciados y ultimados sin demoras, y, al mismo tiempo, de manera que dio lugar a una situación no menos favorable para los productos agrícolas de biotecnología importados.

4.150 Por lo que respecta al apartado b) del párrafo 1 del Anexo C, la Argentina rechaza la alegación de las Comunidades Europeas de que "la Argentina y los Estados Unidos no ofrecen nada más allá de la mera afirmación de que las Comunidades Europeas no han hecho lo que deben hacer con arreglo a las diferentes obligaciones".  En su Primera comunicación escrita, la Argentina analiza el apartado b) del párrafo 1 del Anexo C.  La Argentina rechaza la interpretación de las Comunidades Europeas y reitera los argumentos que presentó en su Primera comunicación escrita con respecto al apartado c) del párrafo 1 del Anexo C.  Los procedimientos y las prescripciones en materia de información están establecidos en este marco legislativo.  Un examen minucioso de las cronologías revela las numerosas ocasiones en las que se exigió a los solicitantes información adicional en relación con los productos de especial interés para la Argentina.  Por lo que respecta al apartado e) del párrafo 1 del Anexo C, la Argentina vuelve a señalar que este apartado aplica la expresión "razonable y necesario" a las prescripciones que puedan establecerse para el control, inspección y aprobación de muestras individuales de un producto.

4.151 En este caso, como se ha explicado previamente, carecen de fundamento las alegaciones de las Comunidades Europeas acerca de la necesidad de introducir modificaciones en los procedimientos de control, inspección y aprobación de productos agrícolas de biotecnología.  La Argentina no considera razonable que se impongan prescripciones "adicionales", dado que estas prescripciones supuestamente "adicionales" ya estaban previstas en la anterior legislación y/o en los dictámenes del Comité científico.

4.152 En conclusión, la Argentina solicita respetuosamente al Grupo Especial que constate que las "demoras indebidas" en que han incurrido las Comunidades Europeas en cada uno de los respectivos procedimientos de aprobación de productos agrícolas de biotecnología de particular interés para la Argentina son incompatibles con el artículo 8 y con los apartados a), b), c) y e) del párrafo 1 del Anexo C del Acuerdo MSF.

d) Prohibiciones de varios Estados miembros

4.153 Por último, en lo que se refiere a las medidas impuestas por Alemania, Austria, Italia y Luxemburgo, la Argentina en primer lugar reafirma lo que declaró en su Primera comunicación escrita.  Además, habida cuenta de que en su Primera declaración oral la Argentina se reservó el derecho a formular argumentos relativos al párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF, también desearíamos hacer las observaciones siguientes.

ii) El párrafo 7 del artículo 5 como defensa para medidas que de otro modo infringirían el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 1 del artículo 5

4.154 La Argentina no acepta la función que las Comunidades Europeas proponen atribuir al párrafo 7 del artículo 5 cuando afirman que las partes reclamantes deberían haber comenzado por una infracción de dicho párrafo antes de considerar una infracción del párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2.  El párrafo 7 del artículo 5 es una defensa contra la supuesta infracción, en este caso, del párrafo 1 del artículo 5 y del párrafo 2 del artículo 2, y no debe ser invocado de otro modo.  En Japón - Productos agrícolas II, el Órgano de Apelación confirmó explícitamente que el párrafo 7 del artículo 5 tiene carácter de excepción.  Corresponde a las Comunidades Europeas invocar esta defensa, y no corresponde a las partes reclamantes plantear ninguna infracción del párrafo 7 del artículo 5.

4.155 Por lo que respecta a la aplicación de los párrafos 7 y 1 del artículo 5, la Argentina opina lo siguiente acerca de la afirmación de las Comunidades Europeas de que el párrafo 7 del artículo 5 se aplica a las "medidas provisionales":  el párrafo 7 del artículo 5 no es aplicable a ninguna medida que meramente sea denominada o considerada "provisional" sino que, en cambio, establece un primer y fundamental requisito para que cualquier medida sea adoptada provisionalmente;  tiene que haber testimonios científicos pertinentes insuficientes.

4.156 Dicho esto, la Argentina sostiene que, por lo que respecta a las medidas de los Estados miembros, los testimonios científicos pertinentes no eran insuficientes, puesto que había testimonios científicos específicos de los comités de las CE que primero fueron favorables a la aprobación de los productos en cuestión y más tarde rechazaron las medidas de los Estados miembros.  En segundo lugar, la Argentina no está de acuerdo con la afirmación de las Comunidades Europeas de que la expresión "adecuada a las circunstancias", que figura en el párrafo 1 del artículo 5, remita al Grupo Especial al párrafo 7 del artículo 5.  Por consiguiente, consideramos que el párrafo 1 del artículo 5 efectivamente es aplicable en el presente caso.  Además, no estamos de acuerdo con la afirmación de las Comunidades Europeas de que la evaluación del riesgo "que se llevó a cabo en el momento en que se otorgó el consentimiento inicial de las Comunidades" pueda "servir, al menos con carácter temporal, como fundamento tanto del consentimiento inicial de las Comunidades como también de las medidas provisionales de los Estados miembros".

4.157 Por lo que respecta a la relación entre el párrafo 7 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2, la Argentina desearía formular observaciones sobre la afirmación de las Comunidades Europeas relativa a la "línea de demarcación" entre las medidas provisionales comprendidas en el párrafo 7 del artículo 5 y las medidas definitivas comprendidas en el párrafo 2 del artículo 2, que hace hincapié en las palabras "mantenga" y "adoptar provisionalmente".  No estamos de acuerdo con esto.  La "línea de demarcación" debería estar basada, en cambio, en si hay o no suficientes testimonios científicos para la medida que se tiene la intención de adoptar -el párrafo 2 del artículo 2 establece derechos y obligaciones básicos, y en particular que "cualquier" medida sanitaria o fitosanitaria debe estar basada en principios científicos, y no en si se tiene la intención de que la medida sea "definitiva" o "provisional"-.

4.158 Cuando un Miembro cumple las cuatro condiciones del párrafo 7 del artículo 5 tiene derecho a adoptar una medida en virtud de dicho párrafo, pero el incumplimiento de la primera de esas condiciones no dará lugar a una infracción de ese párrafo, sino que impedirá a ese Miembro "escapar" a las condiciones generales del párrafo 2 del artículo 2.

4.159 Como se ha indicado supra, corresponde a las Comunidades Europeas invocar el párrafo 7 del artículo 5 como una defensa y, por lo tanto, soportar la carga de la prueba.  En consecuencia, la Argentina considera que las prohibiciones de los Estados miembros infringen el párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2 y no están abarcadas por la excepción del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

4.160 Por consiguiente, existía un dictamen científico positivo favorable a la aprobación de los productos en cuestión.  No obstante, los Estados miembros quizá consideraron que éste no era suficiente y por ello adoptaron sus propias medidas.  Respecto a dos de las cuatro medidas ni siquiera se tenía la intención de que fueran provisionales, aunque las Comunidades Europeas alegan que se pretendía que lo fueran:  las medidas de Austria y Luxemburgo se refieren explícitamente a "prohibiciones".  Y las otras dos, pese a referirse a "suspensiones", ni siquiera habían sido levantadas en junio de 2004.

4.161 Refutamos la alegación de las Comunidades Europeas de que "la cuestión de hecho es si las medidas de los Estados miembros son o no provisionales".  La Argentina considera que la cuestión de hecho es si los testimonios científicos eran o no suficientes.  También rechazamos enérgicamente la sugerencia de las Comunidades Europeas de que "[p]or el contrario, las partes reclamantes han afirmado efectivamente que las medidas de los Estados miembros son medidas provisionales".  La Argentina nunca ha afirmado tal cosa.

iii) Párrafos 7, 5 y 6 del artículo 5

4.162 Refiriéndose a la respuesta de las Comunidades Europeas a la pregunta 19 del Grupo Especial, la Argentina vuelve a señalar que el párrafo 7 del artículo 5 no impide la aplicación del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  La Argentina considera que estos artículos están relacionados con obligaciones diferentes:  mientras que el párrafo 7 del artículo 5 está relacionado con la cantidad de información necesaria para aplicar una medida y con el carácter provisional de esa medida, el párrafo 5 del artículo 5 se refiere a distinciones en los niveles de protección que entrañan una discriminación o restricciones encubiertas del comercio, y el párrafo 6 del artículo 5 trata del grado de restricción del comercio resultante de la medida.  Sobre la base de estos mismos argumentos, la Argentina rebate el intento de las Comunidades Europeas de presentar el párrafo 7 del artículo 5 como un párrafo que puede excluir los párrafos 1, 5 y 6 del artículo 5.  Consideramos que el párrafo 7 del artículo 5 no es el párrafo fundamental.

iv) Párrafo 7 del artículo 5

4.163 Por lo que respecta a los requisitos del párrafo 7 del artículo 5, recordamos la jurisprudencia de la OMC, según la cual:  1) deben cumplirse los cuatro requisitos del párrafo 7 del artículo 5 para establecer una medida provisional válida y 2) de no cumplirse los dos primeros requisitos, no es necesario analizar los otros dos, dado que el recurso al párrafo 7 del artículo 5 no puede justificarse si se incumplen dos de los requisitos.  De hecho, el incumplimiento de uno sólo de los requisitos impide la invocación del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

4.164 Por lo que respecta al primer requisito, los testimonios científicos no eran insuficientes, dado que cada producto había obtenido al menos dos dictámenes científicos positivos, que primero fueron favorables a la aprobación y finalmente rechazaron específicamente el intento de los Estados miembros de introducir una "salvaguardia especial".  Por lo que respecta al segundo requisito, los Estados miembros no basaron sus medidas en la "información pertinente de que dispon[ían]", ya que hicieron caso omiso de los dictámenes científicos positivos de los Comités científicos.  Los testimonios presentados por las Comunidades Europeas en este caso no reflejan esos dictámenes científicos, bien porque no son positivos, o porque son anteriores a los dictámenes científicos respectivos -que los rechazaban-.  Por lo que respecta al tercer requisito, los Estados miembros no trataron de obtener la información adicional necesaria para una evaluación más objetiva del riesgo, porque los testimonios aportados en este caso no reflejan los dictámenes científicos positivos emitidos por los Comités científicos.  Por lo que respecta al cuarto requisito, como ya se ha indicado, los Estados miembros no revisaron sus medidas:  por un lado, Austria y Luxemburgo establecieron prohibiciones que ni siquiera preveían levantar.  Por otro, Alemania e Italia establecieron formalmente "suspensiones", pero nunca las levantaron ni las revisaron.

v) No se ha invocado ninguna disposición con respecto a la moratoria de facto o a la "suspensión del tratamiento y la no consideración de las solicitudes específicas de productos de interés de la Argentina"

4.165 La Argentina recuerda que las Comunidades Europeas han invocado el párrafo 7 del artículo 5 sólo en relación con las medidas de los Estados miembros.  Si el Grupo Especial constatara que la moratoria de facto y la suspensión y la no consideración son incompatibles con el párrafo 1 del artículo 5 o el párrafo 2 del artículo 2, el párrafo 7 del artículo 5 no sería aplicable como defensa.

D. Segunda comunicación escrita de las Comunidades Europeas

1. Cuestiones horizontales

a) Carga de la prueba

4.166 La atribución correcta de la carga de la prueba reviste una importancia fundamental para la presente diferencia.  Aunque no hay acuerdo entre las partes sobre varias cuestiones fácticas y jurídicas que ocupan un lugar central en ella, las partes reclamantes tratan de dejar de lado este hecho y solicitan una conclusión del Grupo Especial basada en el supuesto de que los riesgos que plantean todos los OMG pertinentes son claros, y de que la única razón por la que no han sido aprobados todos ellos es la "moratoria".  Las partes reclamantes no realizan un análisis significativo producto por producto.  No por ello incumbe a las Comunidades Europeas la carga de la prueba.  Las partes reclamantes deben probar, con respecto a cada una de las solicitudes, que se ha demostrado que no existe riesgo y que no hay en curso ninguna otra investigación útil sobre los riesgos.  La jurisprudencia sobre la carga de la prueba es concorde:  corresponde a la parte que aduce la existencia de una situación determinada la carga de probarla, y para que haya un desplazamiento de la carga de la prueba es necesario que se haya establecido una presunción prima facie.  Para establecer una presunción prima facie no bastan simples afirmaciones no apoyadas por pruebas.  El Grupo Especial debe verificar en primer lugar si las partes reclamantes han establecido una presunción prima facie en relación con cada una de sus alegaciones, antes de analizar si las Comunidades Europeas la han refutado.

b) La evaluación del riesgo y la función de las opiniones científicas

i) El sentido de "evaluación del riesgo" en el Acuerdo MSF
4.167 La expresión "evaluación del riesgo" del Acuerdo MSF ha de entenderse en el sentido amplio de "análisis de los riesgos" tal como éste se define en el Codex Alimentarius y otros instrumentos internacionales.  En consecuencia, la evaluación del riesgo abarca tres aspectos diferentes:  1) la evaluación del riesgo en sentido estricto, es decir, como un "procedimiento de base científica";  2) la gestión del riesgo;  y 3) la comunicación del riesgo.  Esta conclusión se infiere de la definición de la evaluación del riesgo del párrafo 4 del Anexo A, así como de los párrafos 2 y 3 del artículo 5, de los que se desprende claramente que, al evaluar los riesgos, los Miembros deben tener en cuenta, no sólo consideraciones científicas, sino también aspectos económicos y reglamentarios.  La lista de factores que han de tenerse en cuenta no es exhaustiva.

4.168 Los Estados Unidos y el Canadá parecen coincidir en que en un procedimiento de aprobación deben tenerse en cuenta, al menos, algunos aspectos relativos a la gestión del riesgo.  En particular, el Canadá adopta la posición de que las consideraciones de esa naturaleza sólo son aplicables en relación con los riesgos identificados sobre la base de los testimonios científicos pertinentes.  Las Comunidades Europeas no están de acuerdo con esta opinión.  Los riesgos concretos sólo pueden ser objeto de evaluación y sólo pueden ser identificados en el proceso de evaluación del riesgo sobre la base de la información científica disponible en el momento de la evaluación.  Es posible que los conocimientos científicos no sean suficientes para identificar claramente el riesgo.  Cabe asimismo la posibilidad de que los riesgos sólo sean conocidos o sólo resulten pertinentes en un momento posterior.  En este sentido, el enfoque basado en la precaución o cautela (o principio de precaución o cautela) resulta sumamente pertinente.  Los gobiernos prudentes, en su calidad de encargados de la gestión y regulación del riesgo, tienen derecho a elaborar y aplicar medidas apropiadas de salvaguardia para proteger a los ciudadanos y al medio ambiente, y pueden adoptar opciones de gestión de riesgo, como un sistema general adecuado de supervisión, que permitan detectar e identificar eventuales repercusiones negativas no previstas o no identificadas en el proceso inicial de evaluación del riesgo.  Este enfoque es enteramente compatible con la evolución de la situación a nivel internacional.

ii) La evaluación del riesgo y la función de las opiniones científicas

4.169 En general, las partes reclamantes se basan en la teoría de que las Comunidades Europeas están obligadas a autorizar los OMG respecto de los cuales los Comités científicos de las Comunidades Europeas hayan emitido opiniones científicas "favorables".  Esta posición adolece de varios vicios.

4.170 En primer lugar, las opiniones científicas sólo son una parte de la evaluación del riesgo en sentido estricto, es decir, del procedimiento de base científica de a) identificación del peligro, b) caracterización del peligro, c) evaluación de la exposición y d) caracterización del riesgo.  Por otra parte, la evaluación de los aspectos relativos a la gestión del riesgo y la comunicación del riesgo corresponde al regulador y no a aquellos que emiten una opinión científica (a diferencia de las prácticas habituales en América del Norte).  Una evaluación completa del riesgo, en el sentido del Acuerdo MSF, incluye también estos aspectos.

4.171 En segundo lugar, las opiniones científicas de los "comités de las CE" no son vinculantes.  En las Comunidades Europeas hay diversos Comités científicos con mandatos diferentes y a niveles diferentes.  En caso de discrepancia, las opiniones de los Comités científicos de las Comunidades Europeas no invalidan otras opiniones científicas, como las emitidas por instituciones científicas de los Estados miembros.  En ninguna de las disposiciones del Acuerdo MSF -ni en realidad en ninguna disposición de la OMC- se establece la obligación de que una autoridad delegue de hecho sus facultades reguladoras en un solo Comité científico.  Este aspecto tiene especial importancia en un contexto normativo federal o cuasifederal.

4.172 En tercer lugar, el alcance de las opiniones científicas es limitado, por lo que con frecuencia éstas no ponen término al procedimiento de evaluación del riesgo, aun entendido en sentido estricto.  Dada la constante evolución de los conocimientos científicos sobre los OMG, se plantean a veces de forma espontánea nuevas consideraciones sobre el riesgo que modifican el alcance de la evaluación del riesgo, como ocurre en el presente caso.  Es posible que el proceso mediante el que se hace frente a cuestiones relacionadas con el riesgo/científicas no resueltas o nuevas obligue a las autoridades a recurrir de nuevo a un organismo científico independiente que había emitido anteriormente una opinión positiva para que realice una nueva evaluación en un momento muy posterior del proceso de análisis de una determinada solicitud.

c) El Acuerdo MSF
i) El ámbito del Acuerdo MSF
4.173 El primer apartado del párrafo 1 del Anexo A delimita el ámbito del Acuerdo MSF.  La lista de riesgos o cuestiones sujetas al Acuerdo MSF es exhaustiva, como se desprende claramente de su texto, a diferencia del enfoque más flexible adoptado con respecto a la forma de las medidas sujetas al Acuerdo (el segundo apartado del párrafo 1 del Anexo A contiene la expresión "con inclusión", que no figura en el primero).  Para determinar el ámbito material del Acuerdo MSF es necesario basarse en definiciones internacionalmente aceptadas de los términos del párrafo 1 del Anexo A.  A este respecto, hay contradicción entre las partes reclamantes, y existe una falta de coherencia interna en ellas, por cuanto se basan en las definiciones de otros instrumentos internacionales únicamente cuando les conviene.  En todo caso, es evidente que el enfoque basado en el sentido "común y corriente" que propugnan, en algunos casos, las partes reclamantes, con exclusión de las definiciones internacionales, no sería suficiente.  Las definiciones de los términos del Acuerdo MSF basadas en el lenguaje común son a menudo tan generales y vagas que privan de cualquier significado a las categorías y distinciones establecidas en el párrafo 1 del Anexo A.  Por ejemplo, la definición del término "toxina" propuesta por los Estados Unidos ("cualquier sustancia que al ser introducida en un organismo vivo o absorbida por él, destruye la vida o daña la salud") puede abarcar las cosas más diversas, desde un residuo químico a una bala de plomo.

4.174 Hay una fuerte relación entre el Acuerdo MSF y los textos de las organizaciones e instituciones internacionales especializadas.  El artículo 3 recoge las obligaciones de los Miembros con respecto a las normas, directrices o recomendaciones internacionales.  Algunos de los términos fundamentales del párrafo 1 del Anexo A son a su vez normas internacionales (la definición de contaminante del Codex es una "norma":  Codex Stan 193, rev 1, 1995).  Además, el párrafo 3 del artículo 12 se refiere al objetivo de lograr de las organizaciones internacionales competentes el mejor asesoramiento científico y técnico que pueda obtenerse a efectos de la administración del Acuerdo MSF, lo que debe entenderse que incluye el asesoramiento sobre los conceptos técnicos que esas organizaciones han elaborado y que han sido adoptados por los redactores del Acuerdo MSF.

4.175 En su intento de dilatar el ámbito del Acuerdo MSF, las partes reclamantes prestan además escasa atención al texto literal del párrafo 1 del Anexo A, en el que se definen cuidadosamente las circunstancias específicas en las que se ha de aplicar el Acuerdo.  Por ejemplo, las partes reclamantes siguen presumiendo a la ligera que es suficiente establecer que una medida se refiere a una "toxina" (o a un "aditivo" o "contaminante") para que esa medida se considere está comprendida en el ámbito de aplicación del Acuerdo MSF, lo que es erróneo desde el punto de vista jurídico.  El párrafo 1 b) del Anexo A se refiere a las toxinas "en los productos alimenticios, las bebidas o los piensos".  En consecuencia, las características tóxicas de semillas o cultivos, o sus efectos sobre organismos no objetivo, no están comprendidos en el ámbito de esta disposición cuando el OMG no corresponde al concepto de "productos alimenticios, bebidas o piensos".  De forma análoga, en lo que respecta a la cuestión de la resistencia a los antibióticos, las partes reclamantes prescinden del hecho de que es posible desarrollar la resistencia a los antibióticos por otras vías distintas de la ingestión de productos alimenticios por las personas o de piensos por los animales, de forma que en cualquier caso esa cuestión no está abarcada únicamente por el apartado b) en lo que atañe a la salud de las personas.  Además, las partes reclamantes no tratan de atribuir un sentido adecuado a los términos "patógenos" o "portadores de enfermedades", al prescindir del hecho evidente de que no puede decirse que el desarrollo de la resistencia a los antibióticos sea una "enfermedad" causada o propagada por un OMG.

4.176 Una medida sólo puede estar comprendida en el ámbito del párrafo 1 del Anexo A si se aplica para proteger la salud y la vida de las personas o de los animales o para preservar los vegetales.  En consecuencia, es evidente que los efectos del OMG de que se trate sobre los componentes no vivos del medio ambiente, como los efectos biogeoquímicos, especialmente el reciclado del carbono y el nitrógeno debido a cambios en la descomposición en los suelos de material orgánico, no están comprendidos en el ámbito del Acuerdo MSF.  La misma observación puede hacerse con respecto a los microorganismos o la microflora que no afectan a la vida y la salud de las personas o de los animales ni a la preservación de los vegetales, pero que no obstante son parte del equilibrio ecológico.

4.177 La historia de la negociación confirma que se pretendía conseguir un ámbito delimitado de forma precisa.  Merece la pena destacar los debates que tuvieron lugar acerca de si deberían estar abarcados los riesgos ambientales.  Los que se oponían a ello subrayaron que la naturaleza de los riesgos ambientales era distinta, y que las normas diseñadas para las MSF no necesariamente serían apropiadas para los riesgos ambientales.  Esta fue la opinión que prevaleció finalmente, y en consecuencia, el Acuerdo MSF no abarca las medidas destinadas a la protección del medio ambiente como tal (ni basadas en preocupaciones de los consumidores, razones morales, etc.).

ii) Actos mixtos

4.178 Una importante cuestión previa es el tratamiento que ha de darse a las medidas que protegen contra los riesgos definidos en el Acuerdo MSF, pero con las que se persiguen además otros objetivos legítimos no abarcados por ese Acuerdo.  No hay nada que obligue a los Miembros a abstenerse de adoptar un solo acto que incorpore dos o más medidas reguladas por varios Acuerdos o disposiciones de la OMC.  Cuando un Miembro de la OMC adopta un solo acto indivisible con el que se persiguen varios objetivos legítimos, algunos de los cuales están comprendidos en el ámbito del Acuerdo MSF y otros en el de otros Acuerdos de la OMC, no puede obligarse a ese Miembro a retirar o revisar su medida salvo que se constate que esta es incompatible con todos los acuerdos pertinentes.

4.179 En el caso de un acto mixto, el acto impugnado no es en sí mismo una MSF.  Contiene o incluye una MSF, pero también una medida OTC.  Constatar que esta última, por el hecho de estar incorporada al mismo acto que una MSF, se transforma en una medida de esa naturaleza sería un error lógico y jurídico.  El párrafo 5 del artículo 1 del Acuerdo OTC no afecta a esta conclusión.  Se trata de una regla de conflicto jurisdiccional.  Los métodos utilizados para delimitar los ámbitos de los correspondientes Acuerdos son diferentes.  En consecuencia, un "reglamento técnico" podría estar abarcado por el Acuerdo MSF.  En tal supuesto, el párrafo 5 del artículo 1 indica que la medida en cuestión debe ser considerada únicamente en el contexto del Acuerdo MSF.  Se trata de una situación distinta del supuesto en el que un "reglamento técnico" no sólo persigue objetivos sanitarios o fitosanitarios, sino también otros tipos de objetivos legítimos.

iii) Artículo 2 y párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.180 En el párrafo 2 del artículo 2 hay una remisión expresa al párrafo 7 del artículo 5.  En consecuencia, el texto del párrafo 7 del artículo 5 ha quedado incorporado por remisión al texto del párrafo 2 del artículo 2, titulado "Derechos y obligaciones básicos".  Así pues, interpretado en el contexto del artículo 2, el texto del párrafo 7 del artículo 5 establece derechos y obligaciones básicos, cuya condición jurídica es equivalente a la de los demás derechos y obligaciones básicos establecidos en el artículo 2.  El texto del párrafo 2 del artículo 2 pone de manifiesto que los redactores interpretaron que el párrafo 7 del artículo 5 excluía la aplicación de las obligaciones sustantivas establecidas en él.  La coma que sigue a la palabra "suficientes" indica que las palabras siguientes excluyen todo lo anterior hasta esa palabra, lo que resulta completamente lógico.  En el párrafo 1 del artículo 2 se hace ya referencia al concepto de "necesidad", y ese concepto está en todo caso incorporado al texto del párrafo 7 del artículo 5, por cuanto un Miembro sólo puede adoptar medidas sobre la base de la información pertinente de que disponga, y ello sólo provisionalmente, con el fin de que se disponga del tiempo necesario para que puedan reunirse testimonios científicos suficientes.

4.181 Así pues, la relación que hay entre el texto del párrafo 2 del artículo 2 y el del párrafo 7 del artículo 5 es una relación de exclusión, y no de excepción.  Las partes reclamantes no están de acuerdo entre sí en relación con este punto, y sus argumentos son confusos y poco claros.  Si fuera cierto que había testimonios científicos suficientes, la medida provisional sería incompatible con el párrafo 7 del artículo 5 y no habría de evaluarse en el marco del párrafo 2 del artículo 2.  La línea excluyente de demarcación entre el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 7 del artículo 5 se basa en el carácter provisional o no provisional de la medida.  La naturaleza provisional de las medidas ha de deberse a la insuficiencia de los testimonios científicos, pero una medida adoptada al amparo del párrafo 7 del artículo 5 es una medida provisional.

4.182 Las medidas provisionales siguen estando sujetas a las prescripciones del párrafo 3 del artículo 2.  No pueden discriminar de manera arbitraria o injustificable entre Miembros en que prevalezcan condiciones idénticas o similares, ni entre su propio territorio y el de otros Miembros;  y las medidas no pueden aplicarse de manera que constituyan una restricción encubierta del comercio internacional.

iv) El párrafo 7 del artículo 5 y el resto del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.183 Una vez que se considera el texto del párrafo 7 del artículo 5 en el contexto adecuado, su relación con las demás disposiciones del artículo 5 aparece de forma más clara.  El hecho de que el párrafo 7 del artículo 5 figure después de los párrafos 1 a 6 del artículo 5 (y no a continuación del párrafo 1 del artículo 5) confirma también su naturaleza de disposición que establece un régimen especial aplicable específicamente a las medidas provisionales.  La aplicación de los párrafos 5 y 6 del artículo 5 resultaría difícil si siguiera siendo necesario establecer un nivel de riesgo aceptable sobre la base de una evaluación más objetiva de los riesgos.

4.184 Las medidas provisionales siguen estando sujetas a toda una serie de limitaciones en virtud del Acuerdo MSF.  Es preciso que se ajusten a las prescripciones del párrafo 7 del artículo 5, así como a lo dispuesto en los párrafos 1, 3 y 4 del artículo 2.  Esas disposiciones contienen normas y obligaciones análogas a las establecidas en los párrafos 1 a 6 del artículo 5, adaptadas de forma adecuada al supuesto de las medidas provisionales.  En consecuencia, los párrafos 1 a 6 del artículo 5 no son pertinentes:  las medidas provisionales o temporales (ya se trate de medidas de un Estado miembro o de la supuesta "paralización o moratorias" temporales) han de examinarse en el marco del párrafo 7 del artículo 5, y las demoras han de examinarse de conformidad con el Anexo C.  Aun en caso de que se considerara pertinente el párrafo 1 del artículo 5, las palabras "adecuada a las circunstancias" reflejan un importante grado de flexibilidad, ya sea en relación con las medidas de un Estado miembro o con respecto a las supuestas demoras relativas a productos específicos.  El párrafo 1 del artículo 5 sólo impone la obligación de que las medidas "se basen en" una evaluación, lo que no significa que la propia evaluación dicte necesariamente de forma automática los términos de la medida legislativa que ha de adoptarse.

4.185 Las partes reclamantes reconocen que con arreglo al Acuerdo MSF es admisible que un Estado miembro de las CE tenga un nivel de protección diferente del aplicado en otros lugares de las Comunidades Europeas.  Las partes reclamantes no están en lo cierto al afirmar que, en el contexto de las medidas de salvaguardia, los Estados miembros aplican el mismo nivel de protección que se aplica a nivel comunitario.  Los Estados miembros aplican un nivel de protección que refleja sus propias circunstancias particulares.  En el contexto de los párrafos 5 y 6 del artículo 5, los Miembros disponen de mayor flexibilidad en los casos en que faltan elementos para evaluar la naturaleza o el alcance de un riesgo.  Resulta difícil la comparación con otras situaciones si no es posible definir o evaluar precisamente cada una de las situaciones.  En el contexto del párrafo 6 del artículo 5, es difícil calibrar una medida si el alcance de los riesgos y la disponibilidad de medidas de protección o su eficacia no están claros.  En tales circunstancias, sólo puede examinarse la compatibilidad con los párrafos 5 y 6 del artículo 5 teniendo en cuenta el grado de flexibilidad que permiten esas disposiciones.

v) Párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.186 Las partes reclamantes afirman que no hay ninguna relación entre el nivel de riesgo aceptable -o el concepto análogo en el contexto de las medidas provisionales-, de un lado, y la suficiencia o insuficiencia de los testimonios científicos pertinentes, de otro.  Las Comunidades Europeas no están de acuerdo con esta afirmación.  En el contexto de las medidas provisionales, queda aún por completar una evaluación completa del riesgo, y el nivel de riesgo aceptable puede ser aún objeto de una determinación final del legislador.  Sin embargo, el concepto de suficiencia del párrafo 7 del artículo 5 es relacional, y debe por consiguiente referirse a las preocupaciones del legislador.  Es posible que los Miembros no reaccionen necesariamente de forma idéntica con respecto a los posibles riesgos y a la posible inseguridad.  Según las circunstancias concretas existentes en cada país, la información científica puede considerarse o no suficiente para adoptar una decisión sobre las medidas apropiadas.  Cabe que un aspecto que preocupa a un legislador no preocupe en igual medida a otros legisladores por razón de los factores climáticos, los hábitos alimentarios, los valores sociales (ambientales), etc.  No hay un momento mágico en el que los conocimientos científicos disponibles sean suficientes a todos los efectos.  Las medidas adoptadas por un legislador, definitivas o provisionales, en función de los conocimientos científicos de que se disponga, dependen de las preocupaciones de ese legislador.

vi) Párrafo 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF
4.187 El párrafo 3 del artículo 2 es aplicable a medidas, por lo que no es pertinente a cualquier tipo de análisis de la supuesta demora.  Se refiere al caso de que prevalezcan condiciones idénticas o similares entre Miembros, o entre el territorio del Miembro importador y el de otros Miembros.  Las partes reclamantes no han alegado siquiera que entre sus propios territorios y el territorio de algún otro Miembro prevalezcan condiciones idénticas o similares, ni que las Comunidades Europeas discriminen entre Miembros, ni entre su propio territorio y el de otros Miembros, en lo que respecta al trato que dan a los OMG.  Las Comunidades Europeas dan a los OMG un trato imparcial, sin ninguna discriminación.  El párrafo 3 del artículo 2 declara además que las medidas no se aplicarán de manera que constituyan una restricción encubierta del comercio internacional.  La presente diferencia concierne a los debates en curso en las Comunidades Europeas acerca de la forma de dar respuesta a los riesgos planteados por los OMG, cualquiera que sea su origen, y los posibles efectos sobre el comercio son enteramente accidentales.  Se trata de un derecho básico de las Comunidades Europeas de conformidad con el Acuerdo MSF.

d) El Acuerdo OTC
4.188 Las partes reclamantes afirman que el Grupo Especial puede resolver todas las cuestiones que se le han planteado recurriendo únicamente al Acuerdo MSF.  Solamente el Canadá y la Argentina han invocado, subsidiariamente, varias disposiciones del Acuerdo OTC, pero únicamente en relación con las supuestas demoras en la comercialización de productos específicos y con las medidas de los Estados miembros.  No hay ninguna incompatibilidad con el Acuerdo OTC.

ii) El sentido del término "reglamento técnico"

4.189 Las medidas de los Estados miembros no son "reglamentos técnicos".  Lo mismo puede decirse de las supuestas demoras relativas a productos específicos.  Es imposible entender cómo una supuesta demora -es decir, el silencio o la inacción- puede establecer características de un producto cuya observancia es obligatoria.  Las observaciones de las Comunidades Europeas acerca de los párrafos 1, 2, 9.1, 9.2 y 9.4 del artículo 2 del Acuerdo OTC en lo que respecta a las medidas de los Estados miembros son aplicables mutatis mutandis en lo que respecta a las supuestas demoras relativas a productos específicos.

iii) Párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC:  la cuestión de la similitud

4.190 Ni las medidas de los Estados miembros ni las supuestas demoras relativas a productos específicos son reglamentos técnicos.  El Grupo Especial debe rechazar las afirmaciones del Canadá y la Argentina con respecto a la cuestión de la "similitud".  De conformidad con el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC, hay que entender que la "similitud" se refiere a los productos comprendidos en el campo de aplicación del reglamento técnico.  Además, los OMG no son productos similares a los productos convencionales.

iv) Párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC
4.191 La legislación general de las CE en materia de OMG podría ser un reglamento técnico, pero no ha sido sometida a la consideración del Grupo Especial.  Las partes reclamantes no han establecido que una aplicación efectiva de la legislación comunitaria -demoras o medidas de salvaguardia de los Estados miembros- restrinja el comercio más de lo necesario.  Las partes reclamantes se refieren a la prohibición de la comercialización hasta que se obtenga la autorización, pero ésa es la esencia misma de la legislación sobre OMG y no una aplicación de esa legislación.  No es posible convertir la inexistencia provisional de una decisión definitiva en una supuesta medida.

4.192 No hay obligación de realizar una evaluación del riesgo en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  En todo caso, las Comunidades Europeas están procediendo actualmente a evaluar los riesgos para adoptar una decisión sobre la autorización de los productos de que se trata.  Las Comunidades Europeas tampoco aceptan la idea de que el párrafo 2 del artículo 2 incluya una obligación con arreglo a la cual sea preciso que se logre realmente el objetivo legítimo.  El hecho de que se logre o no realmente el objetivo no es pertinente, siempre que la medida pueda contribuir a su logro.  Las opiniones emitidas por los Comités científicos de las Comunidades Europeas reflejan las cuestiones que se planteaban en el momento en que se emitieron y contienen salvedades.  Esas opiniones pueden o no ser suficientes para la Comisión o el Consejo e insuficientes para los Estados miembros.

v) Artículo 5 del Acuerdo OTC:  el sentido de "procedimiento de evaluación de la conformidad"

4.193 Las Comunidades Europeas no aceptan la hipótesis de que la legislación de las CE acerca de los OMG constituye un procedimiento de evaluación de la conformidad en el sentido del artículo 5 del Acuerdo OTC.  No existe un procedimiento de evaluación de la conformidad cuando hay margen para el ejercicio de facultades discrecionales o para sopesar aspectos complejos y, en cierta medida, contradictorios.  Los procedimientos de evaluación de la conformidad se refieren a un supuesto en el que se han establecido ya criterios precisos y se trata simplemente de verificar si un determinado producto se ajusta o no a esos criterios objetivos y precisos (como el peso, las dimensiones, la composición material, la solidez, la resistencia a la electricidad, etc.).

4.194 A la luz de las consideraciones precedentes, las Comunidades Europeas no admiten que el Canadá y la Argentina hayan demostrado que los párrafos 1.1, 1.2, 2.1 y 2.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC sean pertinentes.  Además, no se ha dado a los productos OMG el trato menos favorable a que se refiere el párrafo 1.1 del artículo 5.  Tampoco se han creado obstáculos innecesarios al comercio, en el sentido del párrafo 1.2 del artículo 5, por cuanto los riesgos para el medio ambiente tienen un carácter irreversible que hace necesario adoptar un enfoque más riguroso que en el caso de los riesgos reversibles.  Ni el Canadá ni la Argentina han satisfecho la carga de probar, con respecto a los hechos concretos de cada una de las solicitudes específicas relativas a productos, que haya habido algún momento en el que las Comunidades Europeas no hayan actuado "con la mayor rapidez posible", como exige el párrafo 2.1 del artículo 5.  La Argentina ha formulado en relación con el párrafo 2.2 del artículo 5 afirmaciones que no ha justificado con pruebas concretas.

e) El GATT de 1994

4.195 Si el Acuerdo MSF y el Acuerdo OTC no son aplicables a los riesgos o "medidas" impugnadas por las partes reclamantes, será procedente examinar sus alegaciones en el marco del GATT de 1994.  Las Comunidades Europeas consideran que en todo caso el artículo XX del GATT de 1994 podría ser pertinente.

f) Los Acuerdos de la OMC y otros acuerdos internacionales

4.196 El Grupo Especial debe interpretar las normas pertinentes del ordenamiento jurídico de la OMC de forma coherente con las demás normas del derecho internacional, de conformidad con lo establecido en el asunto Estados Unidos - Camarones.  El Convenio sobre la Diversidad Biológica y su Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología de 2000 son pertinentes al presente caso y las disposiciones de la Comisión del Codex Alimentarius, entre otras instituciones, y otras normas equivalentes, son pertinentes al presente procedimiento como "normas, directrices y recomendaciones internacionales" en el sentido del Acuerdo MSF y el Acuerdo OTC.  Ninguna de las partes reclamantes pone en tela de juicio el enfoque adoptado en el asunto Estados Unidos - Camarones.  Sin embargo, no hay coherencia entre las partes reclamantes en lo que respecta a sus consecuencias.  En relación con la pertinencia de los instrumentos internacionales, dan respuestas que difieren según la parte reclamante.  Después de manifestar que no hay instrumentos internacionales pertinentes se basan en la pertinencia de las convenciones y textos internacionales cuando les conviene.

g) Irrelevancia práctica

4.197 La supuesta "moratoria general" no ha existido nunca.  No es que la presente diferencia se haya convertido en irrelevante desde el punto de vista práctico, sino que carecía ab initio de objeto material.  Lo mismo puede decirse con respecto a las solicitudes de aprobación de productos que no estaban ya pendientes en el momento del establecimiento del Grupo Especial.  No puede haber decisiones de la Comunidad sobre esos productos, y eso era así tanto en el momento del establecimiento del Grupo Especial como en el de la celebración de las consultas y antes.

4.198 La irrelevancia práctica es pertinente en el caso de las alegaciones relativas a productos específicos cuando las solicitudes se han retirado o se ha adoptado una decisión sobre ellas después del establecimiento el Grupo Especial.  Las partes reclamantes instan al Grupo Especial a pronunciarse sobre medidas que ya no existen, pero no explican las razones por las que el Grupo Especial no habría de aplicar un principio jurídico -el de la irrelevancia práctica- reconocido en las jurisdicciones de todo el mundo y aplicado comúnmente por los tribunales internacionales, incluida la Corte Internacional de Justicia.  La OMC no constituye un caso excepcional, impermeable a la aplicación de ese principio básico.  La jurisprudencia del GATT/OMC a que se remiten las partes reclamantes no avala sus alegaciones.  En caso de que el Grupo Especial decida formular constataciones sobre medidas que ya no existen, las Comunidades Europeas sostienen subsidiariamente que no debe formular ninguna recomendación con respecto a esas medidas.

2. Alegaciones de las partes reclamantes

a) Demoras relativas a productos específicos

4.199 Las partes reclamantes alegan que hay una suspensión del sistema de aprobación con respecto a varias solicitudes específicas, lo que constituye al mismo tiempo una violación de determinadas disposiciones del Acuerdo MSF y del artículo 8 y el Anexo C de ese Acuerdo y de disposiciones del Acuerdo OTC y el GATT.  Las partes reclamantes se limitan a reiterar su afirmación de que la supuesta "moratoria general" ha impedido el funcionamiento del procedimiento de aprobación de las Comunidades Europeas y formulan alegaciones generalizadas según las cuales un período de "x" años es "excesivo" o "patentemente excesivo".  Las partes reclamantes no han identificado con respecto a todas y cada una de las solicitudes relativas a productos específicos los casos en los que se ha materializado esa "no aplicación o suspensión".  Las partes reclamantes prescinden de los hechos.

ii) Cuestiones de hecho

Las solicitudes/notificaciones individuales relativas a productos específicos

4.200 No hay un análisis específico de cada solicitud, sino únicamente algunos argumentos específicos en relación con un pequeño número de solicitudes.  De ellos, varios se refieren a solicitudes que han sido retiradas o que, como en el caso del Bt-11 y el NK603, han sido tramitadas y aprobadas.  Las alegaciones relativas a esas solicitudes no pueden considerarse debidamente sometidas al Grupo Especial:  si la retirada o aprobación tuvo lugar antes de que se estableciera el Grupo Especial, éste carece de competencia;  si ha tenido lugar posteriormente, esas alegaciones carecen de relevancia práctica.  En consecuencia, las Comunidades Europeas se ocupan únicamente en su Segunda comunicación escrita del escaso número de solicitudes que siguen pendientes.  En el caso de todos aquellos productos respecto de los cuales no se han formulado observaciones específicas, hay que entender que las partes reclamantes consideran que los marcos temporales de las cronologías facilitadas por las Comunidades Europeas no implican una demora o que, en todo caso, la demora está justificada.

4.201 El análisis de las etapas procesales realizadas en relación con las solicitudes pendientes de aprobación de productos pone de manifiesto que los escasos argumentos expuestos por las partes reclamantes son sencillamente erróneos o desfiguran los hechos.  Entre algunos de los aspectos de los que suelen prescindir las partes reclamantes pueden citarse la elaboración de programas de gestión de la orientación y seguimiento posventa (recomendada por los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas), la elaboración y verificación de métodos de detección, la actualización de solicitudes de conformidad con las empresas solicitantes (el denominado "planteamiento provisional") e incluso los retrasos de las empresas solicitantes a la hora de facilitar la información necesaria.  En consecuencia, las partes reclamantes han optado deliberadamente por no analizar ninguna de las cuestiones científicas y técnicas que se plantearon y debatieron en el curso de los procedimientos de aprobación y que explican las supuestas "demoras".  Las Comunidades Europeas han facilitado detalles completos sobre las solicitudes pendientes de aprobación de productos.

El elemento temporal

4.202 Las circunstancias concretas de los casos específicos ponen de manifiesto que está fuera de lugar cualquier generalización, ya que cada solicitud tiene sus propias características específicas.  En especial, el análisis de los hechos pone claramente de manifiesto que no hay "omisiones y actos concertados que paralizan las solicitudes en etapas fundamentales del proceso de decisión en el procedimiento de aprobación, con independencia de los testimonios científicos que demuestran la inocuidad del producto".  Se ha acreditado que el tiempo requerido para cada solicitud relativa a productos específicos se ha utilizado para las siguientes actividades:

a)
para hacer posible su examen por un órgano de las Comunidades Europeas sobre la base de los requisitos establecidos por la legislación comunitaria;

b)
para hacer posible el debate entre el solicitante, los Estados miembros (a nivel de las autoridades competentes y en el Comité de reglamentación) y la Comisión sobre cuestiones científicas y/o técnicas;

c)
para atender los esfuerzos destinados a hacer frente a preocupaciones relativas a la gestión del riesgo (elaboración de prescripciones de seguimiento, prácticas agrícolas adecuadas, etc.) y a la comunicación del riesgo (etiquetado, etc.);

d)
para hacer frente a retrasos provocados voluntariamente por el solicitante y no imputables a las Comunidades Europeas (pluralidad de notificaciones;  datos insuficientes;  mala calidad de los datos (por ejemplo, datos moleculares);  tiempo destinado a reunir la información o los datos requeridos, etc.).

La naturaleza científica y técnica de los motivos de las demoras

4.203 Las actividades que entraña la evaluación de los OMG están justificadas científica y técnicamente.  En consecuencia, en caso de que el Grupo Especial tenga alguna duda acerca de si el período que ha transcurrido en relación con cada solicitud relativa a un producto específico estaba justificado y era necesario para abordar cuestiones científicas y técnicas, deberá recabar asesoramiento científico y técnico independiente.  No hay acuerdo entre las partes sobre esta cuestión de hecho.

iii) Cuestiones jurídicas

Carga de la prueba

4.204 Las partes reclamantes no han satisfecho la carga de la prueba.  Sus argumentos fácticos son argumentos de carácter genérico (suspensión general, incumplimiento general, período total transcurrido, paralización/demora a nivel de Estado miembro, etc.) o simplemente erróneos (no presentación por la Comisión de una propuesta al Comité de reglamentación, imposición del planteamiento provisional, suspensión indefinida, etc.).  Las simples afirmaciones no pueden sustituir a una exposición rigurosa de los hechos.  Las partes reclamantes tienden además a uniformar sus argumentos y a repetirlos con respecto a varias solicitudes relativas a productos específicos.  Cuando tratan de examinar hechos concretos, las partes reclamantes no indican cuál es el período que debe considerarse que constituye una demora, y, en todos los casos, las razones por las cuales la demora se consideraría injustificada en conexión con las características específicas de cada solicitud.

4.205 En todos los casos, ninguna de las tres partes reclamantes aborda y comenta las numerosas cuestiones de evaluación y gestión del riesgo que se analizaron y plantearon en los procedimientos concretos.  Las partes reclamantes deberían haber tenido conocimiento de todas esas cuestiones antes de la iniciación del presente procedimiento, dados sus contactos con las empresas solicitantes.  Las partes reclamantes no parecen haber dispuesto de la información que les habría permitido reflexionar "sobre la utilidad de actuar al amparo de los presentes procedimientos" de conformidad con lo establecido en el párrafo 7 del artículo 3 del ESD.  Las Comunidades Europeas lamentan la falta de disposición de las partes reclamantes a entablar consultas significativas antes de solicitar el establecimiento del presente Grupo Especial.

Legislación aplicable

4.206 Las vicisitudes de cada procedimiento relativo a una solicitud específica pueden tener su origen en consideraciones que corresponden al ámbito de diferentes Acuerdos de la OMC.  El análisis que ha de aplicarse a las "demoras mixtas" es el mismo que ha de aplicarse a los actos mixtos.  La acción y la inacción son las dos caras de una misma moneda.  En consecuencia, las Comunidades Europeas sostienen que el Grupo Especial no puede llegar legítimamente a una conclusión definitiva sobre el comportamiento de las Comunidades Europeas ni formular las correspondientes recomendaciones basándose únicamente en el Anexo C.

4.207 Las Comunidades Europeas han expuesto las preocupaciones que se han planteado con respecto a diversas solicitudes relativas a productos específicos y el Acuerdo o los Acuerdos pertinentes de la OMC que abarcan esas preocupaciones.  En casi todos los casos, el GATT, el Acuerdo OTC y el Acuerdo MSF son, todos ellos, de posible aplicación en virtud de las preocupaciones normativas que subyacen a los procedimientos de las Comunidades Europeas.  El enfoque superficialmente sencillo de las partes reclamantes no es compatible con los Acuerdos de la OMC.  En primer lugar, como hemos explicado antes, el propio procedimiento de aprobación -que las partes reclamantes no impugnan- no sólo responde a preocupaciones sanitarias o fitosanitarias.  En segundo lugar, al prescindir de las preocupaciones a las que se atiende efectivamente en los procedimientos relativos a solicitudes concretas se prescinde de hecho de las disposiciones del párrafo 1 del Anexo A.  En consecuencia, el enfoque de las partes reclamantes debe rechazarse.

El Acuerdo MSF
4.208 El Acuerdo MSF contiene dos tipos de disposiciones:  las que someten a disciplinas la elaboración de las medidas sanitarias o fitosanitarias y las que tratan de su aplicación.  La impugnación de la forma en que se tratan las solicitudes de autorización es una impugnación de la aplicación de una medida sanitaria o fitosanitaria.  Así pues, de las diversas disposiciones que las partes reclamantes alegan que han sido violadas, sólo el artículo 8 y el Anexo C son aplicables a los hechos.  Por el contrario, los párrafos 2 y 3 del artículo 2 y los párrafos 1, 5 y 6 del artículo 5 contienen todos ellos obligaciones relativas a la elaboración de una medida sanitaria o fitosanitaria (es decir, a la propia medida sanitaria o fitosanitaria).

4.209 La distinción entre disposiciones sobre la elaboración de medidas y disposiciones sobre su aplicación responde a dos necesidades normativas distintas que se plantean en dos momentos diferentes:  la necesidad de garantizar el establecimiento de procedimientos que respeten determinados parámetros y la necesidad de garantizar una gestión de esos procedimientos acorde con otros.  Así lo confirma el artículo 8, que contiene dos disposiciones jurídicas distintas.  En su primera parte, somete a los Miembros a las disposiciones del Anexo C "al aplicar procedimientos de control, inspección y aprobación".  En la segunda, establece que los propios procedimientos deben estar en conformidad con todas las demás disposiciones del Acuerdo MSF.

4.210 Todas las partes coinciden en que no toda demora da lugar a una violación, y en que tanto la "justificación" como la "duración" de la demora son pertinentes para determinar si ésta es "indebida".  Esa determinación exige una evaluación caso por caso.  En el caso de los procedimientos de aprobación de nuevos productos, cada producto presenta características y rasgos específicos peculiares, que pueden variar también en función del hábitat/medio concreto en que el producto ha de producirse y comercializarse, y según el nivel de protección que se pretende alcanzar.  El hecho de que un producto pueda haber sido aprobado anteriormente en otras jurisdicciones no es necesariamente pertinente.

4.211 Los plazos de la legislación que establece el procedimiento de aprobación sólo pueden ser plazos "normales", es decir, plazos medios o indicativos.  En función de las circunstancias específicas de cada caso, los Miembros no siempre pueden atenerse a los períodos normales de tramitación.  Esta es la razón por la que el párrafo 1 b) del Anexo C sólo exige a los Miembros que publiquen el período normal de tramitación o comuniquen al solicitante el período de tramitación previsto.  El propósito de esa disposición es de transparencia y de ningún modo puede vincularse con el concepto de "indebido" del párrafo 1 a).  La legislación de las Comunidades Europeas, aunque indica los períodos normales de tramitación, incorpora al mismo tiempo un elemento de flexibilidad.  Por ello, no se tienen en cuenta los períodos durante los que se espera del solicitante más información o durante los cuales el Comité científico analiza el expediente.

4.212 En ausencia de un análisis serio de las partes reclamantes, cuyo único propósito es simplemente invertir la carga de la prueba, las Comunidades Europeas se permiten proponer la siguiente clasificación posible de las demoras y su justificación:

a)
Demoras provocadas por consideraciones relativas al riesgo no comprendidas en el ámbito del Anexo A

b)
Demoras aceptadas voluntariamente por el solicitante

c)
Demoras provocadas por la entrada en vigor de nueva legislación que contiene requisitos más estrictos

d)
Demoras no imputables a un Miembro (por ejemplo, provocadas por el solicitante)

e)
Demoras necesarias para garantizar el cumplimiento de la legislación y de las normas internacionales vigentes

f)
Demoras provocadas por esfuerzos destinados a elaborar prescripciones de seguimiento o prácticas agrícolas adecuadas y por esfuerzos similares orientados a la gestión de riesgos sanitarios y fitosanitarios

4.213 Las Comunidades Europeas sostienen que, aparte de esas razones, las demoras de los procedimientos de aprobación pueden estar también justificadas por g) el análisis de cuestiones científicas y técnicas, y h) aspectos relativos a la comunicación del riesgo, como el etiquetado.  En ninguno de esos casos puede considerarse "indebida" la demora.

El Acuerdo OTC
4.214 Para refutar las alegaciones relacionadas con el Acuerdo OTC, las Comunidades Europeas remiten al Grupo Especial a la sección dedicada a las cuestiones horizontales supra.

GATT de 1994:  párrafo 4 del artículo III y artículo XX

4.215 En caso de que el Grupo Especial constate que una demora en la transformación de una solicitud relativa a un producto específico es incompatible con alguna de las disposiciones invocadas por las partes reclamantes, la actuación de las Comunidades Europeas estaría, no obstante, justificada al amparo del artículo XX del GATT de 1994.

b) La supuesta "suspensión general" o "moratoria general"

i) Medidas en litigio

4.216 Las partes reclamantes invitan a este Grupo Especial a que identifique la existencia de una medida que se supone que es una "moratoria" y, sobre esta base, adopte su decisión con respecto a todo el asunto.  Y ello pese a la evidente incapacidad de las partes reclamantes para identificar una sola decisión de las Comunidades Europeas que refleje esa "moratoria".  Si el Grupo Especial ha de evaluar la compatibilidad con las normas de la OMC de esa pretendida "moratoria" -y si las Comunidades Europeas han de poner sus medidas con conformidad con sus obligaciones en el marco de la OMC- es preciso que el Grupo Especial defina antes con absoluta precisión en qué consiste la "moratoria" y cuál es la medida en litigio.  En consecuencia, es necesario demostrar, en el caso de una medida que consiste en una "moratoria", que esa medida constituye un "plan o línea de acción" encaminado a suspender un procedimiento, o una "decisión de no decidir".  En cambio, la "ausencia de una decisión" no es lo mismo que una "decisión de no decidir".  Los hechos que las Comunidades Europeas han expuesto al Grupo Especial ponen de manifiesto que no ha habido una decisión de no decidir.  Puede haber manifestaciones de opiniones individuales de determinadas personas, u opiniones de algunos Estados miembros en ese sentido, pero las propias Comunidades Europeas no han adoptado una decisión de esa índole.

4.217 En primer lugar, aun cuando en el período comprendido entre 1998 y 2001 se revisó la legislación de las Comunidades Europeas, los procedimientos de autorización nunca se suspendieron en espera de la entrada en vigor de la nueva legislación.  Las solicitudes existentes siguieron siendo evaluadas sobre la base de un "planteamiento provisional" en el que se trataba de anticipar la nueva legislación comunitaria, en particular en lo que respecta a determinadas prescripciones en materia de gestión del riesgo.  En segundo lugar, durante el período en cuestión entró en vigor la nueva legislación y finalizó el período de transición antes indicado (por ejemplo, en el caso de la Directiva 2001/18 bastante antes del establecimiento del presente Grupo Especial).  Los procedimientos de tramitación de la solicitud, aunque pueden haber experimentado en algunos casos demoras durante el período de transición, se desarrollan actualmente con normalidad.

4.218 Las partes reclamantes tratan de obtener una resolución fáctica y jurídica contraria a las Comunidades Europeas sobre la base de su descripción de una situación de hecho que supuestamente es efecto, resultado o consecuencia de una presunta moratoria.  Para ello intentan sustituir el análisis jurídico y fáctico por meras afirmaciones.  Los grupos especiales no se pronuncian sobre "efectos" sin establecer la existencia de una medida de la que sea responsable el Miembro de la OMC.  La cuestión de cuál es la medida que provocó un efecto observado no puede quedar sin resolver.  Además, las partes reclamantes reinventan las definiciones y el sentido de los términos "moratoria" y "medida".  No se trata ya de la suspensión del proceso de aprobación, sino de un "bloqueo en etapas fundamentales del procedimiento", con independencia de que las solicitudes de aprobación de los productos hayan pasado de una etapa a la siguiente.  Las partes reclamantes presentan como medida, es decir, como plan o línea de acción, las más diversas reacciones de los distintos agentes en relación con solicitudes diferentes, y dejan de lado cómodamente todo lo que no cuadra con su descripción.  Esas reacciones son parte de un proceso interno de adopción de decisiones y, como tales, no tienen efectos jurídicos externos.  En la medida en que no hay ningún acto o resultado definitivo del procedimiento de adopción de decisiones, lo que podría impugnarse es el no haber actuado, pero en lo que atañe al Acuerdo MSF, la única obligación al respecto es la de actuar sin demoras indebidas.

ii) Cuestiones que el Grupo Especial tendría que abordar si existiera una medida

4.219 Si el Grupo Especial opina que hay una medida, tendrá que examinar las siguientes cuestiones:  1) si la medida existía cuando se estableció el Grupo Especial y, de ser así, si sigue existiendo;  2) en qué grado esa medida está comprendida en el ámbito del Acuerdo MSF;  3) si la medida es incompatible con el párrafo 7 del artículo 5, ya que habría que considerar que se trata de una medida provisional aplicada por razón de la insuficiencia de los testimonios científicos;  4) en el grado en que no esté abarcada por el Acuerdo MSF, si la medida es un reglamento técnico abarcado por el Acuerdo OTC o si sería aplicable el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994;  y 5) la posible justificación de la medida al amparo del artículo XX del GATT de 1994.

c) Las medidas de salvaguardia de los Estados miembros de las CE

i) Hechos y argumentos jurídicos sometidos al Grupo Especial

4.220 Como aclaración a los Estados Unidos, las Comunidades Europeas citan el ejemplo del Bt‑176.  Una de las razones de la medida austríaca es la relativa a la resistencia a los antibióticos.  La razón de la preocupación de Austria es la posibilidad de que el gen marcador de resistencia a antibióticos sea transferido a bacterias en el intestino humano, y que ello pueda reducir la eficacia de los antibióticos usados con fines médicos.  Esta cuestión excede, al menos en parte, del ámbito del Acuerdo MSF.  En consecuencia, algunas de las razones de la medida de salvaguardia de Austria exceden del ámbito del Acuerdo MSF y, en relación con esas razones, no es posible considerar que esa medida de salvaguardia sea incompatible con el Acuerdo MSF.  El mismo análisis es aplicable en relación con las demás medidas.

ii) Las preocupaciones de los Estados miembros

4.221 El Grupo Especial pidió a los Estados Unidos que aclararan su posición en relación con las preocupaciones citadas por los Estados miembros.  Los Estados Unidos respondieron a esa pregunta remitiéndose a lo que, según alegan, "citan las medidas de los Estados miembros", lo que es diferente.  En consecuencia, los Estados Unidos modificaron los términos de la pregunta del Grupo Especial y de esa forma no dieron respuesta a la pregunta realmente formulada.  Lo importante no es aquello a lo que se hace o no referencia expresa en las propias medidas de los Estados miembros.  Esas medidas son, en algunos casos, relativamente sucintas, como suele ocurrir en el caso de las medidas provisionales.  Los Estados Unidos seleccionan deliberadamente una exposición de las cuestiones que saben que es limitada, como parte de su estrategia general de forzar, en la medida de lo posible, la inclusión de esas cuestiones en el ámbito del Acuerdo MSF.  La apreciación real de las preocupaciones de los Estados miembros es fruto de un examen imparcial y completo de la historia de cada una de esas medidas y de las etapas procesales que han conducido y han seguido a su adopción.  Las Comunidades Europeas han explicado detalladamente al Grupo Especial y a las partes reclamantes el alcance real de las preocupaciones que han dado lugar a la adopción y el mantenimiento de esas medidas.  Las Comunidades Europeas han explicado también detenidamente cuáles de esas preocupaciones están abarcadas por el Acuerdo MSF, y cuáles no, y por qué razones.  Los Estados Unidos no han dado respuesta a esas explicaciones, pero intentan modificar los parámetros subyacentes.  Las afirmaciones que hacen las partes reclamantes con respecto a cuestiones específicas son manifiestamente erróneas.

E. Tercera comunicación escrita de los Estados Unidos

1. Introducción

4.222 Las Comunidades Europeas ni siquiera han intentado explicar la compatibilidad de la moratoria con sus obligaciones en la esfera de las medidas sanitarias y fitosanitarias.  Su defensa fundamental sigue siendo que, a pesar del amplio y abierto reconocimiento de la moratoria por Estados miembros de las CE y funcionarios comunitarios, no ha existido nunca de hecho una moratoria.  Las Comunidades Europeas intentan apoyar esta posición con la presentación de CD que contienen documentos relacionados con la tramitación de las solicitudes y de breves reseñas en las que se describe la tramitación de las solicitudes pendientes.

4.223 No obstante, es evidente que el simple hecho de que la tramitación de determinadas solicitudes haya hecho algunos progresos en el procedimiento de aprobación, o de que algunas de las demoras quizá no hayan sido injustificadas, no desmiente la existencia de la moratoria.  La moratoria fue una decisión política de no permitir que ningún producto llegara a la etapa final de aprobación;  es enteramente compatible con esa decisión el hecho de que los organismos de reglamentación de las CE permitieran que determinadas solicitudes avanzaran -sin llegar a la aprobación definitiva- en el proceso de aprobación.

4.224 No obstante, los Estados Unidos señalan que los historiales de las solicitudes presentados por las Comunidades Europeas no avalan la opinión de las Comunidades Europeas de que la moratoria no existió nunca.  Las cronologías ofrecen, por el contrario, numerosos ejemplos de las formas en que funcionó la moratoria para evitar que se llegara a decisiones sobre las diferentes solicitudes relativas a productos en distintas etapas del procedimiento de aprobación.  En varios casos, las solicitudes fueron completamente ignoradas a nivel de Estado miembro o de la Comisión durante años.  En otros, los Estados miembros presentaron objeciones y peticiones de información carentes de fundamento que retrasaron indebidamente la tramitación de diversas solicitudes.  Los documentos de las CE ponen además de manifiesto que las únicas evaluaciones del riesgo con respecto a los productos en cuestión fueron las realizadas por la autoridad competente principal y el Comité científico de las Comunidades Europeas y que los resultados de esas evaluaciones ni estaban en contradicción entre sí ni justificaban por alguna otra razón que no se llegara a una decisión sobre los productos.

2. La Segunda comunicación escrita de las Comunidades Europeas no plantea argumentos fundados

a) El concepto de "irrelevancia práctica" de las Comunidades Europeas no es pertinente a la presente diferencia

4.225 El concepto de "irrelevancia práctica" que han articulado las Comunidades Europeas no es pertinente a la presente diferencia.  El mandato del Grupo Especial de conformidad con el ESD consiste en "examinar [...] el asunto sometido al OSD" en la solicitud de establecimiento del Grupo Especial.  En el presente caso, las cuestiones sometidas al Grupo Especial son la moratoria general y las moratorias relativas a productos específicos y las medidas de salvaguardia de los Estados miembros en la forma en que existían en agosto de 2003.  Los Estados Unidos no tienen conocimiento de que haya ningún grupo especial, ni las Comunidades Europeas han indicado que exista alguno, que, sin que hubiera acuerdo entre las partes, se haya abstenido de examinar una medida que estaba en vigor cuando se estableció su mandato.  Por el contrario, anteriores grupos especiales del GATT y de la OMC han examinado y formulado constataciones sobre medidas que habían dejado de estar en vigor en el curso de sus actuaciones.  Como declaró el Grupo Especial en el asunto India ‑ Automóviles:  "Por regla general, los grupos especiales de la OMC son competentes para conocer medidas vigentes en el momento de su establecimiento.  [...]  En el pasado, distintos grupos especiales han examinado medidas invalidadas cuando no hubo acuerdo entre las partes para interrumpir el procedimiento."

4.226 Las dos respuestas que las Comunidades Europeas dan en su Segunda comunicación escrita carecen enteramente de fundamento.  En primer lugar, las Comunidades Europeas aducen que "hay que destacar que las partes reclamantes no han intentado explicar las razones por las que los grupos especiales de la OMC no habrían de aplicar un principio jurídico reconocido en las jurisdicciones de todo el mundo y aplicado comúnmente por los tribunales internacionales [...]".  Las Comunidades Europeas no tratan en ningún momento de definir cuál es el "principio jurídico" de irrelevancia práctica que las Comunidades Europeas pretenden que debería adoptar la OMC;  las Comunidades Europeas no explican las razones por las que los grupos especiales del GATT y de la OMC antes citados han examinado de hecho medidas a cuya aplicación se había puesto fin, ni tratan de explicar en qué forma ese principio sería compatible con el texto del ESD.  En síntesis, lo que "hay que destacar" es que las Comunidades Europeas critican a los reclamantes por basarse en el texto del ESD y en la práctica anterior del GATT y la OMC.

4.227 En segundo lugar, las Comunidades Europeas tratan de complicar la cuestión mediante la referencia a otro aspecto:  en concreto, si un grupo especial que formula constataciones sobre una medida a cuya aplicación se ha puesto fin debe recomendar también al OSD que pida al Miembro demandado que ponga su medida en conformidad con las normas de la OMC.  Es evidente que, con arreglo a la misma práctica sistemática del GATT y la OMC, los grupos especiales deben formular dicha recomendación.  Además, el párrafo 1 del artículo 19 del ESD dispone expresamente que "cuando un grupo especial [...] [llegue] a la conclusión de que una medida es incompatible con un acuerdo abarcado recomendará [...] que el Miembro afectado la ponga en conformidad con ese acuerdo".  Aunque las Comunidades Europeas citan el asunto Estados Unidos - Determinados productos procedentes de las CE como ejemplo de lo contrario, esa diferencia se refería en realidad a una situación enteramente distinta:  la medida en litigio en ella había dejado de existir antes de la fecha de la solicitud de establecimiento del grupo especial.

4.228 Además, el presente no es un caso en el que la medida en litigio haya dejado de aplicarse.  Los Estados Unidos no admiten en absoluto que las dos aprobaciones simbólicas de productos ‑después de demoras considerables y tras sendas decisiones de la Comisión después de que tanto el Comité de reglamentación como el Consejo se abstuvieran de decidir- basten para indicar que las Comunidades Europeas han comenzado a tramitar otras solicitudes pendientes sin demoras indebidas, como exigen a las Comunidades Europeas las obligaciones que les impone el Acuerdo MSF.

4.229 Reviste especial importancia para los Estados Unidos, y para el sistema basado en normas de la OMC en su conjunto, que el Grupo Especial se ajuste en la presente diferencia a la práctica anterior y formule constataciones sobre la moratoria de las Comunidades Europeas en agosto de 2003.  Siguen sin aprobarse todos los productos afectados por la moratoria, salvo dos.  La aprobación de productos biotecnológicos sigue siendo una cuestión política controvertida en las Comunidades Europeas, y la reciente ampliación de las Comunidades de 15 a 25 Estados miembros no ha simplificado la situación.  Además, varios Estados miembros de las CE consideran que aún debe adoptarse una legislación adicional antes de proceder a la aprobación de nuevos productos biotecnológicos.  Y, aunque han aprobado ahora dos variedades de maíz para su importación y consumo, las Comunidades Europeas no han aprobado aún en el marco de la Directiva 2001/18 un solo producto biotecnológico para la plantación en las Comunidades Europeas.  En consecuencia, en caso de que el Grupo Especial se aparte del ESD y de la práctica anterior y aplique el concepto de irrelevancia práctica de las Comunidades Europeas, hay muchas posibilidades de que las Comunidades Europeas -una vez que se hayan liberado de la presión del presente procedimiento- no procedan a ninguna nueva aprobación.

b) Las Comunidades Europeas tampoco exponen ningún argumento que refute el hecho, generalmente conocido, de que las Comunidades Europeas han adoptado una moratoria general

4.230 En su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas exponen varias razones por las que -a pesar del reconocimiento general por funcionarios comunitarios de la imposición de una moratoria general- el Grupo Especial debería constatar que no ha existido nunca una moratoria.  De hecho, los argumentos de las Comunidades Europeas respaldan también la existencia de la moratoria.

4.231 En primer lugar, según las Comunidades Europeas existe una moratoria cuando "se detiene temporalmente el proceso de adopción de decisiones".  Las Comunidades Europeas añaden que no existió ninguna moratoria, porque la tramitación de algunas solicitudes siguió avanzando en los procedimientos complejos de aprobación de las Comunidades Europeas.  Se trata de un argumento inconsistente, del que no merece la pena ocuparse más detenidamente.  Los Estados Unidos nunca han alegado que se detuviera toda la tramitación, sino que las Comunidades Europeas adoptaron la decisión de asegurarse de que ningún producto llegara a la etapa de la aprobación definitiva.

4.232 En segundo lugar, las Comunidades Europeas se basan en la adopción del llamado "planteamiento provisional" conforme al cual la Comisión "trató de anticipar la nueva legislación comunitaria".  Un examen pone, no obstante, de manifiesto, que la utilización por las Comunidades Europeas del "planteamiento provisional" respalda de hecho la existencia de la moratoria.

4.233 De un lado, las Comunidades Europeas explican que:  "El 'planteamiento provisional' no fue, pues, un acto 'adoptado' en forma alguna, sino simplemente una práctica que se siguió sobre la base del propósito político de tratar de alcanzar resultados en los procedimientos de aprobación, pese al período transitorio de modificaciones legislativas."  De otro, describen en los siguientes términos el planteamiento provisional:  "[El 12 de julio de 2000], la Comisión convino en un 'planteamiento provisional' para relanzar las autorizaciones de OMG, que entrañaba la anticipación de las disposiciones fundamentales (en materia de etiquetado, trazabilidad, seguimiento, etc.) de la nueva legislación ambiental prevista.  Las nuevas prescripciones se incorporarían a cada una de las autorizaciones de OMG concedida con arreglo a la legislación vigente."  En síntesis, las Comunidades Europeas manifiestan que, con arreglo al planteamiento provisional, se incorporarían a cada una de las solicitudes las "nuevas prescripciones", pero que esta decisión no era un acto "adoptado en forma alguna" sino "simplemente una práctica que se siguió sobre la base de [un] propósito político".

4.234 La propia descripción del "planteamiento provisional" de las Comunidades Europeas confirma una tesis fundamental de los Estados Unidos:  la de que las Comunidades Europeas, "sobre la base de [un] propósito político" adoptaron la decisión de aplicar su legislación en materia de productos biotecnológicos de una forma sustancialmente diferente de la prevista en el texto de la legislación.  Y una vez que se entienda que, como reconocen las Comunidades Europeas, las Comunidades consideraron que podían desviarse de su legislación y modificar los requisitos de aprobación, no es demasiado difícil entender que las Comunidades Europeas pudieran decidir también retrasar sus decisiones definitivas sobre la base de las mismas consideraciones políticas.

4.235 Además, las Comunidades Europeas manifiestan que el "planteamiento provisional" entrañaría la aplicación de prescripciones de una legislación aún no promulgada.  No obstante, esas prescripciones no estarían ultimadas hasta al menos tres años después de la supuesta adopción por las Comunidades Europeas de un planteamiento provisional en 2000.  Habida cuenta especialmente de que, como se ha reconocido, el sistema de aprobación de las Comunidades Europeas se basa en consideraciones políticas, no es verosímil que las Comunidades Europeas decidieran apartarse del tenor literal de su legislación en materia de aprobación, adoptando nuevas prescripciones con un fundamento extrajurídico, y al mismo tiempo permitieran que los productos llegaran a la etapa de la aprobación definitiva cuando aún no se había adoptado una decisión sobre el contenido de esas nuevas prescripciones.  No es una mera coincidencia que la primera aprobación de productos biotecnológicos de las Comunidades Europeas en más de cinco años tuviera lugar en mayo de 2004, menos de un mes después de la entrada en vigor de la nueva legislación de las Comunidades Europeas.

4.236 En tercer lugar, las Comunidades Europeas tratan ahora de encontrar una explicación convincente para las numerosas declaraciones oficiales que reconocen la moratoria, alegando que "todas esas declaraciones" se refieren simplemente al hecho de que ningún producto biotecnológico llegó a la etapa de la decisión definitiva.  En contra de lo que manifiestan las Comunidades, las declaraciones se refieren de manera uniforme a la "moratoria" y, como las propias Comunidades Europeas indican al Grupo Especial, una "moratoria" puede definirse como el "aplazamiento o suspensión temporal deliberada de alguna actividad".  Los Estados Unidos sostienen que los funcionarios comunitarios utilizaron el término "moratoria" porque cuadra perfectamente con la situación:  es decir, porque las Comunidades Europeas habían decidido no permitir que ninguna solicitud relativa a un producto biotecnológico llegara a la etapa de la aprobación definitiva.

c) La teoría de las "demoras mixtas" de las Comunidades Europeas carece de fundamento

4.237 La teoría novedosa de las "demoras mixtas" de las Comunidades Europeas es ilógica y no está respaldada por el texto del Acuerdo MSF.  El Acuerdo MSF establece que los Miembros "se asegurarán de que [...] los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas [sanitarias y fitosanitarias] [...] se inicien y ultimen sin demoras indebidas".  No hay en el texto del Acuerdo MSF nada que indique que, como sostienen las Comunidades Europeas, un Miembro está dispensado de esa obligación si la demora se debe a una consideración ajena al ámbito del Acuerdo MSF.

4.238 En cambio, las Comunidades Europeas han inventado un enfoque enteramente nuevo respecto de la aplicación de las obligaciones de los Acuerdos de la OMC.  Con arreglo al enfoque de las Comunidades Europeas, en cuanto un Miembro pueda demostrar que su medida no es incompatible con una obligación diferente (en el presente caso con las obligaciones impuestas por el Acuerdo OTC), la no incompatibilidad con una disposición puede excusar la incompatibilidad con otra.  Al parecer, las Comunidades Europeas pretenden invertir la norma consuetudinaria de interpretación de los tratados según la cual no hay conflicto entre dos obligaciones si al cumplir una de ellas (por ejemplo, la más rigurosa) se cumple también la otra.  En lugar de ello, para las Comunidades Europeas, cuando son exigibles dos obligaciones, sólo hay que tener en cuenta la obligación menor.  Además, en la presente diferencia, las Comunidades Europeas no han dado respuesta a la pregunta de cómo podrían aplicarse tanto el Acuerdo MSF como el Acuerdo OTC a la misma medida, habida cuenta del texto del párrafo 5 del artículo 1 del Acuerdo OTC ("Las disposiciones del presente Acuerdo no son aplicables a las medidas sanitarias y fitosanitarias definidas en el Anexo A del [Acuerdo MSF]") y del párrafo 4 del artículo 1 del Acuerdo MSF ("Ninguna disposición del presente Acuerdo afectará a los derechos que correspondan a los Miembros en virtud del [Acuerdo OTC] con respecto a las medidas no comprendidas en el ámbito del presente Acuerdo").

4.239 Además, el argumento de las Comunidades Europeas, llevado hasta sus últimas consecuencias lógicas, debilitaría gravemente la obligación relativa a la inexistencia de "demoras indebidas" establecida en el Anexo C.  Por ejemplo, en el supuesto de que un Miembro de la OMC retrasara durante años un procedimiento de aprobación en el ámbito de las MSF, por razones arbitrarias o para proteger a un productor nacional, con arreglo a la interpretación propuesta por las Comunidades Europeas, ese Miembro no violaría el Acuerdo MSF, porque la demora no tenía su origen en la evaluación de un riesgo enumerado en ese Acuerdo.  No cabe duda de que los redactores del Acuerdo MSF no tenían el propósito de liberar, en esas circunstancias, a un Miembro de la obligación que le impone el Anexo C de iniciar y ultimar los procedimientos de aprobación sin demoras indebidas.

d) El argumento de las Comunidades Europeas de que el Grupo Especial debe desviarse de la definición de "evaluación del riesgo" del Acuerdo carece de base

4.240 Las Comunidades Europeas dedican bastante tiempo a examinar la definición de "evaluación del riesgo", a efectos del análisis que ha de realizarse de conformidad con el Acuerdo MSF.  En primer lugar, los Estados Unidos señalan que no parece que ninguna de las cuestiones que se plantean en la presente diferencia dependa de la definición de "evaluación del riesgo".  En concreto, las Comunidades Europeas ni siquiera han intentado identificar evaluaciones del riesgo que pudieran respaldar la moratoria general, las moratorias relativas a productos específicos, o las medidas de salvaguardia de los Estados miembros.  En todo caso, la definición de "evaluación del riesgo" está claramente establecida en el párrafo 4 del Anexo A del Acuerdo MSF y tiene carácter dispositivo.  La exposición por las Comunidades Europeas de otras definiciones de "evaluación del riesgo" no es útil, y debe prescindirse de ella.

e) Las Comunidades Europeas siguen sin presentar una defensa seria de las medidas de sus Estados miembros

4.241 En su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas siguen sin indicar evaluaciones del riesgo de signo opuesto y no tratan tampoco de explicar las razones por las que es aplicable el párrafo 7 del artículo 5, habida cuenta de las evaluaciones científicas de esos productos realizadas por los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas.  La única documentación nueva de la Segunda comunicación escrita de las CE dedicada a las medidas de los Estados miembros es una Prueba documental titulada "Cuadro en el que se resume la posición en relación con las medidas de los Estados miembros, conforme a lo expuesto en la Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas".  El Grupo Especial no debe dar ninguna importancia a este cuadro, que pretende poner de manifiesto las diversas razones por las que los Estados miembros adoptaron cada una de las medidas de salvaguardia.  El cuadro no está respaldado por notas o cualquier otro tipo de referencias y parece ser exclusivamente un intento de justificar ex post facto esas medidas.  Además, aunque pudiera considerarse que tiene algún valor probatorio, ese cuadro no muestra en absoluto cómo las medidas de salvaguardia podrían ser compatibles con el Acuerdo MSF.  Por ejemplo, en él no hay citas de la "información pertinente" de la que dispongan las CE que pueda utilizarse como parte de un argumento en el marco del párrafo 7 del artículo 5, ni se explica cómo podrían ser suficientes los testimonios científicos cuando las Comunidades Europeas han publicado evaluaciones positivas del riesgo respecto de cada producto.

3. Las Comunidades Europeas no pueden explicar satisfactoriamente los lapsos existentes en sus cronologías relativas a los productos

4.242 En su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas aportan reseñas breves y no convincentes acerca de algunas, pero no todas, las solicitudes pertinentes de aprobación de productos biotecnológicos.  Esas reseñas se presentaron antes de que las Comunidades Europeas aportaran, a petición del Grupo Especial, una serie más completa de documentos sobre las solicitudes de aprobación de productos, y, por consiguiente, no se refieren al expediente, más completo, que obra actualmente en poder del Grupo Especial.  Además, en muchos casos, esas reseñas inducen a error.  Un examen de los documentos oficiales de los antecedentes de las solicitudes confirma que muchos productos fueron objeto de demoras indebidas en forma de dilatados períodos de inactividad.

b) Prueba documental 69 de las CE:  Maíz tolerante al glufosinato y resistente a los insectos (Bt‑11)

4.243 El 30 de noviembre de 2002 el Comité científico de las plantas emitió una opinión favorable sobre la solicitud relativa al maíz Bt-11 de conformidad con la Directiva 90/220.  En la reseña presentada en su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas intentan dar una explicación satisfactoria del lapso de dos años transcurrido desde que el Comité emitió su opinión, afirmando que "el Comité científico recomendó un plan de seguimiento, y la propuesta del solicitante no se completó".  No obstante, los documentos oficiales ponen de manifiesto que esta afirmación no es cierta.  No se indicaba en la opinión que faltara información en la solicitud o que ésta adoleciera de otro tipo de deficiencias.

c) Prueba documental 65 de las CE:  Algodón Bt (531)

4.244 La solicitud relativa al algodón Bt (531) de conformidad con la Directiva 90/220 se vio afectada por un período de inactividad de tres años de los organismos de reglamentación de las CE.  La justificación que las Comunidades Europeas dan a ese lapso carece de fundamento.  El hecho de que algunos Estados miembros formularan objeciones al Comité de reglamentación no justifica la negativa de las Comunidades Europeas a actuar en relación con la solicitud.  De hecho, el marco legislativo comunitario establece una vía específica para seguir actuando cuando el Comité de reglamentación no puede adoptar una decisión:  la Comisión debe remitir "sin demora" al Consejo la solicitud para que éste adopte una decisión.  Además, no hay nada en el expediente que indique que en algún momento se pidiese al solicitante que presentara información adicional en respuesta a las objeciones de los Estados miembros, ni en ningún momento se le notificó la base de esas objeciones.  Además, no hay en el expediente nada que indique las razones por las que los Estados miembros formularon objeciones a pesar de la opinión del Comité científico de las plantas en la que se abordaban las mismas cuestiones que abarcaban las objeciones.  En síntesis, no hay nada en el expediente que indique que las Comunidades Europeas emprendieran algún tipo de proceso para satisfacer las preocupaciones de los Estados miembros.

4.245 En la Segunda comunicación escrita de las CE se declara también, de forma inexacta, que el solicitante "proporcionó finalmente [...] la información adicional solicitada", lo que da a entender incorrectamente que las demoras se debieron a peticiones de datos pendientes.  No obstante, el solicitante no respondió a ninguna petición de las Comunidades Europeas, sino que, por propia iniciativa, facilitó información a la autoridad competente principal dado que, como no es de extrañar, el estado de los conocimientos científicos había mejorado desde la primera presentación escrita de la solicitud más de cuatro años antes.

d) Prueba documental 91 de las CE:  Maíz Roundup Ready (GA21)

4.246 La tramitación de la solicitud de aprobación de nuevos alimentos relativa al maíz Roundup Ready (GA21) de conformidad con el Reglamento se retrasó a nivel de Estado miembro durante 10 meses mientras la autoridad competente principal ultimaba su evaluación del riesgo y posteriormente 17 meses a nivel comunitario antes de que el Comité científico de la alimentación humana emitiera una opinión positiva en febrero de 2002.  Las Comunidades Europeas sostienen que fue el solicitante el que dio lugar a que el Comité tardara 17 meses en emitir su opinión.  La verdad se desprende de la propia cronología de las Comunidades Europeas.  La Comisión pidió al Comité una opinión el 18 de mayo de 2000.  Once meses después, el Comité entró por primera vez en comunicación con el solicitante y le pidió información adicional.  Antes de que transcurriera un mes, el solicitante dio respuesta a todas las preguntas.  En la cronología de las Comunidades Europeas no se da ninguna explicación, aparte de una observación críptica sobre la "falta de tiempo" acerca de los otros 11 meses que transcurrieron antes de que el Comité científico de la alimentación humana emitiera una opinión el 27 de febrero de 2002.

4.247 Después de que el Comité científico de la alimentación humana emitiera su opinión positiva el 27 de febrero de 2002, la Comisión no presentó al Comité de reglamentación un proyecto de medida como se requiere para ultimar el proceso de aprobación, lo que dio lugar a una nueva demora que se prolongó hasta que, en septiembre de 2003, se aprobó el nuevo Reglamento sobre piensos y alimentos modificados genéticamente.  Desde que el Comité emitió su opinión positiva en febrero de 2002 transcurrieron casi dos meses sin que hubiera ninguna actividad en absoluto en relación con la solicitud.  El 23 de abril de 2002 el solicitante envió una carta en la que se ofrecía a reducir el ámbito de la solicitud con el fin de facilitar la evaluación de las Comunidades Europeas.  A pesar de los esfuerzos del solicitante para eliminar los posibles obstáculos, la Comisión siguió sin presentar la solicitud al Comité de reglamentación.  En lugar de ello, la Comisión indicó que aunque el siguiente paso era la adopción de una Decisión comunitaria, "es conveniente que esa Decisión tenga en cuenta de manera apropiada la evolución legislativa con respecto a la autorización de alimentos y piensos modificados genéticamente, así como al etiquetado de productos modificados genéticamente".  Dicho de otra forma, las Comunidades Europeas se limitaron a detener la tramitación de esta solicitud en previsión de posibles modificaciones futuras de sus reglamentos.

e) Pruebas documentales 78 y 85 de las CE:  Maíz Roundup Ready (GA21)

4.248 En su Segunda comunicación escrita las Comunidades Europeas no analizan las solicitudes de aprobación de la liberación intencional relativas al maíz Roundup Ready (GA21) de conformidad con la Directiva 90/220, basándose en su determinación unilateral de que las cuestiones relativas a esas solicitudes se han convertido en cuestiones puramente teóricas.  En respuesta a las peticiones de información más completa formuladas por el Grupo Especial, las Comunidades Europeas presentaron posteriormente una cronología y documentación justificante en relación con estas y otras solicitudes retiradas.  Los documentos en cuestión confirman que la tramitación de esas solicitudes sufrió de hecho demoras considerables e indebidas.  Las prácticas dilatorias de las Comunidades Europeas retrasaron también significativamente la solicitud paralela relativa al maíz Roundup Ready (GA21) de conformidad con el Reglamento 258/97 de aprobación de nuevos alimentos.

4.249 La tramitación de la primera solicitud relativa al GA21 de conformidad con la Directiva 90/220, presentada en 1997 en el Reino Unido, se demoró a nivel de Estado miembro durante siete meses, de marzo a noviembre de 1999.  La cronología de las Comunidades Europeas da la falsa impresión de que realmente hubo actividad en relación con esta solicitud después de abril de 1999, al hacer referencia a una reunión del Comité consultivo sobre liberación de OMG en el medio ambiente celebrada el 16 de septiembre de 1999.  No obstante, como muestra el acta de esa reunión, el GA21 no figuraba en su orden del día y no fue examinado.

4.250 La tramitación de la segunda solicitud relativa al GA21 de conformidad con la Directiva 90/220 sufrió una brusca interrupción cuando la solicitud llegó a nivel de la Comisión.  El Comité científico de las plantas emitió una opinión favorable el 22 de septiembre de 2000.  No obstante, en ese momento se interrumpió inesperadamente toda actividad a nivel de la Comisión.  La Comisión no presentó al Comité de reglamentación la solicitud para que éste adoptara una decisión, y durante tres años no realizó ningún acto ni hizo ninguna comunicación en relación con esta solicitud, hasta el momento en que el solicitante la retiró finalmente el 15 de septiembre de 2003.

f) Pruebas documentales 82 y 94 de las CE:  Maíz MaisGuard x Roundup Ready (MON810 x GA21)

4.251 El maíz MaisGuard x Roundup Ready se obtiene mediante la hibridación convencional de dos productos biotecnológicos "parentales", MON810 y GA21.  Los progresos en relación con el MON810 x GA21 en el proceso de regulación se vieron condicionados por los progresos en relación con el maíz GA21.

4.252 La solicitud relativa al MON810 x GA21 de conformidad con la Directiva 90/220 sobre la liberación intencional se presentó en agosto de 1999, pero nunca llegó al nivel del examen por la Comisión.  La autoridad competente principal pidió más información el 30 de noviembre de 1999, y el solicitante dio respuesta en agosto de 2001 a todas las peticiones, con la excepción de un estudio, científicamente injustificado, de la composición nutricional de la leche procedente de las vacas lecheras que ingerían el producto.  El solicitante facilitó documentos traducidos cinco meses después, en enero de 2002.  A partir de ese momento, durante más de año y medio, hasta que se retiró la solicitud, la única actividad que llevó a cabo la autoridad competente principal fue una reunión celebrada en abril de 2002.

4.253 La historia de la solicitud de aprobación de nuevos alimentos relativa al MON810 x GA21 de conformidad con el Reglamento 258/97.  La solicitud se presentó a la autoridad competente principal en febrero de 2000.  Como se ha indicado antes, la solicitud de aprobación de nuevos alimentos relativa al progenitor de rasgo único maíz GA21 presentada de conformidad con el Reglamento 258/97 quedó paralizada a nivel de la Comisión.  En sus observaciones sobre la solicitud relativa al MON810 x GA21, Italia manifestó que "el examen de la documentación relativa a la autorización sólo debería llevarse a cabo después de que haya sido autorizada la comercialización del maíz GA21".  La solicitud relativa al MON810 x GA21 sigue aún pendiente.

g) Prueba documental 66 de las CE:  Algodón Roundup Ready (RRC1445)

4.254 Las Comunidades Europeas suspendieron la solicitud de aprobación de la liberación intencional relativa al algodón Roundup Ready (RRC1445) de conformidad con la Directiva 90/220 durante casi cuatro años (desde febrero de 1999 hasta que la nueva legislación -la Directiva 2001/18- entró en vigor en enero de 2003).  La única defensa de las Comunidades Europeas con respecto a este lapso de cuatro años es su declaración de que "no se llegó a una mayoría cualificada en el Comité de reglamentación debido a que varios Estados miembros mantuvieron sus objeciones".  Esa observación pasa por alto que tras la votación del Comité de reglamentación, la Comisión estaba obligada, en virtud de la Directiva 90/220, a presentar "sin demora" la solicitud al Consejo para que éste adoptara una decisión, un trámite que la Comisión no realizó en el presente caso.  La Segunda comunicación escrita de las CE da a entender también incorrectamente, que el Comité científico de las plantas no ha abordado de forma suficiente las objeciones formuladas por varios Estados miembros.  En realidad, el Comité evaluó la inocuidad del producto en cuestión basándose en consideraciones científicas detalladas.  Además, ninguno de los Estados miembros que formuló objeciones en el Comité de reglamentación presentó evaluaciones del riesgo o testimonios científicos de signo opuesto que respaldaran sus objeciones.  Ni la Comisión ni los Estados miembros señalaron tampoco insuficiencias concretas en el examen realizado por el Comité.  Por último, no hay en el expediente nada que indique que la Comisión comunicara al solicitante preocupaciones científicas o señalara a éste deficiencias de la solicitud.

h) Prueba documental 64 de las CE:  Remolacha forrajera Roundup Ready (A5/15)

4.255 La solicitud de aprobación de la liberación intencional relativa a la remolacha forrajera Roundup Ready (A5/15) ha estado sometida al proceso de aprobación de la Unión Europea durante más de siete años y medio tras haberse presentado a la autoridad competente principal en febrero de 1997.  El Comité científico de las plantas emitió una opinión positiva el 23 de junio de 1998, pero el Comité de reglamentación tardó más de año y medio en celebrar una reunión sobre esta solicitud y cuando la celebró no procedió a la votación.  Cuatro meses más tarde, el Comité de reglamentación volvió a reunirse, el 9 de marzo de 2000, y tampoco en esa ocasión procedió a una votación.  A partir de esa fecha, la solicitud siguió aparcada y nunca fue sometida al Comité de reglamentación o al Consejo.  Más de cuatro años y medio después de la opinión positiva del Comité científico de las plantas y de la paralización a nivel de la Comisión, se obligó al solicitante a volver a formular su solicitud con arreglo a la nueva Directiva 2001/18 el 16 de enero de 2003.

4.256 En su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas tratan de defender la inacción de la Comisión haciendo referencia a las objeciones planteadas por varios Estados miembros.  No obstante, el Comité científico de las plantas consideró que los testimonios científicos existentes y la información facilitada por el solicitante eran suficientes para resolver las objeciones expuestas por los Estados miembros.  Además, la afirmación de las Comunidades Europeas de que había peticiones de información pendientes no es cierta.  El solicitante había facilitado voluntariamente información adicional con el propósito de eliminar los obstáculos que podían subsistir para una votación del Comité de reglamentación.  Las razones reales de la demora se habían expuesto en una reunión celebrada en enero de 2001 con el solicitante:  "La adopción completa de la Directiva revisada no será suficiente.  La reanudación del procedimiento de reglamentación dependerá de la voluntad de la Comisión de proceder a esa reanudación.  Se ha llegado a la conclusión compartida de que la Comisión no promoverá una reunión para proceder a la votación de conformidad con el artículo 21 si no hay indicios de que los Estados miembros apoyan el proceso y/o se espera que voten en sentido positivo [...]."
i) Pruebas documentales 76 y 96 de las CE:  Maíz Roundup Ready (NK603)

4.257 La solicitud de aprobación de la liberación intencional relativa al NK603 se presentó en enero de 2000, y fue aprobada finalmente -aunque de manera provisional en espera de la aprobación correspondiente a los alimentos y piensos modificados genéticamente- en julio de 2004.  La Comisión aprobó la solicitud correspondiente a los alimentos y piensos modificados genéticamente relativa al MK603 en octubre de 2004.  La tramitación de esta solicitud sufrió demoras a causa de la moratoria, y su aprobación definitiva no indica que la moratoria haya terminado.

4.258 El procedimiento de aprobación no avanza "sin contratiempos", como pretenden las Comunidades Europeas.  Tanto en el caso de la solicitud correspondiente a los alimentos y piensos modificados genéticamente, como en el de la solicitud correspondiente a la liberación intencional, el Comité de reglamentación no pudo llegar a una decisión por mayoría cualificada.  Ninguno de los documentos facilitados por las Comunidades Europeas avala su alegación de que los Estados miembros que se abstuvieron o votaron en contra de la aprobación del producto en el Comité de reglamentación se basaron para hacerlo en "sus propias evaluaciones del riesgo".  La EFSA, al emitir sus opiniones favorables sobre el NK603 tuvo en cuenta las objeciones de los Estados miembros y las respuestas del solicitante a esas objeciones, y ninguno de los Estados miembros pusieron en tela de juicio la validez de las opiniones favorables de la EFSA.  De forma análoga, tampoco pudo conseguirse en el Consejo una mayoría cualificada en la votación de las propuestas.  El hecho de que algunos Estados miembros no emitieran su voto de conformidad con las conclusiones del propio Comité científico de las Comunidades Europeas pone de manifiesto que los Estados miembros siguen actuando en función de consideraciones políticas.

j) Prueba documental 62 de las CE:  Colza (FALCON GS40/90)

4.259 La solicitud de aprobación de la liberación intencional relativa a la colza (FALCON GS40/90) ha estado pendiente durante más de ocho años y medio.  La solicitud se presentó por primera vez el 1º de abril de 1996 y la autoridad competente principal la remitió a la Comisión el 25 de octubre de 1996.  Después de que algunos Estados miembros formularan objeciones en el curso del período de examen, el Comité científico de las plantas expuso oficialmente su opinión positiva el 14 de julio de 1998.  El Comité de reglamentación no se reunió hasta más de un año después, el 29 de octubre de 1999, y a pesar de la opinión positiva no procedió a la votación sobre la solicitud.  Cuatro meses más tarde, el 9 de marzo de 2000, el Comité de reglamentación volvió a reunirse y tampoco procedió a la votación.  Aunque en la cronología de las Comunidades Europeas se declara que el hecho de no haber procedido a una votación se "debió a nuevas peticiones de información", las Comunidades Europeas no han facilitado ningún documento que confirme esa afirmación.  En lugar de ello, el expediente pone de manifiesto que la única petición de información que pudo haberse formulado era una petición de Italia, y el solicitante respondió a las preguntas formuladas por Italia el 30 de noviembre de 2000.  La Comisión no presentó nunca al Comité de reglamentación un proyecto de medida en relación con la solicitud, y ésta continuó en un estado indeterminado a nivel de la Comisión durante casi tres años.  Por último, el solicitante hubo de presentar una solicitud actualizada de conformidad con la Directiva 2001/18 de 16 de enero de 2003.

k) Prueba documental 92 de las CE:  Maíz dulce Bt-11

4.260 La solicitud de aprobación de nuevos alimentos relativa al maíz dulce Bt-11 fue aprobada finalmente, de conformidad con la Directiva sobre alimentos y piensos modificados genéticamente que entró en vigor en abril de 2004, en mayo de 2004.  En sus respuestas a las preguntas formuladas por el Grupo Especial el 3 de junio de 2004, las Comunidades Europeas tratan de justificar las demoras en la tramitación de la solicitud relativa al Bt-11 alegando que "entre octubre y comienzos de diciembre de 2003 [después del dictamen positivo del Comité científico de la alimentación humana] los Estados miembros publicaron tres nuevas evaluaciones del riesgo, todas las cuales contradecían el dictamen del Comité".  El expediente no apoya la afirmación de las Comunidades Europeas.  En ese período no se presentó ninguna evaluación del riesgo.

4.261 La afirmación inexacta de las Comunidades Europeas de que existían evaluaciones del riesgo que contradecían la opinión no debe desviar nuestra atención de la causa real de las demoras.  Cuando la solicitud relativa al Bt-11 fue evaluada por primera vez a nivel de la Comisión en 2000, algunos Estados miembros formularon objeciones basadas en la moratoria general.  Por ejemplo, como recuerda el Consejo de Agricultura y Pesca de Dinamarca, "en agosto de 2000 Dinamarca presentó una objeción a la aprobación del maíz Bt-11 en relación con el reglamento sobre nuevos alimentos con referencia a la declaración aprobada por Dinamarca, Francia, Italia, Grecia y Luxemburgo sobre la suspensión de nuevas licencias para OMG (la declaración de moratoria) formulada en la reunión del Consejo (medio ambiente) de los días 24 y 25 de junio de 1999.  La objeción incluía una referencia al hecho de que, en espera de la aprobación de un reglamento que garantizaría el etiquetado y la trazabilidad eficaz de los OMG y los productos derivados de OMG, los países que aplicaban la moratoria bloquearían cualquier nueva licencia para el cultivo y la comercialización de OMG".

4. Muchas peticiones de información de los Estados miembros no estaban basadas en preocupaciones científicas legítimas

4.262 Las cronologías no muestran -como pretenden las Comunidades Europeas- que había razones científicas legítimas que explicaban cada una de las peticiones de información y las consiguientes demoras en la tramitación de las solicitudes.  En lugar de ello, muchas preguntas supuestamente científicas son peticiones que tratan de obligar a los solicitantes a demostrar la inexistencia absoluta de hipotéticos riesgos, prescindiendo de los datos sobre inocuidad proporcionados en la solicitud.  Otros tipos de objeciones o de peticiones de información que no serían, en absoluto, pertinentes a una evaluación de la inocuidad del producto, carentes de fundamento científico, ponen también de relieve la existencia de un conjunto sistemático de tácticas dilatorias deliberadas.

b) Las objeciones de los Estados miembros no ponen de manifiesto una discrepancia o una incertidumbre científica

4.263 El expediente muestra que ninguna de las diversas objeciones y peticiones de información de los Estados miembros reúne las condiciones para que pueda considerarse que se trata de una evaluación del riesgo de signo opuesto, de una manifestación de una "discrepancia científica" o de "otra opinión científica" que pudiera poner en tela de juicio las evaluaciones positivas del riesgo realizadas por los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas.  Ninguna de las objeciones formuladas por los Estados miembros se ajusta a la definición de las evaluaciones del riesgo del Acuerdo MSF.  Las objeciones eran imprecisas y generales;  no identificaban y evaluaban los riesgos concretos que podían plantearse;  y no estaban respaldadas por testimonios científicos que sirvieran de base para presumir la existencia de un posible riesgo.  Las declaraciones genéricas e imprecisas que figuraban en las objeciones y peticiones de información de los Estados miembros tampoco podían considerarse manifestación de una "opinión científica discrepante" de peso que pudiera contrarrestar los testimonios presentados en las solicitudes relativas a los productos o en las evaluaciones del riesgo realizadas por la autoridad competente principal o los Comités científicos comunitarios que demostraban la inocuidad de los productos.

c) Diversas objeciones de los Estados miembros se refieren exclusivamente a "riesgos teóricos" que no es procedente tener en cuenta

4.264 Como ha declarado el Órgano de Apelación en CE - Hormonas, "la incertidumbre teórica no es el tipo de riesgo que, con arreglo al párrafo 1 del artículo 5, se ha de evaluar" en virtud de los acuerdos.  A pesar de ello, las objeciones y las peticiones conexas de información adicional de los Estados miembros se basaron con frecuencia en esos riesgos teóricos, y esa insistencia en los riesgos teóricos y en la refutación de esos riesgos es además otra manifestación de la moratoria general.  Por ejemplo, Francia formuló objeciones a la aprobación del maíz Bt Cry 1F manifestando en numerosas ocasiones que eran necesarios estudios adicionales en animales para "demostrar la ausencia de riesgo", aunque los datos existentes (estudios de toxicidad proteínica aguda, análisis de la composición) demostraban que no era posible prever razonablemente riesgos en lo que respecta a la inocuidad de los alimentos.  No obstante, la prueba de la inexistencia de riesgos es imposible de obtener.  Como explicó el Órgano de Apelación, "la incertidumbre [...] siempre existe puesto que la ciencia no puede nunca aportar una certidumbre absoluta de que una determinada sustancia no tenga en algún caso efectos perjudiciales para la salud".  No es posible evaluar, en una evaluación del riesgo, todos los riesgos que puede plantear teóricamente un producto.  En cambio, una evaluación del riesgo puede facilitar información que permita a quienes han de adoptar las decisiones formular un juicio razonado acerca de los riesgos que resulta razonable suponer que puede presentar un producto, sobre la base de sus características.  En consecuencia, esas objeciones y peticiones de datos adicionales de los Estados miembros no son del tipo que puede utilizarse para justificar una demora en un procedimiento de aprobación de conformidad con el Anexo C del Acuerdo MSF.

ii) Peticiones de pruebas de toxicidad crónica, en los casos en que los estudios de toxicidad aguda no ponen de manifiesto la existencia de efectos

4.265 En el caso de todos los productos en cuestión en la presente diferencia, de los resultados de las pruebas de toxicidad aguda y de las comparaciones homológicas no se desprenden indicios que susciten preocupaciones al respecto o que apunten a la necesidad de pruebas de toxicidad crónica.  La mayor parte de las proteínas que cabe prever que sean tóxicas para los mamíferos manifiestan su toxicidad cuando se prueban a las elevadas dosis necesarias en la prueba de toxicidad aguda oral.  Ninguna de las proteínas en cuestión en las solicitudes de que se trata son similares a las proteínas que es sabido que tienen efectos a largo plazo en especies de mamíferos.  Además, de los datos presentados en relación con todos los productos en litigio en la presente diferencia se desprende que las proteínas introducidas se degradan rápidamente en los jugos gástricos de los mamíferos.  Esos productos de la degradación se convierten en nutrientes, y no hay pruebas de enlace o acumulación específicas en los tejidos de los mamíferos.  En consecuencia, ante la ausencia de cualquier indicio que suscite preocupación en las pruebas de toxicidad aguda y de una relación estructural entre la proteína y cualesquiera toxinas, alérgenos, y otras proteínas que se ha demostrado que presentan toxicidad a largo plazo, normalmente no se considerarían necesarias desde el punto de vista científico más pruebas para identificar los posibles riesgos de las proteínas.  En consecuencia, sólo cabe interpretar que las peticiones de pruebas de toxicidad crónica responden a la exigencia de descartar el riesgo teórico de que, por alguna razón desconocida, y en contradicción con todos los datos disponibles, la proteína se comporte de forma diferente a todas las demás.

4.266 Las peticiones injustificadas de estudios de toxicidad crónica contribuyeron a las demoras en el examen de las solicitudes relativas a los siguientes productos:  maíz Roundup Ready (Pruebas documentales 76 y 96) y maíz Roundup Ready (GA21) (Prueba documental 91).

iii) Petición de varios estudios de alimentos completos

4.267 Otro ejemplo de las peticiones destinadas a descartar riesgos hipotéticos es el de los estudios de alimentos completos.  Por regla general, los documentos internacionales consensuados no recomiendan la utilización habitual de ese tipo de estudios, sino que indican que no son en general necesarios si no hay en los demás datos indicios que susciten preocupación.  No obstante, en el caso de todos los productos en litigio en la presente diferencia se presentó, como parte de la solicitud, un estudio de alimento completo.  En todos los casos el estudio inicial indicaba que no había efectos perjudiciales.  Sobre la base de los datos presentados acerca de la inocuidad y de los conocimientos científicos acumulados a partir de la experiencia con esos productos, no hay razones para creer que los resultados del segundo -o en algunos casos tercer o cuarto- estudio pudieran presentar diferencias pertinentes en algún sentido en cuanto a la inocuidad del producto.

4.268 Las peticiones injustificadas de nuevos estudios de alimentos completos contribuyeron a las demoras en el examen de las solicitudes relativas a los siguientes productos:  maíz Bt Cry 1F (1507) (Pruebas documentales 74 y 75);  maíz Roundup Ready (GA21) (Pruebas documentales 78 y 85), MaisGuard (MON810) x Roundup Ready (GA21) (Pruebas documentales 82 y 94), maíz Roundup Ready (GA21) (Prueba documental 91), Bt-11 x maíz dulce tolerante al glufosinato (Prueba documental 92) y maíz Roundup Ready (Prueba documental 96).

iv) Insistencia en que se pruebe la inocuidad de los productos híbridos con independencia de los datos sobre el producto original

4.269 Otro ejemplo de la insistencia de las Comunidades Europeas en que los solicitantes descarten riesgos meramente teóricos son las peticiones reiteradas de realización de evaluaciones independientes con respecto a cada planta híbrida obtenida mediante métodos de reproducción convencionales a partir de un producto biotecnológico evaluado anteriormente.  En esos casos, los Estados miembros solicitaron evaluaciones adicionales sin tener razones científicas plausibles para considerar que la reproducción modificaría el perfil de riesgo de la planta híbrida, por lo que habría que prescindir de los datos de inocuidad existentes con respecto a los productos originales.  Los productos en cuestión habían sido obtenidos cruzando variedades de la misma especie.  Esas variedades se han utilizado a su vez en alimentos, por lo que es sumamente improbable que introduzcan caracteres que no han estado presentes antes en el alimento.  Además, las líneas de plantas utilizadas en esos cruces han sido objeto de amplios retrocruzamientos y ensayos sobre el terreno para lograr la estabilidad genética.  Por último, dada la estrecha interrelación de las líneas de plantas, la probabilidad de que los cruces sean objeto de modificaciones no deseadas no es mayor que en el caso del mejoramiento convencional mediante el cruce de plantas no biotecnológicas.

4.270 Hay que añadir que la producción moderna de cultivos se basa en conocimientos obtenidos a lo largo de los últimos 50 años en programas de mejoramiento.  En el caso de las semillas híbridas suelen ser necesarias al menos 10 generaciones para obtener semillas idóneas para el cultivo agrícola.  Como consecuencia de ello, casi todos los aspectos del comportamiento (rendimiento, resistencia a las enfermedades, madurez, etc.) de los modernos cultivares de los principales cultivos comerciales son previsibles.  Los productos en cuestión en la presente diferencia utilizan esos híbridos y en ellos se utilizan también los mismos métodos de producción de semillas.  En consecuencia, cabría esperar que en las pruebas sobre el terreno se detectara cualquier diferencia significativa que teóricamente pudiera derivarse del cruce.  La solicitud de datos con respecto a cada maíz híbrido obtenido prescinde además de toda la información acerca de la inocuidad de esas plantas obtenida de los procedimientos establecidos de producción de híbridos y de la historia de su utilización.  Así pues, el mero hecho de que un producto sea resultado de la hibridación es insuficiente para justificar la necesidad de estudios adicionales que confirmen los resultados de los datos existentes sobre los productos originales.

4.271 Las peticiones injustificadas de estudios adicionales de productos híbridos contribuyeron a las demoras del examen de las solicitudes relativas a los siguientes productos:  maíz Bt-11 (Pruebas documentales 69 y 92), maíz Bt Cry 1F (Pruebas documentales 74 y 75) y maíz Bt Cry 1ab x Roundup Ready (Pruebas documentales 82 y 94).

v) Peticiones imprecisas de datos sobre los efectos ambientales

4.272 Otro tipo de peticiones injustificadas de información es el relativo a las preocupaciones expuestas acerca de diversos efectos imprecisos que pueden producirse en el medio ambiente, las cuales, después de ser analizadas puede considerarse que constituyen también peticiones adicionales encaminadas a descartar riesgos enteramente teóricos.  Un ejemplo básico a este respecto son las preocupaciones sobre posibles modificaciones de los procesos biogeoquímicos.  Por varias razones, hay riesgos que, en función de lo que conocemos en términos generales acerca de la cuestión y de los productos, resultan tan poco probables que deben considerarse meramente teóricos.  La información de que disponemos no indica que ninguna de esas plantas obtenidas mediante ingeniería genética tenga posibilidades de desorganizar los ciclos biogeoquímicos.  Los atributos de los productos en cuestión son de tal naturaleza que no hay ninguna razón científica general para prever la posibilidad de que causen efectos de esa naturaleza;  por ejemplo, la modificación no está diseñada para que funcione en una forma que afecte a esos ciclos.  Además, hay por lo general una duplicación de funciones entre muchos grupos microbianos, por lo que aun en el supuesto improbable de que hubiera un efecto apreciable sobre un grupo determinado, no habría efectos sobre ningún proceso biogeoquímico global.  Además, habida cuenta de la inmensa variación a nivel de los procesos biogeoquímicos debida a prácticas agrícolas como el cultivo, la fertilización y la agricultura sin labranza, es difícil prever que pueda determinarse que, de no existir un cambio realmente masivo, cualquier variación de los procesos biogeoquímicos que pueda estar vinculada a los vegetales biotécnicos sea significativa.  Cualquier cambio de esa magnitud debería haberse hecho patente en el marco de los ensayos sobre el terreno.  A falta de cualquier indicación de actividad no habitual en los ensayos sobre el terreno, no hay razón para considerar que el planteamiento de esos riesgos sea algo más que una mera especulación.

4.273 Estos tipos de peticiones imprecisas e injustificadas de estudios adicionales de los efectos ambientales contribuyeron a las demoras en el examen de las solicitudes relativas a los siguientes productos:  maíz Bt-11(Prueba documental 69), maíz Bt Cry 1F (Pruebas documentales 74 y 75) y maíz Roundup Ready (GA21) (Pruebas documentales 78 y 85).

vi) Peticiones de estudios sobre la composición del alimento derivado de la especie animal

4.274 Otro ejemplo de peticiones concernientes a riesgos infundados y teóricos son las peticiones de estudios adicionales para confirmar que los piensos biotecnológicos no modifican la composición del alimento obtenido de los animales que consumen el pienso.  Cuando los análisis de composición demuestran que la estructura nutricional está comprendida dentro de la gama biológica normal de variación que se ha establecido para los piensos no obtenidos mediante ingeniería genética disponibles a escala comercial, no hay ninguna razón científica general para prever cualesquiera efectos sobre la carne o la leche.  Además, cuando se ha demostrado la rápida degradación o excreción de la proteína introducida, como la de otras proteínas alimentarias, no hay base científica para hacer especulaciones acerca de la posibilidad de acumulación de las proteínas en cuestión en la carne o la leche.  Cuando se ha realizado un estudio de alimento completo para confirmar los resultados del análisis de la composición, y no hay en ese estudio ningún indicio de efectos perjudiciales o resultados imprevistos, esas preocupaciones son completamente especulativas.

4.275 Las peticiones injustificadas de estudios de los productos de los animales que consumían piensos biotecnológicos contribuyó a las demoras en el examen de las solicitudes relativas a los siguiente productos:  maíz Bt (MON810) x Roundup Ready (Prueba documental 82) y maíz Roundup Ready (GA21) (Prueba documental 91).

vii) Objeciones carentes de cualquier fundamento científico

4.276 En varios casos, los Estados miembros pidieron otros tipos de estudios adicionales que proporcionarían información que no era pertinente a la evaluación de la inocuidad del producto de que se trataba.  Pueden citarse los siguientes casos:  maíz Bt-11 (Prueba documental 69):  información sobre la posible infestación del maíz;  maíz Bt Cry 1F (Pruebas documentales 74 y 75):  datos de transferencia Northern en relación con mazorcas maduras y análisis proteómico;  maíz Roundup Ready (Prueba documental 76):  análisis RPC, pruebas adicionales de alergenicidad, conformación proteínica y análisis proteómico;  maíz Bt Cry 1F (Pruebas documentales 74 y 75):  ensayos adicionales sobre el terreno.

F. Tercera comunicación escrita del Canadá

1. Introducción

4.277 En la presente comunicación, el Canadá da respuesta a los argumentos y pruebas expuestos por las Comunidades Europeas en su Segunda comunicación escrita, así como a los argumentos expuestos y las pruebas presentadas por las Comunidades Europeas en comunicaciones anteriores a las que el Canadá no ha respondido aún.  El Canadá aborda también elementos concretos de la documentación facilitada por las Comunidades Europeas a los que no se ha hecho referencia o que no han sido analizados específicamente en las comunicaciones de las Comunidades Europeas.  Al hacerlo, el Canadá reitera sus alegaciones y argumentos iniciales, y debe entenderse que la presente comunicación desarrolla o aclara esas alegaciones y argumentos.

4.278 En la exposición que se hace a continuación, el Canadá aborda en primer lugar las cuestiones calificadas de "horizontales" por las Comunidades Europeas y refuta de forma sistemática los argumentos de las Comunidades Europeas relativos a la evaluación del riesgo y a la función o condición jurídica de las opiniones científicas a nivel comunitario, así como la interpretación que dan las Comunidades Europeas a las disposiciones pertinentes del Acuerdo MSF, el Acuerdo OTC y el GATT de 1994.  El Canadá se ocupa después de los argumentos de las Comunidades Europeas relativos a las alegaciones del Canadá y demuestra, utilizando los propios documentos de las Comunidades Europeas, las razones por las que esas alegaciones tienen un sólido fundamento fáctico y jurídico.

2. Cuestiones horizontales

a) Carga de la prueba

4.279 El Canadá coincide en gran medida con la reseña de la jurisprudencia que se hace en los párrafos 12 a 17 de la Segunda comunicación escrita de las CE.  No obstante, en contra de lo que afirman las Comunidades Europeas, el Canadá ha satisfecho su carga inicial con respecto a la totalidad de sus alegaciones.  Las Comunidades Europeas aplican también indebidamente la jurisprudencia al caso que se examina.  En concreto, las afirmaciones de las Comunidades Europeas acerca de la necesidad de que la parte reclamante demuestre la inexistencia de riesgo no tiene base ni en el texto de los Acuerdos de la OMC ni el la jurisprudencia conexa.  Por último, las Comunidades Europeas alegan que han presentado la mayoría de las pruebas en el presente caso.  Si las Comunidades Europeas quieren dar a entender que el Canadá no ha presentado pruebas fácticas suficientes en apoyo de sus argumentos jurídicos, su sugerencia carece absolutamente de fundamento.

b) La desfiguración por las Comunidades Europeas de los argumentos del Canadá

4.280 En su Segunda comunicación escrita las Comunidades Europeas desfiguran en repetidas ocasiones los argumentos del Canadá.  Aunque el Canadá se esforzará al máximo por identificar y rectificar todas esas desfiguraciones, insta al Grupo Especial a que verifique por sí mismo la exactitud de los términos en los que las Comunidades Europeas "reproducen" argumentos del Canadá.

c) Las evaluaciones del riesgo y los Comités científicos comunitarios

4.281 En lo que parece ser un esfuerzo para eludir las obligaciones que les impone el Acuerdo MSF, las Comunidades Europeas alegan que aún no se han completado las evaluaciones del riesgo en relación con los productos biotecnológicos objeto de la moratoria.  En apoyo de su argumento, distorsionan el sentido de la expresión "evaluación del riesgo" utilizada en el Acuerdo MSF, reducen la importancia de las opiniones de los Comités científicos comunitarios y aducen que hay que considerar asimismo que las actividades de los comités de reglamentación competentes forman parte de la "evaluación del riesgo".

4.282 El intento de las Comunidades Europeas de equiparar la expresión "evaluación del riesgo", tal como se define en el Acuerdo MSF, con el "análisis de riesgos", tal como lo define el Codex Alimentarius se basa en un razonamiento engañoso.  En primer lugar, las Comunidades Europeas no exponen una razón contundente a la luz de los principios de interpretación de los tratados para basarse en la definición de "análisis de riesgos" del Codex.  En segundo lugar, la sugerencia de las Comunidades Europeas de que sólo parte de la "evaluación del riesgo" en el sentido en que se usa esta expresión en el Acuerdo MSF debe ser un "procedimiento de base científica" está en contradicción con la definición de "evaluación del riesgo" del Anexo A y las prescripciones del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF.  En tercer lugar, la definición de "análisis de riesgos" del Codex sólo es, en el mejor de los casos, pertinente a las evaluaciones del riesgo en relación con la inocuidad de los alimentos.  En cuarto lugar, la alegación de las Comunidades Europeas de que, debido a que el Acuerdo MSF incluye las prescripciones en materia de etiquetado relacionadas con la inocuidad de los alimentos entre las MSF, la "comunicación del riesgo" es parte de la "evaluación del riesgo" es tan incoherente como ilógica.

4.283 Las Comunidades Europeas tratan de quitar importancia a las opiniones de sus propios Comités científicos afirmando que esas opiniones no "invalidan" otras opiniones científicas.  No obstante, las Comunidades Europeas no indican que la función de los Comités científicos comunitarios consiste precisamente en resolver las discrepancias científicas entre los Estados miembros de las CE y examinar la validez de las objeciones formuladas por éstos.  La Comisión ha considerado sistemáticamente que las opiniones de los Comités científicos comunitarios tienen un carácter concluyente y no son una opinión más entre otras muchas.  Además, las Comunidades Europeas no ponen de relieve ni facilitan otra "opinión científica" de un Estado miembro de las CE que haya formulado objeciones cuyo rigor y meticulosidad se aproximen siquiera a los de las evaluaciones del riesgo realizadas por los Comités científicos comunitarios, o, en muchos casos, por la autoridad competente inicial.

4.284 Aunque el Canadá admite que, en principio, el concepto de "evaluación del riesgo" establecido en el Acuerdo MSF comprende tanto la identificación y evaluación de los riesgos como la evaluación de las opciones de gestión de los riesgos identificados y evaluados, no es por ningún concepto imaginable que las actividades de los comités de reglamentación de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de las CE puedan considerarse actividades de "gestión del riesgo".  No hay sencillamente ningún indicio de que las actividades de los comités de reglamentación o de los Estados miembros de las CE considerados individualmente se ajusten al criterio establecido en el Acuerdo MSF.  Los únicos ejemplos de actividades de esas instancias que cabe considerar que se ajustan a ese criterio corresponden a la labor de los Comités científicos comunitarios, con inclusión de la EFSA.

d) Cuestiones de interpretación relativas al Acuerdo MSF
4.285 El enfoque que dan las Comunidades Europeas a la interpretación del Acuerdo MSF constituye un ataque en toda regla a las obligaciones establecidas en ese Acuerdo.  Las Comunidades Europeas proponen interpretaciones del ámbito del Acuerdo MSF y de las obligaciones establecidas en él que son incompatibles con el sentido corriente del texto y socavan el objeto y fin del Acuerdo.

ii) La definición de las medidas sanitarias y fitosanitarias

4.286 Las Comunidades Europeas tergiversan los argumentos del Canadá en relación con el sentido de "contaminantes".  De hecho, los argumentos del Canadá son compatibles con la Norma 193 del Codex.  Los argumentos de las Comunidades Europeas acerca de la Norma 193 del Codex son además erróneos en principio.  La afirmación de las Comunidades Europeas de que "si se reproduce deliberadamente el OMG [...] con pleno conocimiento del efecto colateral, no puede seguir calificándose a éste de 'no pretendido'" es también errónea.  Además, la tesis de las Comunidades Europeas de que las "'técnicas agrícolas' no abarcan los trabajos de laboratorio" está en contradicción con el sentido corriente del término "técnicas".

4.287 En la medida en que los procedimientos de aprobación de las Comunidades Europeas se aplican para proteger la vida y la salud de las personas y de los animales de los riesgos resultantes de la presencia de toxinas en los productos alimenticios y los piensos, esos procedimientos son medidas sanitarias o fitosanitarias de conformidad con la definición del párrafo 1 b) del Anexo A del Acuerdo MSF.  Las Comunidades Europeas sugieren que la evaluación de la toxicidad de semillas y cultivos puede llevarse a cabo por razones que no tienen relación con el consumo de los productos de que se trate por personas o animales y que, por extensión, esas evaluaciones de la toxicidad no están comprendidas en el ámbito de aplicación del Acuerdo MSF.  No obstante, aparte de los efectos en organismos no objetivo, la evaluación de la toxicidad sólo tiene sentido si esos productos se utilizan para consumo humano o animal, como se refleja en la legislación de las Comunidades Europeas.  La evaluación de los efectos sobre organismos no objetivo, que entraña habitualmente la cuestión de la toxicidad, está abarcada por el párrafo 1 a) o por el párrafo 1 d) del Anexo A.

4.288 Las Comunidades Europeas aducen que, dado que los alérgenos no son ni "toxinas" ni "enfermedades", no figuran entre los riesgos identificados en el párrafo 1 b) del Anexo A.  No obstante, la propia legislación de las Comunidades Europeas en materia de inocuidad de los alimentos exige una evaluación de la alergenicidad potencial.  Además, las normas, directrices y recomendaciones para la evaluación de la inocuidad de los productos alimenticios biotecnológicos reconocen de forma unánime que la evaluación de la alergenicidad es un elemento fundamental de la evaluación de la inocuidad de los alimentos.  Habida cuenta de ello, hay que considerar que la intención de los redactores del Acuerdo MSF no pudo haber sido excluir de su ámbito de aplicación un aspecto de la evaluación de la inocuidad de los alimentos tan importante como la evaluación de los riesgos derivados de la presencia de alérgenos en los alimentos.  En consecuencia, a los efectos del Acuerdo MSF, los alérgenos presentes en los alimentos y piensos pueden y deben considerarse "toxinas".

4.289 Las Comunidades Europeas formulan interpretaciones de la vida y la salud de los animales y de los vegetales que son incompatibles con el sentido corriente de esos términos en su contexto y teniendo en cuenta el objeto y fin del Acuerdo MSF.  En particular, las Comunidades Europeas alegan que su legislación incorpora medidas para proteger el "medio ambiente" y la "biodiversidad" y que, dado que esos términos no figuran en el Acuerdo MSF, el régimen de aprobación, en la medida en que en él se evalúan los riesgos para el "medio ambiente" y la "biodiversidad" no constituye una MSF.  No obstante, los tipos de riesgos relativos a la "biodiversidad" y el "medio ambiente" a los que se hace frente con arreglo a la legislación son los que en último término afectan a "la salud y la vida de los animales" o la preservación de "los vegetales".  Además, el texto del Acuerdo MSF respalda la conclusión de que las medidas sanitarias y fitosanitarias incluyen las medidas aplicadas para proteger el medio ambiente.  Además, cualquier daño provocado a la biodiversidad por los productos biotecnológicos en cuestión equivale a un daño a los vegetales y los animales, en el sentido definido en el Acuerdo MSF.  El argumento de las Comunidades Europeas de que los riesgos para la "biodiversidad" no son riesgos abarcados por el Acuerdo MSF está en contradicción con la descripción del alcance del análisis del riesgo de plagas establecido en la Norma Internacional para Medidas Fitosanitarias (NIMF) Nº 11.

4.290 Las Comunidades Europeas propugnan una interpretación estricta del término "plagas".  Las dos premisas en que se basa el argumento de las Comunidades Europeas carecen de fundamento.  En primer lugar, las Comunidades Europeas indican que una "plaga" debe ser un organismo vivo y no puede ser simplemente un ADN modificado.  Ese argumento es inconsistente.  El objeto de la investigación desde el punto de vista de las características de la plaga es la planta que contiene el transgén, y no el propio ADN modificado.  En segundo lugar, la sugerencia de las Comunidades Europeas de que el término "plagas" del Acuerdo MSF se limita exclusivamente a los organismos que causan daño a plantas o productos vegetales no es compatible con el sentido corriente del término, considerado en su contexto.

4.291 Las Comunidades Europeas mezclan las preocupaciones acerca de la inocuidad de los productos biotecnológicos con las que suscita la utilización de herbicidas, para sostener que los procedimientos de aprobación de los productos biotecnológicos están, al menos en parte, al margen del ámbito del Acuerdo MSF.  Ese argumento carece de fundamento.  El procedimiento de aprobación para un tipo de producto (cultivo) no puede transformarse en una medida distinta de las medidas sanitarias o fitosanitarias mediante la vinculación del procedimiento a preocupaciones relacionadas con la utilización de otro tipo de producto (herbicida).

iii) El artículo 2 y el párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.292 Los argumentos de las Comunidades Europeas relativos al artículo 2 y al párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF carecen de fundamento.  Las Comunidades Europeas tratan de yuxtaponer el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 7 del artículo 5 como disposiciones distintas pero de la misma naturaleza, que recogen ambas derechos y obligaciones básicos.  Para dar verosimilitud a sus argumentos, las Comunidades Europeas tratan de establecer un paralelismo con los párrafos 1 y 3 del artículo 3 y las observaciones del Órgano de Apelación en CE - Hormonas.  El enfoque interpretativo de las Comunidades Europeas está desprovisto de lógica, no tiene ninguna base en el texto de las disposiciones y es insostenible desde el punto de vista de la interpretación de los tratados.

4.293 En primer lugar, las Comunidades Europeas tratan de demostrar que el párrafo 7 del artículo 5, mediante su incorporación por remisión, se convierte uno de los "derechos y obligaciones básicas" del Acuerdo MSF.  Este argumento está en total contradicción con cualquier enfoque razonable en materia de interpretación de los tratados.  En segundo lugar, las Comunidades Europeas tratan de basarse en una coma para afirmar que los elementos del párrafo 2 del artículo 2 relativos a la necesidad y los principios científicos no son aplicables a una medida adoptada al amparo del párrafo 7 del artículo 5.  No obstante, este argumento llevaría a la conclusión de que las medidas adoptadas al amparo del párrafo 7 del artículo 5 no están sujetas a una exigencia de proporcionalidad, tesis que está en contradicción con la jurisprudencia, la estructura del Acuerdo MSF e incluso la propia política de las Comunidades Europeas en relación con el principio de precaución o cautela.  En tercer lugar, a pesar de los esfuerzos de las Comunidades Europeas por demostrar que la relación entre el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 7 del artículo 5 es paralela a la que existe entre el párrafo 1 y el párrafo 3 del artículo 3, su razonamiento carece de apoyo en el texto del Acuerdo MSF o de la jurisprudencia existente.  En cuarto lugar, la tesis de las Comunidades Europeas de que la provisionalidad es la "línea de demarcación" para la aplicabilidad del párrafo 7 del artículo 5 debe desecharse por varias razones.  La jurisprudencia citada por las Comunidades Europeas no avala su tesis.  En contra de lo que afirman las Comunidades Europeas, las partes reclamantes nunca han admitido que las medidas de que se trata sean, de hecho, medidas provisionales.  La observación de las Comunidades Europeas de que el párrafo 3 del artículo 2 continúa siendo aplicable no añade nada a su argumento acerca de la "línea de demarcación".  La dicotomía de medidas "provisionales" y medidas "definitivas" que propugnan las Comunidades Europeas no se refleja en ninguna parte del texto del Acuerdo MSF.  El carácter acumulativo de las cuatro condiciones establecidas en el párrafo 7 del artículo 5 no respalda el argumento de las Comunidades Europeas.  Por el contrario, la frase inicial del párrafo 7 del artículo 5 abona el argumento del Canadá de que el requisito previo es la insuficiencia de los testimonios científicos pertinentes.  Por último, las Comunidades Europeas contradicen sus declaraciones anteriores cuando alegan que no les corresponde la carga de probar que las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE tienen carácter provisional.

iv) El párrafo 7 del artículo 5 y el resto del artículo 5

4.294 Al tratar de demostrar que el párrafo 7 del artículo 5 excluye la aplicación del resto de ese artículo, las Comunidades Europeas desfiguran los argumentos del Canadá.  Las Comunidades Europeas tampoco explican de forma convincente las razones por las que los párrafos 5 y 6 del artículo 5 no pueden aplicarse a medidas sujetas al párrafo 7 del artículo 5.  Las Comunidades Europeas ponen de manifiesto un desconocimiento completo de la estructura del artículo 5, interpretan erróneamente los párrafos 2 y 3 de ese artículo, e interpretan asimismo erróneamente la función del concepto de "nivel adecuado de protección".  Por último, los argumentos de las Comunidades Europeas con respecto a la pertinencia de los párrafos 5 y 6 del artículo 5 contradicen la propia declaración de política general de las Comunidades Europeas sobre la aplicación del principio de precaución o cautela.

v) Párrafo 1 del artículo 5

4.295 Las Comunidades Europeas afirman que el párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF no es aplicable a las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE, la moratoria, o las prohibiciones de comercialización de productos específicos.  Esa afirmación no tiene apoyo en los hechos ni en la jurisprudencia.  Las Comunidades Europeas no citan ningún fundamento jurídico de la glosa interpretativa que tratan de imponer a la expresión "adecuada a las circunstancias".  Además, la afirmación de las Comunidades Europeas de que, "en relación con las supuestas demoras relativas a productos específicos, no hay ninguna 'medida' en el sentido del párrafo 1 del artículo 5" parece hueca habida cuenta de la indiscutible existencia de una medida, en concreto, la moratoria.  En consecuencia, la pretensión de las Comunidades Europeas de que las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos sólo deben examinarse en relación con las prescripciones del Anexo C del Acuerdo MSF es errónea.  Por último, las Comunidades Europeas se basan en consideraciones semánticas para eludir la obligación clara que impone el párrafo 1 del artículo 5, pero sigue sin haber duda de que debe existir una relación racional entre la medida elegida y una evaluación del riesgo.  En el caso de la moratoria, no hay ninguna evaluación del riesgo en absoluto, y en el caso de las solicitudes individuales relativas a productos, no existe ninguna relación racional entre las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos y las repetidas evaluaciones del riesgo de los productos en cuestión.

vi) Párrafo 5 del artículo 5

4.296 Las Comunidades Europeas tergiversan la posición del Canadá al declarar que "las partes reclamantes reconocen que con arreglo al Acuerdo MSF es admisible que un Estado miembro de las Comunidades Europeas tenga un nivel de protección diferente del aplicado en otros lugares de las Comunidades Europeas".  El Canadá nunca lo ha afirmado en ningún lugar de sus comunicaciones.  En todo caso, el argumento de las Comunidades Europeas es puramente teórico.  Las Comunidades Europeas han afirmado, pero no han demostrado efectivamente, que los Estados miembros de las CE imponen niveles de protección que difieren del de la legislación comunitaria.  Tampoco han precisado de ninguna forma cuáles son esos niveles de protección supuestamente diferentes y por qué razones pueden considerarse diferentes del que se refleja en la legislación comunitaria.  Por el contrario, las pruebas respaldan la conclusión de que los Estados miembros consideran que aplican el nivel de protección reflejado en la legislación comunitaria.  De forma más general, los argumentos de las Comunidades Europeas con respecto a la aplicabilidad del párrafo 5 del artículo 5 simplemente no son pertinentes en esta situación concreta.

vii) Párrafo 6 del artículo 5

4.297 No hay en los argumentos expuestos por las Comunidades Europeas en su Segunda comunicación escrita ningún elemento que refute la presunción prima facie que el Canadá ha establecido ya.

viii) Párrafo 7 del artículo 5

4.298 El Canadá ha demostrado por qué no puede aplicarse el párrafo 7 del artículo 5 para eximir de los requisitos del párrafo 2 del artículo 2 a las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE y las razones por las que, en todo caso, esas medidas no se ajustan a las prescripciones del párrafo 7 del artículo 5.  En cambio, las Comunidades Europeas no han presentado hechos o argumentos detallados, por medidas, que demuestren que el párrafo 7 del artículo 5 deba aplicarse para eximir a las medidas de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2, ni que las medidas en cuestión se ajusten a las prescripciones del párrafo 7 del artículo 5.  Los esfuerzos de las Comunidades Europeas para convencer al Grupo Especial de que las medidas en litigio se adoptaron en un contexto de gran incertidumbre científica se hunden ante el hecho de que las Comunidades Europeas no han tenido ante sí evaluaciones concurrentes del riesgo con las que haya el fuerte contraste que dan a entender que existe las Comunidades Europeas -de hecho, como muestran los datos, las Comunidades Europeas no han tenido ante sí ninguna evaluación contradictoria- con independencia de que nos refiramos a las solicitudes pendientes o a las medidas nacionales de los Estados miembros.

ix) Párrafo 3 del artículo 2

4.299 La aplicación del procedimiento de aprobación está sujeta a los artículos 2 y 5 y al Anexo C del Acuerdo MSF.  Los argumentos de las Comunidades Europeas prescinden de la jurisprudencia sobre la relación entre el párrafo 5 del artículo 5 y el párrafo 3 del artículo 2.

x) Párrafo 1 a) del Anexo C

4.300 En síntesis, las Comunidades Europeas niegan la existencia de una moratoria y aducen que la no adopción por su parte de una decisión está justificada porque los conocimientos científicos pueden evolucionar y pueden plantarse riesgos imprevistos en el futuro.  La admisión de este argumento haría ilusoria la protección que otorga el párrafo 1 a) del Anexo C.  De hecho, aparte de que la moratoria es la causa fundamental de las demoras, no existe una insuficiencia de testimonios científicos que justifique la demora en la ultimación de los procedimientos de aprobación en cuestión.  Aunque en algunas circunstancias la aplicación del principio de precaución o cautela en la elección de la medida de gestión del riesgo está justificada, esas circunstancias no existen en el presente asunto, y, en todo caso, el principio de precaución o cautela no puede anular las prescripciones del Anexo C.

4.301 Las Comunidades Europeas aducen en realidad que las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos están justificadas al amparo del párrafo 7 del artículo 5.  No obstante, las Comunidades Europeas no se han acogido al párrafo 7 del artículo 5, ni menos aún han demostrado que las prescripciones de ese párrafo se hayan cumplido.  Las Comunidades Europeas parecen presumir que el párrafo 7 del artículo 5 no es aplicable al funcionamiento de los procedimientos de inspección, control y aprobación.  Esa presunción no es válida.  Como el Canadá ha demostrado ya, las medidas de las Comunidades Europeas están sujetas, no sólo a lo dispuesto en el Anexo C, sino también a las prescripciones de los artículos 2 y 5.  Si, como parece ahora, las Comunidades Europeas intentan basarse, para justificar las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos, en la insuficiencia de los testimonios científicos, deben acogerse a la protección del párrafo 7 del artículo 5 y demostrar que las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos se ajustan a las prescripciones de esa disposición, lo que no han hecho.

e) El Acuerdo OTC
4.302 Las Comunidades Europeas admiten que la legislación comunitaria pertinente contiene reglamentos técnicos.  Las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos derivadas de la moratoria son actos de aplicación indebida de esa legislación.  La "aplicación" de los reglamentos técnicos está sujeta a los párrafos 1 y 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.

4.303 El argumento de las Comunidades Europeas de que la expresión "con respecto a los reglamentos técnicos" limita el alcance del párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC a las situaciones en las que los productos en cuestión están sujetos a reglamentos técnicos es insostenible.  No hay en esas palabras nada que avale el alcance limitado propugnado por las Comunidades Europeas.  Por otra parte, el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología no es pertinente a una determinación de "similitud".  La prueba de "similitud" consiste fundamentalmente en el examen de las relaciones de competencia entre los productos en el mercado.  Aunque en principio es posible que los instrumentos jurídicos internacionales sean una prueba de la existencia o inexistencia de "similitud", el Protocolo no facilita ninguna orientación a ese respecto.

4.304 La afirmación de las Comunidades Europeas de que sólo la legislación comunitaria en materia de aprobación de productos biotecnológicos puede ser un reglamento técnico no es exacta.  El Canadá ha demostrado que las "medidas nacionales de los Estados miembros" son también reglamentos técnicos.  Además, la pretensión de las Comunidades Europeas de que "las partes reclamantes no han establecido que una determinada aplicación de la legislación comunitaria [...] restrinja el comercio más de lo necesario" carece de fundamento.

4.305 El Canadá no impugna la legislación de las Comunidades Europeas en sí misma, sino la moratoria, que convierte la prohibición condicional de la comercialización de la legislación en una prohibición permanente e incondicional de la comercialización, así como la consiguiente aplicación indebida del reglamento técnico.  Es esta aplicación indebida del reglamento técnico lo que impugna el Canadá, por cuanto restringe el comercio más de lo necesario, en contra de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Así pues, la cuestión fundamental que se plantea al Grupo Especial no es si los retrasos en la aprobación de solicitudes concretas restringen el comercio más de lo necesario, sino si la denegación sistémica de la aprobación de solicitudes específicas relativas a productos -en esencia, la aplicación indebida de la legislación comunitaria- restringe el comercio más de lo necesario.

4.306 Las Comunidades Europeas alegan también que el párrafo 2 del artículo 2 no exige que con la medida en cuestión se "logre un objetivo legítimo".  Este argumento no tiene ningún apoyo en el texto del párrafo 2 del artículo 2.  Por el contrario, ese texto exige que haya una relación causal directa entre la medida y el logro del objetivo.  El enfoque interpretativo de las Comunidades Europeas haría prácticamente imposible calibrar la necesidad de una determinada medida.

4.307 Sólo puede calificarse de increíble el hecho de que las Comunidades Europeas, en esta avanzada etapa del procedimiento, no puedan aún informar al Grupo Especial de cuáles son los niveles de protección adecuados respectivos de los Estados miembros de las CE, ni de cuál es la diferencia entre esos niveles de protección y el establecido en la legislación comunitaria.

4.308 Las Comunidades Europeas afirman que "no existe un procedimiento de evaluación de la conformidad cuando hay margen para el ejercicio de facultades discrecionales o para sopesar aspectos complejos y, en cierta medida, contradictorios".  Este argumento carece de fundamento.  No hay en la definición de "procedimiento de evaluación de la conformidad" ninguna formulación que apoye la descripción de las Comunidades Europeas.  La definición incluye una lista amplia y no exhaustiva de actividades, muchas de las cuales suponen el ejercicio de facultades discrecionales.  Parece evidente que si, como admiten las Comunidades Europeas, esos instrumentos son reglamentos técnicos, los procedimientos de aprobación establecidos para asegurarse de que se cumplen los requisitos sustantivos establecidos en ellos no pueden ser sino procedimientos de evaluación de la conformidad.

4.309 Las Comunidades Europeas aducen que dado el carácter irreversible de la "liberación en el medio ambiente", las demoras en la aprobación no infringen lo dispuesto en el párrafo 1.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC.  No obstante, la irreversibilidad de las repercusiones negativas de un determinado producto constituye sólo uno de los aspectos que hay que tener en cuenta a la hora de determinar si el procedimiento de evaluación de la conformidad se ha aplicado de forma más rigurosa de lo necesario.

4.310 Aunque en las expresiones "con la mayor rapidez posible" y "sin demoras indebidas" se utilicen palabras diferentes, ambas expresiones revisten la misma importancia.  Los procedimientos de control, inspección y aprobación a que se refiere el Anexo C del Acuerdo MSF y los procedimientos de evaluación de la conformidad del Acuerdo OTC responden al propósito de alcanzar un objetivo que es básicamente el mismo.  Desde el punto de vista de su sentido corriente, las expresiones significan esencialmente lo mismo.  Las Comunidades Europeas no han propuesto una interpretación distinta o contraria de esas expresiones.  El Canadá ha demostrado que las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos suponen violaciones del párrafo 2.1 del artículo 5 del Acuerdo OTC.  Corresponde ahora a las Comunidades Europeas refutar la presunción prima facie establecida por el Canadá.  Hasta la fecha, no la han refutado.

f) Cuestiones de interpretación en relación con el GATT de 1994

4.311 Las Comunidades Europeas formulan varias alegaciones en relación con el artículo XX del GATT de 1994.  Ninguna de esas alegaciones está apoyada por los hechos, el texto de los Acuerdos de la OMC, la jurisprudencia o la lógica.  Las Comunidades Europeas alegan que podría recurrirse al artículo XX del GATT de 1994 para justificar la infracción de una de las disposiciones del Acuerdo OTC o del Acuerdo MSF.  Esta alegación es enteramente insostenible desde el punto de vista de la interpretación de los tratados, y las Comunidades Europeas no presentan ningún argumento convincente en apoyo de la misma.  En lo que respecta al GATT de 1994, las Comunidades Europeas no han establecido una presunción prima facie para justificar ninguna de las violaciones del párrafo 4 del artículo III y del párrafo 1 del artículo XI (en el caso de Grecia) del GATT de 1994 que se derivan de las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos o de las prohibiciones nacionales de los Estados miembros.  Es evidente que incumbe a las Comunidades Europeas, como parte que invoca el artículo XX, la carga inicial de probar que se han cumplido los requisitos del artículo XX.  Es evidente asimismo que las Comunidades Europeas no han satisfecho esa carga.

g) Actos "mixtos"

4.312 Las Comunidades Europeas han alegado que la determinación de cuál es el acuerdo aplicable a las medidas de que se trata es una importante cuestión previa.  No obstante, la dicotomía que establecen las Comunidades Europeas en las medidas en litigio entre componentes sanitarios y fitosanitarios y componentes que no lo son responde simplemente al intento de desviar la atención del Grupo Especial de la cuestión fundamental en el presente caso, en concreto si la moratoria, las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos, el retraso en la tramitación de las solicitudes relativas a productos biotecnológicos o las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE están justificadas dadas las circunstancias del caso.  Deben rechazarse los intentos de las Comunidades Europeas de caracterizar esas medidas como medidas que están, en parte, al margen del ámbito de aplicación del Acuerdo MSF.  No obstante, aun cuando se aceptara, a efectos de argumentación, que las medidas en cuestión suponen la evaluación de riesgos no comprendidos en el ámbito del Acuerdo MSF, esas medidas no pueden justificarse con arreglo al Acuerdo MSF ni con arreglo al Acuerdo OTC.  Con independencia de que las medidas en litigio se apliquen como medios de protección contra riesgos exclusivamente sanitarios o fitosanitarios o contra la combinación de riesgos sanitarios o fitosanitarios y de riesgos de otra naturaleza, la conclusión es la misma:  en las propias evaluaciones del riesgo de las Comunidades Europeas se ha llegado a la conclusión de que no hay justificación para esas medidas ni para las demoras en la tramitación de las solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos.

h) Demoras "mixtas"

4.313 Las Comunidades Europeas aducen que las razones de las demoras se derivan de la evaluación de riesgos comprendidos en el ámbito del Acuerdo MSF y de riesgos que no están abarcados por ese Acuerdo.  Suponiendo que los procedimientos de aprobación puedan desglosarse en componentes distintos, el hecho de que esos procedimientos puedan no estar abarcados en su integridad por el Acuerdo MSF no significa que la medida en su conjunto esté fuera del ámbito de aplicación de ese Acuerdo.  Las medidas adoptadas por razones sanitarias o fitosanitarias están sujetas al Acuerdo MSF con independencia de que esas medidas estén o no sujetas también al Acuerdo OTC o al GATT de 1994.  De no ser así, un Miembro de la OMC podría sustraerse a la obligación que le impone el párrafo 1 a) del Anexo C alegando que la demora se ha debido a razones no comprendidas en el ámbito del Acuerdo MSF.  Cuando un procedimiento está comprendido en el ámbito tanto del Acuerdo MSF como del Acuerdo OTC y un Miembro impugna las demoras en ese procedimiento administrativo con arreglo a ambos Acuerdos, la evaluación de si se ha producido o no una infracción del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF y del párrafo 1.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC debe hacerse en forma paralela.  En el presente caso, las medidas de que se trata han dado lugar a infracciones tanto del párrafo 1 a) del Anexo C como del párrafo 1.2 del artículo 5.

i) Irrelevancia práctica

4.314 Si una alegación ha dejado o no de tener sentido depende de las circunstancias concretas de la interrupción o de la modificación de la medida, desde el punto de vista de la resolución de la diferencia global.  Tanto la jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia como la jurisprudencia de la OMC confirman esta opinión.  En varias ocasiones, grupos especiales del GATT y de la OMC han ejercido sus facultades discrecionales y han dictado resoluciones sobre medidas que habían dejado de existir o habían sido modificadas después del establecimiento del grupo especial.  El Canadá sostiene que la cuestión de la irrelevancia práctica no es pertinente a las alegaciones del Canadá relativas a la moratoria porque la moratoria no ha dejado de existir y las solicitudes de aprobación de productos enumeradas en la solicitud de establecimiento del grupo especial presentada por el Canadá siguen sin resolver.  Además, ninguna de las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE enumeradas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por el Canadá ha sido retirada.

3. Alegaciones del Canadá

a) Moratoria

4.315 Las Comunidades Europeas niegan la existencia de la moratoria, afirman que no se trata de una medida y aducen, subsidiariamente, que ya no existe, que tiene naturaleza "mixta" y que está justificada como medida provisional al amparo del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF.
4.316 Esencialmente, las Comunidades Europeas aducen que no existe una moratoria, y que las reclamaciones tienen su origen en una serie de demoras fortuitas.  Según las Comunidades Europeas el presente caso debe examinarse exclusivamente a través de la lente del Anexo C del Acuerdo MSF, y la única cuestión jurídica estriba en si las demoras en el procedimiento correspondiente son "indebidas".  Aunque las partes reclamantes han formulado alegaciones de conformidad con el Anexo C del Acuerdo MSF, el hecho de caracterizar la presente diferencia como una diferencia que afecta únicamente a demoras de procedimiento pone de relieve una comprensión errónea de su contenido.

4.317 En primer lugar, las pruebas muestran que la moratoria no se reduce a una serie de demoras aisladas de procedimiento.  En segundo lugar, los argumentos de las Comunidades Europeas se basan en la falsa premisa de que la aplicación de los procedimientos de aprobación de productos biotecnológicos está separada del proceso de adopción de decisiones "políticas".  En tercer lugar, las Comunidades Europeas tratan de eludir el análisis de las difíciles cuestiones que se plantean en torno a la necesidad de suspender efectivamente un sistema de aprobación durante seis años para adoptar enmiendas legislativas y de si esa suspensión efectiva es compatible con las obligaciones de las Comunidades Europeas en el marco de la OMC.  En el presente caso, la suspensión del régimen de aprobación de los productos biotecnológicos y las consiguientes demoras en la ultimación de los procedimientos de aprobación correspondientes no están justificadas.  Por último, las Comunidades Europeas tratan de culpar a las víctimas.

4.318 Las Comunidades Europeas aducen que, dado que no es "posible identificar con cierta precisión los actos y omisiones concretos" que constituyen la moratoria, ésta no puede ser una medida a efectos del Acuerdo MSF.  Es evidente que las Comunidades Europeas no han preguntado a sus propios funcionarios qué querían decir cuando utilizaban el término "moratoria".  En todo caso, el sentido se desprende con gran claridad del contexto en el que el término se ha utilizado.

4.319 Las Comunidades Europeas aducen que la realización de un número limitado de trámites con respecto a algunas solicitudes relativas a productos implica forzosamente que no existe una moratoria.  Esta interpretación interesada del término "moratoria" debe ser rechazada.  El Canadá nunca ha aducido que la moratoria haya tenido por resultado la paralización completa en todos sus aspectos de los procedimientos de aprobación de productos biotecnológicos.  Es en puntos críticos del procedimiento de aprobación en los que el órgano competente de las CE ha decidido efectivamente no decidir, posponiendo así la adopción de decisiones sobre las solicitudes relativas a productos.  La fuente de la moratoria es la "decisión" efectiva "de no decidir".

4.320 Las Comunidades Europeas aducen que en caso de que el Grupo Especial llegara a la conclusión de que la moratoria es una medida, sería preciso determinar en qué grado la moratoria está comprendida en el ámbito del Acuerdo MSF.  En gran medida, las Comunidades Europeas desplazan al Grupo Especial la carga de desarrollar los argumentos de las Comunidades Europeas a este respecto.  No obstante, las Comunidades Europeas han admitido que los procedimientos de aprobación de los productos biotecnológicos son, al menos en parte, MSF.  Dado que los procedimientos de aprobación son -al menos en parte-, MSF, la suspensión de la terminación de esos procedimientos basada en la pretensión de que no son suficientes para proteger contra los riesgos evaluados y gestionados de conformidad con ellos, debe considerarse una MSF.  En consecuencia, incluso desde el punto de vista de las Comunidades Europeas, la moratoria es, al menos en parte, una MSF.

4.321 Las Comunidades Europeas no han expuesto ningún argumento detallado en respuesta a las alegaciones del Canadá de que la moratoria infringe los párrafos 2 y 3 del artículo 2 y los párrafos 1, 5 y 6 del artículo 5.  En lugar de ello, las Comunidades Europeas afirman que sólo son aplicables el artículo 8 y el Anexo C.  Esta afirmación prescinde del texto del párrafo 2 del artículo 2 y del hecho de que las MSF pueden tener naturaleza procesal o sustantiva.  En relación con la moratoria, las Comunidades Europeas afirman de forma imprecisa que habría que considerar que la medida es "una medida provisional aplicada por razón de la insuficiencia de los testimonios científicos".  A este respecto, las Comunidades Europeas parecen basarse en las conjeturas que el Grupo Especial pueda hacer para averiguar cuáles son sus argumentos.

b) Las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos

i) Colza Ms1xRf1 y MsxRf2

4.322 Como ha explicado el Canadá en su Segunda comunicación escrita, la afirmación de las Comunidades Europeas de que esos productos están aprobados a todos los efectos es falsa, como demuestran los propios documentos oficiales de las Comunidades Europeas.  En su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas no exponen ningún argumento para refutar las alegaciones del Canadá acerca de las prohibiciones de comercialización relativas a productos específicos con respecto a estos dos productos.

ii) Colza Ms8/Rf3

4.323 En el párrafo 168 de su Segunda comunicación escrita, las Comunidades Europeas no hacen referencia a varios hechos significativos, y en realidad aportan datos que apoyan la pretensión inicial del Canadá de que la solicitud relativa al producto no fue sometida a votación.  A pesar de la existencia de una opinión positiva del Comité científico de las plantas, del transcurso de 15 meses desde que se emitió esa opinión hasta que la Comisión presentó una propuesta de aprobación del producto, y de que el solicitante se mostró dispuesto a cumplir los requisitos extrajurídicos establecidos en la denominada "Posición común" en relación con las revisiones de la Directiva 90/220 y a presentar información complementaria para cumplir esos requisitos, el Comité de reglamentación nunca procedió a la votación sobre la solicitud de aprobación de ese producto.

4.324 En relación con el párrafo 169, las Comunidades Europeas no indican que los intentos del notificante de ajustarse al "planteamiento provisional" fueron rechazados de hecho por Bélgica debido al temor de que la aceptación de los esfuerzos del solicitante llevara al levantamiento de la moratoria.  Incluso después de que los expertos científicos belgas recomendaran la aprobación del plan revisado de seguimiento posventa y de las directrices agrícolas propuestas para el producto, el Gobierno belga reiteró su posición de que no debía interpretarse que lo anterior favorecía el levantamiento de la moratoria.  En síntesis, no cabe duda de que estaba manteniendo la moratoria y de que ello tuvo un efecto directo y perceptible en la tramitación de la solicitud de aprobación de la colza Ms8xRf3.

4.325 Las Comunidades Europeas tampoco dicen que la comunicación de información complementaria por el notificante era necesaria, debido no a deficiencias en relación con las prescripciones legales vigentes, sino porque la solicitud no se ajustaba a prescripciones que aún no habían sido definidas o aclaradas y a las que no se había dado aún efecto jurídico.  Incluso Bélgica reconoció que constituiría una "práctica gubernamental inadecuada" exigir a los solicitantes el cumplimiento de requisitos sujetos a constante cambio.

4.326 En el párrafo 172 las afirmaciones de las Comunidades Europeas acerca de "nuevas informaciones significativas sobre el riesgo", en concreto la evaluación a escala de explotaciones agrícolas en el Reino Unido ("FSE") y las repercusiones en la biodiversidad de las tierras de cultivo del tratamiento con herbicidas unido a la colza Ms8xRf3 son engañosas por varias razones.  En primer lugar, la legislación relativa a la aprobación de semillas es distinta de la relativa a la aprobación de plaguicidas.  En ningún otro caso se han utilizado las posibles repercusiones en la biodiversidad de las tierras de cultivo del tratamiento con herbicidas asociado como pretexto para no aprobar una semilla.  En segundo lugar, las Comunidades Europeas han utilizado de forma selectiva las preocupaciones por la biodiversidad de las tierras de cultivo para bloquear la aprobación de cultivos biotecnológicos prescindiendo, en cambio, de otros aspectos que pueden tener repercusiones en ella.  En tercer lugar, y esto es lo más sorprendente, varios Estados miembros de las CE han autorizado de hecho la utilización del herbicida en cuestión de forma general, así como su utilización específica en cultivos modificados genéticamente y tolerantes a herbicidas.

4.327 Al supeditar la aprobación de un producto biotecnológico a una evaluación de los riesgos derivados de la utilización conexa de plaguicidas, Bélgica elude la propia legislación comunitaria vigente en materia de plaguicidas e impone nuevos obstáculos a la aprobación de productos biotecnológicos tolerantes a los herbicidas, obstáculos que no se imponen en situaciones comparables en el caso de cultivos no biotecnológicos tolerantes a los herbicidas, lo que demuestra que el intento de Bélgica de utilizar las preocupaciones suscitadas por la utilización de herbicidas como pretexto para bloquear la aprobación de Ms8xRf3 es arbitrario e injustificado.

4.328 En lo que respecta a la FSE, es importante que se entiendan bien sus conclusiones.  La FSE ponía claramente de relieve que las posibles repercusiones sobre la biodiversidad de las tierras de cultivo no se debían al producto biotecnológico per se sino al sistema de lucha contra las malas hierbas utilizado por el agricultor.  La negativa de Bélgica a recomendar la aprobación del producto en función de la FSE se debe en realidad a que el herbicida asociado con el cultivo es demasiado efectivo para combatir las malas hierbas.

4.329 Además, las autoridades del Reino Unido reconocían que hay otros muchos factores que contribuyen a las modificaciones de la biodiversidad de las tierras de cultivo, desde la presencia de zonas, bordes o franjas no cultivados hasta el tipo de producto cultivado.  La autoridad competente belga parece prescindir de esas conclusiones y de otras similares de sus propios expertos científicos y utiliza únicamente uno de los factores que pueden tener repercusiones en la biodiversidad de las tierras de cultivo, el uso del herbicida, con exclusión de todos los demás, lo que es aún más sorprendente dado que uno de los criterios principales para la aprobación de productos fitosanitarios es su eficacia.  El hecho de que Bélgica no haya situado las preocupaciones por la biodiversidad de las tierras de cultivo en un contexto más general demuestra el carácter arbitrario e injustificado de sus medidas.

4.330 La afirmación de las Comunidades Europeas de que el uso de herbicidas no selectivos, incluido el glufosinato de amonio, genera riesgos extraordinarios o inadmisibles para el medio ambiente carece de fundamento.  Varios Estados miembros de las CE han autorizado el uso de glufosinato de amonio de conformidad con los requisitos establecidos para los productos fitosanitarios en la Directiva 91/414/CEE.  De una forma que resulta increíble, las autoridades belgas encargadas de la regulación de los plaguicidas han autorizado ya el uso del glufosinato de amonio con colza modificada genéticamente y tolerante a herbicidas, incluida la colza Ms8xRf3.  Así, de forma extraordinariamente incoherente, la autoridad competente de Bélgica en el marco de la Directiva 2001/18 se niega a recomendar la aprobación para el cultivo de la colza Ms8xRf3 basándose en preocupaciones relacionadas con el uso de un herbicida que sus propios organismos oficiales han aprobado ya.

iii) Colza GT73

4.331 Una vez que las Comunidades Europeas han facilitado lo que parece ser la documentación completa, es posible disipar cualquier incertidumbre acerca de la cronología.  La documentación muestra que la autoridad competente de los Países Bajos necesitó al menos 42 meses para realizar la evaluación inicial, en lugar de los 90 días previstos en la legislación.  La afirmación de las Comunidades Europeas según la cual "ese período se dedicó enteramente a la resolución de cuestiones científicas y técnicas" encubre el hecho de que la autoridad competente tardó más de tres años y medio en realizar la evaluación inicial.  No es razonable atribuir sin más ese hecho a la necesidad de "resolver cuestiones científicas y técnicas".  El "retraso en el calendario" debido a la cuestión de la confidencialidad no debe atribuirse al solicitante cuando tiene su origen en el intento de un solicitante de lograr el cumplimiento de las obligaciones que imponen a las Comunidades Europeas tanto el Acuerdo MSF como la legislación interna en relación con la protección de intereses comerciales legítimos.

4.332 El hecho de que en enero de 2003 la solicitud pasara del nivel de los Países Bajos a nivel comunitario no desmiente la existencia de la moratoria.  Por el contrario, las demoras excesivas continuas que se producen en cada una de las etapas del procedimiento apoyan la conclusión de que la moratoria sigue manteniéndose.  En cuanto a las objeciones formuladas por Estados miembros de las CE, el anexo II de la presente comunicación demuestra que esas objeciones carecían de fundamento científico.  Las afirmaciones de las Comunidades Europeas desfiguran o minimizan varios hechos dignos de destacarse, incluida la inobservancia por las Comunidades Europeas de sus propios plazos, la patente indiferencia de los Estados miembros de las CE ante la opinión de la EFSA en la etapa del Comité de reglamentación, y el hecho de que Alemania no actuara de forma coherente con sus propias declaraciones anteriores acerca de las condiciones necesarias para levantar la moratoria.  En síntesis, las demoras repetidas e injustificadas a que han dado lugar los Estados miembros de las CE demuestran más allá de cualquier duda que las Comunidades Europeas han violado las obligaciones que les impone el Anexo C del Acuerdo MSF o, subsidiariamente, el artículo 5 del Acuerdo OTC, y constituyen una prueba clara y convincente de que se ha aplicado y sigue manteniéndose una moratoria para la aprobación de productos biotecnológicos.

c) Las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE

4.333 Las Comunidades Europeas afirman que las partes reclamantes no se han ocupado de los hechos;  en realidad, son las Comunidades Europeas las que se han mostrado especialmente reacias a examinar los hechos y los testimonios científicos en relación con las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE, como se pone de manifiesto por el reducido espacio que se dedica en sus comunicaciones a examinar los hechos y los aspectos científicos que concurren en relación con esas medidas.  El cuadro que se adjunta a la Segunda comunicación escrita de las Comunidades Europeas no tiene ningún apoyo de argumentos o referencias a pruebas documentales concretas.  La mayoría de los hechos y testimonios científicos relativos a esas medidas han sido aportados por las partes reclamantes.

4.334 En ninguna parte de sus comunicaciones las Comunidades Europeas revelan que se ha solicitado ya a los Estados miembros de las CE que levanten sus prohibiciones, ni las CE hacen pública ninguna parte de la correspondencia mantenida con esos Estados miembros a ese respecto, a pesar de que hay nuevas pruebas que ponen de manifiesto que la Comisión propugna la revocación de las prohibiciones.

4.335 Las Comunidades Europeas reiteran también su afirmación de que "inicialmente todos los reclamantes manifestaron que las medidas de los Estados miembros eran medidas provisionales".  Esa afirmación es tan inexacta como cuando se hizo por primera vez.  Por el contrario, el Canadá ha señalado que, a pesar de las prescripciones de la propia legislación de las Comunidades Europeas y a pesar de las numerosas evaluaciones del riesgo que no han sido puestas en tela de juicio en las que se declara que esos productos son inocuos, las prohibiciones se han mantenido, lo que desmiente la tesis de que esas medidas son temporales.

4.336 La decisión de Francia de prorrogar sus prohibiciones hasta octubre de 2006 no se adoptó en un contexto de vacío informativo.  El 13 de febrero de 2004 el Gobierno francés recibió de sus propios científicos un informe técnico con arreglo al cual la importación y comercialización de semillas de colza derivadas de la línea Topas 19/2 para su transformación y para la alimentación animal no presentaba riesgos mayores que la importación y comercialización de colza obtenida de forma convencional.  A pesar de esa opinión, Francia prorrogó su prohibición de las semillas de colza derivadas de la línea Topas 19/2 hasta octubre de 2006, fecha en que expira la autorización inicial para ese producto.

4.337 En lo que respecta al cultivo de colza modificada genéticamente para conseguir la tolerancia a los herbicidas, los expertos científicos franceses no consideraron que hubiera riesgos directos para el medio ambiente.  Las preocupaciones que se expusieron se limitaron a los posibles problemas indirectos de gestión del medio ambiente y de gestión agronómica derivados del uso del herbicida.  No obstante, como el Canadá ha demostrado ya, el hecho de que Francia haya autorizado ya el herbicida en cuestión para usos pertinentes al cultivo de colza biotecnológica, incluida la eliminación total de las malas hierbas, desmiente las posibles preocupaciones de Francia con respecto a las semillas de colza derivadas de Ms1xRf1 por las posibles repercusiones indirectas asociadas al empleo del glufosinato de amonio como herbicida.

4.338 En cuanto a la referencia que hacen las Comunidades Europeas a "los diferentes niveles de protección que tratan de obtener los diferentes legisladores", el Canadá señala que las Comunidades Europeas aún no han identificado efectivamente esos niveles de protección supuestamente diferentes ni los productos específicos a los que se aplican, ni tampoco los "legisladores" concretos a los que se refieren.  Afirmar, como hacen las Comunidades Europeas, que las prohibiciones nacionales están justificadas por la simple razón de que un misterioso legislador en algún lugar tiene en mente un nivel de protección no especificado, supuestamente mayor que el que pretende alcanzar la legislación comunitaria, es burlarse de las rigurosas prescripciones del Acuerdo MSF con respecto a la necesidad de que las MSF estén basadas en testimonios científicos y en una evaluación del riesgo.

G. Tercera comunicación escrita de la Argentina

1. Introducción

4.339 Las observaciones adicionales de la Argentina se refieren, en particular, a la información presentada por las Comunidades Europeas el 30 de septiembre de 2004 (el último conjunto de 5 CD‑ROM).  Además, habiéndose reservado el derecho a formular argumentos en relación con el Acuerdo OTC, la Argentina desearía hacer determinadas observaciones también a este respecto.

4.340 La Argentina desea reafirmar que la información facilitada por las Comunidades Europeas no coincide con los dictámenes científicos positivos ya emitidos por los Comités científicos de las Comunidades Europeas, que eran favorables a la aprobación de los productos agrícolas de biotecnología paralizados.  Además, esta afirmación adicional tiende a confirmar la información presentada por las Comunidades Europeas en una etapa anterior de este procedimiento, en el sentido de que las Comunidades Europeas han impedido que las solicitudes relativas a productos agrícolas de biotecnología obtengan la aprobación definitiva, a pesar de los dictámenes científicos positivos.  Por si esto fuera poco, las propias Comunidades Europeas han reconocido explícitamente que esta información adicional no es pertinente al caso.  A este respecto, la Argentina desea destacar el reconocimiento por las Comunidades Europeas de que la información pertinente ya ha sido facilitada.  Sin embargo, tomando en consideración la información pertinente presentada por las Comunidades Europeas, la Argentina respondería a la documentación adicional presentada por las Comunidades Europeas del modo siguiente.

2. Argumentos

a) La moratoria de facto
i) La existencia de una moratoria de facto
4.341 Aunque las Comunidades Europeas han reconocido en repetidas ocasiones la existencia de una moratoria de facto, también insisten en distorsionar este hecho refiriéndose a cuestiones tales como la supuesta necesidad de una definición precisa de una moratoria de facto o la supuesta necesidad de una identificación específica de actos u omisiones en las Comunidades Europeas o la necesidad de un "plan o línea de acción" o una "decisión de no decidir".

La fase de "consulta interservicios"
4.342 La Argentina vuelve a afirmar que las Comunidades Europeas han admitido la existencia de una moratoria de facto.  Al margen de las declaraciones y afirmaciones hechas por funcionarios de las CE, hemos demostrado que los testimonios científicos que apoyan la aprobación de los productos agrícolas de biotecnología no han sido aplazados o pospuestos por meras razones de procedimiento.  La información contenida en los CD-ROM evidencia que las Comunidades Europeas y/o sus Estados miembros intentaron refutar o pasar por alto los dictámenes científicos positivos de sus Comités científicos con el fin de paralizar la aprobación o la comercialización de productos agrícolas de biotecnología.

4.343 Como hemos demostrado, existen etapas pertinentes en los procedimientos de aprobación que carecen de base legal en ellos, pero que tienen importancia política para paralizarlos y demuestran que las Comunidades Europeas trataban los productos agrícolas de biotecnología "por cestas".

4.344 La "fase de consulta interservicios" impidió efectivamente el avance de todas las solicitudes ‑que contaban con dictámenes científicos positivos en 1998-:  durante la etapa de proyecto del Comité de reglamentación, y desde el 4 de septiembre de 1998 en el caso de todos estos productos, las solicitudes correspondientes a la colza Falcon GS40, la colza MS8xRF3 y la remolacha forrajera A5/15 quedaron paralizadas.  Únicamente el algodón Bt-531 y el algodón RRC1445 (de particular interés para la Argentina) pudieron llegar ese año a la etapa de votación del Comité de reglamentación.  Por lo que respecta a estos dos productos, entraron en esta fase en dos ocasiones, en septiembre de 1998 y en mayo de 1999, tras no obtener un voto favorable por mayoría cualificada en febrero de 1999.

4.345 En conclusión, estas solicitudes de aprobación de productos agrícolas de biotecnología tenían en común lo siguiente:  todas ellas fueron presentadas de conformidad con la Directiva 90/220, todas ellas recibieron un dictamen científico positivo en las Comunidades Europeas antes de 2000, y todas ellas pasaron por una etapa adicional que no estaba incluida en la legislación sobre aprobación de las Comunidades Europeas, a saber, la fase de "consulta interservicios", que puede paralizar el procedimiento y pone de manifiesto la existencia de la moratoria de facto.

4.346 Estas solicitudes fueron sometidas a votación en el Comité de reglamentación, en el que los dictámenes científicos positivos fueron ignorados por los Estados miembros de las CE que emitieron un voto negativo sin ningún testimonio científico que pudiera invalidar esos dictámenes.  Es evidente que en 1998-1999 las Comunidades Europeas estaban revelando su intención de no aprobar más productos agrícolas de biotecnología.  Esto quedó confirmado por la "Posición común" y las declaraciones de varios Estados miembros, que pusieron de manifiesto la posición en las Comunidades Europeas respecto de los productos agrícolas de biotecnología.

La "Posición común" y la declaración de varios Estados miembros

4.347 En 1998 las aprobaciones y rechazos de solicitudes cesaron porque la legislación de las CE se consideraba inapropiada.  En junio de 1999, el Consejo de Ministros de Medio Ambiente de la UE redactó un documento denominado la "Posición común" para la reforma de la Directiva 90/220.  En este documento se afirmaba que no habría aprobaciones hasta que hubiera una legislación nueva.  La Declaración de Dinamarca, Grecia, Francia, Italia y Luxemburgo expresaba la intención de esos países de no autorizar más aprobaciones de productos biotecnológicos.  Esta posición fue reiterada en julio de 2000 durante una reunión informal del Consejo de Medio Ambiente celebrada en París.  En opinión de la Argentina, la "Posición común" revela la intención de las Comunidades Europeas de no aprobar más productos agrícolas de biotecnología.

Respecto del "planteamiento provisional"
4.348 El hecho de que las Comunidades Europeas consideraran la posibilidad de modificar la legislación creó incertidumbre acerca de las aprobaciones.  Como consecuencia, varios solicitantes ofrecieron cumplir los requisitos contenidos en la "Posición común", porque no tenían otra opción.  A continuación, en julio de 2000, la Comisión propuso el denominado "planteamiento provisional".  Éste llegó tras un largo período sin aprobaciones y fue consecuencia de las preocupaciones de los solicitantes -y no de ninguna iniciativa de las Comunidades Europeas, como éstas afirman-.

4.349 En el marco del "planteamiento provisional" no hubo ni aprobaciones ni rechazos.  Además, la entrada en vigor de la Directiva 2001/18 puso fin a la etapa del "planteamiento provisional".

4.350 La Argentina vuelve a recordar lo que ha afirmado previamente con respecto a lo que las Comunidades Europeas llaman "progreso" en los procedimientos de aprobación.  Éste no ha entrañado realmente ni aprobaciones ni rechazos de solicitudes.  El "planteamiento provisional" pasó a ser sólo otra expresión de la moratoria de facto.

Nuevas solicitudes obtienen dictámenes científicos positivos antes de la entrada en vigor de la Directiva 2001/18

4.351 Si bien todas las solicitudes que contaban con un dictamen científico positivo que databa de 1998 se encontraban paralizadas, había nuevas solicitudes que estaban en condiciones de ser aprobadas gracias al dictamen positivo de los Comités científicos:  Tanto la colza Phoe6/Ac como el maíz Bt-11 obtuvieron un dictamen positivo el 30 de noviembre de 2000 y se tuvo que volver a presentarlas de conformidad con la Directiva 2001/18.  Ambas solicitudes estuvieron paralizadas durante dos años.  Lo mismo cabe decir de la patata, aunque en su caso el período de tiempo fue más breve, ya que el dictamen científico positivo fue emitido en julio de 2002.

4.352 En febrero de 2001, seis Estados miembros reafirmaron su compromiso de suspender las aprobaciones, aduciendo que los nuevos procedimientos eran inadecuados.
4.353 A finales de octubre de 2001, la mayoría de los Estados miembros acordó en esencia que la moratoria no debía ser levantada hasta que la totalidad de las disposiciones sobre trazabilidad y etiquetado hubiera entrado en vigor.  En una reunión informal del Consejo de Medio Ambiente, ocho Estados miembros rechazaron efectivamente el plan de la Comisión de considerar nuevas autorizaciones, exigiendo que antes entrara en vigor la nueva reglamentación.  En diciembre de 2001, Bélgica declaró una vez más que la moratoria de facto tendría que mantenerse hasta que hubiera una legislación apropiada sobre trazabilidad y etiquetado.

4.354 En consecuencia, las Comunidades Europeas claramente estaban anunciando su intención de mantener la moratoria de facto, incluso si la Directiva 2001/18 entraba en vigor.  Esto refuta la alegación de las Comunidades Europeas de que toda demora debería haber acabado con la entrada en vigor de la Directiva 2001/18.

4.355 Desde 2000 ha habido nuevas solicitudes presentadas de conformidad con la Directiva 90/220 que han recibido dictámenes científicos positivos antes de que la Directiva 2001/18 entrara en vigor (octubre de 2002).  Estas solicitudes no atravesaron ninguna fase de "consulta interservicios" (excepto el maíz NK603 en una etapa avanzada), pero quedaron paralizadas, algunas antes de llegar a la etapa del Comité de reglamentación y otras en esa etapa debido al voto negativo de determinados Estados miembros que hicieron caso omiso de los dictámenes científicos positivos.  En cualquier caso, estas solicitudes quedaron paralizadas hasta que la Directiva 2001/18 entró en vigor e hizo que todas ellas volvieran a ser presentadas con nuevos requisitos.

4.356 Además, algunos productos obtuvieron dictámenes científicos positivos en virtud del Reglamento 258/97, desde un poco antes (septiembre de 1999).  Como se recordará, estos productos no atravesaron ninguna fase de "consulta interservicios", pero también quedaron paralizados, tanto antes de alcanzar la etapa del Comité de reglamentación como en esa etapa.

4.357 En relación con esto, la Argentina cita la situación del maíz GA21:  maíz GA21 C/GB/97/M3/2 (retirada en julio de 2001 debido a la decisión de desistir de la solicitud, el 21-3-2001) y C/ES/98/01 obtuvo un dictamen científico positivo del Comité científico de las plantas en virtud de la Directiva 90/220 en septiembre de 2000.  La solicitud no llegó a la etapa del Comité de reglamentación y tuvo que volver a ser presentada en enero de 2003 de conformidad con la Directiva 2001/18.  Finalmente fue retirada en septiembre de 2003.

4.358 Como se ha demostrado, hubo nuevas solicitudes que obtuvieron dictámenes científicos positivos, favorables a su aprobación, pero quedaron paralizadas en sus respectivos procedimientos y algunas tuvieron que ser retiradas.

ii) Conclusión

4.359 En opinión de la Argentina, este elemento intencional, de acción deliberada, que -mediante la "Posición", la Declaración de Dinamarca, Grecia, Francia, Italia y Luxemburgo y las fases adicionales de "consulta interservicios"- ha quedado reflejado en los procedimientos de aprobación, demuestra que la moratoria de facto constituye una medida y que no es el mero resultado de una situación que ha existido desde 1998.  Desde 1998 no ha habido más aprobaciones de productos agrícolas de biotecnología porque las Comunidades Europeas decidieron que no debería haber más aprobaciones de dichos productos.  Con el tiempo, varios Estados miembros han expresado, hecho efectiva y reiterado esta intención de las Comunidades Europeas.

4.360 Tras considerar las razones de las Comunidades Europeas para la falta de aprobaciones de nuevos productos agrícolas de biotecnología desde 1998 hasta el presente -la insuficiencia de la Directiva 90/220 y la necesidad de reemplazarla por la Directiva 2001/18, la necesidad de una nueva legislación sobre trazabilidad, etiquetado, seguimiento, responsabilidad, coexistencia, etc.- la Argentina concluye que no eximen a las Comunidades Europeas de sus obligaciones en el marco de la OMC.  Ninguna de estas razones debería impedir la aprobación de los productos agrícolas de biotecnología que han recibido un dictamen científico positivo en las Comunidades Europeas.

4.361 Las Comunidades Europeas se refirieron a la necesidad de una legislación aún más nueva sobre trazabilidad, etiquetado, seguimiento, responsabilidad y coexistencia.  Dado que nada en esta nueva legislación se ocupa de la evaluación del riesgo -que, en cambio, es abordada por los dictámenes científicos positivos de los Comités científicos-, las Comunidades Europeas no pueden hacer caso omiso de la evaluación del riesgo realizada y suspender todas las aprobaciones sin infringir el Acuerdo MSF.

4.362 La Argentina no sólo sostiene que la moratoria de facto es una medida vigente en la actualidad -y ciertamente lo era cuando se estableció el mandato de este Grupo Especial-, sino que además reitera que el Acuerdo sobre la OMC también tiene por objeto abordar las medidas de facto, incluidas las acciones u omisiones de los Miembros de la OMC.  De lo contrario, los Miembros de la OMC podrían eludir sus obligaciones en el marco de la OMC simplemente adoptando medidas informales que no estuvieran plasmadas en una norma positiva.

b) La "suspensión del tratamiento y la no consideración de las solicitudes individuales de determinados productos de particular interés para la Argentina"

i) Observaciones generales

4.363 Habiendo recibido la última información de las Comunidades Europeas en relación con los productos de interés para la Argentina, comprobamos que las Comunidades Europeas no han refutado la información, sino que, antes bien, han confirmado las alegaciones de la Argentina y, en consecuencia, no invalidan los dictámenes científicos positivos de los Comités científicos de las CE.  Sobre la base de los dictámenes científicos positivos emitidos por las propias Comunidades Europeas, y dada la no aprobación resultante de las acciones deliberadas de las Comunidades Europeas dirigidas a evitar la aprobación de productos agrícolas de biotecnología, volvemos a afirmar que esta alegación va mucho más allá de una mera cuestión de demora -que es lo que las Comunidades Europeas desearían que creyéramos-.

4.364 Como ha indicado antes la Argentina, dado que la moratoria de facto afecta a todas las solicitudes, estas etapas adicionales pertinentes son también aplicables a los productos de interés para la Argentina, a saber, el algodón Bt-531, el algodón RRC1445, el maíz NK603, el maíz GA21 y las líneas de soja A2704-12 y A5547-127.  A este respecto, la Argentina reafirma los argumentos contenidos en su réplica escrita.

ii) Productos específicos

4.365 En esta sección, la Argentina se referirá a la información facilitada por las Comunidades Europeas en los cinco últimos CD-ROM el 30-9-2004.  Sin embargo, es útil recordar que la Argentina comenzó a aducir la "suspensión y no consideración" cuando las solicitudes presentadas de conformidad con la Directiva 90/220 y el Reglamento 258/97 quedaron paralizadas.

4.366 La Argentina volverá a recorrer las solicitudes relativas a los productos agrícolas de biotecnología que son de interés, analizando los documentos facilitados por las Comunidades Europeas y demostrando una vez más que la información adicional no invalida los dictámenes científicos positivos de los Comités científicos de las CE.  De hecho, toda la información demuestra que las Comunidades Europeas y/o algunos de sus Estados miembros plantean argumentos o preocupaciones que no son de naturaleza científica.

Algodón Bt-531

Los procedimientos quedaron paralizados

4.367 Por lo que respecta a las etapas pertinentes identificadas por la Argentina en su réplica, la información adicional presentada por las Comunidades Europeas confirma que los procedimientos de aprobación del algodón Bt-531 iniciados de conformidad con la Directiva 90/220 (más tarde la Directiva 2001/18) quedaron paralizados.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.368 Por lo que se refiere a los documentos específicos presentados por las Comunidades Europeas en relación con el algodón Bt-531 de conformidad con la Directiva 90/220 y la Directiva 2001/18, la Argentina afirma su posición de que el dictamen científico positivo del Comité científico de las plantas de fecha 14 de julio de 1998 es el documento pertinente que se debe tener en cuenta.  Lo siguiente no refuta dicho dictamen:  el inicio de la "consulta interservicios" sobre el proyecto de Decisión de la Comisión (4 de septiembre de 1998);  no es de naturaleza científica y no refutó el dictamen científico positivo;  el inicio de la votación en el Comité de reglamentación (26 de noviembre de 1998);  la solicitud danesa de que se prorrogara el plazo de una votación para examinar información adicional (30 de noviembre de 1998);  la carta de la Commissie Genetische Modificatie (Países Bajos) (3 de diciembre de 1998);  la nota COM en el sentido de que el plazo correspondiente a la votación había sido prorrogado (4 de diciembre de 1998);  la solicitud belga de que se pospusiera la votación (10 de diciembre de 1998);  la solicitud del Reino Unido de que se pospusiera la votación (21 de diciembre de 1998);  la nota en el sentido de que el plazo había sido prorrogado (23 de diciembre de 1998);  el dictamen de la Comisión du Génie Biomoléculaire (13 de enero de 1999);  la nota sobre la falta de mayoría cualificada (22 de febrero de 1999);  el inicio de la fase de "consulta interservicios" (7 de mayo de 1999);  y la carta (25 de julio de 2001) (así como las traducciones (18 de febrero de 2002)).  Las Comunidades Europeas no pudieron invocar ningún testimonio científico que pudiera refutar el dictamen científico positivo de fecha 14 de julio de 1998.

4.369 Cualquier preocupación de las CE con respecto a la información adicional sobre determinadas cuestiones había quedado adecuadamente respondida en febrero de 2002, pero el proceso siguió paralizado debido a la fase de "consulta interservicios", que se había iniciado en mayo de 1999 y continuó hasta que la Directiva 2001/18 entró en vigor en octubre de 2002, exigiendo que todas las solicitudes fueran actualizadas a nivel de Estado miembro.  Por estas razones, la Argentina no acepta la alegación de las Comunidades Europeas de que el hecho de que el procedimiento de aprobación no avanzara se debió al solicitante.  Desde la etapa de votación del Comité de reglamentación y la fase de "consulta interservicios" el procedimiento de aprobación del algodón Bt-531 estuvo paralizado a causa de las Comunidades Europeas, y no a causa de ninguna acción u omisión por parte del solicitante.

4.370 Además, observamos que, aunque entró en vigor en octubre de 2003, la Directiva 2001/18 fue publicada en el Diario Oficial en abril de 2001.  Dado que el solicitante tuvo que presentar información con arreglo a la nueva legislación, la Argentina no puede aceptar la afirmación de las Comunidades Europeas con respecto a los "29 meses" para cumplir los requisitos.

4.371 La Argentina pasará ahora a ocuparse de los últimos documentos de Estados miembros.  Los siguientes documentos no refutan el dictamen del Comité científico de las plantas de julio de 1998:  la carta de la autoridad competente directiva (1º de agosto de 2003);  y la carta de la CNB (2 de octubre de 2003).

4.372 En opinión de la Argentina, ha quedado probado que la solicitud relativa al algodón Bt-531 tuvo que atravesar varias etapas de procedimiento no incluidas en la legislación de las Comunidades Europeas, y ello pone de manifiesto una clara intención en las Comunidades Europeas de no permitir la aprobación definitiva de este producto agrícola de biotecnología.

Algodón RRC1445

Los procedimientos quedaron paralizados

4.373 Por lo que respecta a las etapas pertinentes identificadas por la Argentina en su réplica, la información adicional presentada por las Comunidades Europeas ha confirmado que los procedimientos de aprobación del algodón RRC1445 de conformidad con la Directiva 90/220 (más tarde la Directiva 2001/18) quedaron paralizados.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.374 Por lo que se refiere a los documentos específicos presentados por las Comunidades Europeas en relación con el algodón RRC1445 de conformidad con la Directiva 90/220 y la Directiva 2001/18, la Argentina reafirma su posición de que el dictamen científico positivo del Comité científico de las plantas de fecha 14 de julio de 1998 es el documento pertinente que se debe tener en cuenta.  Lo siguiente no refuta dicho dictamen:  el inicio de la "consulta interservicios" sobre el proyecto de Decisión de la Comisión (4 de septiembre de 1998);  el inicio de la votación en el Comité de reglamentación (26 de noviembre de 1998);  la solicitud danesa de prórroga del plazo de una votación para examinar información adicional recibida por Monsanto (30 de noviembre de 1998);  la carta de la Commissie Genetische Modificatie (3 de diciembre de 1998);  la nota COM por la que se prorrogaba el plazo para la votación (4 de diciembre de 1998);  la solicitud belga de que se pospusiera la votación (10 de diciembre de 1998);  la declaración de Austria (13 de diciembre de 1998);  la solicitud del Reino Unido de que se pospusiera la votación y se examinara nueva información que había sido presentada recientemente (21 de diciembre de 1998);  la nota COM por la que se prorrogaba el plazo (23 de diciembre de 1998);  el Dictamen de la Commission du Génie Biomoléculaire (13 de enero de 1999);  la nota COM relativa a una nueva prórroga del plazo para una votación a petición de la autoridad competente directiva -26 de enero de 1999- era de naturaleza procesal y no refutaba el dictamen científico positivo de julio de 1998;  la respuesta del Reino Unido a las Comunidades Europeas (10 de febrero de 1999);  la nota sobre la falta de mayoría cualificada (22 de febrero de 1999);  el inicio de la fase de "consulta interservicios" sobre el proyecto de Decisión del Consejo (7 de mayo de 1999).

4.375 A la luz de lo anterior y con arreglo a la información de las Comunidades Europeas, desde el inicio de la fase de "consulta interservicios" en mayo de 1999 hasta la actualización de conformidad con la Directiva 2001/18 en enero de 2003, el solicitante no recibió ninguna petición de información o aclaración adicional, por lo que las Comunidades Europeas no pueden ni siquiera sugerir que el proceso estaba en marcha.  Además, las Comunidades Europeas no pudieron invocar ningún testimonio científico que pudiera refutar el dictamen científico positivo de fecha 14 de julio de 1998.

4.376 La Argentina se referirá ahora a los últimos documentos de Estados miembros:  la carta de la autoridad competente directiva (1º de agosto de 2003);  y la carta de la CNB (2 de octubre de 2003).

Maíz NK603
El procedimiento quedó paralizado

4.377 Como se ha indicado previamente, las solicitudes del maíz NK603 fueron presentadas en 2000 de conformidad con la Directiva 90/220 (más tarde la Directiva 2001/18), y en 2001 de conformidad con el Reglamento 258/97.  En ambos procedimientos, la solicitud obtuvo un dictamen científico positivo en noviembre de 2003.  Aunque el maíz NK603 fue finalmente aprobado tras la iniciación de este procedimiento de la OMC, ello no debería menoscabar la facultad del Grupo Especial de formular una constatación sobre la alegación relativa a este producto específico.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.378 La solicitud del maíz NK603 en el marco de la Directiva 90/220 fue presentada inicialmente en agosto de 2000 y más tarde tuvo que volver a ser presentada de conformidad con la Directiva 2001/18.  A este respecto, la Argentina se referirá a la información facilitada por las Comunidades Europeas en los CD-ROM.  El maíz NK603 obtuvo un dictamen científico positivo de la EFSA de fecha 25 de noviembre de 2003, que es el documento pertinente que ha de tenerse en cuenta.  Lo siguiente no refuta dicho dictamen:  los documentos y etapas anteriores al dictamen científico positivo (25 de noviembre de 2003);  el inicio de la "consulta interservicios" sobre el proyecto de Decisión de la Comisión (8 de diciembre de 2003);  la falta de mayoría cualificada en el Comité de reglamentación (18 de febrero de 2004) -no refleja el dictamen científico positivo y es de naturaleza más bien procesal;  demuestra que algunos Estados miembros continúan emitiendo votos negativos pese a los testimonios científicos-;  la transmisión de la propuesta al Consejo (26 de marzo de 2004);  y la posición de Dinamarca (4 de junio de 2004).

4.379 Por lo que respecta a los documentos específicos facilitados por las Comunidades Europeas en relación con el maíz NK603 en el marco del Reglamento 258/97 (inicialmente presentado con arreglo a este Reglamento en abril de 2001), se recibió de la EFSA un dictamen científico positivo de fecha 25 de noviembre de 2003, que es el documento pertinente que se debe tener en cuenta.  El proyecto de Decisión presentado al Comité de reglamentación (no hubo mayoría cualificada) -el 30 de abril de 2004- era de naturaleza procesal.

Maíz GA21

El procedimiento quedó paralizado

4.380 Aunque la solicitud para el maíz GA21 fue retirada en septiembre de 2003 en el marco de la Directiva 90/220 (más tarde la Directiva 2001/18), la Argentina considera que este retiro es una prueba de un procedimiento de moratoria de facto y de la "suspensión y no consideración".  La solicitud no avanzó en el procedimiento y fue retirada.

Observaciones sobre la información proporcionada en los CD-ROM
4.381 Por lo que respecta a los documentos específicos presentados por las Comunidades Europeas en relación con el maíz GA21 de conformidad con la Directiva 90/220 y la Directiva 2001/18, la Argentina reafirma su posición de que el dictamen científico positivo del Comité científico de las plantas de fecha 22 de septiembre de 2000 es el documento pertinente que debe tenerse en cuenta.

4.382 Al dictamen positivo de fecha 22 de septiembre de 2000 le siguió lo siguiente:  la carta (19 de enero de 2001);  la carta española (21 de marzo de 2001);  la carta (decisión de desistir de la notificación del Reino Unido) (21 de marzo de 2001);  los compromisos de cumplir los requisitos de la Directiva 2001/18 (21 de septiembre de 2001);  las actualizaciones y compromisos (18 de marzo de 2002);  y el nuevo resumen y la evaluación del riesgo actualizada (15 de enero de 2003).  Estos documentos o no son de naturaleza científica o son específicamente refutados por los argumentos científicos presentados por la Argentina.  La solicitud fue finalmente retirada (15 de septiembre de 2003).

c) "Demoras indebidas"

4.383 Por lo que se refiere a las "demoras indebidas", tras analizar la información y las cronologías presentadas por las Comunidades Europeas, la Argentina afirma y demuestra que no fueron los solicitantes los que incurrieron en las demoras durante los procedimientos, sino las Comunidades Europeas y/o sus Estados miembros.  No aceptamos la alegación de las Comunidades Europeas a este respecto.

4.384 Por lo que respecta al algodón Bt-531, el solicitante no incurrió en demoras tras la emisión del dictamen científico positivo (julio de 1998).  Las supuestas objeciones del Comité de reglamentación fueron impugnadas científicamente por la Argentina, en la medida en que no coincidían con el dictamen positivo del Comité científico.  Además, tampoco aceptamos la demora de 29 meses más 7 meses atribuida al solicitante puesto que, como se ha indicado anteriormente, no hay documentos de las CE por los que se solicite específicamente información que podrían sugerir una demora por parte del solicitante.  En cuanto a la afirmación de las Comunidades Europeas con respecto a la necesidad de completar el plan de seguimiento, dicho plan fue presentado inicialmente en diciembre de 1996 con la primera notificación del solicitante, y obtuvo un dictamen científico positivo en julio de 1998.  Por lo tanto, no podemos aceptar una afirmación vaga y general de que el plan de seguimiento estaba incompleto.

4.385 En relación con las declaraciones de las Comunidades Europeas con respecto al algodón RRC1445, consideramos que tampoco son pertinentes.  El resultado del procedimiento escrito en el Comité de reglamentación que mencionan las Comunidades Europeas ya ha sido abordado científicamente por la Argentina.

4.386 Con respecto al plan de seguimiento que ha de completarse, la Argentina está de acuerdo con las Comunidades Europeas en que dicho plan se pedía en la Directiva 2001/18.  Por la misma razón, hacemos hincapié también en que este plan fue presentado por el solicitante en enero de 2003, y en que las solicitudes de información adicional fueron formuladas por las Comunidades Europeas en agosto y octubre.

4.387 Por lo que se refiere al caso del maíz NK603 en el marco de la Directiva 90/220 y la Directiva 2001/18, así como en el marco del Reglamento 258/97, la Argentina reitera que estos dos procedimientos comenzaron en agosto de 2000 y en abril de 2001 respectivamente, y que hasta agosto de 2003 no se habían realizado progresos.  Por las razones mencionadas, la Argentina considera que los productos agrícolas de biotecnología específicos de particular interés se vieron afectados por "demoras indebidas" en los respectivos procedimientos de aprobación tras ser presentados a las Comunidades Europeas.

d) Acuerdo OTC
4.388 Como se ha indicado al comienzo de esta réplica complementaria, la Argentina desearía ampliar sus argumentos subsidiarios relativos al Acuerdo OTC.

ii) Reglamento técnico

Párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC
4.389 Las Comunidades Europeas no han explicado para nada detalladamente la interpretación supuestamente apropiada que ha de hacerse de las palabras "con respecto a los reglamentos técnicos" contenidas en el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Sin embargo, puede inferirse que las Comunidades Europeas consideran que esta frase se refiere a un trato menos favorable dentro del limitado ámbito de un único reglamento, sin explicar por qué.

4.390 No obstante, no hay ninguna base para considerar que hay que entender que la similitud "se refiere a los productos comprendidos en el campo de aplicación del reglamento técnico", como afirman las Comunidades Europeas.  Si así fuera, sería muy fácil para los Miembros eludir sus obligaciones en el marco de la OMC.  Además, la única consecuencia práctica de esa interpretación sería que, simplemente aplicando una legislación diferente a productos que son realmente "similares", un Miembro podría evitar el examen en el marco de las normas de la OMC y, de este modo, conceder un "trato menos favorable" sin ninguna consecuencia jurídica.

4.391 La Argentina considera que el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC básicamente establece obligaciones similares a las del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.  En consecuencia, la expresión "con respecto a los reglamentos técnicos" simplemente refleja la diferencia de ámbito entre el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo OTC y el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, que aplica las mismas disciplinas pero a una gama de medidas mucho más amplia.

Párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC
4.392 En lo que se refiere a esta parte de la réplica de las Comunidades Europeas, la Argentina desearía señalar en primer lugar que ha impugnado, subsidiariamente, la aplicación de la legislación de las CE al amparo del Acuerdo OTC.  A este respecto, como la Argentina ha dejado claro a lo largo de sus exposiciones en este procedimiento, no se ha impugnado la legislación de las Comunidades Europeas per se, sino únicamente la aplicación de esa legislación.

4.393 Las Comunidades Europeas afirman que "... la prohibición de la comercialización hasta que no se obtenga la autorización es la esencia misma de la legislación sobre OMG y no una aplicación de esa legislación ...".  Contrariamente a esta afirmación de las Comunidades Europeas, la Argentina considera que la "esencia misma de la legislación sobre OMG" no es "la prohibición de la comercialización hasta que no se obtenga la autorización", sino la evaluación de la idoneidad de los productos para aprobar o rechazar su liberación en el medio ambiente o su consumo como alimento o pienso.

4.394 Debería señalarse también que el concepto de "aplicación" incluye no sólo el acto de la aprobación (o el rechazo), sino también la no aprobación (o el no rechazo), como en el caso que tiene ante sí el Grupo Especial.

4.395 Las Comunidades Europeas reiteran también su alegación recurrente de que lo que las partes reclamantes alegan realmente es una demora que es más restrictiva de lo necesario.  La Argentina ya ha dejado su alegación lo suficientemente clara a este respecto.  La Argentina se pregunta si es posible considerar que, por ejemplo, en los casos del algodón Bt-531 y el algodón RRC1445, el transcurso de seis años tras una evaluación positiva por el Comité científico competente, sin ninguna aprobación o rechazo, puede de algún modo ser considerado como "la inexistencia provisional de una decisión definitiva".  La Argentina considera que la respuesta es obviamente no.

4.396 Además, los Miembros de la OMC se están viendo afectados desfavorablemente por esta infracción del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC por las CE, dado que según ese párrafo "[l]os Miembros se asegurarán de que no se ... apliquen reglamentos técnicos que tengan por ... efecto crear obstáculos innecesarios al comercio internacional ...".  Parece razonable inferir que, aunque el párrafo se refiere a la manera en que los Miembros aplican los reglamentos técnicos, también se refiere al incumplimiento de esos reglamentos (en el presente caso, el sistema de aprobación de las Comunidades Europeas).

4.397 Las Comunidades Europeas afirman también que no hay obligación de realizar una evaluación del riesgo en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Sin embargo, probablemente tras pensarlo mejor, inmediatamente después de esta afirmación las Comunidades Europeas dejan claro que "[e]n todo caso, las Comunidades Europeas están procediendo actualmente a evaluar los riesgos para autorizar los productos de que se trata".  Parece que las Comunidades Europeas actúan de esta manera "por si acaso", lo que en cierta medida pone de manifiesto la falta de consistencia de sus propios argumentos.

4.398 El argumento de las Comunidades Europeas no puede apoyarse en el texto del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC porque este artículo establece que "...  Al evaluar es[e] riesgo[], los elementos que es pertinente tomar en consideración son, entre otros:  la información disponible científica y técnica ...".

4.399 En consecuencia, las Comunidades Europeas están obligadas a realizar una "evaluación" porque el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC se refiere a esta obligación.  Además, al evaluar ese riesgo, la "información disponible científica y técnica" constituye "elementos que es pertinente" tomar en consideración.  Estos "elementos que es pertinente" tomar en consideración son los dictámenes científicos positivos de los Comités científicos de las Comunidades Europeas.  Las Comunidades Europeas impugnan también la evaluación de sus propios Comités científicos al afirmar que "las Comunidades Europeas no están para nada de acuerdo en que se ha demostrado que no hay ningún riesgo asociado a los productos en cuestión", aunque tres párrafos antes afirman que "la legislación de las CE sobre OMG no es una cuestión que tenga ante sí este Grupo Especial".  Siendo los Comités científicos tan importantes en la legislación de las Comunidades Europeas sobre aprobaciones, es difícil comprender cómo pueden ser impugnados sin que se impugne la legislación en cuestión.

4.400 Además, las Comunidades Europeas no explican por qué no es correcto desglosar la disposición en tres componentes.  La afirmación de las Comunidades Europeas de que "el hecho de que se logre o no realmente el objetivo no es pertinente siempre que la medida contribuya o pueda contribuir a su logro" tampoco se explica.

4.401 Sin embargo, a juicio de la Argentina, debe considerarse que la frase "los reglamentos técnicos no restringirán el comercio más de lo necesario para alcanzar un objetivo legítimo, teniendo en cuenta los riesgos que crearía no alcanzarlo", que figura en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC, tiene algún sentido.  Si el objetivo no se logra, la aplicación del reglamento técnico de que se trate se vuelve incompatible con ese párrafo.

4.402 Debe señalarse que las Comunidades Europeas están claramente "evitando la evaluación del riesgo" puesto que no han tenido en cuenta los dictámenes científicos positivos, y están "adoptando decisiones no basadas en una evaluación del riesgo", por razones similares.

4.403 La afirmación de las Comunidades Europeas en el sentido de que "esas opiniones (los dictámenes de los Comités científicos de las CE) pueden o no ser suficientes para la Comisión o el Consejo e insuficientes para los Estados miembros" sólo pone de manifiesto la falta de fundamento de los argumentos de las Comunidades Europeas, pues no hay testimonios científicos que puedan poner en tela de juicio los dictámenes de esos Comités.

4.404 Por último, las Comunidades Europeas alegan que "el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC ni siquiera utiliza las palabras exactas 'evaluación del riesgo'".  No obstante, como el texto de ese párrafo dice "Al evaluar esos riesgos", es difícil comprender cómo puede un Miembro 'evaluar un riesgo' si no es llevando a cabo una evaluación de él (el riesgo).  Es importante señalar que este párrafo dispone que "...  Al evaluar esos riesgos, los elementos que es pertinente tomar en consideración son, entre otros:  la información disponible científica y técnica ...".

4.405 Sin embargo, como ya se ha explicado, las Comunidades Europeas han reiterado y confirmado que "están procediendo actualmente a evaluar los riesgos para autorizar los productos de que se trata".  ¿Por qué razón se realizaría una evaluación de esa índole si no hubiera absolutamente ninguna obligación de hacerlo en virtud del párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC?

iii) Procedimiento de evaluación de la conformidad

Párrafo 1.1 del artículo 5 del Acuerdo OTC
4.406 Ha quedado demostrado que la aplicación de la legislación de las Comunidades Europeas es incompatible con esta disposición porque los productos agrícolas de biotecnología reciben un trato menos favorable que los productos no biotecnológicos.

Párrafo 1.2 del artículo 5 del Acuerdo OTC
4.407 Las Comunidades Europeas sólo se refieren a la "liberación en el medio ambiente" y no explican la situación de los productos que han obtenido dictámenes positivos de los Comités científicos de las CE en el sentido de que no entrañan ningún riesgo para el medio ambiente.  En otras palabras, las Comunidades Europeas simplemente niegan toda incompatibilidad con este párrafo por su parte.

Párrafo 2.1 del artículo 5 del Acuerdo OTC
4.408 Las Comunidades Europeas se refieren simplemente al sentido de la expresión "con la mayor rapidez posible", y afirman que la Argentina no ha probado que haya incompatibilidad en el contexto de las solicitudes específicas relativas a productos.  El párrafo en el que se afirma que las partes reclamantes no lo han probado resulta extraño puesto que desde 1998 no ha habido ninguna aprobación o rechazo en absoluto.  Tampoco ha habido ningún testimonio científico que refute los dictámenes de los Comités científicos de las CE.  Además, la Argentina ha presentado un argumento en otra comunicación y las Comunidades Europeas no han formulado un argumento en contra.

H. Tercera comunicación escrita de las Comunidades Europeas

1. Introducción

4.409 Las Comunidades Europeas acogen con beneplácito el curso del procedimiento seguido por el Grupo Especial en la presente diferencia después de las segundas comunicaciones escritas.  El procedimiento se ha centrado acertadamente en ciertas demoras que presuntamente habrían ocurrido en solicitudes individuales relativas a productos, y en la cuestión de si tales demoras estaban justificadas.

4.410 Al mismo tiempo, ha quedado más claro cuál es el tema sobre el que no versa esta diferencia.  La diferencia no versa sobre una moratoria general, sino sobre demoras individuales.  Además, no se requiere al Grupo Especial ni a los expertos consultados en esta diferencia que decidan si los organismos modificados genéticamente (OMG) presentan o no un riesgo per se.  Tampoco se les requiere que decidan si determinados OMG deberían o no ser autorizados en las Comunidades Europeas:  en todo caso, esas decisiones tienen que ser adoptadas por las autoridades de las Comunidades Europeas sobre la base de la legislación pertinente, cualquiera sea el resultado de la presente diferencia.  En cambio, incumbe a los expertos la tarea importante, pero más limitada, de ayudar al Grupo Especial a comprender los antecedentes científicos de diversas solicitudes de información adicional u objeciones que han ocasionado demoras en la tramitación de determinadas solicitudes individuales relativas a productos.

4.411 Las partes reclamantes han llegado a comprender que sólo pueden probar la validez de sus argumentos si demuestran casos de 'demora indebida' en cada solicitud individual relativa a un producto.  En sus segundas comunicaciones escritas, se han basado casi exclusivamente en la existencia de una ominosa 'moratoria general'.  Evidentemente, la afirmación de tal moratoria (cualquiera que fuera la definición exacta de esa ausencia de medida) estaba destinada a servir a un propósito principal, a saber, a eximir a las partes reclamantes de su carga de la prueba con respecto a problemas específicos que, según alegan las partes reclamantes, se habrían producido durante varias solicitudes individuales relativas a productos.  En la medida en que han abordado de algún modo solicitudes individuales relativas a productos, sus alegaciones son demasiado esquemáticas o manifiestamente infundadas.  Supuestamente, en esta Tercera comunicación escrita, las partes reclamantes se proponen abordar finalmente la cuestión de la demora de manera adecuada.

4.412 Las Comunidades Europeas pusieron "sobre la mesa" todos los hechos pertinentes en su Primera comunicación escrita.  Como las partes reclamantes hasta ahora no se han referido a los hechos y los argumentos jurídicos presentados por las Comunidades Europeas, es poco lo que las Comunidades Europeas pueden añadir en esta etapa a sus comunicaciones anteriores.  No obstante, teniendo en cuenta el curso que ha tomado el procedimiento, las Comunidades Europeas desean aprovechar la oportunidad para abordar algunas cuestiones fundamentales que a su juicio son pertinentes en esta etapa del procedimiento.

4.413 En primer lugar, desean señalar que las partes reclamantes no han satisfecho la carga de demostrar sus argumentos.  Además, las Comunidades Europeas desean señalar a la atención del Grupo Especial la función de los grupos especiales y del asesoramiento de expertos en el marco del ESD con miras a ayudar al Grupo Especial a formular sus constataciones fácticas.  Por último, las Comunidades Europeas esbozarán algunas consecuencias que tiene el principio de la equidad procesal sobre la selección que hace el Grupo Especial de las posibles preguntas a los expertos en las terceras comunicaciones escritas de las partes reclamantes.

2. La carga de la prueba

4.414 Como las Comunidades Europeas explicaron detalladamente en su Segunda comunicación escrita
, incumbe a las partes reclamantes establecer una presunción prima facie.  El hecho de que las partes reclamantes no abordaran todas y cada una de las demoras en su Segunda comunicación escrita resulta especialmente lamentable si se tiene en cuenta el hecho de que las Comunidades Europeas presentaron cronologías detalladas y documentación adicional desde el comienzo de este procedimiento.  Los documentos que las Comunidades Europeas presentaron con posterioridad simplemente sirven para corroborar los hechos que el Grupo Especial conoce, sin añadir ningún hecho nuevo fundamental.  Sobre la base de esta información, las Comunidades Europeas han refutado completamente la afirmación inicial de las partes reclamantes de que los procedimientos han sido "paralizados".  Las Comunidades Europeas han demostrado que todas las notificaciones han sido tramitadas sin interrupción y que, en la medida en que se han producido demoras, éstas se debieron a razones legítimas.

4.415 Como, por lo tanto, las Comunidades Europeas han refutado la afirmación de que los procedimientos se han "paralizado", incumbe a las partes reclamantes acreditar prima facie una demora indebida con respecto a cada solicitud individual relativa a un productos.  Las partes reclamantes no han utilizado esta oportunidad en sus segundas comunicaciones escritas.

4.416 En lugar de presentar hechos y argumentos detallados que justificaran la conclusión de que se habían producido 'demoras indebidas', las alegaciones de las partes reclamantes sobre solicitudes individuales relativas a productos se reducen en su mayor parte a un determinado argumento jurídico, que recorre sus comunicaciones como un hilo conductor:  que las Comunidades Europeas están obligadas en el marco de la OMC a autorizar una solicitud de aprobación de productos una vez que un Comité científico consultivo ha emitido un dictamen científico 'favorable'.  Las Comunidades Europeas han demostrado que este argumento jurídico es simplista y erróneo como cuestión de derecho.
  En todo caso, un argumento jurídico -sea convincente o no- nunca puede sustituir a una exposición rigurosa de los hechos que un grupo especial necesita para establecer sus conclusiones.

4.417 El hecho de que las partes reclamantes no hayan establecido una presunción prima facie con respecto a cada solicitud individual relativa a un productos no se puede "compensar" haciendo referencia a información adicional que puede figurar en los dictámenes de los expertos.  El Grupo Especial no debe presentar la argumentación en lugar de las partes reclamantes.  En Japón - Productos agrícolas II, el Órgano de Apelación confirmó que esta regla de prueba fundamental también tenía validez en los procedimientos de la OMC:

"El artículo 13 del ESD y el párrafo 2 del artículo 11 del Acuerdo MSF sugieren que los grupos especiales tienen facultades investigadoras significativas.  No obstante, estas facultades no pueden ser utilizadas por un grupo especial para pronunciarse a favor de un reclamante que no haya acreditado una presunción prima facie de incompatibilidad sobre la base de las alegaciones jurídicas específicas que hizo valer.  Un grupo especial está facultado para recabar información y asesoramiento de expertos y de cualquier otra fuente pertinente a la que decida recurrir en virtud del artículo 13 del ESD, en un asunto relativo a medidas sanitarias o fitosanitarias, en virtud del párrafo 2 del artículo 11 del Acuerdo MSF, a fin de facilitar su comprensión y evaluación de las pruebas presentadas y los argumentos expuestos por las partes, pero no para abonar las argumentaciones del reclamante."

4.418 Por lo tanto, el Grupo Especial sólo puede basar sus constataciones en el asesoramiento de expertos en la medida en que las partes reclamantes hayan presentado todos los hechos necesarios para justificar sus alegaciones.  En Japón - Productos agrícolas II, el Órgano de Apelación revocó lo dispuesto por el Grupo Especial debido a que éste se había basado en una información que no había sido presentada expresamente por las partes reclamantes:

"En el presente asunto, el Grupo Especial procedió correctamente cuando recabó información y asesoramiento de expertos para que lo ayudaran a comprender y evaluar las pruebas presentadas y los argumentos expuestos por los Estados Unidos y el Japón con respecto a la presunta violación del párrafo 6 del artículo 5.  Sin embargo, el Grupo Especial incurrió en error cuando utilizó esa información y ese asesoramiento como base para su constatación de incompatibilidad con el párrafo 6 del artículo 5, dado que los Estados Unidos no acreditaron prima facie la incompatibilidad con dicho párrafo sobre la base de alegaciones relativas a la 'determinación de los niveles de sorción'."

4.419 Las Comunidades Europeas acogen con beneplácito el hecho de que el Grupo Especial aprovechara la oportunidad de recabar amplia información de antecedentes y asesoramiento técnico de expertos.  Al mismo tiempo, invita al Grupo Especial a tener en cuenta el hecho de que ese asesoramiento de expertos no modifica la carga de la prueba.  Incumbe totalmente a las partes reclamantes establecer una presunción de incompatibilidad con las normas de la OMC, así como refutar toda prueba en contrario presentada por las Comunidades Europeas.

3. La función del Grupo Especial

4.420 La presente diferencia ha llegado a un momento muy delicado.  El Grupo Especial ha ejercido su derecho, de conformidad con el artículo 13 del ESD y el párrafo 2 del artículo 11 del Acuerdo MSF, de consultar a varios expertos sobre algunos aspectos de los OMG.  El Grupo Especial ha recabado el asesoramiento de expertos con la finalidad de recibir información general de antecedentes y aclarar cuestiones científicas específicas referentes a solicitudes individuales relativas a productos.  Como resultado de ello, el Grupo Especial deberá evaluar amplios datos científicos para llegar a su conclusión.  Para ayudar al Grupo Especial en esta tarea, las Comunidades Europeas desean señalar a su atención la función particular que corresponde a los grupos especiales y los expertos en el marco del ESD.

4.421 La función de los grupos especiales en el sistema de solución de diferencias de la OMC se ha establecido en el artículo 11 del ESD.  Esta disposición prevé que un grupo especial deberá hacer una "evaluación objetiva" de los hechos.  En consecuencia, la norma de examen que deben aplicar los grupos especiales no es la 'deferencia total' a una determinación fáctica formulada por la autoridad de un Miembro ni tampoco un examen de novo de esa determinación, dando al grupo especial completa libertad para llegar a una opinión diferente a la de la autoridad competente.
  Como ha observado el Órgano de Apelación, la tarea de un grupo especial no consiste en "sustituir las conclusiones de las autoridades competentes por las suyas propias".

4.422 Un distinguido ex presidente del Órgano de Apelación escribió sobre esta cuestión lo siguiente:  "el grupo especial debe conceder un considerable grado de discreción a las autoridades nacionales en la determinación y evaluación de los hechos".  En particular, un grupo especial no puede "desplazar a la autoridad nacional" rechazando las conclusiones formuladas por esa autoridad sobre la base de que el grupo especial considera que otras conclusiones están más justificadas.  Por último, un grupo especial está obligado a "respetar los parámetros de la investigación llevada a cabo por la autoridad nacional".

4.423 En Estados Unidos - Hilados de algodón, el Órgano de Apelación tuvo ocasión de formular más detalladamente y aclarar la línea que se ha de trazar entre la "evaluación objetiva" permisible y el "examen de novo" prohibido:

"En nuestra opinión, al examinar si un Miembro actuó con la debida diligencia [...] un grupo especial debe ponerse en el lugar de ese Miembro en el momento en que formuló su determinación.  En consecuencia, no puede tener en cuenta pruebas que no existían en ese momento preciso.  Es evidente que no puede reprocharse a un Miembro que no haya tenido en cuenta pruebas que no podía haber conocido al formular su determinación.  Si un grupo especial examinara esas pruebas, realizaría, de hecho, un examen de novo y lo haría sin poder contar con las opiniones de las partes interesadas.  El grupo especial estaría evaluando si un Miembro actuó con la debida diligencia al llegar a sus conclusiones y hacer sus proyecciones beneficiándose de una visión retrospectiva y, estaría, de hecho, reinvestigando la situación del mercado y sustituyendo el juicio del Miembro por el suyo propio, lo que, en nuestra opinión, sería incompatible con la norma establecida en el artículo 11 del ESD para el examen de los grupos especiales."

4.424 Lo resuelto por el Órgano de Apelación en Estados Unidos - Hilados de algodón es perfectamente pertinente para delimitar la norma de examen del Grupo Especial en el presente caso.  La obligación de "ponerse en el lugar de ese Miembro en el momento en que formuló su determinación" tiene varias consecuencias para el actual Grupo Especial.  Así, este Grupo Especial debe examinar el estado de la información científica y los datos existentes en el momento de la medida en cuestión (en este caso, la supuesta "demora") y no, desde una perspectiva ex post, la actual situación de los conocimientos científicos.
  Sobre esta base, en todas las respuestas de los expertos a preguntas relacionadas con productos específicos, así como las destinadas a facilitar al Grupo Especial los antecedentes científicos de la diferencia, se debe tener en cuenta este décalage temporal entre los conocimientos científicos actuales y los conocimientos científicos existentes en el momento de la presunta "demora".

4.425 Además, el requisito de una "evaluación objetiva de los hechos" depende en gran medida de la cuestión concreta de que se trate y de las disposiciones de las normas de la OMC en que se base la alegación.  Como el mismo distinguido comentarista ha expresado, "ciertamente, los grupos especiales llevan a cabo una 'evaluación objetiva';  sin embargo, el alcance y la intensidad de la evaluación del grupo especial no es la misma para todas las cuestiones y en todas las diferencias".
  Con respecto al Acuerdo MSF, el Órgano de Apelación expresó en CE - Hormonas:

"La norma de examen correctamente aplicable a los procedimientos en el marco del Acuerdo MSF debe, por supuesto, reflejar el equilibrio que establece ese Acuerdo entre la competencia jurisdiccional conferida por los Miembros a la OMC y la competencia jurisdiccional que los Miembros se han reservado para ellos.  La adopción de una norma de examen que no se base claramente en el texto del Acuerdo MSF mismo, puede conducir fácilmente a una alteración del equilibrio sutilmente establecido;  ni el Grupo Especial ni el Órgano de Apelación están autorizados a hacerlo."

4.426 Por consiguiente, en el presente caso el Grupo Especial debe tener en cuenta el equilibrio cuidadosamente establecido entre la competencia jurisdiccional de la OMC y la soberanía de sus Miembros que se refleja en el Acuerdo abarcado pertinente.  A su vez, este equilibrio se expresa de modo diferente en distintas disposiciones del Acuerdo abarcado.  En el caso del Acuerdo MSF, una alegación al amparo del párrafo 2 del artículo 5 puede justificar un análisis relativamente estricto del examen realizado por la autoridad competente de un Miembro.  Por el contrario, la redacción más general del párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF ("sin demoras indebidas") indica una norma de examen de mayor deferencia.

4.427 Esta última disposición tiene un papel primordial en la presente diferencia.  El "sutil equilibrio" establecido por el Acuerdo MSF se refleja en el concepto de "demoras indebidas".  Al examinar la cuestión de las "demoras indebidas", no se exige (ni se permite) al Grupo Especial que realice un examen de novo de solicitudes individuales relativas a productos.  En cambio, el Grupo Especial sólo necesita examinar las solicitudes para comprobar si las demoras que pudieron haber ocurrido se basaron en una justificación razonable.  En otros términos, no se pide al Grupo Especial que determine si un gobierno prudente, en abstracto, debería haber actuado o no de determinada manera, ocasionando así demoras.  Simplemente necesita determinar si, en el caso concreto y a la luz de la información fáctica y los argumentos jurídicos que tuvieron ante sí las autoridades pertinentes, esa conducta que finalmente ocasionó una demora se podía haber adoptado justificadamente.

4.428 En este contexto, las Comunidades Europeas observan que algunas preguntas formuladas a los expertos
 podían haberse interpretado como cercanas a un examen de novo (prohibido) de las solicitudes de aprobación de productos.  Por ejemplo, en la sección de Preguntas Generales, el Grupo Especial preguntó repetidamente si, "sobre la base de la información que el Grupo Especial tiene ante sí, hay alguna prueba científica que respalde la hipótesis de que" de los OMG pueden derivarse determinados riesgos.  Las Comunidades Europeas no cuestionan el derecho del Grupo Especial a solicitar la información de antecedentes que considere útil para entender el actual debate científico sobre los OMG.  No obstante, al formular sus constataciones, el Grupo Especial debe tener presente cuál es la norma de examen correcta.  En consonancia con lo establecido por el Órgano de Apelación en Estados Unidos - Hilados de algodón, el momento pertinente es el de la adopción de la medida presuntamente incompatible con las normas de la OMC.  Por ejemplo, para decidir si una solicitud de información estaba justificada, será necesario averiguar la situación de los conocimientos científicos o la incertidumbre existente en el momento en que se solicitó la información.

4. La función del asesoramiento de expertos

4.429 El procedimiento ha avanzado hasta la etapa de la consulta con los expertos.  Al decidir consultar a expertos de conformidad con el artículo 13 del ESD y el párrafo 2 del artículo 11 del Acuerdo MSF, el Grupo Especial ha reconocido la importancia de determinadas cuestiones científicas para resolver la presente diferencia.

4.430 Las Comunidades Europeas observan que muchas de las preguntas invitan a los expertos a responder "sobre la base de la información que el Grupo Especial tiene ante sí" o "dada la información presentada al Grupo Especial".
  Como las Comunidades Europeas han observado anteriormente, se debería haber pedido también a los expertos que facilitaran al Grupo Especial otra información que conocieran, incluso si no se hubiera "presentado al Grupo Especial".  Por consiguiente, las Comunidades Europeas acogen con satisfacción el hecho de que el Grupo Especial haya invitado a los expertos a proceder así en las cartas remitidas a los mismos.

4.431 Como las Comunidades Europeas han alegado anteriormente
, el Grupo Especial no puede hacer caso omiso de las diversas posiciones científicas (además de la opiniones expresadas por los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas), que han evolucionado sobre las cuestiones de la evaluación del riesgo y la gestión del riesgo en la comunidad científica internacional.  Para comprender los antecedentes de la presente diferencia, el Grupo Especial debe conocer los diversos riesgos que eran objeto de debate en el mundo científico durante el período de tiempo pertinente.  Las "Preguntas generales" a los expertos demuestran que el Grupo Especial comparte esta opinión.

4.432 Además, los conocimientos científicos son esenciales para ayudar al Grupo Especial a determinar si algunas demoras que pudieron haber ocurrido eran "indebidas".  En este contexto, es posible que el Grupo Especial tenga que decidir si, por ejemplo, el tiempo necesario para elaborar un plan de seguimiento era excesivo, si determinadas preocupaciones del Consejo de Bioseguridad de Bélgica eran legítimas y razonables a la luz de un estudio sobre el terreno, o si en el momento de la demora había un grado de incertidumbre científica respecto de una cuestión determinada.  El Grupo Especial ha entendido esta segunda función del asesoramiento de expertos al formular varias preguntas detalladas con respecto a solicitudes individuales relativas a productos.

4.433 Por el contrario, ni el Grupo Especial ni los expertos consultados en esta diferencia tienen que decidir si los OMG per se presentan o no un riesgo.  El asesoramiento de los expertos en el marco del ESD y del Acuerdo MSF no tiene el propósito de resolver controversias científicas.  En cambio, el asesoramiento de los expertos se proporciona para ayudar al Grupo Especial en su limitada tarea de formular constataciones en la diferencia entre las partes.

4.434 En la función del asesoramiento de expertos de "ayudar" al Grupo Especial está implícito que la facultad de formular constataciones jurídicas, como tal, es una prerrogativa del Grupo Especial.  De conformidad con el párrafo 2 del artículo 13 del ESD, las opiniones de los expertos sirven para aclarar "un elemento de hecho concerniente a una cuestión de carácter científico o técnico".  Los expertos hacen posible que los grupos especiales entiendan cabalmente todos los hechos científicos y técnicos de un asunto.  En cambio, las opiniones de los expertos no eximen al Grupo Especial de su deber de formular una evaluación jurídica de esos hechos de forma independiente.

4.435 Resulta pertinente una última cuestión sobre la función de los expertos en la presente diferencia.  El asesoramiento de expertos sobre los OMG se limita a aclarar determinadas cuestiones relativas a los riesgos científicos (es decir, la evaluación del riesgo en sentido estricto).
  Por el contrario, el asesoramiento de expertos no puede ofrecer al Grupo Especial demasiada indicación acerca de si determinada conducta estaba razonablemente justificada desde la perspectiva de la gestión del riesgo o la comunicación del riesgo.  Así como las opiniones científicas no ponen fin al procedimiento de evaluación del riesgo
, el asesoramiento de expertos científicos en los procedimientos de la OMC no pone fin a la evaluación del Grupo Especial acerca de si determinadas medidas se podían adoptar razonable y justificadamente.  En cambio, el Grupo Especial necesitará llevar a cabo un proceso de interacciones complejas con múltiples actores -órganos de evaluación del riesgo, gestores del riesgo y organismos de reglamentación- para evaluar la compatibilidad de las acciones de las Comunidades Europeas con las normas de la OMC.  El asesoramiento de expertos sólo puede ayudar al Grupo Especial a cumplir una parte de esta tarea.  La evaluación global y definitiva sigue siendo la prerrogativa y el deber del Grupo Especial.

5. La equidad procesal y la admisión de preguntas adicionales

4.436 El principio de equidad procesal exige que cada parte pueda formular observaciones sobre las afirmaciones fácticas y los argumentos jurídicos presentados por la otra parte.  La otra cara de la moneda es que el principio de equidad procesal también exige que cada una de las partes presente las pruebas fácticas tan pronto como sea posible.  Este aspecto del principio se refleja en el Apéndice 3 del ESD, en el que se exige que una parte exponga los hechos del caso en su Primera comunicación escrita.  Por lo tanto, cada una de las partes puede legítimamente esperar que la otra parte prepare sus comunicaciones de conformidad con los principios de una razonable administración de justicia.

4.437 Las Comunidades Europeas observan que el Grupo Especial, en su calendario distribuido el 28 de octubre de 2004, dio a las partes la oportunidad de sugerir preguntas adicionales para los expertos en esta ya excepcional tercera ronda de comunicaciones.  Las partes reclamantes tuvieron amplias oportunidades para formular observaciones y sugerir preguntas durante la consulta sobre los proyectos de preguntas celebrada en septiembre.  Por cierto, en esa ocasión las partes reclamantes insistieron en disponer de más tiempo para examinar la información presuntamente nueva presentada por las Comunidades Europeas.

4.438 En la medida en que las partes reclamantes, por razones de estrategia o por negligencia, omitieron formular observaciones anteriormente sobre las comunicaciones de las Comunidades Europeas y proponer las preguntas pertinentes, las Comunidades Europeas solicitan respetuosamente que el Grupo Especial se abstenga de considerar ahora tales preguntas.

4.439 Tal enfoque selectivo estaría en consonancia con la práctica anterior del Grupo Especial en esta diferencia.  El Grupo Especial ha sido muy selectivo, e incluso restrictivo, al escoger entre las propuestas de las partes las preguntas que se formularían a los expertos, rechazando diversas preguntas propuestas por las Comunidades Europeas.  Al ejercitar sus facultades discrecionales con respecto a la selección de las preguntas, el Grupo Especial tiene la oportunidad de tomar en consideración los principios fundamentales de equidad procesal esbozados supra.

4.440 Las Comunidades Europeas se reservan el derecho de sugerir preguntas adicionales en relación con cualesquiera hechos y argumentos nuevos presentados en las terceras comunicaciones escritas de las partes reclamantes.  En cuanto al resto, las Comunidades Europeas consideran que es una cuestión de equidad procesal el no volver a abordar, con el pretexto de preguntas a los expertos, cualesquiera "antiguas" cuestiones que ya se han planteado desde su Primera comunicación escrita.

4.441 El principio de equidad procesal plantea otra cuestión en este contexto.  De conformidad con el calendario, se dará a las Comunidades Europeas la oportunidad de formular observaciones sobre cualesquiera preguntas sugeridas por las partes reclamantes el 17 de noviembre.  Las Comunidades Europeas observan que tendrán sólo cuatro días hábiles para formular observaciones sobre un número posiblemente muy extenso de preguntas científicas.  Dado el amplio tiempo disponible para las partes reclamantes a fin de preparar esas preguntas, las Comunidades Europeas dudan de que cuatro días ofrezcan el tiempo suficiente para estudiar las preguntas con detalle bastante y para formular observaciones bien fundadas.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas invitan respetuosamente al Grupo Especial a que reconsidere su calendario a este respecto.

I. Segunda declaración oral de los Estados Unidos sobre la reunión con los expertos y testimonios científicos adicionales

1. Introducción

4.442 Como los Estados Unidos han explicado reiteradamente, la cuestión central en este caso es que las Comunidades Europeas adoptaron una moratoria sobre las aprobaciones de productos biotecnológicos.  Con arreglo a esa moratoria, las Comunidades Europeas permitieron que algunos productos hicieran ciertos progresos a lo largo del prolongado procedimiento de aprobación de las Comunidades Europeas, pero no permitieron que ningún producto llegara al punto de la decisión definitiva.

4.443 Las cuestiones jurídicas centrales y decisorias en la presente diferencia -es decir, si las Comunidades Europeas adoptaron una moratoria, y si esa moratoria es compatible con el Acuerdo sobre la OMC- no versan sobre ninguna cuestión científica.  No obstante, los Estados Unidos creen que las respuestas a determinadas preguntas científicas ofrecen una mayor confirmación del hecho de que las Comunidades Europeas adoptaron una moratoria.  En particular, cuando una solicitud se demora hasta que el solicitante responda a una pregunta científica que no es necesaria como cuestión científica para completar una evaluación de riesgo, la solicitud se ha demorado indebidamente.  Además, esta prueba debe añadirse a todas las demás pruebas que confirman la existencia de la moratoria.

4.444 En su Tercera comunicación escrita, los Estados Unidos presentaron más de 20 ejemplos en los que las preguntas formuladas por los Estados miembros y los organismos de reglamentación de las CE no eran necesarias para la evaluación de los riesgos.  Las limitaciones de tiempo no nos permiten abordar cada uno de esos ejemplos, pero -como los Estados Unidos indicaron en sus observaciones sobre las respuestas de los expertos- las observaciones de los expertos confirman que las preguntas no se justificaban científicamente.  Por otra parte, en su testimonio de la última semana, los expertos no modificaron sus conclusiones sobre estas cuestiones.  En resumen, las cuestiones científicas y las consultas con los expertos han confirmado nuevamente la existencia de la moratoria y de demoras indebidas en la tramitación de las solicitudes de aprobación de productos biotecnológicos.

2. Evaluación de si determinadas preguntas se justificaban científicamente

4.445 Como los Estados Unidos han explicado reiteradamente, la solución de la presente diferencia no reside en un examen de cada una de las objeciones formuladas por los Estados miembros.  No obstante, en el caso de que el Grupo Especial formulara constataciones sobre las objeciones de los Estados miembros examinadas por los científicos, los Estados Unidos presentan tres observaciones generales sobre la cuestión de si determinadas preguntas de los Estados miembros eran o no necesarias para evaluar el riesgo de un producto y sobre la manera en que el Grupo Especial debería evaluar las opiniones de los expertos sobre esta cuestión.

4.446 En primer lugar, como cuestión de interpretación jurídica del Acuerdo MSF, se debe considerar que determinadas objeciones dan como resultado "demoras indebidas" conforme a lo preceptuado en el Anexo C.  En particular, cuando un Miembro no adopta una decisión sobre un producto hasta que el solicitante responda a una pregunta que es tan vaga y general que no admite una respuesta, ello debe considerarse como una "demora indebida".  Un ejemplo de tal pregunta no susceptible de respuesta versaría sobre "si el producto tiene algún efecto negativo sobre cualquier aspecto del medio ambiente", en la que el organismo de reglamentación no especifica cuáles son los efectos que suscitan preocupación o cuáles deben considerarse como negativos.  En lo esencial, tal pregunta significa que el organismo de reglamentación aplica al solicitante la imposible carga de probar un hecho negativo;  en el ejemplo mencionado, probar que no existen efectos negativos sobre ningún aspecto del medio ambiente.  Esta carga se ve agravada por el hecho de que el organismo de reglamentación no da al solicitante ninguna orientación.  Este tipo de preguntas necesariamente da lugar a demoras interminables, que deben considerarse como "indebidas".  De otro modo, un Miembro de la OMC podría bloquear todas las aprobaciones de productos de manera indefinida mediante la formulación de tales preguntas vagas y generales.  No obstante, los dictámenes de los expertos científicos pueden ser útiles para determinar si una pregunta es o no tan vaga e indeterminada que no es susceptible de respuesta.

4.447 En segundo lugar, al decidir si una pregunta contribuye a una demora indebida o si fue planteada legítimamente para ayudar a evaluar los riesgos, se debe considerar la totalidad del contexto fáctico de la diferencia.  En particular, al examinar las objeciones, el hecho de que los funcionarios de nivel político y los Estados miembros de las CE hayan anunciado una moratoria se debe tener siempre presente.  De hecho, las solicitudes de información innecesaria a menudo han provenido de los mismos Estados miembros que habían anunciado la moratoria.  Los Estados Unidos sostienen que el Grupo Especial está facultado para utilizar su comprensión de sentido común de la totalidad de la situación al examinar los hechos de la presente diferencia.  En rigor, examinar todos los hechos en su contexto es simplemente una parte de la formulación de "una evaluación objetiva del asunto que se le haya sometido", según lo estipulado en el artículo 11 del ESD.

4.448 En tercer lugar, en relación con esto, el hecho de que un experto opine que había una justificación científica plausible para una pregunta no necesariamente informa al Grupo Especial de que el Estado miembro que formula la pregunta comparte esa justificación.  En muchos casos, la objeción no especificaba por qué era necesaria la información adicional, y los expertos debieron especular acerca del razonamiento subyacente a una pregunta.  Cuando del expediente no se desprende ninguna justificación específica para la pregunta, los expertos y el Grupo Especial sólo pueden especular.  Los expertos no recibieron instrucciones -y esto ha sido muy acertado- de examinar las objeciones del Estado miembro a la luz de la totalidad del contexto fáctico.  Por el contrario, sostenemos que la evaluación objetiva de los hechos a cargo del Grupo Especial debería tener en cuenta los numerosos anuncios formulados por las Comunidades Europeas en el sentido de que habían impuesto una moratoria a las aprobaciones de productos biotecnológicos.

3. Las observaciones de las Comunidades Europeas sobre las respuestas de los expertos

4.449 Pasaré a ocuparme a continuación de las observaciones de las Comunidades Europeas sobre las respuestas de los expertos.  Esas observaciones, aunque tienen una extensión notable, guardan escasa relación, si es que tienen alguna, con las cuestiones jurídicas decisorias.  Tres secciones de las observaciones de las Comunidades Europeas parecen abordar la moratoria y las demoras indebidas.

4.450 En la parte V de las observaciones de las Comunidades Europeas se tratan las respuestas de los expertos a las preguntas sobre productos específicos formuladas por el Grupo Especial.  Las limitaciones de tiempo no nos permiten presentar nuestras opiniones sobre todas y cada una de las objeciones de los Estados miembros que el Grupo Especial ha examinado hasta ahora en esta diferencia.  No obstante, me referiré a los siguientes aspectos.

4.451 Cuando uno o más expertos respondieron que una determinada solicitud de información formulada por un Estado miembro era necesaria para una evaluación del riesgo de los productos, las Comunidades Europeas, como puede comprenderse, apoyan esas opiniones.  No obstante, incluso si la descripción formulada por las Comunidades Europeas y los expertos de las objeciones de dicho Estado miembro fueran exactas, el hecho de que algunas objeciones formuladas por los organismos de reglamentación comunitarios no fueran injustificadas sigue siendo compatible con la existencia de la moratoria.  Las partes reclamantes nunca han alegado que todas y cada una de las objeciones o solicitudes de información formuladas por los Estados miembros fueran injustificadas o dieran lugar a demoras indebidas.

4.452 Cuando uno o más expertos respondieron que la solicitud de información de un determinado Estado miembro no era necesaria para la evaluación de los riesgos, las Comunidades Europeas, como puede comprenderse, discrepan de esas opiniones.  Y deseo señalar que los expertos estimaron que un número considerable de diferentes tipos de preguntas, cuando se las examinaba a la luz de la totalidad de la información disponible, resultaban innecesarias para llevar a cabo una evaluación sobre la inocuidad.  Entre esos tipos figuraban los siguientes:


●
preguntas relacionadas con la seguridad de los genes marcadores de resistencia a antibióticos en esos productos;


●
solicitudes de datos adicionales sobre caracterización molecular;


●
solicitudes de métodos de detección cuantitativos específicos por eventos;


●
solicitudes de información detallada sobre efectos ambientales cuando en la solicitud sólo se pedía la aprobación para la importación y elaboración y no para la siembra;


●
solicitudes de información vagas e indefinidas sobre efectos ambientales;


●
solicitudes de estudios sobre toxicidad crónica;


●
solicitudes de otros estudios de alimentos completos;  y


●
solicitudes de estudios sobre la composición de los alimentos producidos a partir de animales que consumían piensos biotecnológicos.

4.453 En la sesión con los expertos, las Comunidades Europeas cuestionaron directamente a los expertos sobre estos asuntos.  En opinión de los Estados Unidos, los expertos fueron convincentes en la defensa de sus posiciones.  En el caso de que el Grupo Especial decidiera que necesita formular constataciones sobre las objeciones de esos Estados miembros, sobre la base de todas las pruebas y explicaciones que los Estados Unidos han presentado en sus comunicaciones, los Estados Unidos apoyan las opiniones de los expertos con respecto a las preguntas no justificadas científicamente.  Las constataciones de que tales objeciones no estaban justificadas equivalen a "demoras indebidas" con arreglo al Anexo C del Acuerdo MSF y tales constataciones sirven como una nueva confirmación de la existencia de la moratoria.

4.454 En las partes III y IV de las observaciones de las Comunidades Europeas sobre las respuestas de los expertos se abordan "cuestiones generales y metodológicas" y las preguntas generales del Grupo Especial.  Los temas de esas observaciones son la "complejidad", la "incertidumbre científica" y la "evolución científica".  El desarrollo que hacen las Comunidades Europeas sobre esos temas es enormemente exagerado, y nos referiremos en seguida a ello.  No obstante, al margen de su exactitud o inexactitud, el examen de esos amplios temas tiene escasa o ninguna importancia para la solución de esta diferencia.  En la medida en que esos temas informan la evaluación de determinadas objeciones de Estados miembros, los expertos y las partes han incorporado esos temas en sus observaciones sobre las distintas objeciones.  Además, en la medida en que esos temas no se relacionan con determinadas objeciones de Estados miembros, no guardan ninguna relación con las cuestiones planteadas en la presente diferencia.

4.455 Las observaciones generales de las Comunidades Europeas parecen estar destinadas a desarrollar el argumento de que la moratoria está incluida en lo dispuesto por el párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  Sin embargo, el examen general que hacen las Comunidades Europeas de algunos temas tales como la "incertidumbre" no las ayuda a desarrollar ningún argumento al amparo del párrafo 7 del artículo 5.  De hecho, el Japón -que fue la parte demandada en el asunto Japón - Manzanas- se basó análogamente en el tema general de la incertidumbre, y el Órgano de Apelación lo rechazó con firmeza:

"La aplicación del párrafo 7 del artículo 5 no se activa por la existencia de incertidumbre científica, sino más bien por la insuficiencia de testimonios científicos.  El texto del párrafo 7 del artículo 5 es claro:  hace referencia a casos en los que 'los testimonios científicos pertinentes sean insuficientes', no a la 'incertidumbre científica'.  Estos dos conceptos no son intercambiables.  En consecuencia, no podemos aceptar la opinión del Japón de que el párrafo 7 del artículo 5 debe interpretarse a través del prisma de la 'incertidumbre científica'."

El Grupo Especial debería resolver lo mismo en este caso con respecto a la sugerencia de las Comunidades Europeas.

4.456 Como he observado, el examen que hacen las Comunidades Europeas de las incertidumbres y riesgos vinculados a los productos biotecnológicos es notablemente exagerado.  Los Estados Unidos abordaron este asunto exhaustivamente en la sección II.A de su Segunda comunicación escrita.  No repetiré aquí ese examen, salvo para observar que las aseveraciones de las Comunidades Europeas son incompatibles con sus propias declaraciones públicas relativas a los productos biotecnológicos.  Por ejemplo, el Comité director científico de las CE declaró que "el examen publicado de datos no indica que los cultivos modificados genéticamente que se cultivan actualmente representen más riesgos para las personas, los animales y el medio ambiente que sus homólogos tradicionales".

4.457 Además, las respuestas de los expertos no corroboran lo expuesto por las Comunidades Europeas sobre los riesgos e incertidumbres de los productos biotecnológicos.  En lo que respecta a las posibilidades de que esos productos presenten cualquier efecto sobre la salud humana, el asesoramiento de los expertos -tanto en sus testimonios escritos como durante los debates de la última semana- no señaló ninguna cuestión científica que pudiera justificar la incapacidad de las Comunidades Europeas para determinar si los productos llegaban a su nivel de protección.  En cambio, el asesoramiento de los expertos confirmó que la totalidad de la información presentada era en general suficiente para permitir que las Comunidades Europeas evaluaran cualquier efecto potencialmente negativo para la salud humana, incluso si en teoría un científico hubiese preferido una caracterización molecular más detallada o información más precisa sobre un aspecto determinado.

4.458 Además, si bien los expertos consideraron que las cuestiones relativas a la evaluación de los efectos ambientales eran con frecuencia más complejas que las relativas a la inocuidad de los alimentos, también presentaron varias maneras de analizar y resolver las cuestiones planteadas por las Comunidades Europeas.  Por ejemplo, sobre cuestiones relativas a posibles efectos en organismos no objetivo, un experto confirmó que, aunque la evaluación de posibles efectos sobre esos organismos puede ser problemática porque no es posible estudiar todas las diversas especies, sistemas y ciclos biogeoquímicos, se dispone de varias metodologías diferentes para hacerlo.  El experto (Dr. Andow) mencionó dos enfoques, uno que utiliza especies indicadoras de efectos ambientales generales y otro que se centra en los organismos no objetivo que se presume están expuestos en el entorno agrícola en el que se sembrarían los cultivos.  El hecho de que estos métodos hayan estado disponibles desde 1999 pone en duda las justificaciones post hoc de las Comunidades Europeas.

4. Asesoramiento de organizaciones internacionales sobre definiciones

4.459 Las Comunidades Europeas afirman que sus interpretaciones están "efectivamente confirmadas" por el asesoramiento de varias organizaciones.  Sin embargo, las Comunidades Europeas ofrecen escasa o ninguna explicación de esta conclusión.  En algunos casos, se han basado selectivamente en el asesoramiento recibido, sin reconocer por lo general el asesoramiento relativo a la manera en que esos términos se interpretan y aplican habitualmente.  Por ejemplo, aunque las Comunidades Europeas se basan en la definición de plaga formulada por la CIPF, no tienen en cuenta el hecho de que la NIMF Nº 11, también citada por la CIPF, contradice directamente muchos de los argumentos presentados en su Primera comunicación escrita.

4.460 En lo que respecta a otros términos, las Comunidades Europeas se basan en distinciones artificiales y en gran medida no pertinentes para respaldar su alegación.  Por ejemplo, sostienen que la definición sugerida para el término "aditivo" confirma que el OMG en sí mismo no es un aditivo.  Este argumento es totalmente extemporáneo.  El hecho de que la planta en sí misma sea un "aditivo" ‑cuestión que los Estados Unidos nunca han cuestionado- de ningún modo resuelve la cuestión de si la construcción o el inserto genéticos incluidos en el producto se considera correctamente como un "aditivo" en el sentido del Acuerdo MSF.  La compota de manzanas que contiene colorantes alimentarios no es considerada en sí misma como un aditivo alimentario, pero es indudable que el colorante alimentario contenido en la compota de manzanas queda comprendido en la definición de aditivo alimentario.  Por lo tanto, toda medida aplicada para proteger la salud humana de los riesgos derivados de los colorantes alimentarios en la compota de manzanas será considerada como una medida sanitaria o fitosanitaria.

4.461 Las Comunidades Europeas plantean el mismo argumento con respecto a los términos "contaminantes", "toxina" y "enfermedad".  El hecho de que el asesoramiento de las organizaciones confirme que los productos biotecnológicos no son en sí mismos contaminantes ni toxinas no guarda la menor relación con el hecho de que los insertos genéticos o las sustancias producidas por los insertos sean contaminantes o toxinas.  Tampoco la opinión de que los productos biotécnicos no son "enfermedades" resuelve la cuestión de si las medidas adoptadas para abordar cualquier riesgo que puedan presentar los genes marcadores antibióticos pueden caracterizarse correctamente como una medida adoptada para abordar los "riesgos resultantes de la presencia de [...] organismos patógenos".

5. El asesoramiento de los expertos y las medidas de salvaguardia

4.462 Nuestro examen del asesoramiento de los expertos sobre las medidas de salvaguardia es fundamentalmente de carácter jurídico y, por lo tanto, presentaremos nuestras opiniones sobre el particular en nuestra declaración inicial sobre las cuestiones jurídicas.

J. Segunda declaración oral del Canadá sobre la reunión con los expertos y testimonios científicos adicionales

1. Observaciones sobre la reunión con los expertos

a) Introducción

4.463 El Canadá sólo desea hacer algunas observaciones acerca del debate mantenido con los expertos los días 17 y 18 de febrero de 2005.  Debido a las limitaciones de tiempo, el Canadá no se ocupará detalladamente de las voluminosas observaciones de las Comunidades Europeas sobre el asesoramiento científico y técnico prestado al Grupo Especial.  No obstante, desearíamos poner de relieve que en esas observaciones las Comunidades Europeas exponen muchas de sus opiniones sobre las preguntas del Grupo Especial.  Gran número de las afirmaciones de las Comunidades Europeas parecen basarse en testimonios científicos que se remontan a muchos años antes y que no obraban previamente en el expediente.  En caso de que esa información sea o haya sido realmente pertinente, hay que lamentar que los Comités científicos de las CE que evaluaron la inocuidad de esos productos no contaran con ella, que en la Segunda comunicación escrita de las Comunidades Europeas no se hiciera referencia a la misma y que, de hecho, no fuera incluida en su escrito complementario de réplica, extraordinariamente breve.

4.464 A consecuencia de ello, centraremos en este momento nuestras observaciones en el debate mantenido la semana pasada con los expertos.

4.465 No obstante, como observación preliminar, desearía señalar que las Comunidades Europeas, en el curso del presente procedimiento, han intentado separar la biotecnología del contexto de la agricultura moderna, para exagerar los riesgos y la incertidumbre científica.  El Canadá, por el contrario, ha tratado de situar la biotecnología en el contexto adecuado.

b) Cultivos tolerantes a los herbicidas

4.466 La Dra. Snow y los Dres. Squire y Andow coinciden en que, en principio, los efectos ecológicos de los cultivos tolerantes a los herbicidas son similares, independientemente de que el cultivo tolerante a los herbicidas se haya obtenido mediante transgénesis o mutagénesis.  A pesar de todo, las manzanas siguen siendo manzanas y no peras.  Todos los expertos coinciden en que los posibles efectos ecológicos y agronómicos dependen del tipo de herbicida al que el cultivo es tolerante y no del propio cultivo.

4.467 La Dra. Snow explicó que la cuestión fundamental es si el herbicida se utiliza para combatir las malas hierbas en general, pero en caso contrario (como ocurre, por ejemplo, con el glufosinato de amonio) los posibles efectos negativos unidos a una pérdida de las ventajas de ese herbicida deberían ser mínimos.  Dicho de otra forma, es posible luchar contra los cultivos voluntarios y las malas hierbas tolerantes al glufosinato de amonio utilizando los mismos métodos que se emplean en el caso de la colza tradicional, es decir, recurriendo a un herbicida o a un tipo de labranza diferentes.

4.468 El Dr. Andow hizo suya esa opinión, y señaló que las plantas tolerantes al glifosato presentan otro tipo de problemas debido al amplio uso del glifosato en general y al hecho de que se trata de uno de los herbicidas más inocuos que existen en el mercado.  Evidentemente, la disminución del uso de ese herbicida concreto suscita preocupación.  El Dr. Andow confirmó la opinión de la Dra. Snow de que hay malas hierbas resistentes a la imidazolinona y no se tiene en cambio noticia de malas hierbas resistentes al glufosinato de amonio.  En consecuencia, los problemas que pueden plantearse en relación con el desarrollo de la resistencia de las malas hierbas a cultivos tolerantes al glufosinato de amonio no serían distintos, y tal vez fueran incluso menores, a los planteados por la resistencia a los cultivos tolerantes a la imidazolinona.

4.469 La Dra. Snow indicó que, aunque a su juicio había en el Canadá un problema en relación con la lucha contra las malas hierbas resistentes a varios herbicidas, no disponía de información actualizada al respecto.  Teniendo en cuenta que más del 80 por ciento de la colza obtenida en el Canadá es tolerante a los herbicidas, sería descabellado esperar que no hubiera absolutamente ningún problema.  No obstante, todos los testimonios publicados indican que es posible utilizar con respecto a la colza tolerante a los herbicidas los mismos métodos que se utilizan en el caso de la colza ordinaria.  Tanto los artículos de Hall (Comunidades Europeas - Prueba documental 37) y Senior (Canadá - Prueba documental 194) como el estudio de Bright (Canadá - Prueba documental 188) respaldan esta conclusión.  No obstante, calificar este fenómeno de "un problema al que resulta extraordinariamente difícil hacer frente" constituye otra exageración injustificada de las Comunidades Europeas.

4.470 Varios expertos indicaron que el flujo génico en la colza preocupa en las Comunidades Europeas.  No obstante, los expertos distinguieron entre preocupaciones ambientales y agronómicas genuinas y preocupaciones relacionadas con los umbrales para el etiquetado y la coexistencia.  La Dra. Snow indicó que sólo podía calificar de problema la mera presencia de un transgén si ésta tenía consecuencias biológicas negativas.  El Dr. Squire y la Dra. Snow manifestaron que si el herbicida al que los cultivos eran tolerantes no se utilizaba para luchar contra las malas hierbas, no era previsible ningún problema.  Esa opinión es absolutamente concorde con las opiniones, formuladas ya en 1998, del Comité científico de las plantas acerca de los riesgos asociados con el Ms1/Rf1 y el Ms8/Rf3.

4.471 Como indicaron los expertos, el flujo génico suscita también preocupaciones en relación con la denominada "coexistencia".  Pero como la propia Comisión ha declarado "es importante establecer una distinción clara entre los aspectos económicos de la coexistencia y los aspectos ambientales y sanitarios de los que se ocupa la Directiva 2001/18" (a este respecto me remito a Canadá - Prueba documental 165).  Los expertos hacen esa distinción.  Las Comunidades Europeas no la hacen.  Los aspectos puramente económicos de la coexistencia tienen su origen en los umbrales arbitrarios que las Comunidades Europeas se han impuesto para el etiquetado y la trazabilidad.  Las Comunidades Europeas han tratado de disfrazar esas preocupaciones de daños ambientales.  Los expertos han puesto de manifiesto ese disfraz y han confirmado que los cultivos tolerantes a los herbicidas no causan daño a las plantas y productos vegetales ni entrañan riesgos para el medio ambiente cuando el herbicida al que es tolerante el cultivo no se utiliza en gran escala para luchar contra las malas hierbas.

c) Diseminación de semillas

4.472 En relación con la diseminación de semillas, el Dr. Squire cita tres estudios relativos al transporte interior de semillas recientemente cosechadas desde la explotación agrícola a la planta de transformación.  El Dr. Squire manifiesta que la diseminación se produce frecuentemente en carreteras y campos, pero que las semillas acaban por extinguirse.  Confirma además que la diseminación de semillas es una fuente polínica pequeña en comparación con los propios cultivos y coincide también con la opinión de la EFSA acerca de las posibilidades de diseminación de semillas y de la necesidad de un plan de seguimiento, expuesta en relación con el GT73.

4.473 El Dr. Andow, en su opinión escrita, coincide en que el daño que entraña para el medio ambiente la diseminación de semillas es nulo o, en todo caso, insignificante.  En el párrafo 62.01 señala que "haría falta una fuga durante la importación o la elaboración y varios años de multiplicación en niveles similares al de la multiplicación durante la producción de semillas de colza y el desarrollo de grandes cantidades en los campos".  El Dr. Andow llega a la conclusión de que aunque esa hipótesis fuera posible "habría muchísimas formas de controlar ese riesgo".

4.474 Tanto el Dr. Squire como la Dra. Snow confirman que la cuestión que realmente se plantea no es la del daño al medio ambiente sino tal vez la preocupación acerca del cumplimiento de los umbrales para el etiquetado.

d) Caracterización molecular

4.475 La Dra. Healy sitúa la caracterización molecular en el contexto adecuado.  Aunque es importante, la caracterización molecular sólo es un instrumento utilizado para la evaluación de la inocuidad.  El Dr. Snape, en el curso de la audiencia con los expertos, revisó su opinión escrita en relación con la colza Ms8/Rf3, indicando que la información facilitada por el notificante sobre la caracterización molecular era amplia y de gran calidad y que no se precisaba más información para llevar a cabo la evaluación de la inocuidad.

4.476 El Canadá sostiene que, habida cuenta de la modificación de su opinión inicial, debería darse, en el mejor de los casos, escasa importancia a la opinión formulada por escrito por el Dr. Snape.  El Grupo Especial debería aceptar sin reservas la concluyente y bien articulada opinión de la Dra. Healy.  La Dra. Healy confirmó que es preciso examinar toda la información para realizar la evaluación de la inocuidad.  También confirmó que es posible realizar una evaluación de la inocuidad sin una caracterización molecular completa.  Aunque quizá no sea posible disponer de una caracterización molecular plena de los productos obtenidos mediante mutagénesis, es posible realizar una evaluación de la inocuidad.  La Dra. Healy indicó también que aunque es posible hacer una caracterización molecular completa de los cultivos biotecnológicos, no siempre es clara la interpretación de esos datos, dadas las variaciones naturales de las plantas.

e) Ciclos biogeoquímicos

4.477 La Dra. Snow respondió a esta pregunta de forma muy concisa.  No tenía noticia de la existencia, en relación con los cultivos biotecnológicos, de problemas que afectaran a los procesos biogeoquímicos.  Confirmó que las diferencias entre cultivos biotecnológicos y cultivos no biotecnológicos en lo que respecta a su repercusión en los ciclos biogeoquímicos no serían significativas.

4.478 Cualquier forma de agricultura puede afectar a los procesos biogeoquímicos.  Como ha indicado el Dr. Andow, en el suelo se producen literalmente centenares de procesos de esa naturaleza.  Es revelador el hecho de que las Comunidades Europeas parezcan mostrar escasa preocupación por esta cuestión en relación con otras prácticas agrícolas.

f) Situación en materia de plagas

4.479 La Dra. Snow confirmó que la evaluación de la situación en materia de plagas de conformidad con la NIMF Nº 11 guarda relación con la mayor dificultad de luchar contra las malas hierbas y no con el perjuicio económico derivado para los agricultores de los umbrales establecidos a efectos de comercialización.

g) Efectos del aumento de dimensión

4.480 El tema de los efectos del aumento de dimensión fue abordado reiteradamente en las opiniones de los expertos.  El Dr. Andow confirmó que, en el peor de los casos, los cambios provocados por los cultivos biotecnológicos serían sutiles.  Indicó que esos cambios podían tener repercusiones más serias si aumentaba espectacularmente la magnitud y rapidez de la utilización.  Este riesgo es inherente a cualquier tipo de monocultivo, y como han declarado los expertos, esas cuestiones no se reducen únicamente a los cultivos biotecnológicos.  Además, el Dr. Andow manifestó que era posible controlar los efectos eventuales mediante la adaptación de la práctica agronómica.

4.481 El Dr. Squire manifestó que la pregunta acerca de las repercusiones de las prácticas agrícolas actuales en la biodiversidad no se ha formulado antes con respecto a ningún otro tipo de agricultura.  Dijo que es legítimo plantearse esas cuestiones, pero reconoció que en ausencia de un cultivo en gran escala sería imposible llegar a una comprensión mejor de esas repercusiones.

4.482 A este respecto, el Dr. Squire manifestó, de forma clara, que "nos corresponde analizar otras prácticas como analizamos los productos genéticamente modificados y tolerantes a los herbicidas.  Necesitamos una coherencia que no hay en este momento".

4.483 Esa conclusión, Sr. Presidente, es un elemento central de la argumentación del Canadá.

h) Diferencias en cuanto a los riesgos

4.484 Formularemos ahora algunos breves comentarios sobre la mutagénesis y otros métodos para introducir la variación genética en las plantas, como la radiación y la mutagénesis inducida por medios químicos;  la variación somaclonal;  e incluso la reproducción selectiva tradicional.  Los Dres. Andow, Healy, Snape y Nutti coinciden en que todos los métodos de introducción de variaciones genéticas pueden producir efectos imprevistos no deseados.  La probabilidad de cambios en el genoma varía con el método de modificación genética, como se ha analizado en el informe reciente de las academias nacionales sobre la inocuidad de los alimentos obtenidos genéticamente.  Según el informe, dentro de la secuencia continua de los diferentes métodos, la probabilidad menor de provocar cambios no deseados correspondía a la reproducción selectiva dentro de una población homogénea y la mayor a las técnicas de mutagénesis.  Es de señalar que las diversas técnicas recombinantes del ADN se situaban en distintos puntos comprendidos entre esos extremos.

i) Conclusión

4.485 Debido a las limitaciones de tiempo con las que nos enfrentamos en este momento, no hemos podido ocuparnos de todas y cada una de las cuestiones debatidas la semana pasada.  No obstante, estamos plenamente dispuestos a responder a cualquier pregunta que el Grupo Especial desee formular.

2. Observaciones sobre los testimonios adicionales presentados por otras partes

4.486 En la reunión celebrada por los expertos los días 17 y 18 de febrero de 2005, el Grupo Especial recabó las opiniones de las partes sobre la condición de determinados documentos a los que habían hecho referencia las Comunidades Europeas en sus observaciones sobre las respuestas de los expertos, pero que las Comunidades Europeas no habían presentado como Pruebas documentales dentro del plazo fijado por el Grupo Especial.

4.487 El Canadá recuerda que el 14 de febrero de 2005 las Comunidades Europeas presentaron una lista de los documentos citados por las CE en sus observaciones sobre las respuestas de los expertos y un CD-ROM que supuestamente contenía todos los documentos que figuraban en la lista.  La lista incluía aproximadamente 360 documentos distintos.  El Canadá observa asimismo que la presentación de esos documentos por las Comunidades Europeas se hizo unas dos semanas después del plazo fijado.

4.488 Al examinar los documentos que figuran en el CD-ROM se hizo patente que, al menos en un caso (un artículo de M. J. Crawley et al.), el documento indicado en la lista de las Comunidades Europeas no es el mismo que el contenido en el CD-ROM.  El Canadá no ha podido determinar si hay más "sustituciones" de este tipo.

4.489 Más importante aún es el hecho de que el CD-ROM recibido por el Canadá contiene en realidad menos de la mitad de los documentos que figuran en la lista de las Comunidades Europeas.  De hecho, el Canadá estima que aproximadamente 170 documentos que figuran en la lista de las Comunidades Europeas no aparecen en el CD-ROM ni figuran entre las Pruebas documentales ya presentadas por alguna de las partes.

4.490 A juicio del Canadá, con excepción de los documentos oficiales de la OMC, los documentos que no han sido presentados por las partes como Pruebas documentales no forman parte del expediente.  Además, no debe darse ningún valor a las afirmaciones de hecho o a los argumentos que pretenden basarse en tales documentos.  Hay varias razones convincentes que respaldan esta opinión.

4.491 Me remito a este respecto al párrafo 12 del Procedimiento de trabajo del Grupo Especial.  El párrafo 12 refleja la práctica habitual conforme al ESD.  Su propósito es doble.  Permite que el Grupo Especial lleve a cabo una evaluación objetiva de los hechos, de conformidad con lo prescrito en el artículo 11 del ESD, y garantiza además que las partes tengan a su disposición y puedan examinar oportunamente todas las pruebas en que se basa la parte contraria.

4.492 Si una parte pudiera simplemente remitirse en su comunicaciones a las pruebas sin presentar dichas pruebas al Grupo Especial y a las demás partes, las partes contrarias se verían obligadas a localizar esas pruebas para poder proteger sus derechos, lo que impondría una carga extraordinaria a todas las partes -con inclusión de los países en desarrollo partes, o quizá especialmente a ellos- y alentaría la proliferación de técnicas de litigio incorrectas.  También dificultaría gravemente el funcionamiento de los grupos especiales y probablemente tendría un efecto negativo importante sobre la capacidad de la Secretaría para ayudar a los grupos especiales en su labor.

4.493 Por otra parte, en diferencias como la presente, en las que el Grupo Especial ha recabado asesoramiento de expertos científicos y los documentos en cuestión son de índole sumamente técnica, es importante que los expertos tengan pleno acceso a todos los documentos en los que las partes tratan de basarse.  Ello es necesario para dar a los expertos una oportunidad adecuada de prepararse para la reunión con las partes y para ayudar al Grupo Especial con la mayor eficacia posible.

4.494 En síntesis, se trata de una cuestión básica, tanto por razones de equidad como de eficiencia procesal.

4.495 Se plantea la cuestión de si, en esta etapa ya muy avanzada del procedimiento, debe darse a las Comunidades Europeas una última oportunidad de presentar esos documentos.  A juicio del Canadá, permitir a las Comunidades Europeas que se beneficien de su reiterado incumplimiento de los plazos del Grupo Especial pondría en peligro la integridad del Procedimiento de trabajo y privaría de sentido al párrafo 12.  Las Comunidades Europeas han tenido amplia oportunidad de presentar esos documentos.  No puede haber una razón justificada por la que las Comunidades Europeas no pudieran presentar oportunamente documentos que tenían que haber estado en su poder para que pudieran basarse en ellos cuando prepararon sus observaciones.

4.496 Además de estar claramente en contradicción con el Procedimiento de trabajo, permitir que las Comunidades Europeas presenten esos documentos en esta etapa avanzada del procedimiento socavaría gravemente el objetivo de la reunión con los expertos y la segunda reunión de las partes.  Además, ambas reuniones suponen un considerable volumen de tiempo y de recursos para las demás partes, el Grupo Especial y los expertos.  Permitir que las Comunidades Europeas presenten esos documentos ahora exigiría que el Grupo Especial demorase el procedimiento nuevamente a fin de permitir que las demás partes y los expertos tuvieran una oportunidad adecuada para examinar la supuesta importancia de los documentos en cuestión y formular observaciones sobre ellos, y para dar a las partes la oportunidad de formular observaciones sobre las nuevas respuestas que pudieran presentar los expertos.

4.497 Por último, como el Canadá ha observado antes en este procedimiento, la pauta de conducta de las Comunidades Europeas al no responder oportunamente a las instrucciones del Grupo Especial resulta preocupante.  Recompensar a las Comunidades Europeas por sus reiterados incumplimientos permitiéndoles presentar los documentos que faltan en esta etapa equivaldría a imponer las consecuencias de esos incumplimientos al Grupo Especial, las demás partes y los expertos.

K. Segunda declaración oral de la Argentina sobre la reunión con los expertos y testimonios científicos adicionales

1. Observaciones sobre la reunión con los expertos (17 y 18 de febrero)

4.498 Recordamos respetuosamente al Grupo Especial que no solicitamos este asesoramiento técnico como necesario en el caso presente.  La Argentina considera que este asunto planteado en la OMC es de índole jurídica y no científica.  No obstante, después de las reuniones celebradas los días 17 y 18 de febrero de 2005, consideramos que las cuestiones siguientes son pertinentes en el caso que nos ocupa:

b) Mera información o testimonios científicos

i) Pertinencia de los testimonios científicos

4.499 En la presente diferencia, las Comunidades Europeas han hecho todos los esfuerzos posibles para presentar más y más información, fuera ella pertinente o no.  Esto dio lugar a una pesada tarea que sólo confirmó que los testimonios científicos que presentamos inicialmente no habían sido refutados.

4.500 La Argentina recuerda la pregunta complementaria 4 del Grupo Especial
, relacionada con la distinción entre lo que los organismos de reglamentación "necesitan conocer" y lo que es "conveniente conocer", como la Dra. Snow señaló acertadamente en sus respuestas.
  Al responder a la pregunta complementaria 4, el Dr. Squire afirmó correctamente que:

"Si obtenemos lo que necesitamos saber, lo hemos conseguido."

4.501 Esta declaración confirma la importancia de identificar los testimonios científicos necesarios a fin de adoptar una decisión.  A este respecto, creemos que se ha señalado que no cualquier tipo de información científica adicional puede refutar testimonios científicos sólidos.  Hemos presentado testimonios científicos, mientras que las Comunidades Europeas presentaron una enorme cantidad de información, pero ningún testimonio capaz de equipararse a los testimonios presentados por la Argentina.

ii) Testimonios científicos y declaraciones hipotéticas

4.502 Apreciamos el hecho de que, durante las respuestas de los expertos, el Dr. Andow haya aclarado sus respuestas inicialmente ambiguas.  Concretamente, apreciamos las declaraciones relativas a su empleo de declaraciones hipotéticas.
  Creemos que la aclaración ha resultado muy útil para demostrar nuestra afirmación de que actualmente no existen testimonios científicos que puedan justificar las medidas de las Comunidades Europeas aplicadas a los productos agrícolas de biotecnología desde octubre de 1998.

4.503 En este sentido, la Argentina subraya la importante respuesta del Dr. Andow en el sentido de que ciertamente está de acuerdo
 con la siguiente declaración formulada por la Argentina:

"La falta de información no implica la presencia de efectos".

4.504 Creemos que las Comunidades Europeas han dispuesto de testimonios científicos más que suficientes para adoptar una medida sanitaria o fitosanitaria válida y para aprobar los productos agrícolas de biotecnología, pero en cambio han tratado de hacer caso omiso de estas pruebas en este asunto planteado ante la OMC, presentando una enorme cantidad de información, reunida mediante varias publicaciones y extraída de opiniones que intentan refutar pruebas sólidas con "incertidumbres".

4.505 Como los expertos han señalado, siempre habrá nuevas constataciones científicas que completarán o perfeccionarán los conocimientos anteriores.  Ahora bien, esta diferencia de conocimientos no se puede utilizar como excusa para dejar de lado los testimonios científicos y aplicar una medida sanitaria o fitosanitaria sin ninguna prueba científica justificante.  Como ejemplos, la Argentina acoge con satisfacción el hecho de que, durante las reuniones con los expertos, han quedado finalmente aclarados para todos dos asuntos importantes, dejándose de lado los argumentos de las Comunidades Europeas.  Con respecto a la transferencia horizontal de genes, agradecemos la aclaración formulada por el Dr. Squire, que confirmó el argumento de la Argentina.
  Siendo así, no podemos aceptar la afirmación de las Comunidades Europeas
 como una declaración científica válida.  Con respecto al impacto de las prácticas agrícolas, el impacto conocido de los productos agrícolas de biotecnología es marginal.  En este sentido, la Argentina subraya el hecho de que incluso las Comunidades Europeas finalmente han tenido que admitirlo.

iii) La excusa de esperar hasta que aparezca más información

4.506 Ha quedado claro que no tiene ningún sentido aceptar ni rechazar la aprobación de productos agrícolas de biotecnología sólo porque las Comunidades Europeas alegan que están esperando que aparezca nueva información, que se desarrollen nuevas tecnologías o que se descubran nuevos métodos y técnicas, cuando se dispone de sólidos testimonios científicos.

4.507 La Argentina ha leído cuidadosamente la información presentada por las Comunidades Europeas y no ha encontrado ninguna prueba concreta que pudiera refutar las opiniones científicas positivas de los Comités científicos de las Comunidades Europeas.  Las supuestas "incertidumbres" o "riesgos hipotéticos" no refutan los testimonios científicos y, por tanto, no pueden justificar la conducta de las Comunidades Europeas en relación con sus obligaciones en el marco de la OMC.

iv) La opinión distorsionada de la biotecnología - Pertinencia de la ciencia

4.508 La Argentina acoge con satisfacción las aclaraciones apropiadas de los expertos en sus respuestas y durante las reuniones, por ejemplo respecto del empleo del concepto de "contaminación".  El uso malicioso de algunos términos ha distorsionado la opinión sobre estos productos y la manera en la que se deberían tratar.  En particular, apreciaríamos que las Comunidades Europeas se abstuvieran de utilizar conceptos como "cáncer"
, "puede introducir cambios no deseados espectaculares"
 e "infestación [...] para causar una contaminación"
, entre otros.

4.509 La conclusión de los expertos es contraria a la suposición de las Comunidades Europeas de que todos los productos agrícolas de biotecnología se deben tratar como un todo, sin tener en cuenta el análisis "caso por caso" que, según la Argentina cree firmemente, se debería aplicar estrictamente para decidir las aprobaciones o rechazos de los productos agrícolas de biotecnología.  Las Comunidades Europeas también han invocado constantemente este enfoque, pero en la práctica no lo aplican desde octubre de 1998.  Incluso en estas etapas avanzadas del procedimiento de la OMC, las Comunidades Europeas sostienen que los productos agrícolas de biotecnología deben ser considerados como un todo.

4.510 En este sentido, citamos a la Dra. Snow:

"[...]  Además, no es lógico agrupar todos los cultivos modificados genéticamente en una única categoría y concluir que son intrínsecamente inocuos o intrínsicamente peligrosos (véase la pregunta 103 infra).  Es importante evaluar los nuevos cultivos modificados genéticamente caso por caso, en cada país en el que se sembrará el cultivo [...]."

c) Productos agrícolas de biotecnología y productos "no biotecnológicos"

4.511 En lo relativo a la evaluación de la inocuidad de los alimentos, se ha probado que los productos agrícolas de biotecnología respecto de los cuales existía una opinión científica positiva de los Comités científicos de las CE no han mostrado ninguna diferencia con los homólogos "no biotecnológicos".  La Dra. Nutti ha sido muy clara sobre este asunto y siempre se ha mantenido en el ámbito de sus conocimientos especializados y haciendo referencia a las directrices del Codex.  También recordamos el punto que quedó en claro el viernes 18 de febrero en lo que respecta a la inocuidad de los piensos, en el sentido de que los productos de que se trata -cultivos- y respecto de los cuales se ha demostrado que son inocuos para las personas, son previsiblemente también inocuos para los animales.

4.512 En relación con la no menos importante cuestión ambiental, la Argentina ha contado con los tres expertos sobre este asunto para confrontar sus opiniones
, y el resultado fue que coincidieron en dos afirmaciones decisivas.  Tanto la Dra. Snow
 como el Dr. Andow
 coincidieron con la siguiente afirmación del Dr. Squire, en lo que respecta a si el riesgo de "contaminación" es mayor que en el caso de las variedades no modificadas genéticamente:

"[...] no hay ninguna razón para suponer que los cultivos de biotecnología producen diferentes grados de impureza en comparación con los cultivos producidos, por ejemplo, mediante mutagénesis inducida".

4.513 Además, tanto el Dr. Squire
 como el Dr. Andow
 se mostraron de acuerdo con la siguiente afirmación de la Dra. Snow, refiriéndose a si alguno de los productos biotecnológicos en litigio en la presente diferencia plantea un riesgo sustancialmente mayor en lo que respecta a las consecuencias directas o indirectas de la "contaminación" no intencional:

"Otro modo de responder a esta pregunta es centrarse en las características de los cultivos de biotecnología -sus fenotipos- y no en la mera presencia de transgenes.  Esto es más apropiado si el objetivo es evitar perjuicios directos o indirectos para la salud humana, animal o vegetal, o para el medio ambiente.  (...)"

4.514 La Argentina observa también que el Dr. Andow coincidió con dos importantes afirmaciones de la Dra. Snow, utilizadas por el Grupo Especial para formular las preguntas complementarias 6 y 7 a los expertos:

4.515 Por una parte, el Dr. Andow se mostró de acuerdo cuando se le preguntó:

"La Dra. Snow indicó que el proceso de insertar genes puede tener consecuencias no deseadas, como un crecimiento o desarrollo anormal, pero que es improbable que estos efectos sean ecológicamente significativos en los cultivos biotecnológicos producidos comercialmente o que sean más riesgosos que los tipos de efectos secundarios que aparecen ordinariamente en los cultivos convencionales."

4.516 Por otra parte, se mostró de acuerdo cuando se le preguntó:

"La Dra. Snow afirmó que no hay ninguna razón para prever efectos diferentes sobre la diversidad genética de variedades silvestres derivados del flujo génico de los cultivos de biotecnología en comparación con los cultivos no biotecnológicos."

4.517 Dicho esto, consideramos que los expertos han confirmado que los productos agrícolas de biotecnología respecto de los cuales existe una opinión científica positiva de los Comités científicos de las CE no requieren un tratamiento diferente de los productos "no biotecnológicos" en lo que respecta a la cuestión de la inocuidad de los alimentos y los piensos y desde el punto de vista ambiental.

2. Observaciones sobre los "testimonios científicos adicionales"

4.518 La Argentina estima que no es menester presentar más pruebas en este procedimiento, particularmente después del resultado de la reunión con los expertos.  Dicho de otro modo:  la mera información presentada por las Comunidades Europeas no ha estado a la altura de los testimonios científicos presentados por la Argentina, o sea las opiniones positivas de los Comités científicos de las CE.

L. Segunda declaración oral de las Comunidades Europeas sobre la reunión con los expertos y testimonios científicos adicionales

1. Observaciones sobre la reunión con los expertos

4.519 Hemos tenido la ventaja de oír directamente a los seis expertos científicos independientes designados por el Grupo Especial.  Los temas dominantes que aparecen en el asesoramiento de los expertos no pueden ser pasados por alto por el Grupo Especial.  Hemos oído que las cuestiones científicas subyacentes son complejas y difíciles, dos palabras que se emplearon repetidamente durante los dos días.  Se nos dijo que el nivel de conocimientos científicos está evolucionando y que los conocimientos de hoy son muy diferentes a los de hace 10 años, y que hace 5 años el debate ni siquiera se hubiera podido celebrar.  Se nos dijo que cada producto tiene que ser tratado individualmente.  Se nos dijo que no hay normas internacionales establecidas para determinar niveles de seguridad ecológica.  Se nos dijo que cada medio ambiente es único y que no es posible simplemente transferir la experiencia de una región, como la que se podría hallar en los Estados Unidos, a otra, como la que se podría encontrar en las Comunidades Europeas.  Y también se nos dijo que comparar los productos modificados genéticamente con los productos no modificados genéticamente era como comparar manzanas y peras.

4.520 Las partes reclamantes desearían que el Grupo Especial hiciera caso omiso de todo esto.  Desearían que el Grupo Especial decidiera en contra de los hechos perfectamente claros y de las opiniones de los expertos científicos.  Desearían que el Grupo Especial decidiera que la Unión Europea debería simplemente haber aplicado la experiencia estadounidense o canadiense o argentina a su propia realidad geográfica o biológica, muy diferente;  y que, incluso frente a la insuficiencia de la ciencia, ninguna de las demoras o de las medidas adoptadas estaban justificadas.  Las partes reclamantes incluso desearían que el Grupo Especial decidiera que no hay diferencia entre "manzanas y peras".  Sostenemos que esto llevaría al sistema de la OMC y al ESD a un lugar en el que nunca se pensó que estarían.  Indudablemente, la función de la OMC no es ser utilizada para permitir que un país (o un grupo de países) imponga su propio sistema de valores y su propia actitud en materia de riesgo y bioseguridad a otro país o grupo de países.

4.521 Cuando el Dr. Squire deseó al Grupo Especial "buena suerte", tenía sin duda presente, desde su perspectiva de hombre de ciencia, la tarea monumental de ordenar definitivamente las opiniones sobre las cuestiones científicas, que evolucionan y son complejas, divergentes y contradictorias.  Por supuesto, la tarea jurídica que incumbe a este Grupo Especial es en realidad bastante más limitada.  Con ese fin, el asesoramiento científico tendrá en última instancia que ser situado en su contexto jurídico adecuado.

4.522 Las Comunidades Europeas consideran que las normas jurídicas determinan la pertinencia y significación del asesoramiento científico.  Por otro lado, las partes reclamantes, ya desde el inicio de la presente diferencia, han formulado varias hipótesis jurídicas erróneas, entre ellas, y no la menos errónea, la alegación de que las Comunidades Europeas adoptaron en 1998 y mantuvieron desde entonces una decisión definitiva y general de no aprobar en Europa ningún producto modificado genéticamente.  Esta falsa suposición ha distorsionado gravemente la presentación y valoración de los conocimientos científicos por las partes reclamantes.

4.523 El asesoramiento de los expertos científicos fue en general ajeno al contexto jurídico en el que dicho asesoramiento se prestó.  Esto le da un valor especial.  Fue en verdad sorprendente oír las opiniones finales de los expertos.  A nuestro juicio, esas opiniones, consideradas conjuntamente y situadas en el contexto jurídico adecuado, respaldan claramente la posición jurídica de las Comunidades Europeas en el caso presente.  Esas opiniones autorizan sin rodeos a un Miembro de la OMC a proceder con prudencia y cautela en sus procesos de adopción de decisiones.

4.524 En particular, las Comunidades Europeas invitan al Grupo Especial a que tome nota detenidamente del grado de consenso notablemente elevado entre los expertos en el sentido de que la ciencia de los OMG es sumamente compleja, evoluciona constantemente y aún contiene numerosas incertidumbres y cuestiones sin resolver.  Sólo sobre esta base, no sería correcto que el Grupo Especial aplicara el enfoque simplista y reduccionista de las partes reclamantes, consistente en aplicar rígidamente un único planteamiento.  Hemos oído que hay razones para la preocupación y la prudencia.

4.525 Las Comunidades Europeas desearían recordar brevemente el tenor de algunas de las opiniones de los asesores.  Reiteradamente los expertos se refirieron a las diferencias entre la inocuidad de los alimentos y la protección ambiental.  El Dr. Andow subrayó repetidamente que hay enormes diferencias entre estos dos temas.  Por lo general, se supone que los alimentos tradicionales son de consumo inocuo y, por tanto, la evaluación del riesgo de los organismos modificados genéticamente para determinar su inocuidad alimentaria, aunque sigue siendo metodológicamente controvertida, puede por lo general comenzar sobre la base de la comparación.  Esto sencillamente no es cierto en el caso de la evaluación del riesgo para el medio ambiente.  En consecuencia, la hipótesis central de las partes reclamantes, esto es, que hay elementos de comparación fiables a efectos ambientales, no se ve respaldada por el asesoramiento de los expertos.  En este momento, los conocimientos científicos no son suficientes.  Hay muchos aspectos en los que el efecto global de los productos modificados genéticamente sobre el medio ambiente -sea negativo, neutro o positivo- era incierto en 1998 y sigue siéndolo en el día de hoy.  Esto fue ilustrado de forma elocuente por la descripción que el Dr. Andow hizo de las consecuencias de amplio alcance de lo que denominó la invasión de los bosques de América del Norte por la lombriz "europea", yuxtapuesta a los efectos benéficos de las lombrices en la estructura del suelo de los ecosistemas agrarios europeos.

4.526 Otra observación final muy sorprendente formulada por el Dr. Andow -que fue el leitmotiv de todo el asesoramiento de los expertos- es la novedad, evolución y ritmo de cambio de los conocimientos científicos sobre cuestiones sumamente complejas, tales como el impacto ambiental de los cambios debidos a la introducción de nuevas tecnologías agrícolas.  El Dr. Andow observó que los productos modificados genéticamente en cierta medida se han visto arrastrados por esos acontecimientos.  Esto concierne a numerosas cuestiones que están en las fronteras de la ciencia, en las que la situación es dinámica y evoluciona rápidamente.  Los legisladores están autorizados a ser prudentes.

4.527 El Dr. Andow también nos recordó que, en esta situación cada vez más compleja y en constante evolución, resulta legítimo (e incluso necesario) que los asesores y los legisladores tengan en cuenta el modo en que las diversas cuestiones están conectadas.  El Dr. Andow hizo referencia a los cultivos modificados genéticamente resistentes a los herbicidas.  A este respecto, puede ser cierto que una cosa es la evaluación del producto modificado genéticamente y otra es la evaluación, hecha de forma aislada del cultivo modificado genéticamente, del herbicida empleado.  No obstante, ahora resulta claro que es legítimo -desde un punto de vista científico- opinar que hay cuestiones interrelacionadas entre la aprobación de un cultivo modificado genéticamente y tolerante a herbicidas y la aprobación del herbicida correspondiente.  Lo más notable es que el empleo del herbicida puede afectar a la composición del alimento o el pienso resultante del cultivo modificado genéticamente y tolerante a los herbicidas en comparación con su equivalente no modificado genéticamente.  Además, el Dr. Andow también nos recordó que el carácter novedoso de algunos de los caracteres tolerantes a los herbicidas, introducidos en varios cultivos en un entorno agrícola en el que esos herbicidas ya están presentes con otros fines, sin duda había suscitado preguntas y preocupaciones científicas legítimas para quienes están encargados de la adopción de decisiones.  Este aumento de la conciencia sobre tales cuestiones se ve acompañado por un incremento de la conciencia respecto de las repercusiones de la falta de elementos de comparación fiables en lo que respecta a los efectos ambientales y por una conciencia cada vez mayor de la necesidad de obtener información tan completa como sea posible para llevar a cabo una evaluación exhaustiva.  Una y otra vez los expertos señalaron que la prudencia y la cautela estaban justificadas.

4.528 En lo que respecta a la resistencia, el Dr. Andow recordó asimismo que, durante los últimos 50 años aproximadamente, los conocimientos acerca de los problemas de resistencia han evolucionado progresivamente.  En primer lugar, con respecto a los insecticidas;  después con respecto a los funguicidas, y más recientemente con respecto a los herbicidas.  Durante años los entomólogos decían al mundo, cada vez que se introducía un nuevo insecticida, que era imposible que se crearan problemas de resistencia de los insectos.  No obstante, cada vez han aparecido insectos resistentes.  Finalmente, en el decenio de 1980, los científicos dejaron razonablemente de formular tales predicciones.  Hoy en día hay una conciencia mucho mayor de que es posible que tales problemas puedan plantearse con repercusiones similares o mayores, teniendo en cuenta el nivel de expresión de tolerancia en las plantas modificadas genéticamente, en el contexto de la resistencia a los herbicidas.  Y el glifosato suscita especial preocupación debido a la forma en que ya se utiliza en Europa, que refleja las estructuras agrícolas particulares de diferentes regiones.  Y, Sr. Presidente y miembros del Grupo Especial, deseo añadir que el glufosinato, aunque actualmente se utiliza de manera más limitada en Europa, se emplea ampliamente como el principal herbicida en huertos y viñedos, cerca de rutas de transporte de colza y de importantes campos cultivados de Europa.  Contrariamente a lo afirmado por el Canadá, se trata de asuntos que suscitan preocupaciones importantes y legítimas.

4.529 La Dra. Healy confirmó la necesidad de un enfoque caso por caso.  Instó a que se hiciera una evaluación cuidadosa de toda la información disponible.  Hizo hincapié en que la calidad y la cantidad de la información eran importantes para la evaluación del riesgo.  Confirmó que la información faltante -es decir, la insuficiencia de conocimientos científicos- podía legítimamente suscitar preocupaciones en materia de seguridad y que, en general, cuando se dispone de más datos mejor puede ser la evaluación sobre seguridad.  Indicó su opinión de que, en diversas solicitudes que examinó para formular su dictamen, no toda la información prevista estaba presente o tenía una calidad suficiente.

4.530 La Dra. Healy también se hizo eco de las observaciones del Dr. Andow sobre la rápida evolución de los conocimientos científicos.  Confirmó que los conocimientos científicos sobre las técnicas de caracterización molecular se habían desarrollado ampliamente en el último decenio, particularmente en lo tocante a la secuencia de la inserción y a las regiones flanqueantes.  La Dra. Healy observó que se había producido una rápida evaluación de los métodos de detección y que esto se había visto acelerado a fines del decenio de 1990, con importantes repercusiones sobre la cuestión de la especificidad en la identificación de los OMG.  Sus observaciones dieron apoyo a uno de los argumentos jurídicos básicos de las Comunidades Europeas:  que en las fronteras de la ciencia, los asesores y los legisladores están autorizados a ejercer prudencia.

4.531 La Dra. Snow observó de forma memorable que aprender acerca de las preocupaciones y cuestiones pertinentes para el ecosistema agrario en las Comunidades Europeas era como aprender acerca de otro planeta.  Indicó que había apreciado este proceso y que, poniéndose en el lugar de las Comunidades Europeas, había llegado a entender que muchas de las preocupaciones y solicitudes de información eran sin duda válidas.  Basándose en las informaciones finales del Dr. Andow y anunciando las del Dr. Squire, la Dra. Snow indicó una preocupación compartida sobre las comparaciones engañosas con respecto a posibles cambios en las prácticas agrícolas y sus efectos ambientales.  También confirmó su opinión de que muchas de las cuestiones sobre la coexistencia y la trazabilidad seguían sin resolverse.

4.532 El Dr. Squire subrayó todo lo que se había aprendido en los últimos cinco o seis años sobre los aspectos científicos y técnicos de los ecosistemas agrarios europeos;  observó que el debate actual ni siquiera se podría haber celebrado hace unos años, y expresó su satisfacción por el hecho de que las cuestiones pertinentes se están dirimiendo más exhaustivamente en la actualidad.

4.533 El Dr. Squire también señaló a la atención del Grupo Especial el hecho de que las preocupaciones expresadas en Europa y las investigaciones que se habían realizado como respuesta a las mismas se reflejaban actualmente en el consenso internacional recogido en las normas del Codex.  En consecuencia, aunque esas normas no existían cuando las Comunidades Europeas formularon muchas de sus solicitudes de mayor información, estas solicitudes eran compatibles con lo que más tarde se recogió en las normas.  La Dra. Nutti también confirmó que el proceso del Codex se inició alrededor de 1999-2000 y que se necesitaron cuatro años para adoptar la norma.  Por lo tanto, de hecho lo que las partes reclamantes quizá calificarían como solicitudes innecesarias o inactividad han resultado ser la base de un consenso internacional, y si tenemos las normas internacionales de que disponemos actualmente, ello se debe en parte a los esfuerzos realizados por las autoridades comunitarias para obtener más conocimientos.

4.534 El Dr. Squire también nos recordó que, en lo que respecta al medio ambiente, estamos examinando impactos potenciales que, si bien pueden no ser inmediatamente amplios o catastróficos, afectan a pequeños cambios que podrían ciertamente ser significativos y que, aumentando a lo largo del tiempo podrían dar lugar a impactos muy importantes.  En el caso de la coexistencia, el Dr. Squire expresó la opinión de que incluso cambios muy pequeños podrían tener efectos extraordinarios para los medios de vida de los agricultores.

4.535 Anteriormente, el Dr. Squire nos había recordado que en algunas partes de Europa, y en contraste con las Américas, una gran proporción de las tierras está destinada a la utilización agrícola, de modo que, en esas zonas, el "medio ambiente" está constituido esencialmente por ecosistemas agrarios.  En consecuencia, en esas regiones de Europa las cuestiones de ordenación agropecuaria, ambientales, de conservación y de biodiversidad son inseparables.  En tal situación, es perfectamente razonable que las autoridades consideren que no es posible permitirse hacer desaparecer una especie sólo porque no parece útil económicamente en lo inmediato.  Esto es así porque, de maneras complejas, tales especies contribuyen al sostenimiento del medio ambiente que, a su vez, nos sostiene.  Las Comunidades Europeas comparten esta opinión.  No apoyan la aseveración del Canadá de que la finalidad de la agricultura es reducir la biodiversidad ni la aparente opinión de los Estados Unidos de que la conservación de la biodiversidad se debe limitar a zonas geográficas específicas.  Por el contrario, la geografía europea y el contexto ambiental son considerablemente diferentes, de modo que uno de los objetivos de la agricultura es la ordenación sostenible de la biodiversidad.  A diferencia del Canadá, las Comunidades Europeas no piden al Grupo Especial que examine estos asuntos "en lo que concierne a todo el mundo" (como hizo notar la Dra. Snow), sino en lo que concierne a las características específicas del entorno receptor que los encargados de adoptar decisiones han de proteger.

4.536 Las observaciones del Dr. Snape en toda la reunión con los expertos recordaron a menudo la verdad básica de que no es posible comparar "manzanas y peras".  Dejó muy en claro su opinión de que es perfectamente aceptable, desde un punto de vista científico, que los legisladores y quienes realizan las evaluaciones tengan en cuenta las diferencias básicas entre los productos modificados genéticamente y los demás productos.  Confirmó la necesidad de una amplia caracterización molecular a fin de garantizar conocimientos suficientes para una correcta evaluación del riesgo -es decir, a fin de identificar los posibles riesgos- y para estar en condiciones de evaluar el impacto potencial de los productos modificados genéticamente.

4.537 Las Comunidades Europeas ya han formulado observaciones sobre algunas diferencias en los enfoques de los Dres. Snape y Healy.  Sin embargo, la reunión con los expertos sirvió para aclarar que, en realidad, los Dres. Snape y Healy están de acuerdo sobre numerosas cuestiones.  Por ejemplo, ambos confirmaron que hacia 1995 se disponía de métodos avanzados de caracterización molecular.  Además, el Dr. Snape ha escrito, y la Dra. Healy explicó oralmente el último viernes, que se vieron sorprendidos por la escasa calidad de los datos presentados por los solicitantes en lo tocante a la caracterización molecular (con una excepción).  Las Comunidades Europeas consideran que los evaluadores del riesgo no están obligados a trabajar sobre la base de hipótesis o suposiciones.  Tienen derecho a procurar datos complementarios.  Si se disponía de la tecnología necesaria para elaborar esos datos en aquella ocasión -como se ha confirmado- y si, por lo tanto, las empresas podían facilitar los datos, ¿por qué las autoridades de las CE no debían solicitarlos?  ¿Por qué los encargados de evaluar el riesgo debían basarse en alternativas inferiores a las óptimas, y quizá inexactas, para llevar a cabo su labor?

4.538 Por último, en lo tocante a la inocuidad de los alimentos, la Dra. Nutti aceptó la proposición general de que, al menos cuando las directrices internacionales, tales como el Codex, establecen que determinadas cuestiones son susceptibles de interpretación, puede haber opiniones científicas diferentes pero igualmente válidas acerca de la mejor forma de actuar con respecto a la cantidad de datos solicitados.  Cuando no hay normas internacionales establecidas -como en el caso de la evaluación y protección ambientales, pese a la reciente adopción del Protocolo sobre la Seguridad de la Biotecnología que, según cabe esperar, dará lugar a la aparición de tales normas- el argumento de la Dra. Nutti adquiere aún mayor validez.  La Dra. Nutti también reconoció claramente que no existen orientaciones internacionales en lo tocante a las evaluaciones sobre la inocuidad de los piensos ‑asunto respecto del cual, en todo caso, la Dra. Nutti dejó muy claro que ella no ofrecía ningún asesoramiento al Grupo Especial- y que, por consiguiente, esta cuestión era aún más susceptible de interpretación que la inocuidad de los alimentos.

4.539 Quizá deberíamos recapitular y tratar de alcanzar algún tipo de perspectiva general sobre el asesoramiento de los expertos.  A este respecto, las Comunidades Europeas desearían recordar que las partes reclamantes iniciaron este asunto basándose en que los conocimientos científicos eran suficientemente completos y que ellos exigían, como único enfoque posible, la aprobación inmediata de los productos pertinentes por las Comunidades Europeas.  La opinión de las partes reclamantes era que este Grupo Especial ni siquiera necesitaba ningún asesoramiento de expertos independientes.  Resulta claro que, a la luz del asesoramiento que los expertos nos han ofrecido, la posición de las partes reclamantes es insostenible.  El asesoramiento científico justifica la prudencia y la cautela de las Comunidades.  Confirma la necesidad de considerar cada producto individualmente.  Confirma que las Comunidades Europeas tenían y tienen motivos justificados para tomarse el tiempo necesario a fin de obtener la información adecuada -información que los solicitantes no facilitaron- y para examinar todas las preocupaciones legítimamente planteadas por los hombres de ciencia, los legisladores y los interesados.  Después de las declaraciones finales de los expertos, no puede haber duda alguna de que se ha demostrado que las suposiciones de las partes reclamantes -y las aseveraciones jurídicas basadas en esas suposiciones- son erróneas.

2. Observaciones sobre las pruebas adicionales presentadas por otras partes

4.540 Las Comunidades Europeas tienen algunas dificultades para entender el enfoque del Grupo Especial con respecto a la presentación de "testimonios científicos y técnicos adicionales" y/u "observaciones".  La invitación formulada por el Grupo Especial para formular observaciones en el día de hoy sobre las pruebas adicionales presentadas por las otras partes es para nosotros una grata oportunidad para aclarar algunas cuestiones.

4.541 En primer lugar, las Comunidades Europeas hacen notar la aparente interpretación del Grupo Especial y del Canadá en el sentido de que los "testimonios" sólo están constituidos por documentos científicos u otras formas de conocimientos científicos documentados (tales como el asesoramiento de los expertos) y que las observaciones sobre dichas pruebas no constituyen "testimonios".  Hacen notar asimismo que los Estados Unidos, en consecuencia, no han presentado en absoluto ningún testimonio científico.

4.542 Las Comunidades Europeas presentaron testimonios en el sentido indicado anteriormente en su comunicación de 31 de enero y en su comunicación de 10 de febrero, e hicieron referencia a un número considerable de documentos científicos.  Esto nos lleva a la segunda cuestión.

4.543 Se plantea la cuestión de dilucidar cuándo se puede considerar que las pruebas, en el sentido expresado anteriormente, se han presentado al Grupo Especial.  Las Comunidades Europeas observan que el Grupo Especial reservó el examen ulterior de esta cuestión para la segunda reunión.  Como las Comunidades Europeas han explicado -en su carta de 14 de febrero y en la reunión con los expertos-, a su juicio, cuando los conocimientos científicos están disponibles de forma pública, una referencia a la fuente es suficiente a los fines de presentar esas pruebas al Grupo Especial.  En cambio, cuando esos conocimientos no están disponibles de forma pública, es menester presentar al Grupo Especial una copia de los mismos.  Sobre la base de este entendimiento, las Comunidades Europeas han presentado copias de todos los documentos que aún no se han publicado y han facilitado referencias de todos los demás documentos publicados en los que ha basado sus observaciones.  No obstante, a fin de facilitar la labor del Grupo Especial ha remitido, el 14 de febrero, un CD que contenía copias de los documentos mencionados en sus comunicaciones de 31 de enero y de 10 de febrero.  Las Comunidades Europeas observan que la Argentina no ha presentado ninguna copia de los documentos científicos que ha mencionado en sus comunicaciones.

4.544 En tercer lugar, a juicio de las Comunidades Europeas, no resulta completamente claro si hay una diferencia entre las observaciones sobre los testimonios adicionales, por una parte, y las observaciones sobre observaciones (relativas a los testimonios adicionales) por otra parte.  En una versión anterior del calendario de este procedimiento, se hizo referencia a este concepto, pero desde entonces la terminología ha variado.  Lo que complica aún más las cuestiones es el hecho de que hemos sido invitados a formular observaciones sobre testimonios adicionales presentados por las otras partes en el día de hoy, pero tendremos otra oportunidad de hacerlo cierto tiempo después de la audiencia.

4.545 Por supuesto, las Comunidades Europeas tienen observaciones que formular sobre las opiniones de las partes reclamantes.  Esas observaciones figuraron en nuestra comunicación de 10 de febrero, que anexamos a la primera declaración oral en la segunda reunión del Grupo Especial con las partes.  Las partes reclamantes han dispuesto de ellas desde el 10 de febrero y el Grupo Especial también debe de haberlas leído antes de rechazarlas.

M. Segunda declaración oral de los Estados Unidos sobre la Segunda y Tercera comunicaciones de las Comunidades Europeas

1. Introducción

4.546 Desde la primera reunión sustantiva, todos los interesados han escrito cientos de páginas y han dedicado muchísimas horas.  Pero en lo que se refiere al desarrollo de las cuestiones jurídicas decisorias, los argumentos de las partes reclamantes se han visto confirmados más ampliamente y es muy poco más lo que ha variado.  En particular, la defensa principal de las Comunidades Europeas ‑a pesar de las abrumadoras pruebas en contrario- sigue siendo que las Comunidades Europeas no impusieron una moratoria.  Las Comunidades Europeas todavía no han intentado siquiera refutar los argumentos de las partes reclamantes que demuestran que la moratoria es incompatible con el Acuerdo MSF.  Asimismo, las Comunidades Europeas no han intentado explicar todavía de qué modo las medidas de salvaguardia de sus Estados miembros podrían ser compatibles con el Acuerdo MSF.

2. Sucesos desde la primera reunión sustantiva

4.547 Las comunicaciones de las Comunidades Europeas han proporcionado una corroboración adicional a los argumentos de las partes reclamantes, aunque las primeras comunicaciones escritas de las partes reclamantes eran más que suficientes y no era necesaria ninguna confirmación adicional.  Esa confirmación ha seguido una pauta coherente:  las Comunidades Europeas han presentado repetidamente información que supuestamente respaldaba sus posiciones, pero en cada caso esa información es compatible con la existencia de una moratoria, y también proporciona de hecho más fundamento a los argumentos de las partes reclamantes de que las Comunidades Europeas han adoptado una moratoria y no han tramitado las solicitudes sin "demoras indebidas".

4.548 En la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos se presentaron pruebas abrumadoras de que las Comunidades Europeas adoptaron y mantuvieron una moratoria en virtud de sus directivas sobre liberación intencional y sobre nuevos alimentos.  Los funcionarios y los órganos del conjunto de instituciones de las CE -la Comisión, el Consejo, el Parlamento y los Estados miembros- han reconocido la existencia de la moratoria.  Aunque no es necesaria ninguna confirmación adicional, los Estados Unidos presentan otro reconocimiento oficial de la moratoria.  Los Estados Unidos lo hacen sólo porque en la presente diferencia las Comunidades Europeas han alegado que desconocen la moratoria y han solicitado a las partes reclamantes que la explicaran.  En la Prueba documental, que procede de un sitio Web del Gobierno francés, se formula y se responde la siguiente pregunta:  "¿Qué es la moratoria de facto sobre los OMG?"  Los Estados Unidos sugieren que si las Comunidades Europeas quieren obtener una definición de la moratoria deberían remitirse a esa Prueba documental, en la que se describe la moratoria, al menos desde la perspectiva del Gobierno de Francia.

4.549 En la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos se continuaba explicando que la moratoria era incompatible con diversas disposiciones del Acuerdo MSF:  los párrafos 2 y 3 del artículo 2, los párrafos 1 y 5 del artículo 5, el artículo 7, el artículo 8 y los Anexos B y C.  Entre otras cosas, los Estados Unidos señalaban que muchas de las solicitudes de aprobación de productos abarcadas por la moratoria obtuvieron evaluaciones del riesgo positivas de los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas.  Pero en el momento en que alcanzaron un nivel político esas solicitudes no avanzaron más, en particular, cuando las Comunidades Europeas rechazaron someter las solicitudes a votación por parte de los Estados miembros en el Comité de reglamentación.

4.550 En su Primera comunicación escrita, las Comunidades Europeas intentaron refutar la presunción prima facie de los Estados Unidos argumentando que todas y cada una de las demoras se debieron a cuestiones científicas legítimas, y se basaron en diversas Pruebas documentales que acompañaban su Primera comunicación escrita.  Esas Pruebas documentales contenían cronologías de los trámites de aprobación de algunos productos, junto con sólo una pequeña selección de los documentos justificantes citados en las cronologías.

4.551 Como señalaron los Estados Unidos en la primera reunión sustantiva, las cronologías de las Comunidades Europeas eran perfectamente compatibles con la existencia de una moratoria.  En las cronologías constaban algunas preguntas formuladas por los organismos de reglamentación y algunas respuestas, y cierto avance, pero en última instancia no se habían tomado decisiones.  Además, algunas cronologías contenían intervalos prolongados injustificados -de más de dos años- para los que no cabe otra explicación plausible que la adopción de una moratoria por parte de las Comunidades Europeas.

4.552 También en la primera reunión, las Comunidades Europeas declararon ante el Grupo Especial que cada una de las objeciones y preguntas de los Estados miembros provenían de evaluaciones del riesgo divergentes y, por tanto, todas las demoras estaban justificadas porque se debían a cuestiones científicas pendientes.  Cuando el Grupo Especial solicitó a las Comunidades Europeas que señalaran esas evaluaciones del riesgo en las Pruebas documentales proporcionadas con su Primera comunicación escrita, las Comunidades Europeas explicaron que esos documentos estaban en poder de los Estados miembros.  En otras palabras, las Comunidades Europeas habían formulado declaraciones al Grupo Especial sobre un conjunto de documentos aunque -según las Comunidades Europeas- la Comisión no había ni siquiera tenido acceso a esos documentos y necesitaría solicitarlos a los Estados miembros.

4.553 A fin de junio, las Comunidades Europeas añadieron documentos adicionales de los expedientes, si bien estos últimos distaban mucho de estar completos.  En su Segunda comunicación escrita, los Estados Unidos señalaron que los expedientes parciales sobre productos proporcionados por las Comunidades Europeas no contenían, como habían afirmado las Comunidades Europeas, evaluaciones del riesgo divergentes.  Además, los documentos confirmaban todavía más -aunque no era necesario- que las Comunidades Europeas habían sometido las solicitudes a "demoras indebidas" y habían adoptado una moratoria.  Los Estados Unidos identificaron otros historiales de solicitudes ‑en particular aquéllas más cercanas a la última etapa del proceso de adopción de decisiones- en los que se observaban demoras prolongadas e injustificadas, no relacionadas con ninguna solicitud de información adicional.  Además, algunos historiales de productos contenían declaraciones concretas de Estados miembros que reconocían la existencia de la moratoria.  En cada uno de esos casos, el Estado miembro señalaba que, sin perjuicio de cualquier cuestión científica relativa a la solicitud específica en cuestión, el Estado miembro que solicitaba más información no iba a votar a favor de su aprobación a menos que las Comunidades Europeas hubiesen adoptado nuevas formas de legislación.

4.554 En agosto, el Grupo Especial solicitó a las Comunidades Europeas que completaran los historiales de solicitudes en los que las Comunidades Europeas habían basado su defensa.  Fruto de ello, a fines de septiembre se puso a disposición de las partes reclamantes y del Grupo Especial un conjunto modificado de historiales de solicitudes.

4.555 Como observaron los Estados Unidos en su Tercera comunicación escrita, una vez más la documentación adicional de las Comunidades Europeas no contenía las evaluaciones del riesgo divergentes alegadas por las Comunidades Europeas, y la documentación era completamente compatible con la existencia de una moratoria.  Y, una vez más, cuando se la examinaba, la documentación proporcionaba pruebas adicionales -aunque no era necesaria ninguna- de las "demoras indebidas" y de la existencia de la moratoria.  Los Estados Unidos señalaron 13 ejemplos en los que los documentos justificantes de las cronologías de los productos confirmaban la existencia de demoras injustificadas en la tramitación de las solicitudes.  En la Tercera comunicación escrita de los Estados Unidos se proporcionaban también más de 20 ejemplos en los que las preguntas formuladas por los organismos de reglamentación de las CE no eran necesarias para evaluar los riesgos.

4.556 A ello siguió el proceso de consulta con los expertos.  Las respuestas escritas y orales de los expertos fueron compatibles con las opiniones de los Estados Unidos y los expertos señalaron muchos tipos de preguntas que no estaban justificadas científicamente.

4.557 En resumen, los documentos presentados por las Comunidades Europeas y las observaciones formuladas por los expertos son plenamente compatibles con la existencia de una moratoria a nivel político, con arreglo a la cual las solicitudes podían alcanzar algún progreso pero nunca se permitía que llegaran a una decisión definitiva.  Además, los documentos ponen de manifiesto muchos ejemplos de demoras injustificadas, tanto en forma de inactividad por parte de los funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros como en forma de solicitudes injustificadas de información adicional.

3. Carga de la prueba

4.558 En todo este procedimiento, las Comunidades Europeas han hecho gran hincapié en la cuestión de la carga de la prueba;  por ejemplo, la Tercera comunicación escrita de las Comunidades Europeas está dedicada en gran medida a ese tema.  La presente diferencia, sin embargo, no presenta cuestiones difíciles ni inusuales con respecto a la carga de la prueba.

4.559 Las Comunidades Europeas sostienen que los Estados Unidos no han cumplido su carga de establecer una presunción prima facie porque en la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos no se abordaban "todas y cada una de las demoras" en la tramitación de cada producto abarcado por la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por los Estados Unidos.  Este argumento carece de fundamento.  La alegación de los Estados Unidos y de las otras partes reclamantes es que las Comunidades Europeas adoptaron una moratoria que nunca permitía que los productos llegaran a obtener una aprobación definitiva.  Los Estados Unidos no alegan, como se insinúa en la argumentación de las Comunidades Europeas, que las Comunidades Europeas hayan suspendido todas las tramitaciones de solicitudes, ni tampoco sostienen los Estados Unidos que todas y cada una de las demoras de las Comunidades Europeas hayan sido injustificadas.  Así pues, ningún elemento de la argumentación de los Estados Unidos requiere que se estudien todas y cada una de las demoras de todos y cada uno de los productos.

4.560 Las Comunidades Europeas afirman asimismo, a diferencia de las partes reclamantes, que han aportado la mayoría de las pruebas en la presente diferencia.  Esa afirmación es falsa:  las partes reclamantes han aportado abundantes pruebas.  Por ejemplo, la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos incluía 100 Pruebas documentales, entre las que figuraban evaluaciones del riesgo positivas elaboradas por los órganos científicos de las CE, numerosas declaraciones de funcionarios de las CE en las que se reconocía la moratoria de las aprobaciones de productos biotecnológicos y copias de la legislación pertinente de las CE y de las medidas de salvaguardia de los Estados miembros.  Lo que las Comunidades Europeas plantean en realidad es que las Comunidades Europeas, a diferencia de las partes reclamantes, han proporcionado los documentos que figuran en los historiales de solicitudes de aprobación de productos.  Los Estados Unidos, sin embargo, no necesitaban los historiales de las solicitudes para acreditar su presunción prima facie.  Fueron las propias Comunidades Europeas las que prefirieron basarse en los historiales de las solicitudes para tratar de refutar esa presunción.  Al haber escogido basarse en los historiales de las solicitudes de aprobación de productos, las Comunidades Europeas no pueden cuestionar que las partes reclamantes insistan en que esa información debe ser completa y en que no se permita a las Comunidades Europeas basarse en extractos de la información que han presentado fuera de contexto a los efectos de la presente diferencia.

4. Salvaguardias de los Estados miembros

4.561 Con respecto a las medidas de salvaguardia de los Estados miembros, los Estados Unidos han explicado que, en cada caso, los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas habían llegado a evaluaciones del riesgo positivas y habían estudiado y rechazado las razones expuestas por los Estados miembros para adoptar esas medidas.  Por lo tanto, esas medidas tampoco estaban "basadas en principios científicos" y "se manten[ían] sin suficientes testimonios científicos", infringiendo el párrafo 2 del artículo 2.  Las medidas tampoco se basaron en una evaluación del riesgo, infringiendo el párrafo 1 del artículo 5.  Aunque desde entonces las Comunidades Europeas han insinuado vagamente que las medidas estarían abarcadas por el párrafo 7 del artículo 5, esa disposición no se puede aplicar a las medidas de salvaguardia de los Estados miembros.  Las propias Comunidades Europeas han completado evaluaciones del riesgo positivas;  por lo tanto, los testimonios científicos no se pueden considerar "insuficientes".

4.562 Las Comunidades Europeas siguen sin proporcionar una defensa seria de las medidas de salvaguardia de los Estados miembros.  Desde la primera reunión sustantiva, el único hecho nuevo con respecto a las medidas de salvaguardia es que el Grupo Especial planteó algunas preguntas a los expertos sobre las salvaguardias y que algunos expertos respondieron a esas preguntas.

4.563 Con respecto a la inocuidad de los alimentos, los expertos especializados en esa materia no hallaron validez alguna en ninguno de los fundamentos expuestos por los Estados miembros.  Con respecto a los efectos en el medio ambiente, los expertos especializados señalaron que algunos Estados miembros, en algunos casos, podrían haber tenido preocupaciones científicas que no se abordaron adecuadamente en las evaluaciones del riesgo positivas de las Comunidades Europeas.  No obstante, esas opiniones de los expertos en cuestiones ambientales revisten muy poca importancia para la solución de la presente diferencia, y desde luego no pueden ser suficientes para hacer que las medidas de salvaguardias queden abarcadas en el ámbito del párrafo 7 del artículo 5.

4.564 Como las propias Comunidades Europeas resaltaron en su Tercera comunicación escrita, el papel de los expertos es presentar sus opiniones sobre preguntas científicas planteadas por el Grupo Especial;  su función no es formular la argumentación de una parte en una diferencia.  Sin embargo, las Comunidades Europeas nunca han explicado de qué forma se podría aplicar el párrafo 7 del artículo 5 a cualquiera de las medidas de salvaguardia de los Estados miembros.  En particular, las Comunidades Europeas no han expuesto:  1) por qué el Estado miembro consideraba que los testimonios científicos pertinentes era insuficientes para evaluar el riesgo, ni siquiera cuál era el riesgo concreto que preocupaba al Estado miembro;  2) qué información pertinente disponible podría servir como fundamento de la medida de salvaguardia;  3) si el Estado miembro trató de obtener la información adicional necesaria para una evaluación objetiva del riesgo;  y 4) si el Estado miembro revisaría la medida en un plazo razonable.

4.565 Los expertos ofrecieron dictámenes científicos sobre algunos de los elementos que podrían ser pertinentes en un análisis de conformidad con el párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF, pero esas declaraciones no equivalen a un análisis completo de conformidad con el párrafo 7 del artículo 5.  Además, aunque las Comunidades Europeas trataran de construir una argumentación basada en el párrafo 7 del artículo 5 fundándose en las respuestas de los expertos, no estarían en condiciones de hacerlo.

4.566 En primer lugar, las medidas de salvaguardia son prohibiciones de productos, que impiden el cultivo, la importación, la elaboración y la utilización de los productos como alimentos.  No obstante, las respuestas de los expertos respaldan completamente las constataciones científicas de los Comités científicos de las Comunidades Europeas con respecto a la inocuidad de los alimentos.  Además, las preocupaciones científicas de los expertos hacían referencia al cultivo, y no a la importación y la elaboración.  Así pues, las respuestas de los expertos no pueden servir de fundamento a una argumentación en el sentido de que las medidas de salvaguardia están abarcadas por el párrafo 7 del artículo 5.

4.567 En segundo lugar, las respuestas de los expertos no pueden ayudar a las Comunidades Europeas a cumplir los requisitos tercero y cuarto del párrafo 7 del artículo 5.  En particular, el párrafo 7 del artículo 5 establece que los Miembros que adoptan una medida provisional deben tratar de obtener la información adicional necesaria para una evaluación objetiva del riesgo, y deben revisar la medida en un plazo razonable.  No hay ninguna base para constatar que los Estados miembros que adoptaron las medidas de salvaguardia trataron de obtener la información adicional necesaria para una evaluación objetiva.  Como confirmó el Órgano de Apelación en Japón - Productos agrícolas II, cuando un Miembro no trata de obtener la información adicional requerida de conformidad con el párrafo 7 del artículo 5, la medida no queda abarcada por la disposición del párrafo 7 del artículo 5.

4.568 En tercer lugar, aun cuando los expertos se refieren a riesgos asociados al cultivo, tuvieron que especular sobre los motivos reales que llevaron a los Estados miembros a adoptar la medida.  Las especulaciones de los expertos sobre los fundamentos que tuvieron los Estados miembros no pueden sustituir a las verdaderas aseveraciones de las Comunidades Europeas con respecto a cualquier supuesto fundamento científico de las medidas de sus Estados miembros.

4.569 En cuarto y último lugar, en caso de que el Grupo Especial decidiera proseguir el análisis de las cuestiones ambientales en el marco del párrafo 7 del artículo 5, los Estados Unidos observan que los mismos expertos que no compartían las evaluaciones del riesgo del Comité científico de las plantas constataron generalmente también 1) que los conocimientos científicos han avanzado desde la fecha de imposición de las medidas, por lo que ahora es posible una evaluación del riesgo;  y 2) que se pueden aplicar medidas de gestión y ya no hay un fundamento científico para una prohibición total de siembra.  Además, los expertos señalaron que en algunos casos los estudios podrían haber comenzado ya en 1998 para abordar las preocupaciones de los Estados miembros.  Esas opiniones de los expertos se resumen en la Parte II.C de las observaciones de los Estados Unidos sobre las respuestas de los expertos.

5. Irrelevancia práctica

4.570 En la primera reunión sustantiva, las Comunidades Europeas sostuvieron que la presente diferencia es puramente teórica porque las Comunidades Europeas habían aprobado un único producto -un maíz dulce para uso alimentario- de conformidad con la Directiva sobre alimentos y piensos.  Como los Estados Unidos explicaron en sus comunicaciones escritas segunda y tercera, el concepto de irrelevancia práctica es incompatible con el texto del ESD y la práctica de larga data del GATT y la OMC.  La medida objeto de examen en el presente caso es la moratoria en el momento del establecimiento del Grupo Especial, o sea agosto de 2003.  No obstante, los Estados Unidos desean señalar algunos hechos recientes que ilustran que la moratoria sigue existiendo completamente.  Dicho claramente, el hecho de que se haya mantenido la moratoria o no después de agosto de 2003 no es una cuestión jurídica sometida al Grupo Especial.  Sin embargo, el estado actual de la moratoria de las Comunidades Europeas podría ser muy pertinente a fin de comprender las motivaciones de las Comunidades Europeas y de hacer una evaluación objetiva de los hechos.

4.571 Los Estados Unidos señalan a la atención del Grupo Especial la Prueba documental 148 presentada por los Estados Unidos, que es un artículo en el que se describe el estado más reciente de las operaciones políticas que constituyen el quid de la moratoria.  Ese extracto ilustra y respalda las cuestiones siguientes.

4.572 En primer lugar, incluso casi un año después de la entrada en vigor, en abril de 2004, de las nuevas directivas sobre trazabilidad, etiquetado y alimentos y piensos modificados genéticamente, las Comunidades Europeas todavía tienen que librar una batalla política para alcanzar una decisión sobre cualquier producto biotecnológico.  Esto debilita las alegaciones de las Comunidades Europeas de que los productos se demoraban debido a la necesidad de que entraran en vigor las nuevas directivas.

4.573 En segundo lugar, la solicitud descrita en el artículo (GA21) es para uso alimentario.  El producto tuvo una opinión positiva del Comité científico de la alimentación humana hace tres años, y las Comunidades Europeas todavía no lo han remitido al Comité de reglamentación para someterlo a votación de los Estados miembros.  Como la aprobación es para uso alimentario, ninguna de las cuestiones ambientales examinadas detenidamente por las Comunidades Europeas en sus observaciones más recientes guardan relación con la solicitud.  Sin embargo, la batalla política continúa.

4.574 En tercer lugar, las Comunidades Europeas continúan prohibiendo una amplia gama de productos por motivos que son claramente políticos;  claramente, excepto en las reuniones de la presente diferencia.  Por eso es tan importante para las partes reclamantes, y en rigor para el propio sistema de comercio basado en normas, que el Grupo Especial constate que la moratoria de las Comunidades Europeas no es compatible con las normas de la OMC.

N. Segunda declaración oral del Canadá sobre la Segunda y Tercera comunicaciones de las Comunidades Europeas

1. Introducción

4.575 En el presente procedimiento, las Comunidades Europeas han intentado constantemente separar la biotecnología del contexto de la agricultura moderna para exagerar los riesgos y la incertidumbre científica.  El Canadá, por el contrario, ha tratado de situar la biotecnología en el contexto adecuado.  La insinuación de las Comunidades Europeas de que su enfoque respecto de la biotecnología refleja una preocupación más prudente y profunda por el medio ambiente queda claramente refutada por el testimonio del Dr. Squire relativo a las prácticas agrícolas generales en las Comunidades Europeas.  Las Comunidades Europeas no sólo han "tardado en aprender", sino que han aplicado todo lo que han aprendido de manera arbitraria y científicamente injustificada.  Este caso se refiere realmente a las distinciones arbitrarias e injustificadas que las Comunidades Europeas han establecido entre los productos obtenidos mediante la tecnología ADNr y los obtenidos utilizando mutágenos químicos o radiación.

2. Panorama general de la presente diferencia

4.576 Los principales argumentos del Canadá son los siguientes:


●
Las Comunidades Europeas han mantenido una moratoria sobre la aprobación de nuevos productos agrícolas de biotecnología desde octubre de 1998.


●
La moratoria ha paralizado en la práctica indefinidamente todas las solicitudes de aprobación de productos en el sistema, dando lugar a prohibiciones de comercialización de facto de productos específicos.


●
Algunos Estados miembros de las CE han puesto en vigor prohibiciones nacionales sobre productos biotecnológicos que habían sido aprobados por las Comunidades Europeas antes de la introducción de la moratoria.  Los Estados miembros que mantienen esas prohibiciones nacionales son los mismos que han manifestado su respaldo a la moratoria.

4.577 El Canadá ha demostrado que son medidas distintas, que están sujetas al Acuerdo sobre la OMC y que son incompatibles con el Acuerdo MSF.  El asesoramiento científico brindado al Grupo Especial por los expertos refuerza la argumentación expuesta por el Canadá.

4.578 Hasta la fecha, las Comunidades Europeas han negado incluso la existencia de la moratoria.  En gran medida basan su defensa en lo que denominan complejidad e incertidumbre científica.  Por una parte, afirman basarse en el asesoramiento de expertos a este respecto.  Cuando los expertos no están de acuerdo con el tema general de las Comunidades Europeas, tratan de desacreditar a los expertos en cuestión, de hacer caso omiso de su asesoramiento, y/o de responder ellas mismas a las preguntas del Grupo Especial basándose en lo que dan a entender que es el asesoramiento de mejores expertos.  Nada de lo anterior tiene ningún fundamento.

4.579 Las Comunidades Europeas aducen que existen diferencias cualitativas entre los riesgos asociados a los productos biotecnológicos y los asociados a sus nuevos homólogos no biotecnológicos.  Los testimonios del propio Director General de Investigación de la Comisión Europea demuestran que esta premisa es errónea.  También es incompatible con las reiteradas conclusiones de los Comités científicos de las CE y la EFSA.

3. Alegaciones y pruebas relativas a la moratoria y a las prohibiciones relativas a productos específicos

a) La moratoria

4.580 A continuación el Canadá responde a los argumentos más recientes de las Comunidades Europeas en relación con el párrafo 1 del artículo 5, el párrafo 2 del artículo 2 y los párrafos 5 y 7 del artículo 5.  El Canadá ya ha demostrado el modo en que las Comunidades Europeas han aplicado la moratoria desde 1998, y que la moratoria es una medida sanitaria o fitosanitaria a efectos del Acuerdo MSF.

ii) Las Comunidades Europeas no han basado su moratoria en una evaluación del riesgo, infringiendo el párrafo 1 del artículo 5

4.581 El párrafo 1 del artículo 5 exige que los Miembros de la OMC basen sus medidas en una evaluación del riesgo.  La evaluación del riesgo debe cumplir los requisitos del párrafo 4 del Anexo A y debe existir "una relación racional entre la medida y la evaluación del riesgo".  La moratoria no cumple ninguno de estos dos requisitos.

4.582 Las Comunidades Europeas alegan que la Directiva 90/220 no era adecuada para evaluar los riesgos ambientales que plantean los productos biotecnológicos, lo que requería modificar esa legislación.  Las Comunidades Europeas alegan que adoptaron un "planteamiento provisional" mientras se elaboraba la nueva legislación.  No obstante, las pruebas ponen de manifiesto que los Estados miembros de las CE no estaban interesados en adoptar decisiones sobre las solicitudes de aprobación de productos con arreglo a ese planteamiento.  Las pruebas ponen de manifiesto asimismo que la verdadera razón para modificar la Directiva 90/220 era simplificar el procedimiento de aprobación, incluyendo la necesidad de armonizar los criterios de evaluación del riesgo.  El deseo de armonización no constituye una evaluación del riesgo a efectos del párrafo 1 del artículo 5.

4.583 Las Comunidades Europeas afirman asimismo que la falta de medidas de gestión del riesgo apropiadas en su legislación les impidió ultimar las evaluaciones del riesgo.  No obstante, esas medidas de gestión del riesgo no estaban relacionadas con los riesgos identificados.  Esto menoscaba en lo fundamental la afirmación de las Comunidades Europeas de que evalúan los riesgos y aplican las medidas de gestión del riesgo caso por caso.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas no pueden argumentar con credibilidad que la necesidad de esas medidas "est[é] basada" en una evaluación científica del riesgo.

4.584 En su intento de justificar la moratoria establecida por el Reglamento 258/97, las Comunidades Europeas señalan hipotéticos efectos crónicos imprevistos en la salud humana.  En esencia, las Comunidades Europeas afirman que las nuevas prescripciones sobre los métodos de etiquetado, trazabilidad y detección son necesarias a fin de que se puedan estudiar adecuadamente los efectos crónicos a largo plazo de los productos biotecnológicos.  Las Comunidades Europeas alegan que la ausencia de pruebas de toxicidad aguda no acredita la ausencia de efectos crónicos a largo plazo.  Esto se aplica a casi todos los nuevos alimentos y demuestra el intento de las Comunidades Europeas de separar la biotecnología de su contexto apropiado.  El argumento de que es necesario estudiar los efectos crónicos a largo plazo de todos los productos alimentarios biotecnológicos, considerados como una clase, sugiere asimismo que las Comunidades Europeas no están realizando evaluaciones del riesgo caso por caso.  En cualquier caso, las Comunidades Europeas no han presentado ninguna prueba, y mucho menos una evaluación del riesgo, que sugiera que era necesaria una moratoria hasta que esas medidas entraran en vigor.  Esto se debe a que no existe ninguna justificación científica.

4.585 El Acuerdo MSF no permite que un Miembro de la OMC suspenda los procedimientos de aprobación existentes en el ámbito de medidas sanitarias o fitosanitarias, prohibiendo así de hecho productos con solicitudes pendientes, simplemente porque desea actualizar su legislación.  Una suspensión debe estar justificada por determinadas circunstancias, por ejemplo, cuando testimonios científicos verosímiles demuestran la existencia de riesgos reales para la salud humana o el medio ambiente.  Esto no sucede en el caso presente.  Las modificaciones legislativas, en su gran mayoría, estaban relacionadas con efectos adversos hipotéticos o estaban destinadas a facilitar la eliminación de un producto del mercado en el caso poco probable de aparición de un riesgo hipotético.

iii) Las Comunidades Europeas no se deberían basar en la incertidumbre científica para justificar la moratoria de conformidad con el párrafo 7 del artículo 5

4.586 Las Comunidades Europeas intentan justificar la moratoria y las consiguientes demoras en la tramitación de solicitudes individuales basándose en la incertidumbre científica, alegando que los testimonios científicos eran insuficientes para ultimar las evaluaciones del riesgo y adoptar las medidas adecuadas de gestión del riesgo.  Si esto fuese así, las Comunidades Europeas deben demostrar que la moratoria entra en el ámbito del párrafo 7 del artículo 5 y que cumple todos los requisitos de esa disposición.  Las Comunidades Europeas no lo hacen;  en vez de ello, sugieren que sea el Grupo Especial el que elabore la argumentación de las Comunidades Europeas.  Como cuestión de derecho, esto no es suficiente para cumplir la carga que incumbe a las Comunidades Europeas.

4.587 En cualquier caso, la moratoria no cumple los requisitos del párrafo 7 del artículo 5.  Las Comunidades Europeas no han demostrado que "los testimonios científicos pertinentes sean insuficientes" para ultimar una evaluación del riesgo.  La "suficiencia" requiere la existencia de una "relación adecuada entre dos elementos".  Esos dos elementos son los testimonios científicos y la obligación de basar las medidas sanitarias o fitosanitarias en una evaluación del riesgo.  Por lo tanto, la cuestión es si los testimonios científicos pertinentes son suficientes para que un Miembro base sus medidas sanitarias o fitosanitarias en una evaluación del riesgo.  Si los testimonios son suficientes, no se puede utilizar el párrafo 7 del artículo 5 como defensa.

4.588 Las Comunidades Europeas no pueden alegar con credibilidad que los testimonios científicos pertinentes relativos a los productos biotecnológicos son insuficientes para permitir una evaluación de la probabilidad de entrada, radicación o propagación de plagas o los posibles efectos perjudiciales para la salud de las personas y de los animales provenientes del consumo de productos biotecnológicos.  Con anterioridad a la moratoria, las Comunidades Europeas consideraban que la información científica relativa a los productos biotecnológicos era suficiente para permitir tal evaluación.  De hecho, las Comunidades Europeas aprobaron varios de esos productos, todos los cuales permanecen en el mercado de las CE.  Los Comités científicos de nivel comunitario han realizado repetidamente evaluaciones del riesgo (y no han encontrado pruebas del riesgo), demostrando de forma concluyente que existen testimonios científicos suficientes para permitir que las Comunidades Europeas realicen una evaluación del riesgo.

4.589 En gran medida, la "incertidumbre científica" planteada por las Comunidades Europeas es realmente "la incertidumbre que teóricamente siempre existe puesto que la ciencia no puede nunca aportar una certidumbre absoluta de que una determinada sustancia no tenga en algún caso efectos perjudiciales [...]".  Las Comunidades Europeas señalan que "la falta de testimonios científicos no constituye una prueba de la ausencia de repercusiones o riesgos".  Esto podría ser cierto si no se realiza un esfuerzo razonable para llevar a cabo estudios que detecten posibles peligros y evalúen los riesgos que esos peligros podrían suponer.  Evidentemente no es esa la situación presente.  Se ha realizado una considerable cantidad de investigaciones sobre los posibles riesgos.  Las Comunidades Europeas están buscando en realidad la "certidumbre absoluta" y sugieren después que la falta de certidumbre absoluta imposibilita que el Grupo Especial lleve a cabo su labor.  Intentan equiparar la falta de certidumbre absoluta con la insuficiencia de testimonios científicos, a pesar de que el Órgano de Apelación ya ha dejado en claro que esos conceptos no son intercambiables.

4.590 En el caso presente, la cuestión es si los testimonios científicos pertinentes son suficientes para realizar una evaluación del riesgo, y no si subsiste alguna incertidumbre científica.  Para determinar si los testimonios científicos pertinentes son suficientes se debe tener en cuenta el contexto.  Las Comunidades Europeas intentan a lo largo de sus comunicaciones desviar el centro de atención de la gran cantidad de información científica de gran calidad disponible hacia los márgenes de incertidumbre científica.  Esto saca a los productos biotecnológicos del contexto en el que han sido desarrollados y en el que se utilizarán, y minimiza la vasta experiencia, en las Comunidades Europeas y en todo el mundo, sobre tecnologías de reproducción de plantas, evaluación de la inocuidad de los alimentos y gestión de la resistencia a los herbicidas y plaguicidas, entre otras cosas.

4.591 Los laboratorios públicos y universitarios han llevado a cabo una gran cantidad de investigaciones sobre los vegetales transgénicos, examinando los elementos de la tecnología del ADNr, y una parte considerable de esa investigación se ha llevado a cabo en las Comunidades Europeas.  Todo ello forma parte de los abundantes testimonios científicos de alta calidad relativos a los riesgos o posibles riesgos planteados por los productos en cuestión en la presente diferencia.  El Dr. Squire ha señalado que los productos biotecnológicos han sido objeto de un grado "sin precedentes" de vigilancia reglamentaria.  Comparándolos con sus homólogos convencionales, existe mucha más información a nivel molecular sobre los productos biotecnológicos disponibles en la actualidad.  En consecuencia, las Comunidades Europeas no pueden alegar de forma creíble que los testimonios científicos pertinentes eran o son insuficientes para justificar la suspensión de los procedimientos de aprobación de los productos biotecnológicos.  Por lo tanto, no se puede invocar el párrafo 7 del artículo 5 para justificar la moratoria.

4.592 De forma análoga, las Comunidades Europeas no pueden alegar de forma creíble que los testimonios científicos pertinentes eran insuficientes para realizar una evaluación del riesgo relativa a las solicitudes específicas relativas a productos.  La determinación de si los testimonios científicos pertinentes eran suficientes para iniciar y ultimar una evaluación del riesgo está relacionada con la cuestión de las "demoras indebidas" a que se refiere el párrafo 1 a) del Anexo C.  El párrafo 7 del artículo 5 informa la determinación de las "demoras indebidas" en el marco del párrafo 1 a) del Anexo C.

4.593 Teniendo en cuenta la moratoria y su repercusión demostrada en la tramitación de las solicitudes, las Comunidades Europeas deben demostrar en cada caso que "los testimonios científicos pertinentes [son] insuficientes" para ultimar la evaluación del riesgo en ese caso.  Esto requiere una determinación de la "suficiencia".  En otros términos, qué información es "necesario conocer" y qué información es "conveniente conocer".  Como han señalado los expertos, muchas de las solicitudes de información adicional que hicieron los Estados miembros de las CE no eran necesarias para garantizar la validez de las evaluaciones del riesgo que se habían llevado a cabo.  Así pues, la ausencia de información que es "conveniente conocer" no puede justificar una alegación de insuficiencia de testimonios científicos.

4.594 Algunas de las preguntas formuladas por los Estados miembros de las CE se han basado en una presunción de que el producto necesariamente se cultivaría en gran escala.  Las Comunidades Europeas afirman que, debido a que las repercusiones agroambientales del cultivo en gran escala no se pueden predecir con absoluta certeza, la no aprobación del producto está justificada.  No obstante, no existe una razón a priori que impida que el cultivo se introduzca en pequeña escala y de forma progresiva.  Ya se ha demostrado que en las Comunidades Europeas la introducción gradual de un producto, con planes de seguimiento y normas agrícolas adecuados, es una opción viable.

4.595 Al determinar si los testimonios científicos pertinentes son suficientes, es importante tener en cuenta la totalidad de la información proporcionada en respaldo de una solicitud.  Este enfoque es respaldado por la Dra. Healy y la Dra. Nutti y ha sido adoptado por los Comités científicos de las CE.  A la luz de la gran cantidad de testimonios científicos solventes elaborados en los últimos años, en parte por las propias Comunidades Europeas, y del hecho de que los propios Comités científicos independientes de las Comunidades Europeas han podido ultimar evaluaciones del riesgo, toda alegación de las Comunidades Europeas de que "los testimonios científicos pertinentes son insuficientes" carece de fundamento.  Las Comunidades Europeas no han cumplido el primer requisito del párrafo 7 del artículo 5.  Como los requisitos del párrafo 7 del artículo 5 son acumulativos, y las Comunidades Europeas no han cumplido ni pueden cumplir el primer requisito, no es necesario abordar los demás elementos del párrafo 7 del artículo 5.

4.596 Por las razones expuestas, las Comunidades Europeas no pueden invocar el párrafo 7 del artículo 5 para excusar su incumplimiento de las obligaciones establecidas en el párrafo 1 del artículo 5 o el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF.

iv) La aplicación por las Comunidades Europeas de su nivel adecuado de protección para los productos biotecnológicos tiene por resultado una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional, en contravención del párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.597 De sus argumentos más recientes se desprende claramente que las Comunidades Europeas procuran un nivel de protección para sus productos biotecnológicos que se aproxima a la "seguridad absoluta".  Las Comunidades Europeas han planteado prácticamente todos los riesgos hipotéticamente imaginables, basándose a menudo en informes científicos que han sido ampliamente rechazados.  Pese a la existencia de rigurosas evaluaciones del riesgo sin prueba alguna de perjuicio, las Comunidades Europeas sostienen enérgicamente que se necesitan medidas de gestión del riesgo.

4.598 A pesar del amplio consenso internacional en el sentido de que los productos biotecnológicos se deben contrastar sobre una base comparativa con sus homólogos convencionales, el enfoque de las Comunidades Europeas consiste en evaluar los productos biotecnológicos de forma aislada.  Las Comunidades Europeas hacen caso omiso de los beneficios demostrados de esos cultivos y de los riesgos demostrados para la salud humana y el medio ambiente derivados de las prácticas existentes que algunos de esos cultivos pueden ayudar a mejorar.  De este modo, las Comunidades Europeas debilitan seriamente su alegación de que actúan con un fundamento de precaución o cautela para proteger el medio ambiente.

4.599 El nivel de protección de las Comunidades Europeas para los productos biotecnológicos se debe comparar con el nivel adoptado para nuevos cultivos desarrollados mediante otras formas de modificación genética, como la radiación y la mutagénesis inducida químicamente;  la variación somaclonal, e incluso los cultivos por selección genética tradicional.  Como han confirmado los expertos, los métodos biotecnológicos y no biotecnológicos de modificación genética no difieren intrínsecamente con respecto a los tipos de riesgos que plantean para la salud humana o el medio ambiente.

4.600 Todos los métodos de introducción de variación genética tienen posibilidades de producir efectos inesperados y no deseados.  Los expertos coinciden en esto.  La probabilidad de cambio en el genoma varía según el método de modificación genética.  Esto se ha debatido en el reciente informe de las academias nacionales sobre la inocuidad de los alimentos transformados por ingeniería genética.  En ese informe, los distintos métodos figuran en un continuo, en el que los cultivos selectivos dentro de una población homogénea presentan la menor posibilidad de causar cambios no deseados, y las técnicas de mutagénesis presentan la mayor posibilidad.  Resulta elocuente el hecho de que varias técnicas del ADN recombinante aparecen en diferentes puntos entre estos extremos.

4.601 Los efectos no deseados no implican necesariamente un riesgo.  Las posibilidades de riesgo resultan del producto y no del método de producción.  Es interesante observar que los efectos no deseados más sorprendentes de la producción de alimentos sobre la salud humana han resultado de los cultivos tradicionales (por ejemplo, patatas con altos niveles de glucoalcaloides).  El método empleado para elaborar el producto no altera la naturaleza de los riesgos.

4.602 Pese al hecho de que todas las formas de modificación fitogenética tienen posibilidades de producir efectos negativos no deseados, las Comunidades Europeas no han impuesto una moratoria sobre productos generados mediante otras formas de reproducción de vegetales.  En rigor, aunque las plantas producidas mediante métodos de reproducción convencionales se evalúan habitualmente para determinar cambios en la productividad, la eficiencia reproductiva, las reacciones ante las enfermedades y las características de calidad, no se evalúan para determinar su seguridad.

4.603 Uno de los ejemplos más sorprendentes de la preocupación selectiva de las Comunidades Europeas en lo tocante a los riesgos es la diferencia en su tratamiento de los cultivos de colza tolerante a los herbicidas creados mediante mutagénesis y los creados mediante la tecnología del ADN recombinante.  Los expertos estuvieron de acuerdo en que los cultivos tolerantes a los herbicidas, con independencia del método de producción, plantean riesgos similares.  Todos los comentarios de las Comunidades Europeas en sus observaciones sobre el asesoramiento de los expertos en lo que respecta a los riesgos planteados por los cultivos tolerantes a los herbicidas se aplican igualmente a los cultivos biotecnológicos y de mutagénesis.  No obstante, pese al hecho de que las variaciones no previstas del genoma son al menos tan probables en el caso de la mutagénesis como en el de la transgénesis, las Comunidades Europeas no exigen una evaluación del riesgo exhaustiva para los cultivos tolerantes a los herbicidas creados mediante mutagénesis.  En el caso de los cultivos creados mediante mutagénesis, a diferencia de sus homólogos biotecnológicos, parece haber escasa preocupación respecto de los efectos sobre el medio ambiente o la salud.  Todo el conjunto de requisitos reglamentarios impuestos a los productos biotecnológicos está completamente ausente en el caso de los cultivos creados mediante mutagénesis.  Sobre todo, no hay ninguna moratoria.

4.604 Dada la similitud de riesgos y los demás factores indicados en la Primera comunicación escrita del Canadá, esas diferencias en los niveles adecuados de protección son arbitrarias e injustificadas y tienen por resultado una discriminación o una restricción encubierta del comercio internacional en contravención con lo dispuesto en el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

b) Prohibiciones de comercialización de productos específicos

i) Colza GT73

4.605 Teniendo en cuenta que el aceite producido a partir de la colza GT73 ya ha sido aprobado para el consumo humano, las conclusiones de la Dra. Nutti relativas al impacto sobre la salud humana fueron totalmente compatibles con las opiniones de la autoridad competente de los Países Bajos y de la EFSA.  En lo tocante a los piensos, las Comunidades Europeas no han planteado dudas sobre el dictamen de la EFSA de 2004 relativo a la inocuidad de la colza GT73 para su uso como pienso.  La supuesta preocupación comunitaria acerca de los residuos de plaguicidas y metabolitos conexos fue desechada por la Dra. Nutti.

4.606 En lo tocante a la liberación en el medio ambiente, la presunta preocupación mencionada por los Estados miembros de las CE parece guardar relación con las posibilidades de diseminación de semillas.  Los expertos desecharon esta preocupación por no estar científicamente justificada, y los estudios mencionados por el Dr. Squire tienen una aplicabilidad limitada, dado que el transporte interior de semillas es improbable.  En todo caso, si se produjera una diseminación de semillas alrededor de las zonas portuarias y las instalaciones de transformación, esas malas hierbas se podrían controlar fácilmente.  El Dr. Squire también se mostró de acuerdo con la opinión de la EFSA en el sentido de que el plan de seguimiento propuesto por el notificador era aceptable a la luz de los factores expuestos en la opinión de la EFSA.  Por consiguiente, las peticiones de un seguimiento más oneroso carecen totalmente de justificación.

4.607 Como la prohibición de productos específicos relativa a la colza GT73 no está respaldada por una evaluación del riesgo, las Comunidades Europeas infringen el párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2.  Además, una demora de siete años en la aprobación de este producto es "indebida" con arreglo a cualquier criterio razonable y, por tanto, infringe lo dispuesto en el párrafo 1 a) del Anexo C.  Además, al imponer la prohibición a la colza GT73, formulando continuamente peticiones injustificadas de información adicional y tratando de imponer requisitos de seguimiento onerosos e innecesarios, las Comunidades Europeas infringen el párrafo 5 del artículo 5.  Los principales beneficiarios son los productores europeos de colza que venden sus productos a las empresas de trituración de las Comunidades Europeas.

ii) Colza Ms8xRf3

4.608 En lo tocante a la caracterización molecular, la Dra. Healy confirmó que las solicitudes de caracterización molecular adicional no eran necesarias para ultimar la evaluación de la inocuidad.  El Dr. Snape se mostró de acuerdo tanto con la Dra. Healy como, y esto es importante, con la opinión de febrero de 2002 del Consejo de Bioseguridad de Bélgica.  Los expertos confirmaron asimismo que la probabilidad de que la colza Ms8xRf3 se radicara o propagara como mala hierba si no se aplicara el glufosinato de amonio no era distinta de la correspondiente a las variedades tradicionales de colza, y que las técnicas existentes para luchar contra las malas hierbas o cultivos voluntarios de la colza tradicional se pueden aplicar con la misma eficacia a la colza Ms8xRf3.

4.609 Al evaluar la legitimidad de la solicitud formulada por Bélgica de información adicional sobre la biodiversidad de las tierras de cultivo, integridad de la cadena alimentaria, etc., el Grupo Especial debe tener presente todo el contexto en que se formuló la solicitud, así como el asesoramiento prestado por los Dres. Snow y Squire.

4.610 Aunque los expertos indicaron que, desde el punto de vista técnico, la solicitud belga estaba justificada, cuando se la examina en su contexto, la solicitud debería verse como un intento de frustrar el procedimiento de aprobación.  Los efectos del empleo de herbicidas se pueden regular y los cultivos tolerantes a los herbicidas ofrecen flexibilidad adicional en lo que se refiere a la lucha contra las malas hierbas.

4.611 La prohibición de productos específicos relativa a la colza Ms8xRf3 no está "relacionada racionalmente" con los riesgos identificados en la evaluación del riesgo, contrariamente a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5 e implícitamente en el párrafo 2 del artículo 2.  Además, una demora de nueve años en la aprobación de este producto es "indebida" con arreglo a cualquier criterio razonable, lo que constituye una infracción del párrafo 1 a) del Anexo C.  Al imponer esta prohibición, solicitando continuamente información innecesaria y procurando imponer requisitos de seguimiento onerosos y prácticas agrícolas, las Comunidades Europeas infringen el párrafo 5 del artículo 5.

c) Prohibiciones nacionales

4.612 El Canadá se atiene a sus argumentos jurídicos anteriores, respaldados por considerables pruebas documentales, que demuestran que las prohibiciones nacionales de los Estados miembros de las CE son medidas sanitarias o fitosanitarias sujetas a los dispuesto en los párrafos 1, 5 y 6 del artículo 5 y los párrafos 2 y 3 del artículo 2 del Acuerdo MSF, y que infringen estas disposiciones.  Por el contrario, las Comunidades Europeas aún no han formulado una argumentación jurídica y fáctica plenamente coherente para cada una de las medidas que refute la presunción prima facie inicial del Canadá.

4.613 El Canadá tiene pocas observaciones adicionales que formular teniendo en cuenta el asesoramiento de los expertos científicos y las observaciones escritas de las Comunidades Europeas sobre esas respuestas.  Dicho brevemente, el asesoramiento de los expertos refuerza en gran medida los argumentos del Canadá en el sentido de que las prohibiciones nacionales no están respaldadas por testimonios científicos suficientes o por una evaluación del riesgo, contrariamente a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  Además, el asesoramiento de los expertos respalda la idea de que el párrafo 7 del artículo 5, aunque pudiera haber sido aplicable a esas medidas cuando fueron adoptadas, no era aplicable en el momento en que se estableció este Grupo Especial y no es aplicable en la actualidad.

4.614 La colza Topas 19/2 fue aprobada por las Comunidades Europeas para importación y elaboración en abril de 1998.  Fue prohibida por Francia y Grecia.  Los expertos convinieron en que no existe ninguna justificación científica para estas medidas, dado que el producto sólo fue aprobado para importación y elaboración.  Aunque el Dr. Andow sugirió que Francia podría haber justificado su medida en 1998 -si bien por motivos distintos de los que actualmente invoca Francia-, concluyó que Francia y Grecia habrían tenido datos suficientes para adoptar una decisión a más tardar en 2001.  Las Comunidades Europeas, en sus observaciones sobre las respuestas de los expertos, tergiversan la pregunta esencial que se debe responder.  En rigor, los propios expertos científicos de Francia no consideraron que la colza tolerante a los herbicidas -cuando se la importa con fines de elaboración- plantee ningún riesgo adicional al de la colza tradicional.

4.615 Los expertos también convienen en que los "testimonios científicos y otra información" aportados por Francia no se ajustan a la definición de una evaluación del riesgo conforme a lo preceptuado en el Acuerdo MSF o la CIPF.  Aunque el Dr. Andow sugiere que la documentación está abarcada por el Anexo III del Protocolo sobre la Seguridad de la Biotecnología, a juicio del Canadá, el Anexo III no constituye una norma internacional a los fines del Acuerdo MSF y, por lo tanto, no es pertinente a los efectos de determinar si la documentación presentada por Francia cumple los requisitos del Acuerdo MSF.

4.616 Por último, basándose en el proyecto de decisión presentado ante el Comité de reglamentación, la Comisión Europea comparte la opinión de que no hay ninguna justificación científica para mantener una prohibición sobre la importación y elaboración de colza Topas 19/2.  Es inevitable la conclusión de que la prohibición francesa y la prohibición de importación griega impuestas a la Topas 19/2 se mantiene sin testimonios científicos suficientes, contrariamente a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF, no se basan en una evaluación del riesgo, en contravención del párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF, y no pueden justificarse al amparo del párrafo 7 del artículo 5 porque hay testimonios científicos suficientes para ultimar dicha evaluación del riesgo.

4.617 En relación con el maíz T25, según el Dr. Andow, la aparición de resistencia a las malas hierbas era la única preocupación plausible planteada por Austria.  Incluso en este caso, no resulta claro de las pruebas que Austria estuviera verdaderamente preocupada por este riesgo potencial.  En cualquier caso, la realidad es, como las Comunidades Europeas deben reconocer, que el glufosinato de amonio ha obtenido un éxito notable para prevenir la aparición de resistencia, y las estrategias de gestión de la resistencia a los herbicidas estaban bien desarrolladas a fines del decenio de 1990.

4.618 El maíz T25 ha sido objeto de un estudio científico exhaustivo.  En cada uno de los casos, los propios expertos científicos de las Comunidades Europeas llegaron a la misma conclusión.  Las pruebas de las Comunidades Europeas no pueden considerarse como una base suficiente para constatar que la prohibición de Austria era o es compatible con el párrafo 2 del artículo 2 o el párrafo 1 del artículo 5, o justificable al amparo del párrafo 7 del artículo 5.  Si fuera de otro modo, las disciplinas que figuran en esas disposiciones resultarían en gran medida privadas de sentido.

4.619 Por último, en el caso del maíz T25 y también de otros productos, la Comisión Europea ha presentado un proyecto de decisión en el que se pide a Austria que derogue la prohibición impuesta al maíz T25.  Es evidente que la Comisión comparte el criterio del Canadá de que no hay testimonios científicos que justifiquen el mantenimiento de la medida.

4.620 En lo que respecta a la prohibición italiana impuesta al maíz MON809, MON810, Bt-11 y T25, el Canadá desea que las Comunidades Europeas aclaren cuál es la situación jurídica actual de la prohibición.  Hay algunos indicios de que la medida ya no existe, pero los datos no son concluyentes.  Por consiguiente, el Canadá desea que las Comunidades Europeas confirmen (con documentación justificante) que la medida italiana ha sido derogada o ha sido declarada nula por otros medios.

4.621 Suponiendo que la medida siga existiendo, la falta de testimonios para justificar una prohibición nacional en este caso es en todo caso aún más evidente si se la compara con otras prohibiciones relativas a productos específicos.  La Dra. Nutti fue la única experta que se ocupó de las preguntas formuladas por el Grupo Especial con respecto a la prohibición nacional italiana.  Con respecto a cada una de estas variedades de maíz, concluyó que Italia disponía de testimonios científicos suficientes para ultimar las evaluaciones del riesgo, y que la información presentada por Italia a la Comisión Europea para respaldar su medida "no justificaban una prohibición temporal" del maíz MON810, MON809, Bt-11 o T25.  En sus observaciones sobre las respuestas de la Dra. Nutti en relación con la prohibición nacional italiana, las Comunidades Europeas ofrecen escasos testimonios científicos en sus esfuerzos por desacreditar o contradecir la opinión de la Dra. Nutti.  También tergiversan algunos de los hechos.  Por ejemplo, confunden el gen bla, que da resistencia antibiótica a la ampicilina, con el gen nptII.  Además, el gen nptII no está presente en la construcción final y, en todo caso, tiene una historia de 13 años de empleo inocuo en los alimentos y los piensos.

4.622 En resumen, como sucede con las demás medidas nacionales de los Estados miembros de las CE, el asesoramiento de los expertos y todos los demás testimonios científicos disponibles corroboran categóricamente los argumentos del Canadá en el sentido de que la medida italiana no se basa en una evaluación del riesgo, contrariamente a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5 y el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo MSF.  Además, parece claro que hay testimonios científicos suficientes para ultimar una evaluación del riesgo y que, por lo tanto, el párrafo 7 del artículo 5 es inaplicable.

4. Otras cuestiones

4.623 El Canadá se ocupará brevemente de los argumentos de las Comunidades Europeas con respecto a la norma de examen y las definiciones proporcionadas por organizaciones internacionales.

4.624 En lo tocante a la norma de examen, las Comunidades Europeas formulan dos afirmaciones, ninguna de las cuales tiene fundamento.  En primer lugar, alegan que el Grupo Especial debería limitar su examen de los testimonios y datos científicos a los existentes en el momento en que la medida se puso en vigor.  En segundo lugar, las Comunidades Europeas alegan que el Grupo Especial debería adoptar un enfoque de deferencia en su evaluación de si las Comunidades Europeas han infringido el párrafo 1 a) del Anexo C.  En cada uno de estos argumentos, las Comunidades Europeas presentan erróneamente la función que incumbe al Grupo Especial, tergiversando y aplicando incorrectamente el texto del artículo 11 del ESD y la jurisprudencia pertinente.

4.625 En primer lugar, en lo que respecta a la cuestión temporal, las Comunidades Europeas se basan erróneamente en el asunto Estados Unidos - Hilados de algodón;  en los casos relativos a medidas de salvaguardia, la norma de examen es diferente de la que corresponde en los casos de medidas sanitarias o fitosanitarias.  Limitar la investigación al "estado de la información científica y los datos existentes en el momento" en que la medida se adoptó no permitiría que el Grupo Especial determinara si la medida se justificaba en el momento en que el Grupo Especial se estableció, contrariamente al objeto y fin del Acuerdo MSF, y de forma incompatible con el requisito del artículo 11 del ESD.  La referencia que contiene el párrafo 2 del artículo 2 al "mantenimiento" de una medida sanitaria o fitosanitaria perdería todo sentido, en contradicción con el principio de la interpretación efectiva de los tratados.

4.626 En segundo lugar, el intento de las Comunidades Europeas de establecer una distinción en la aplicación de la norma de examen entre el párrafo 2 del artículo 5 y el párrafo 1 a) del Anexo C no está respaldado por la jurisprudencia.  El Grupo Especial debería examinar las medidas de las Comunidades Europeas basándose en la forma en que un gobierno razonablemente diligente habría y debería haber actuado a la vista de la información fáctica de que disponía.  Un enfoque de deferencia respecto de la interpretación y aplicación del párrafo 1 a) del Anexo C no sería compatible con la jurisprudencia.  En cualquier caso, es indudable que las Comunidades Europeas no han cumplido su obligación procesal con arreglo al párrafo 1 a) del Anexo C.  Aceptar que seis años y medio representan una demora justificable quitaría todo sentido al párrafo 1 a) del Anexo C;  esto sería incompatible con el principio de la interpretación efectiva de los tratados.

4.627 En lo tocante a las definiciones proporcionadas por las organizaciones internacionales, las Comunidades Europeas sostienen que las definiciones corroboran su argumentación.  El Canadá disiente de ello.  Según su propia redacción, las definiciones que figuran en la documentación presentada por las organizaciones internacionales no respaldan las afirmaciones de las Comunidades Europeas en cuanto al significado de los términos en cuestión.  Pese a las aseveraciones de las Comunidades Europeas en el sentido de que un OMG no puede, a priori, ser considerado como toxina, contaminante, alérgeno, plaga, organismo patógeno o portador de enfermedades, las definiciones de esos términos o de sus elementos se pueden encontrar en documentos que expresamente abordan cuestiones de biotecnología.  Si las afirmaciones de las Comunidades Europeas fueran correctas, habría escasa justificación para que esos términos aparecieran en glosarios y normas internacionales relacionados específicamente con la biotecnología.

4.628 Además, y en cualquier caso, las definiciones proporcionadas por las organizaciones internacionales no son decisorias respecto de lo que los términos que figuran en ellas significan en el contexto del Acuerdo MSF o el Acuerdo OTC.  Esto es particularmente cierto en el caso de los términos enumerados que aparecen en dichos Acuerdos.  Este tipo de términos se deben interpretar de conformidad con las normas usuales de interpretación de los tratados, según se expresa en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

O. Segunda declaración oral de la Argentina sobre la Segunda y Tercera comunicaciones de las Comunidades Europeas

1. La medida de moratoria de facto
a) La medida a la que se refiere este procedimiento

4.629 En relación con la moratoria de facto, que consiste en la ausencia de toda aprobación o rechazo de cualquier nuevo producto agrícola de biotecnología desde 1998, las Comunidades Europeas no han aprobado ni siquiera una solicitud hasta 2004.  Ante esta ausencia de aprobaciones o rechazos, las Comunidades Europeas se han limitado a negar la existencia de una moratoria de facto o, subsidiariamente, a afirmar que si tal medida existiera no sería impugnable al amparo de los Acuerdos de la OMC.  La Argentina ha demostrado en todo este procedimiento qua ambas afirmaciones carecen de fundamento.

4.630 La existencia de una moratoria de facto ha sido reconocida por altos funcionarios de las CE con jurisdicción sobre el asunto tratado en la presente diferencia, en diversas oportunidades, y esta prueba se presentó al Grupo Especial.  Por consiguiente, la Argentina no reiterará las referencias a esta prueba categórica.

4.631 La moratoria de facto consiste en una conducta persistente de las Comunidades Europeas que refleja una práctica.  Esta pauta de conducta es un conjunto de actos y omisiones que tienen como efecto paralizar todas las solicitudes en el sistema de aprobación de las Comunidades Europeas.  La moratoria de facto opera en las etapas decisivas de los procedimientos previstos en los reglamentos de las CE.  Aunque algunas solicitudes han avanzado en el procedimiento de aprobación, este avance en ningún caso ha dado lugar a la aprobación o el rechazo.  Este hecho es el elemento central del concepto de la moratoria de facto.

4.632 La afirmación de las Comunidades Europeas acerca de la imposibilidad de impugnar la moratoria de facto en el marco de los Acuerdos de la OMC fue refutada por la Argentina en este procedimiento.  Los argumentos de la Argentina están respaldados por la jurisprudencia del GATT/OMC y se explicaron en su Primera comunicación escrita.

4.633 La Argentina desea subrayar que si se adoptara una definición limitada del término "medida", esto permitiría que los Miembros de la OMC eludieran el análisis jurídico de sus medidas simplemente no incluyéndolas en una disposición legislativa.  Además, esto privaría de sentido al ordenamiento jurídico de la OMC.

4.634 La primera de estas consecuencias (elusión del análisis jurídico) ya fue mencionada en la Primera comunicación escrita de la Argentina e incluso fue señalada por los terceros en este procedimiento.  No obstante, la Argentina desea referirse a la segunda de estas consecuencias (privar de sentido al ordenamiento jurídico de la OMC).

4.635 Según el punto de vista de la Argentina, de la jurisprudencia del GATT/OMC se desprende con bastante claridad que una característica central del sistema de la OMC es asegurar que los grupos especiales y el Órgano de Apelación estén en condiciones de investigar todas las medidas con independencia de la forma en la que los Miembros de la OMC las hubieran puesto en vigor.  Una definición limitada del término "medida" no sólo fomentaría la falta de transparencia por parte de los Miembros de la OMC, sino que impediría que los grupos especiales y el Órgano de Apelación analizaran cualquier medida que infringiera los Acuerdos abarcados.  La jurisprudencia ha sido clara en la interpretación del ordenamiento jurídico del GATT/OMC en un sentido amplio, a fin de asegurar que el cumplimiento de ese ordenamiento jurídico no se eludiera simplemente debido a la forma en que se aplica una medida.  La Argentina considera que en la presente diferencia las Comunidades Europeas no deben utilizar su propia falta de transparencia para evitar el análisis jurídico de la moratoria de facto.

b) Incompatibilidad de la moratoria de facto con el párrafo 1 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.636 La legislación de las Comunidades Europeas establece que la evaluación de los productos biotecnológicos se debe realizar "caso por caso".  Sin embargo, las Comunidades Europeas han impuesto, sin ningún testimonio científico, una medida global a todos los productos biotecnológicos en el sistema de aprobación comunitario.  Como esta medida carece de todo fundamento en testimonios científicos, incumple obligaciones básicas contenidas en el Acuerdo MSF.  Además, esta moratoria de facto quita valor a la afirmación de las Comunidades Europeas de que han evaluado los riesgos "caso por caso".

c) Las Comunidades Europeas no pueden justificar la moratoria de facto al amparo del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.637 La Argentina considera que las Comunidades Europeas han dispuesto de suficiente información científica pertinente, es decir, los dictámenes positivos emitidos por sus Comités científicos.  Estos dictámenes positivos constituyen testimonios suficientes en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 y el párrafo 1 del artículo 5 y no han sido refutados por las Comunidades Europeas ni por los expertos designados para ayudar al Grupo Especial.

d) La moratoria de facto infringe el párrafo 5 del artículo 5 del Acuerdo MSF
4.638 Los expertos han ratificado que el trato dado por las Comunidades Europeas a los productos agrícolas de biotecnología en comparación con los productos "no biotecnológicos" es incompatible con el párrafo 5 del artículo 5.  Esto es así porque se ha demostrado que los productos agrícolas de biotecnología suponen riesgos similares a los de los derivados de los productos "no biotecnológicos".

2. La "suspensión y no consideración" no se basan en testimonios científicos, por lo que incumplen las obligaciones en el marco de la OMC

4.639 En lo que respecta al algodón Bt-531, consideramos que los presuntos argumentos científicos de las CE han sido refutados, ya que las pruebas presentadas por la Argentina no han sido rebatidas por otros testimonios científicos pertinentes.  En cuanto a las reuniones celebradas los días 17 y 18 de febrero, la cuestión relativa al algodón Bt-531 fue analizada en un sentido más amplio, y de las respuestas de los expertos las Comunidades Europeas no pueden invocar ningún testimonio científico válido o pertinente que pueda refutar los testimonios científicos positivos derivados de la opinión del Comité científico de las CE desde julio de 1998.

4.640 En lo que respecta al algodón RRC1445, la Argentina considera que las reuniones de los días 17 y 18 de febrero aclararon efectivamente las cuestiones y confirmaron nuestro argumento en el sentido de que no hay testimonios científicos en la información presentada por las Comunidades Europeas que puedan refutar la opinión positiva del Comité científico de las CE de julio de 1998, favorable a la aprobación del algodón RRC1445.  Mencionamos, en particular, la aclaración formulada por el Dr. Squire relativa a la presunta posibilidad de transferencia genética horizontal, que confirmó el argumento de la Argentina.

4.641 En cuanto al maíz NK603, a la Argentina le complace el hecho de que esta cuestión haya sido tratada adecuadamente por los expertos.  Coincidimos con el Dr. Andow cuando afirmó que no había razones para rechazar la opinión positiva de los Comités científicos de las Comunidades Europeas del modo en que las Comunidades Europeas han tratado de hacerlo en este procedimiento.  En lo que respecta a las reuniones de los días 17 y 18 de febrero, el valor y el alcance inicial de las opiniones positivas de los Comités científicos de las Comunidades Europeas han quedado establecidos claramente, especialmente cuando la Dra. Nutti se refirió concretamente a una cuestión contenida en la evaluación positiva y que las Comunidades Europeas trataron de convertir en una cuestión hipotética.  Además, también apreciamos el hecho de que los expertos hayan reconocido que el seguimiento no es necesario cuando el producto está destinado únicamente a la importación y no al cultivo.

4.642 Con respecto al maíz GA21, la solicitud fue retirada en septiembre de 2003, y la Argentina sostiene que este retiro demuestra precisamente el efecto de la moratoria de facto y de la "suspensión y no consideración".  El maíz GA21 recibió una evaluación científica positiva tanto con arreglo a la Directiva 90/220 como en virtud del Reglamento 258/97.  Las Comunidades Europeas hicieron caso omiso durante años de estos testimonios científicos que eran favorables a la aprobación, hasta que las solicitudes se retiraron.

4.643 En resumen, la Argentina solicita respetuosamente al Grupo Especial que constate que "la suspensión y no consideración de las solicitudes de productos que revisten particular interés para la Argentina" son incompatibles con las obligaciones que la OMC impone a las Comunidades Europeas.

3. Las "demoras indebidas"

4.644 El artículo 8 del Acuerdo MSF establece dos obligaciones diferentes:  la primera se refiere al compromiso de cumplir las disposiciones del Anexo C, y la segunda es la de asegurarse de que "sus procedimientos no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo".  Dado que la Argentina ha demostrado que se ha infringido el párrafo 1 del artículo 5, la demora en la aprobación de productos agrícolas de biotecnología que revisten interés para la Argentina no está justificada, ya que no se basa en testimonios científicos.  Por consiguiente, no hay razón alguna que justifique la demora.  Esto es sin perjuicio de la infracción particular de los apartados a), b), c) y e) del párrafo 1 del Anexo C del Acuerdo MSF.

4. Las prohibiciones de los Estados miembros no se basan en testimonios científicos y, por lo tanto, violan el Acuerdo MSF
4.645 Los productos específicos afectados por las medidas aplicadas por Alemania, Austria, Italia y Luxemburgo tenían la aprobación previa de las Comunidades Europeas, basada en dictámenes científicos emitidos por los propios Comités científicos de las Comunidades Europeas.  Estas prohibiciones de los Estados miembros han pasado por alto estos testimonios científicos y mantienen limitaciones a la entrada de esos productos en sus territorios.  Además, algunos de dichos países han tratado de procurar protección mediante procedimientos de salvaguardia para tratar de justificar sus medidas, lo que ha dado lugar a nuevos dictámenes científicos emitidos por los Comités científicos de las Comunidades Europeas.  Estos nuevos dictámenes refutan los fundamentos de las medidas adoptadas por los Estados.

4.646 Lo expuesto, así como las respuestas de los expertos, demuestran la ausencia de testimonios científicos que justifiquen las medidas actualmente mantenidas por dichos Estados miembros, y confirman la distinción arbitraria e injustificada formulada con respecto a los productos afectados.  Por esta razón, como en las secciones precedentes, solicitamos que el Grupo Especial confirme la incompatibilidad con el Acuerdo MSF.

P. Segunda declaración oral de las Comunidades Europeas sobre las comunicaciones Segunda y Tercera de las partes reclamantes

1. Demoras

4.647 La cuestión central en este asunto es la demora.  Las Comunidades Europeas han resistido los intentos de las partes reclamantes de presentar la cuestión de la demora de manera excesivamente simplificada, tanto en el nivel fáctico como en el jurídico.  En lo tocante a los hechos, las Comunidades Europeas han demostrado que las solicitudes no han quedado paralizadas desde 1998, como inicialmente alegaron las partes reclamantes.  Las Comunidades Europeas han presentado cronologías detalladas que muestran en todos los casos la existencia de razones válidas para demorar el procedimiento, mientras estaban pendientes las solicitudes de información adicional.  El análisis de las demoras individuales ha mostrado que en la enorme mayoría de los casos había razones válidas en el origen de esas demoras.  Con respecto al nivel jurídico, las Comunidades Europeas han resistido los intentos de las partes reclamantes de convertir esas demoras individuales en una medida que denominan "moratoria".  La presentación que hacen las partes reclamantes de su "moratoria" ha cambiado gradualmente desde la descripción de una prohibición a la de una paralización de todos los procedimientos y a demoras individuales derivadas de un plan más amplio, que es la presunta "moratoria".  Nos encontramos ahora en la grotesca situación de que las partes reclamantes ven la prueba de la existencia de la moratoria incluso en demoras individuales que ellas mismas reconocen como justificadas.  El Grupo Especial se ha centrado acertadamente en la evaluación de las demoras individuales.

b) Carga de la prueba

4.648 En lo tocante a las demoras individuales, resulta claro que la aparente alegación inicial de las partes reclamantes de que todos los procedimientos han sido paralizados se ha visto ampliamente refutada por las Comunidades Europeas mediante los historiales de solicitudes de aprobación de productos individuales presentados en sus comunicaciones y también mediante las cronologías facilitadas.  Incumbe a las partes reclamantes refutar estas pruebas presentando argumentos y pruebas para explicar por qué las razones de las demoras eran injustificadas, con la consecuencia de que las demoras habrían sido indebidas.

c) Demoras identificadas como "indebidas" por las partes reclamantes

4.649 Falcon GS40/90, Prueba documental 62 de las CE:  Los Estados Unidos fueron la única parte reclamante que incluyó este producto en el mandato.  El único argumento invocado es que la Comisión rechazó o no presentó un proyecto de medida al Comité de reglamentación.  Las Comunidades Europeas ya se han referido a esto.  En cuanto a los aspectos abordados en las preguntas del Grupo Especial, los Estados Unidos expresan que los expertos confirman sus alegaciones.  Las Comunidades Europeas no alcanzan a comprender cuáles son esas alegaciones.  En sus alegaciones sobre las respuestas de los expertos, los Estados Unidos se remiten a secciones de su réplica complementaria en las que no se hace ninguna mención del Falcon.

4.650 MS8xRF3, Prueba documental 63 de las CE:  De modo análogo al Falcon GS40/90, los Estados Unidos sólo han impugnado el planteamiento provisional (y el hecho de que el Comité de reglamentación no fuera consultado) como "demora indebida".  Las Comunidades Europeas ya han tratado estas cuestiones.  El Canadá, en cambio, ha analizado el proceso con cierta extensión.  Ha repetido los argumentos relativos a la falta de votación, que las Comunidades Europeas ya han abordado.  El Canadá ha estado de acuerdo con algunas medidas adoptadas, como un código convenido de buenas prácticas agrícolas y un plan de seguimiento.  Ha identificado diversas solicitudes de información que considera problemáticas.  Con respecto a ellas, el Grupo Especial ha pedido la opinión de los expertos, cuyo asesoramiento ha dado como resultado una gran cantidad de opiniones divergentes, lo que demuestra que estas cuestiones están lejos de estar resueltas.  Por ejemplo, con respecto a la petición de una caracterización molecular adicional, los criterios de la Dra. Healy y del Dr. Snape divergen considerablemente.  Las opiniones de las Comunidades Europeas sobre la justificación de estas peticiones figuran en sus observaciones sobre el asesoramiento científico y las CE se atienen a estas opiniones por considerar que dichas peticiones estaban justificadas.

4.651 La afirmación del Canadá de que el Consejo Asesor belga "aprobó" el Ms8xRf3 para su importación y elaboración es errónea.  Los órganos nacionales sólo emiten "dictámenes";  la "aprobación" o el rechazo se resuelven a nivel comunitario.  En realidad, actualmente el producto es objeto de evaluación a cargo de la EFSA para todos los usos.  La afirmación del Canadá de que una objeción formulada por Bélgica a la aprobación para cultivo consiste en que "aún no hay en vigor normas sobre coexistencia" es engañosa.  Una de las principales preocupaciones de esta autoridad se refiere a la transferencia de genes, tanto en las variedades silvestres afines como en los campos vecinos.  El Canadá alega asimismo que "Bélgica rechaza el 'planteamiento provisional'", "refutando" los intentos del notificador por cumplir.  También en este caso las citas selectivas del Canadá son engañosas.  Una cuidadosa lectura de las actas pertinentes (Prueba documental 63 de las CE) deja en claro que la autoridad debatió acerca de si se debía o no complementar la solicitud.  No obstante, la conclusión fue positiva y en realidad la solicitud siguió su trámite.  El Canadá también alega que Bélgica ha autorizado el glufosinato para cultivos modificados genéticamente.  Como puede verse, esa autorización se refiere a un uso diferente (únicamente la producción de semillas) para un producto diferente (Ms1xRf2).  Por lo tanto, las Comunidades Europeas no ven que este hecho sea pertinente para dicha autorización.

4.652 Remolacha forrajera Roundup Ready A5/15, Prueba documental 64 de las CE:  El A5/15 sólo aparece en el mandato correspondiente a los Estados Unidos.  Sus alegaciones son todas de carácter genérico y se refieren a cuestiones tales como el rechazo u omisión de la Comisión con respecto a la presentación de un proyecto de medida y a la aplicación del "planteamiento provisional".  Las Comunidades Europeas ya han abordado estas cuestiones.  El Grupo Especial ha tratado diversos aspectos por conducto de los expertos científicos, y su asesoramiento en esta materia más bien ha respaldado las solicitudes adicionales formuladas por las autoridades competentes.  Así, el Dr. Andow ha estado de acuerdo con la solicitud de los Países Bajos de una evaluación teórica sobre inocuidad, las solicitudes de los Países Bajos y del Reino Unido de datos adicionales sobre caracterización molecular y la solicitud italiana de transferencia y recombinación de genes en condiciones naturales, considerándolas pertinentes para una evaluación del riesgo para el medio ambiente y no abordadas con anterioridad.

4.653 Algodón Bt (531), Prueba documental 65 de las CE:  Tanto la Argentina como los Estados Unidos han incluido el 531 en el mandato.  Sus alegaciones consisten en que el Comité de reglamentación no realizó una votación y que la consulta interservicios equivale a una moratoria.  Las Comunidades Europeas han abordado estas alegaciones, subrayando que el Comité de reglamentación no ha realizado una votación debido a las objeciones de los Estados miembros relativas a cuestiones tales como los genes marcadores de resistencia a antibióticos, los efectos indirectos y el plan de seguimiento.  La Argentina no ha vuelto sobre esto y trata el tema muy por encima, rechazando algunos documentos sin un análisis adecuado y limitando su refutación a decir que ya se ha presentado y evaluado positivamente un plan de seguimiento.  Los Estados Unidos dedican a esto un cierto tiempo, pero no presentan ningún argumento para refutar la validez de las preocupaciones y únicamente expresan que se ha presentado toda la información.  El Grupo Especial no ha consultado a sus expertos sobre la justificación científica de estas preocupaciones y las Comunidades Europeas mantienen que ellas eran legítimas y científicamente sólidas, y que no se habían abordado anteriormente.  En cuanto a la observación de que no se pidió al solicitante que presentara datos específicos, las peticiones de otras autoridades competentes o de los comités de la Comunidad de presentación de información adicional se transmiten automáticamente al solicitante.  Como se trata de un procedimiento automático, no queda constancia de esa transmisión.

4.654 Algodón Roundup Ready (RRC1445), Prueba documental 66 de las CE:  En cuanto al 531, la Argentina y los Estados Unidos no identifican demoras específicas y limitan las alegaciones -también en este caso- a cuestiones tales como que el Comité de reglamentación no realizó una votación y la consulta interservicios.  En su réplica complementaria, los Estados Unidos rechazan las preocupaciones científicas subrayadas por las Comunidades Europeas alegando que "no tienen en cuenta" una demora indebida que duró cuatro años.  No obstante, los expertos del Grupo Especial han considerado que las objeciones relativas a la suficiencia del plan de seguimiento estaban justificadas científicamente.

4.655 Patata para almidón Amylogene, Prueba documental 67 de las CE:  Los Estados Unidos fueron los únicos que incluyeron este producto en el mandato.  El único argumento presentado es que la Comisión rechazó o no presentó un proyecto de medida.  Las Comunidades Europeas ya han tratado esta cuestión, subrayando también las preocupaciones expresadas por el Comité científico de las plantas sobre este producto.  Las Comunidades Europeas observan que tres de cuatro expertos del Grupo Especial que expresaron su opinión sobre estas preocupaciones justificaron su validez científica.

4.656 Colza Liberator, Prueba documental 68 de las CE:  Este es otro producto que sólo figura en el mandato a solicitud de los Estados Unidos y respecto del cual no han presentado alegaciones con excepción de la afirmación usual de que la Comisión rechazó presentar un proyecto de medida.  También en este caso las Comunidades Europeas han abordado la cuestión y han explicado que esta solicitud fue objeto de diversas objeciones relacionadas con cuestiones tales como la caracterización molecular, el análisis de la composición y los efectos ambientales a largo plazo.  Las Comunidades Europeas también destacaron algunas cuestiones actuales planteadas por la autoridad competente principal sobre caracterización molecular y plan de seguimiento posventa.  El Grupo Especial no ha considerado necesario determinar si estas preocupaciones estaban o no justificadas científicamente.  Por lo tanto, las Comunidades Europeas mantienen que se trata de preocupaciones legítimas y científicamente válidas.

4.657 Maíz Bt-11, Prueba documental 69 de las CE:  Los Estados Unidos han planteado diversas alegaciones sobre este producto.  Aparte de la presunta omisión de la Comisión de presentar un proyecto de medida, los Estados Unidos también han alegado una demora de dos años y medio después del dictamen del Comité científico de las plantas.  Las Comunidades Europeas han abordado ambas alegaciones, subrayando que el solicitante aún tiene que presentar el plan de seguimiento requerido en 2000.  El argumento de que este plan sólo se ha de aplicar después de la comercialización es ajeno a la cuestión.  Aunque es cierto que sólo se aplicará después de la comercialización, se debe presentar de todos modos antes de la autorización, con toda la información necesaria para que pueda ser evaluado adecuadamente.  En cuanto a las alegaciones de los Estados Unidos en el sentido de que las preocupaciones sobre el análisis de la composición, biogeoquímica, efectos ecológicos e infestación son infundadas y ya tratadas, las Comunidades Europeas las impugnan.  El Grupo Especial no ha pedido que se evaluara si esas preocupaciones están o no justificadas científicamente.  Por consiguiente, las Comunidades Europeas sostienen que se trataba de preocupaciones legítimas y científicamente válidas.

4.658 Colza GT73, Prueba documental 70 de las CE:  Con respecto a este producto, los Estados Unidos alegan que los Estados miembros se han opuesto fundándose en la necesidad de legislación sobre trazabilidad, etiquetado y coexistencia.  Al parecer, el Canadá señala una demora general de 42 meses, más algunas "preguntas u objeciones injustificadas o no razonables".  Las Comunidades Europeas se atienen a los argumentos que han formulado y observan que algunas preocupaciones planteadas en esta solicitud (caracterización molecular, estudios de alimentación, plan de seguimiento) se habían mencionado en las preguntas del Grupo Especial a los expertos, quienes habían hecho una evaluación más bien positiva de estas preocupaciones.  Con respecto a otras, las Comunidades Europeas mantienen su posición de que se trata de preocupaciones legítimas y científicamente válidas o de requisitos reglamentarios ajenos al alcance de esta diferencia (trazabilidad y etiquetado).

4.659 Maíz Bt Cry1F (1507), Prueba documental 74 de las CE:  Los Estados Unidos señalan con respecto a este producto cuatro solicitudes de información adicional que, según alegan, no están justificadas u ocasionan demoras indebidas.  Las Comunidades Europeas observan que ninguna de estas peticiones de información se había formulado respecto de otra solicitud para el mismo producto (Prueba documental 75 de las CE).  Los Estados Unidos alegan que, además de que los Estados miembros la bloquearan, los Estados Unidos se opusieron a la solicitud sobre la necesidad de legislación en materia de trazabilidad, etiquetado y coexistencia.  Las Comunidades Europeas han abordado estas alegaciones, subrayando algunas cuestiones identificadas tanto por las autoridades competentes principales como por otros Estados miembros con respecto a la caracterización molecular, la alergenicidad y la toxicidad, los efectos ambientales, los efectos de seguimiento, el muestreo y los métodos de detección.  Los Estados Unidos sostienen que algunas de estas preocupaciones (estudios de alimentos completos, evaluación de la inocuidad, organismos no objetivo, análisis de proteínas) son injustificadas.  Algunas de ellas se han planteado a los expertos, que hicieron una evaluación más bien positiva.  En cuanto a otras, las Comunidades Europeas mantienen que se trata de preocupaciones legítimas y válidas o de requisitos reglamentarios ajenos al alcance de esta diferencia (trazabilidad y etiquetado).

4.660 NK603, C/ES/00/01, Prueba documental 76 de las CE:  Los Estados Unidos plantearon cuestiones que, a su juicio, demuestran la existencia de una demora indebida.  Alegan que la solicitud permaneció a nivel de Estado miembro durante 25 meses.  Reconocen varias solicitudes de información y hacen hincapié en el hecho de que la autoridad competente dedicó 12 meses a evaluar la información recibida.  La idea de los Estados Unidos de que una autoridad competente debe analizar y tramitar inmediatamente la información que el solicitante ha reunido durante 13 meses es un poco ingenua.  Los Estados Unidos hacen referencia a demoras ocurridas en el procedimiento a nivel comunitario.  Las Comunidades Europeas señalan que el procedimiento está establecido en la legislación, que las partes reclamantes no han impugnado.  Los Estados Unidos se refieren a dos solicitudes de información que consideran inválidas y causantes, a su juicio, de demoras indebidas.  Una es la solicitud austríaca de datos y estudios sobre efectos subcrónicos, mutagénicos, reproductivos y ecotóxicos.  Esta cuestión no ha sido abordada por los expertos del Grupo Especial.  Las Comunidades Europeas discrepan de que esa petición fuera "infundada y no razonable".  Las Comunidades Europeas observan que la petición de Austria era más amplia y abarcaba cuestiones fundamentales (análisis de la composición, caracterización molecular), cuya validez científica los Estados Unidos no han impugnado.  La otra petición fue formulada por España, y se refería a la utilización de RPC para rastrear supuestas inserciones aleatorias de fragmentos y posible transcripción.  Esto se incluyó en la pregunta 38 del Grupo Especial, pero ningún experto respondió.  Las Comunidades Europeas se remiten a sus observaciones sobre las respuestas de los expertos, en las que se explica por qué esta petición se consideró válida científicamente.

4.661 Maíz Roundup Ready GA (21), Pruebas documentales 78 y 85 de las CE:  Los Estados Unidos se quejan de algunas demoras a nivel de Estado miembro, pero omiten, según su conveniencia, que hubo numerosas peticiones de información.  Todas las peticiones señaladas por los Estados Unidos se incluyeron en las preguntas 40 y 40bis del Grupo Especial.  Fueron ampliamente examinadas por los expertos y las Comunidades Europeas se remiten a los párrafos 476 y siguientes de sus propias observaciones sobre las respuestas de los expertos, en las que explican que esas peticiones eran científicamente razonables.

4.662 MaisGuard x Roundup Ready (MON810 x GA21), Prueba documental 82 de las CE:  Los Estados Unidos señalan algunas demoras ocurridas a nivel de Estado miembro.  Estas demoras se pueden explicar:  una de las especies parientes de este híbrido, GA21, no había sido aún evaluada y la autoridad competente esperaba la evaluación.  Los expertos no cuestionaron el hecho de que una evaluación de inocuidad de un híbrido se pudiera paralizar mientras se esperaba la evaluación de las líneas parentales.  No obstante, parece obvio que el híbrido no se puede evaluar de manera concluyente mientras la evaluación de sus organismos parentales está aún pendiente.

4.663 GA21, uso alimentario, Prueba documental 91 de las CE:  Los Estados Unidos formulan algunos argumentos respecto de "demoras indebidas" en esta solicitud.  Las Comunidades Europeas ya han respondido a la mayor parte de ellos y observan que los Estados Unidos parecen plantear una cuestión científica, que no ha sido abordada por los expertos, sobre una observación de la autoridad competente griega relativa a las pruebas de toxicidad de la totalidad del producto y no únicamente de la proteína.  Se trata meramente de una observación formulada por Grecia en el sentido de que tales datos no existen, pero no de una sugerencia ni una petición de que se realicen las pruebas.  Las Comunidades Europeas no alcanzan a ver de qué modo esa observación podría ocasionar demora alguna.  Parecería que los Estados Unidos han señalado esta observación de forma arbitraria.

4.664 Maíz dulce Bt, Prueba documental 92 de las CE:  Los Estados Unidos y las Comunidades Europeas disienten sobre la naturaleza de las observaciones y objeciones formuladas.  No obstante, con independencia de si se las podría llamar o no evaluaciones del riesgo, se han basado en razones científicas válidas y razonables, un hecho que los Estados Unidos no cuestionan.  Los Estados Unidos abordan algunas peticiones de información sobre el análisis de la composición y la equivalencia sustancial.  Esas peticiones no están incluidas en las preguntas del Grupo Especial y las Comunidades Europeas no están de acuerdo con los Estados Unidos sobre la validez científica de esas peticiones.

4.665 MaisGuard (MON810) x Roundup Ready (GA21), Prueba documental 94 de las CE:  Los Estados Unidos plantean dos cuestiones sobre la Prueba documental 94 de las CE.  Una es la demora debida a una evaluación no completada del GA21, una de las líneas parentales.  Como se examinó en el caso de la Prueba documental 82 de las CE (liberación en el medio ambiente, el mismo híbrido), esta cuestión no fue examinada por los expertos, y le es aplicable la observación sobre la necesidad de la evaluación de la especie pariente del híbrido.  La segunda cuestión es una petición de un estudio de alimento completo en los ratones.  Esta cuestión se abordó en la pregunta 44 del Grupo Especial y fue examinada por los expertos.  Las Comunidades Europeas se remiten a sus observaciones sobre las respuestas de los expertos en los párrafos 555 y siguientes.  Mantienen que esos estudios eran necesarios para evaluar los efectos no deseados causados por posibles fragmentos de ADN adicionales, y que la petición se basó en motivos válidos.  Por consiguiente, la demora ocasionada no puede considerarse "indebida".

4.666 Maíz Roundup Ready NK603, uso alimentario, Prueba documental 96 de las CE:  Los Estados Unidos cuestionan algunas demoras procesales ocurridas a nivel comunitario, debidas al modo en que se ha establecido el procedimiento.  Las Comunidades Europeas ya han formulado observaciones sobre este punto al referirse a otras solicitudes.  Los Estados Unidos también impugnan algunas peticiones de información, alegando que no son válidas.  Estas peticiones fueron incluidas en las preguntas 53 y 54 del Grupo Especial.  Las Comunidades Europeas se remiten a sus observaciones sobre las respuestas de los expertos que figuran en los párrafos 615 y siguientes, en las que explican por qué esas peticiones eran científicamente válidas.

d) Evaluación de las demoras a que se refieren las diferentes alegaciones formuladas por las partes reclamantes

4.667 Párrafo 1 a) del Anexo C del Acuerdo MSF.  En lo tocante a las alegaciones formuladas sobre productos individuales respecto de una posible violación del párrafo 1 a) del Anexo C, en primer lugar, en la medida en que los productos respecto de los cuales las partes reclamantes han alegado "demoras indebidas" han sido retirados o han sido autorizados desde entonces, la alegación carece de objeto.  Sobre el particular, nos remitimos a las observaciones que formulamos más adelante sobre la irrelevancia práctica de la cuestión.  En segundo lugar, una demora no es indebida en la medida en que se haya producido por diversas razones, de las que al menos una es claramente válida.  Esto se desprende con toda evidencia del texto, que expresa lo siguiente:  "Con respecto a todos los procedimientos para verificar y asegurar el cumplimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias, los Miembros se asegurarán:  a) de que esos procedimientos se inicien y ultimen sin demoras indebidas."  No todas las causas de demora están prohibidas sino las demoras indebidas mientras se inician y ultiman los procedimientos.  Si el procedimiento no se puede ultimar por alguna razón distinta del factor que se examina, no habrá violación de esta disposición.  En tercer lugar, nadie impugna en esta etapa que los conocimientos científicos sobre los posibles efectos perjudiciales de los OMG son aún insuficientes.  Los expertos han descrito el panorama de un debate científico en rápida evolución y que en parte es sumamente polémico, y es en este contexto en el que han confirmado -sin estar siempre de acuerdo- la justificación de solicitudes de información adicional, pero en algunos casos también han criticado algunas de estas solicitudes.  Es en este contexto en el que el Canadá y los Estados Unidos proponen aplicar los requisitos del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF para determinar lo que es indebido y lo que no lo es.  Sin embargo, el párrafo 7 del artículo 5, de igual modo que el párrafo 1 del artículo 5, no se aplican a una falta de actuación.  Las Comunidades Europeas están de acuerdo en que el principio de precaución o cautela se debe tener en cuenta cuando se evalúa el "carácter indebido" en el párrafo 1 c) del Anexo C.  Como el Órgano de Apelación ha dejado en claro en CE - Hormonas, "no es necesario suponer que la pertinencia del párrafo 7 del artículo 5 se agota en el principio de cautela".  En cuarto lugar, ha habido un considerable debate sobre las "demoras mixtas", esto es, las demoras relacionadas con preocupaciones que no se pueden evaluar en el marco del Acuerdo MSF pero que es menester evaluar en el marco de otro Acuerdo.  Sin perjuicio de la posición de las Comunidades Europeas sobre el alcance del Acuerdo MSF, el argumento de las partes reclamantes de que, "[n]o hay nada en el texto del Acuerdo MSF que indique que, como sostienen las Comunidades Europeas, un Miembro está dispensado de esa obligación si la demora se debe a una consideración ajena al ámbito del Acuerdo MSF" no capta el verdadero sentido de la cuestión:  si una preocupación no relativa a medidas sanitarias o fitosanitarias demora legítimamente la ultimación de un procedimiento de aprobación mixto relativo a medidas sanitarias y fitosanitarias y medidas de otro índole, ese procedimiento no está "indebidamente demorado" en el sentido del Acuerdo MSF.  Si los Miembros de la OMC están autorizados a disponer de procedimientos de aprobación que abarcan preocupaciones sanitarias y fitosanitarias y preocupaciones de otra índole (y nadie ha dicho que esto no es así), no puede ser que los Miembros de la OMC queden obligados a aprobar productos incluidos en el alcance del Acuerdo MSF cuando están pendientes preocupaciones relativas a cuestiones distintas de las sanitarias y fitosanitarias.  En cualquier caso, todas las preocupaciones reflejadas en las peticiones de información adicional fueron científicamente válidas y razonables.

4.668 Las demoras y la "moratoria de facto".  Los expertos del Grupo Especial han confirmado que la mayor parte de las preocupaciones planteadas por la autoridad competente son válidas.  Cuando no ha sido así, los expertos han reconocido que el enfoque de precaución o cautela de las autoridades era sin duda válido o legítimo en el contexto de las complejas y difíciles cuestiones científicas planteadas en ese momento.  Ante esta situación, los Estados Unidos abandonan el razonamiento lógico y nos invitan ahora a "poner todo esto nuevamente en contexto y utilizar el sentido común", pero la realidad es que el examen de las medidas individuales resulta lógicamente incompatible con la existencia de una moratoria a priori.  Las partes reclamantes iniciaron este asunto pensando que podrían atacar en el sistema de solución de diferencias de la OMC el hecho de que los OMG son lo que los Estados Unidos han denominado "una cuestión política controvertida en las CE".  No obstante, la oposición pública y las percepciones políticas no están reglamentadas por el Acuerdo sobre la OMC y no son un tema adecuado para el sistema de solución de diferencias.  Tampoco lo es la conducta de votación o la "intransigencia" de ningún actor político determinado.  Si fuera así, los grupos especiales estarían constantemente examinando el funcionamiento interno de los Miembros de la OMC.  Por el contrario, es necesario identificar una medida en el sentido de lo previsto en el ESD y demostrar que dicha medida es contraria a una obligación en el marco de la OMC.  La realidad es que las Comunidades Europeas han adoptado disposiciones legislativas para reglamentar los productos modificados genéticamente (disposiciones que en sí mismas no son objeto de este procedimiento) y han examinado las solicitudes que han recibido.

2. Irrelevancia práctica

4.669 El Grupo Especial es competente para examinar las medidas que existían en agosto de 2003, con inclusión de las medidas de salvaguardia de los Estados miembros.  Ahora bien, una medida sólo podía existir en agosto de 2003 con respecto a una solicitud de aprobación de productos que estuviera "activa".  Respecto de los productos que habían sido retirados en esa fecha, no puede considerarse que una medida todavía existe.  Al parecer, los Estados Unidos aceptan esta proposición.

4.670 El mismo principio debe aplicarse cuando una medida deja de existir después de que el Grupo Especial sea constituido, por ejemplo porque el producto ha sido retirado o ha sido aprobado.  En esas circunstancias, la solicitud carece de objeto.  Las Comunidades Europeas no mantienen la posición de que en tales circunstancias el Grupo Especial está obligado a no considerar la medida.  De forma compatible con la práctica internacional, incluida la de la Corte Internacional de Justicia, ya no hay ninguna utilidad en considerar una medida que deja de existir porque ya no hay, respecto de dicha medida, una diferencia entre las partes.  En tales circunstancias, los tribunales declinan el examen de esas medidas.  La razón reside en la ausencia de toda medida correctiva que puedan ordenar.  Esto es particularmente pertinente en el contexto del ESD de la OMC:  ¿cómo podría un Miembro aplicar una recomendación de un grupo especial con respecto a una medida que ya no existe?

V. ARGUMENTOS DE LOS TERCEROS

5.1 Los argumentos de los terceros -Australia, Chile, China, Nueva Zelandia y Noruega- constan en las comunicaciones escritas y las declaraciones orales que presentaron al Grupo Especial y en sus respuestas a las preguntas formuladas.  En esta sección se resumen los argumentos de los terceros tal como aparecieron en sus presentaciones.

B. Declaración oral de Australia en calidad de tercero

1. Introducción

5.2 En su condición de tercero en esta diferencia, Australia acoge con beneplácito esta oportunidad de presentar sus opiniones al Grupo Especial.

5.3 El Grupo Especial tiene ante sí una tarea importante y difícil.  En las primeras comunicaciones escritas de las partes principales se han planteado muchas cuestiones complejas de índole fáctica, científica y jurídica que pueden ser o no pertinentes para la forma en que el Grupo Especial resuelva esta diferencia.  Entre ellas figuran las siguientes:


●
la naturaleza de los riesgos vinculados con los productos biotecnológicos y los enfoques aplicables a la evaluación de los riesgos;


●
la caracterización jurídica de las medidas impugnadas;


●
si esas medidas están sujetas a los Acuerdos abarcados de la OMC y, en caso afirmativo, qué disposiciones son aplicables;


●
si las Comunidades Europeas han actuado de manera incompatible con alguna de las disposiciones aplicables de la OMC;  y


●
la pertinencia que para las deliberaciones del Grupo Especial tienen o no tienen las numerosas referencias de las Comunidades Europeas al Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología y al concepto de precaución, según se refleja en textos jurídicos distintos de los Acuerdos abarcados de la OMC.

5.4 Estas cuestiones evidentemente también tienen una dimensión sistémica.

5.5 En vista de los hechos y las circunstancias de esta diferencia y del cuidado y la atención manifiestos con que las partes reclamantes han formulado sus alegaciones y argumentos jurídicos en forma bien definida, Australia opina que el Grupo Especial debe adoptar un enfoque preciso y limitar de igual manera sus resoluciones y recomendaciones.  Australia señala que el Grupo tiene margen considerable para ejercer 'economía procesal' cuando haga una evaluación objetiva del asunto que se le ha sometido y cuando presente sus recomendaciones y dicte sus resoluciones.

5.6 Cualquiera que sea el enfoque que adopte el Grupo Especial para hacer su evaluación objetiva, Australia tiene un interés fundamental en el asunto que el Grupo Especial está considerando, en particular en lo relativo a la interpretación y la aplicación de las disposiciones citadas del Acuerdo abarcado y en el examen que el Grupo Especial haga de las alegaciones y los argumentos jurídicos acerca de la relación entre el Acuerdo sobre la OMC y cualquier otro instrumento legal o normativa internacional que se pueda considerar pertinente.

5.7 En vista de estos intereses, que esperamos que los demás terceros compartan, Australia espera que el Grupo Especial dé a todos los terceros la mayor oportunidad posible de expresar sus opiniones sobre cualquier cuestión específica de derecho o interpretación jurídica que el Grupo Especial considere pertinente para la solución de la diferencia.

5.8 Por lo tanto, Australia pide al Grupo Especial que asegure que se da a todos los terceros la oportunidad de responder por escrito a todas las preguntas pertinentes presentadas por escrito a las partes luego de esta reunión, así como a todas las preguntas pertinentes que se hagan ulteriormente por escrito en una etapa posterior de las actuaciones.

2. Intereses de Australia

5.9 Quiero hacer más consideraciones acerca de las cuestiones de interés para Australia.

5.10 Australia tiene sumo interés en todo examen que el Grupo Especial haga de la aplicabilidad e interpretación de las disposiciones del Acuerdo MSF invocadas por las partes (artículos 1, 2, 5, 7, 8 y 10 y Anexos B y C).  Las materias de particular interés para Australia, si el Grupo Especial estima que tienen alguna pertinencia para la solución de la diferencia, son el alcance del Acuerdo MSF y su aplicabilidad a las medidas impugnadas y la relación del párrafo 7 del artículo 5 con otras disposiciones del Acuerdo MSF o con cualquier otro acuerdo pertinente.

5.11 Australia también tiene gran interés en todo examen que el Grupo Especial haga de la aplicabilidad e interpretación de las disposiciones del Acuerdo OTC (artículos 2, 5 y 12) y del GATT de 1994 (artículos III y XI) que han sido invocadas por las partes.  Las materias de particular interés para Australia, si el Grupo Especial estima que tienen alguna pertinencia para la solución de la diferencia, incluyen el alcance y la aplicación del Acuerdo OTC en general y de la expresión "productos similares" con arreglo a las disposiciones pertinentes de ese Acuerdo y del GATT en relación con los productos biotecnológicos.

5.12 Por último, en vista de las abundantes referencias hechas por las Comunidades Europeas al Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología y el concepto de precaución según éste se refleja en textos jurídicos no pertenecientes a la OMC, la opinión de Australia es que el asunto que el Grupo Especial está considerando se puede resolver haciendo referencia únicamente a los Acuerdos abarcados de la OMC.  Habida cuenta de los hechos de esta diferencia, no hay necesidad de que el Grupo Especial considere la aplicabilidad de esos textos jurídicos no pertenecientes a la OMC.  Es particularmente pertinente el hecho de que ninguna de las tres partes reclamantes es parte en el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología.

5.13 Sin embargo, si el Grupo Especial considera que el Protocolo sobre Seguridad de la Biotecnología o que reflexiones sobre el concepto de precaución realizadas fuera del marco de la OMC son pertinentes a la solución de esta diferencia, Australia está muy interesada en tener la seguridad de que se tomarán en consideración sus puntos de vista al respecto.

3. Derechos de participación de los terceros

5.14 Para terminar, quiero señalar claramente al Grupo Especial que Australia espera que se dé a todos los terceros la mayor oportunidad posible de exponer opiniones sobre cuestiones específicas de derecho o de interpretación jurídica que el Grupo Especial estime pertinentes para la solución de la diferencia.  Como dijimos antes, Australia espera que esta posición sea compartida por los demás terceros.

5.15 El artículo 10 del ESD exige que el Grupo Especial se asegure de que los intereses de los terceros se tomen plenamente en cuenta en el curso del procedimiento del Grupo Especial.  A estas alturas de las actuaciones, se ha planteado una gama extraordinariamente amplia de cuestiones fácticas, científicas y jurídicas.  También es evidente que decididamente se impugnan la naturaleza fundamental de la diferencia y las alegaciones jurídicas;  esto se manifiesta con toda claridad en el párrafo 11 de la Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas, donde se quiere reservar el derecho de proceder a "una refutación completa de la Primera comunicación escrita de los reclamantes" en la Segunda comunicación escrita.  Dada esta situación, a los terceros simplemente les resulta imposible determinar cuáles de esas cuestiones serán objeto de una evaluación objetiva por parte del Grupo Especial, y sería inútil que los terceros presentasen opiniones sobre la gama completa de cuestiones basándose solamente en suposiciones.

5.16 En el marco de esta situación, Australia, por lo tanto, no ha presentado opiniones sustantivas sobre todas las cuestiones fácticas, científicas y jurídicas planteadas por las partes principales.  En cambio, hemos tratado de identificar las cuestiones acerca de las cuales Australia quiere presentar sus puntos de vista, en el caso de que el Grupo Especial considere que esas cuestiones son pertinentes a la solución de la diferencia.  Como indicamos antes, dadas las circunstancias de esta diferencia, la forma más conveniente de que el Grupo Especial tenga en cuenta los intereses de Australia y de los otros terceros en virtud de los Acuerdos abarcados es dar a los terceros la mayor oportunidad posible de responder a todas las preguntas que se presenten por escrito a las partes después de esta reunión, así como a cualquier pregunta ulterior que se haga en una etapa posterior de las actuaciones.  El Grupo Especial está facultado para adoptar este enfoque, que es plenamente compatible con las disposiciones pertinentes del ESD, como los artículos 10 y 13.

C. Declaración oral de Chile en calidad de tercero

5.17 Chile agradece la oportunidad para manifestar sus puntos de vista en la presente controversia.  Nos motiva un genuino interés en la discusión de estas materias en las cuales mi país, como muchos otros países en desarrollo, se encuentra actualmente elaborando una política nacional.  Asimismo, tenemos un interés sistémico en la correcta interpretación y aplicación de las disposiciones de los Acuerdos de la OMC, en especial, el Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y el GATT de 1994.

5.18 La presente intervención tiene por objeto aportar algunos elementos de juicio al Grupo Especial sobre los objetivos que se persiguen con una política de biotecnología en un país como Chile.  Reconocemos que la labor del Grupo está enmarcada en sus términos de referencia y específicamente, por las disposiciones legales que la Argentina, el Canadá y los Estados Unidos estiman que se han violado con las medidas adoptadas por las Comunidades Europeas.  Sin embargo, no puede dejarse de tomar en consideración las implicancias que una decisión como la que se le ha solicitado, pueda tener para los países en desarrollo que se encuentran delineando sus políticas y regímenes legales en la materia.

5.19 El desarrollo de una política para la biotecnología se plantea en Chile como una vía para mantener y elevar la competitividad de algunos sectores económicos que requieren de innovación científica y tecnológica, como son el agropecuario, silvícola y acuícola.  La biotecnología moderna permitiría precisamente aumentar dicha competitividad, potenciando la protección y preservación del patrimonio genético; a la vez que abre las puertas para incursionar en áreas como la biomedicina.

5.20 Todo lo anterior requiere de un marco regulatorio apropiado, que fortalezca el rol de las instituciones públicas que tienen atribuciones legales en materias biotecnológicas;  asegurándose al mismo tiempo la coordinación entre esas agencias y la debida consulta con la sociedad civil;  de una adecuada institucionalidad empresarial;  y, de capacidades científico-tecnológicas y de formación de recursos humanos.

5.21 Por lo expuesto, Chile se encuentra muy interesado en las implicancias sistémicas de la compatibilidad de las medidas de aprobación de productos dentro de la Unión Europea con las normas de la OMC.  En particular, nos preocupa la no aprobación para la liberación de productos agrícolas biotecnológicos desde 1998, a pesar de que existe una normativa comunitaria (Directiva 90/220/CE reemplazada por la 2001/18/CE).  Similar preocupación nos causan las prohibiciones de liberación para productos agrícolas biotecnológicos, que rigen en algunos de los Estados miembros de la UE, y que no serían compatibles con la legislación comunitaria.  Por último, nos interesa la relación entre la ausencia de aprobación de estas solicitudes de ingreso con la nueva normativa comunitaria en materia de trazabilidad y etiquetado de productos agrícolas biotecnológicos.

5.22 Señor Presidente, quisiera referirme a las dos comunicaciones no solicitadas de terceros que no son partes en esta controversia y que fueron recibidas por el Grupo Especial.

5.23 Quisiera comenzar por resaltar que el ESD no contempla la posibilidad de que los Grupos Especiales acepten información no solicitada ni deseada.  En el pasado, el Órgano de Apelación se ha pronunciado sobre el particular pero ello no constituye precedente.  Por el contrario, la mayoría de los Miembros de la OMC se manifestó en contra de este tipo de comunicaciones en una reunión especial del Consejo General a fines del año 2000.  En dicha ocasión se reafirmó el carácter intergubernamental de la Organización, sobre el que  descansa la participación de los Miembros, particularmente bajo el ESD.  Chile y los restantes Miembros representan una posición nacional que por lo general, ha sido desarrollada tomando en consideración todos los sectores e intereses involucrados.  Chile no puede negociar -o buscar una solución a un diferendo- con cada uno de esos intereses por separado.  Como tampoco los restantes Miembros pueden negociar con los actores chilenos por separado.  Asumimos que la posición nacional de un Miembro está reflejada en sus comunicaciones, argumentos y defensas y no que ellas representan la visión de algunos sectores solamente.

5.24 Segundo, los derechos y obligaciones de los Miembros sólo pueden ser modificados a través de consenso y producto de un proceso formal de negociaciones, como el que se ha realizado a partir de la Declaración Ministerial de Doha, y en el cual, nuevamente, la opinión mayoritaria de los Miembros ha sido de rechazo a la participación de terceros no gubernamentales en las controversias en la OMC.

5.25 Tercero, los países en desarrollo ya sufren importantes limitaciones durante el proceso de solución de controversias, por ejemplo, para cumplir con los plazos, formalidades y otros procedimientos, sin mencionar la creciente complejidad de los temas sujetos al mecanismo y los argumentos de las partes litigantes.  Tener que atender y responder a las cuestiones que se planteen en comunicaciones de terceros aumenta aún más esta considerable carga.

5.26 Por último, entendemos que el Grupo Especial ha consultado con las partes la posibilidad de solicitar la opinión de expertos sobre algunas de las cuestiones planteadas en la presente controversia, de acuerdo a lo señalado en el artículo 13 del ESD.  Independientemente de la posición que puedan tener las partes litigantes sobre la conveniencia u oportunidad de dicha opinión de expertos, creemos que ese es el único camino que debe seguirse.

5.27 Chile solicita respetuosamente al Grupo Especial que tome en consideración estos puntos de vista al momento de decidir sobre la cuestión planteada por la Argentina, el Canadá y los Estados Unidos.

D. Comunicación escrita de China en calidad de tercero

1. Introducción

5.28 Aunque esta diferencia plantea una serie de cuestiones que son importantes para la aplicación del Acuerdo MSF, el Acuerdo OTC y el GATT de 1994, la aplicación del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF y la similitud entre los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos, en el sentido del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, exigen una atención y un análisis detenidos por parte del Grupo Especial.

2. Opinión de China sobre el párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF
5.29 China considera que la insuficiencia de los testimonios científicos a que se hace referencia en el párrafo 7 del artículo 5 no significa que ese párrafo se puede invocar sin hacer una evaluación del riesgo, sino simplemente que esa evaluación se puede hacer con base en factores que no cumplen los requisitos relativos a la evaluación del riesgo previstos en el párrafo 2 del artículo 5.  Por consiguiente, la aplicación del párrafo 7 del artículo 5 dependerá no solamente de la índole del riesgo, sino también de la naturaleza de la evaluación del riesgo.  Para demostrar que "los testimonios científicos pertinentes [son] insuficientes", es necesario que se reúnan las dos condiciones siguientes:

1)
hay una evaluación del riesgo para los productos objeto de examen;  y

2)
la información pertinente disponible no basta para completar el examen de los factores de riesgo enumerados en el párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

5.30 En CE - Hormonas, el Órgano de Apelación dice que los factores de riesgo enumerados en el párrafo 2 del artículo 5 no son exclusivos.
  En este caso, la trazabilidad puede ser un factor de riesgo que se ha de considerar con arreglo al párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  Antes de que las Comunidades Europeas aprobaran su Reglamento 1830/2003, la información pertinente disponible era insuficiente para examinar la trazabilidad de los productos biotecnológicos.  Solamente cuando las Comunidades Europeas aprobaron su reglamento sobre trazabilidad y etiquetado fue posible completar una evaluación más objetiva del riesgo.

5.31 El párrafo 7 del artículo 5 exige que la medida se adopte "sobre la base de la información pertinente de que [se] disponga".  A juicio de China, "la información pertinente de que [se] disponga" incluye no solamente testimonios científicos, sino también información que sea lógicamente pertinente para la cuestión.  Las palabras "con inclusión" del párrafo 7 del artículo 5 indican que la información "procedente de las organizaciones internacionales competentes" y "de las medidas sanitarias o fitosanitarias que apliquen otras partes contratantes" no es exhaustiva.  Por lo tanto, en este caso, el Grupo Especial puede considerar los antecedentes de la llamada demora respecto de productos específicos y las medidas de salvaguardia de un Estado miembro de las CE en su conjunto para determinar si las Comunidades Europeas o el Estado miembro de las CE las adoptaron con base en la información pertinente disponible.

5.32 En Japón - Productos agrícolas II, el Órgano de Apelación sostuvo que la información adicional buscada debe permitir efectuar una evaluación más objetiva del riesgo.
  China opina que no es posible adoptar una interpretación restrictiva según la cual esa información adicional comprendería únicamente información científica.  En este caso, el proceso legislativo de las Comunidades Europeas sobre los productos biotecnológicos podría considerarse un aspecto de la reunión de información.

5.33 En Japón - Productos agrícolas II, el Órgano de Apelación destacó que "lo que se entiende por 'plazo razonable' es preciso determinarlo caso por caso y está en función de las circunstancias específicas de cada caso, especialmente de la dificultad de obtener la información adicional necesaria para el examen y las características de la MSF provisional".

5.34 China sostiene que el "plazo razonable" depende de la capacidad que un Miembro de la OMC tiene para conseguir información adicional.  Por ejemplo, para obtener la misma información que hace falta para hacer una evaluación más objetiva del riesgo, un país en desarrollo con menos recursos de investigación probablemente necesitará un plazo mayor que los países desarrollados.  En este caso, la tecnología de los OMG está en la frontera de la ciencia y quizás no todos los Miembros de la OMC, incluso las Comunidades Europeas, estén en condiciones de conseguir información adicional para hacer una evaluación más objetiva del riesgo en la actualidad.  Por lo tanto, para conseguir esa información adicional, es posible considerar que un plazo más largo es razonable.

3. Los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos no son "productos similares" en el sentido del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994

5.35 China opina que los productos biotecnológicos no son productos similares a los productos que no son biotecnológicos.  En CE - Amianto, el Órgano de Apelación definió cuatro criterios generales para analizar la "similitud" de conformidad con el párrafo 4 del artículo III:  1) las propiedades, naturaleza y calidad de los productos;  2) los usos finales de los productos;  3) los gustos y hábitos del consumidor;  y 4) la clasificación arancelaria de los productos.
  Además, ninguno de esos criterios es decisorio y es necesario examinar todos los elementos de prueba en conjunto.

5.36 En primer lugar, cuando el Grupo Especial considere la similitud física y la similitud en la naturaleza de los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos, el carácter artificial de los primeros deberá predominar en la evaluación.  "Organismo modificado genéticamente" se define como el organismo, con excepción de los seres humanos, cuyo material genético haya sido modificado de una manera que no se produce naturalmente en el apareamiento ni en la recombinación natural.
  (sin cursivas en el original).  Incluso si se usa la denominación de "productos biotecnológicos" en lugar de OMG, el Grupo Especial ha de tener presente en todo su análisis que esos productos no son un resultado natural del apareamiento ni de la recombinación natural.

5.37 En segundo término, en CE - Amianto, el Órgano de Apelación indicó lo siguiente:  "Aunque estamos de acuerdo en que presenta ciertamente interés que los productos tengan usos finales análogos en 'una pequeña parte de sus aplicaciones', o incluso en 'una aplicación dada', pensamos que un grupo especial también debe examinar los demás usos finales, diferentes, de los productos."
  (las cursivas figuran en el original)  Hay algunas características peculiares de los productos biotecnológicos que están directamente relacionadas con su uso final, como la resistencia a los insectos y la tolerancia a los plaguicidas.  El Grupo Especial no debe dejar de lado esas diferencias;  por el contrario, tiene que dar más peso a la naturaleza peculiar de los productos biotecnológicos.

5.38 Tercero, los gustos y las preferencias de los consumidores en Europa, que no son favorables para los productos biotecnológicos, han de ser tenidos en cuenta por este Grupo Especial para llegar a la conclusión de que los productos biotecnológicos no son similares a los que no son biotecnológicos.

5.39 Por último, dado que las aplicaciones comerciales de la biotecnología empezaron en la década de los 90, es comprensible que en la clasificación arancelaria no haya una distinción entre los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos.  Sin embargo, las normas sobre etiquetado establecidas en la nueva legislación, como el Reglamento 1830/2003, muestran la tendencia a separar a los productos biotecnológicos de los que no son biotecnológicos.  Por lo tanto, se debe dar poca importancia práctica al hecho de que en la clasificación arancelaria no se hagan distinciones entre unos productos y los otros.

5.40 En síntesis, China cree que las pruebas fácticas relativas a cada uno de los cuatro criterios indican claramente que los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos no deben ser considerados "productos similares".

E. Declaración oral de China en calidad de tercero

5.41 Señor Presidente y miembros del Grupo Especial:  en nombre de China, quiero agradecerles la oportunidad de exponer nuestras opiniones.  Hoy me concentraré en dos cuestiones fundamentales en esta diferencia.  La primera es la necesidad de invocar el párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF y la segunda es la "similitud" entre los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos.

5.42 El párrafo 7 del artículo 5 permite que los Miembros adopten MSF provisionales cuando los testimonios científicos pertinentes son insuficientes.  China considera que la insuficiencia de los testimonios científicos a que se hace referencia en el párrafo 7 del artículo 5 no significa que ese párrafo se puede invocar sin hacer una evaluación del riesgo.  Para demostrar que "los testimonios científicos pertinentes [son] insuficientes", es necesario que se reúnan dos condiciones:  1) hay una evaluación del riesgo para los productos objeto de examen;  y 2) la información pertinente disponible no basta para completar el examen de los factores de riesgo enumerados en el párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo MSF.

5.43 En el párrafo 2 del artículo 5, se enumeran siete factores de riesgo que se deben examinar.  En CE - Hormonas, el Órgano de Apelación dice que los factores de riesgo enumerados en el párrafo 2 del artículo 5 no son exclusivos.  En este caso, la trazabilidad puede ser un factor de riesgo que se ha de considerar con arreglo al párrafo 2 del artículo 5 del Acuerdo MSF.  Antes de que las Comunidades Europeas aprobaran su Reglamento 1830/2003, la información pertinente disponible podía ser insuficiente para examinar la trazabilidad de los productos biotecnológicos.

5.44 Según la segunda oración del párrafo 7 del artículo 5, una medida provisional no se puede mantener vigente a menos que el Miembro que la ha adoptado trate de obtener la información adicional necesaria para una evaluación más objetiva del riesgo.  China opina que no es posible adoptar una interpretación restringida según la cual esa información adicional comprendería únicamente información científica.  En este caso, el proceso legislativo de las Comunidades Europeas sobre los productos biotecnológicos podría considerarse un aspecto de la reunión de información.

5.45 El párrafo 7 del artículo 5 exige que los Miembros revisen las MSF en un plazo razonable.  En Japón - Productos agrícolas II, el Órgano de Apelación destacó que "lo que se entiende por 'plazo razonable' es preciso determinarlo caso por caso y está en función de las circunstancias específicas de cada caso, especialmente de la dificultad de obtener la información adicional necesaria para el examen y las características de la MSF provisional".

5.46 China sostiene que el "plazo razonable" depende de la capacidad que un Miembro de la OMC tiene para conseguir información adicional.  Por ejemplo, para obtener la misma información que hace falta para hacer una evaluación más objetiva del riesgo, un país en desarrollo con menos recursos de investigación probablemente necesitará un plazo mayor que los países desarrollados.  En este caso, la tecnología de los OMG está en la frontera de la ciencia y quizás no todos los Miembros de la OMC, incluso las Comunidades Europeas, estén en condiciones de conseguir información adicional para hacer una evaluación más objetiva del riesgo en la actualidad.  Por lo tanto, para conseguir esa información adicional, es posible considerar que un plazo más largo es razonable.

5.47 En lo referente al párrafo 4 del artículo III, China opina que los productos biotecnológicos no son productos similares a los productos que no son biotecnológicos.  En CE - Amianto, el Órgano de Apelación definió cuatro criterios generales para analizar la "similitud" de conformidad con el párrafo 4 del artículo III:  1) las propiedades, naturaleza y calidad de los productos;  2) los usos finales de los productos;  3) los gustos y hábitos del consumidor;  y 4) la clasificación arancelaria de los productos.  Además, ninguno de esos criterios es decisorio y es necesario examinar todos los elementos de prueba en conjunto.

5.48 En primer lugar, cuando el Grupo Especial considere las propiedades, la naturaleza y la calidad de los productos, el carácter artificial de los productos biotecnológicos deberá predominar en la evaluación.  "Organismo modificado genéticamente" se define como el organismo, con excepción de los seres humanos, cuyo material genético haya sido modificado de una manera que no se produce naturalmente en el apareamiento ni en la recombinación natural (sin cursivas en el original).  Incluso si se usa la denominación de "productos biotecnológicos" en lugar de OMG, el Grupo Especial ha de tener presente en todo su análisis que esos productos no son un resultado natural del apareamiento ni de la recombinación natural.

5.49 En segundo término, en CE - Amianto, el Órgano de Apelación indicó lo siguiente:  "Aunque estamos de acuerdo en que presenta ciertamente interés que los productos tengan usos finales análogos en 'una pequeña parte de sus aplicaciones', o incluso en 'una aplicación dada', pensamos que un grupo especial también debe examinar los demás usos finales, diferentes, de los productos."  Hay algunas características peculiares de los productos biotecnológicos que están directamente relacionadas con su uso final, como la resistencia a los insectos y la tolerancia a los plaguicidas.  El Grupo Especial no debe dejar de lado esas diferencias;  por el contrario, tiene que dar más peso a la naturaleza peculiar de los productos biotecnológicos.

5.50 Tercero, los gustos y las preferencias de los consumidores en Europa, que no son favorables para los productos biotecnológicos, han de ser tenidos en cuenta por este Grupo Especial para llegar a la conclusión de que los productos biotecnológicos no son similares a los que no son biotecnológicos.

5.51 Por último, dado que las aplicaciones comerciales de la biotecnología empezaron en la década de los 90, es comprensible que en la clasificación arancelaria no haya una distinción entre los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos.  Sin embargo, las normas sobre etiquetado establecidas en la nueva legislación, como el Reglamento 1830/2003, muestran la tendencia a separar a los productos biotecnológicos de los que no son biotecnológicos.  Por lo tanto, se debe dar poca importancia práctica al hecho de que en la clasificación arancelaria no se hagan distinciones entre unos productos y los otros.

5.52 Señor Presidente y miembros del Grupo Especial:  China cree que las pruebas fácticas relativas a cada uno de los cuatro criterios indican claramente que los productos biotecnológicos y los productos que no son biotecnológicos no deben ser considerados "productos similares".

F. Comunicación escrita de Nueva Zelandia en calidad de tercero

1. Introducción

5.53 En esta diferencia, se pide al Grupo Especial que decida si determinadas medidas adoptadas por las Comunidades Europeas que afectan la aprobación y la comercialización de productos biotecnológicos
 se ajustan a las disposiciones del Acuerdo MSF.  Nueva Zelandia es uno de los muchos Miembros de la OMC que ha ejercido el derecho que le corresponde en virtud del Acuerdo MSF a adoptar medidas para regular la entrada y la liberación de nuevos organismos, incluidos los organismos modificados genéticamente, que sean necesarias para la protección contra los posibles efectos perjudiciales de esos organismos.  El Acuerdo MSF garantiza a los Miembros de la OMC el derecho de adoptar medidas para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales.
  Las partes reclamantes en esta diferencia no discuten ese derecho.

5.54 Sin embargo, las medidas sanitarias y fitosanitarias que adoptan los Miembros de la OMC están sujetas a las disciplinas previstas en el Acuerdo MSF.
  Esas disciplinas tratan de asegurar que esas medidas no restrinjan el comercio innecesariamente.  Lo que está en juego en esta diferencia es si las Comunidades Europeas han respetado esas disciplinas.

5.55 Dado que es tanto un productor como un exportador importante de productos agropecuarios, Nueva Zelandia tiene gran interés en asegurar que se mantenga el equilibrio delicado de derechos y obligaciones establecido en los Acuerdos de la OMC, en especial el Acuerdo MSF.
5.56 Esta diferencia plantea varias cuestiones concretas sobre la interpretación del Acuerdo MSF acerca de las cuales Nueva Zelandia hará observaciones.  En esta comunicación se sostendrá, en primer término, que la moratoria de las Comunidades Europeas y sus prohibiciones de comercialización de productos específicos
 son "medidas" en el sentido del Acuerdo MSF y que, por lo tanto, deben ser estudiadas para saber si son compatibles con las disciplinas del Acuerdo MSF.  En segundo lugar, en esta comunicación se tratarán los requisitos en materia de procedimiento que los Miembros deben cumplir cuando adoptan medidas sanitarias y fitosanitarias, en particular en virtud de los artículos 7 y 8 del Acuerdo MSF.  Tercero, en esta comunicación se harán observaciones sobre cuestiones relativas al derecho de los Miembros a adoptar medidas de conformidad con el Acuerdo MSF y determinar el nivel de protección que consideran adecuado frente a los riesgos que pueden correr la salud y la vida de personas y animales y las plantas, a la luz del Acuerdo MSF.

5.57 En la medida en que las prohibiciones de comercialización de productos específicos de las Comunidades Europeas pueden no estar sujetas a las disposiciones del Acuerdo MSF, correspondería aplicar el Acuerdo OTC, según sostienen subsidiariamente el Canadá y la Argentina.  Nueva Zelandia ha optado por no ocuparse de los argumentos relacionados con el Acuerdo OTC en esta comunicación, pero se reserva el derecho de hacerlo en la sesión del Grupo Especial con los terceros.

5.58 En vista del tiempo limitado que Nueva Zelandia ha tenido para considerar la Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas
, Nueva Zelandia se reserva el derecho de hacer más observaciones al respecto durante la sesión del Grupo Especial con los terceros.  Nueva Zelandia no se referirá a la presentación hecha por las Comunidades Europeas en la segunda parte de su comunicación (la parte fáctica), incluida la presentación de las Comunidades Europeas  de aspectos de la legislación o las políticas de Nueva Zelandia, que no son materia de esta diferencia.

2. Argumentos jurídicos

a) La moratoria y las prohibiciones de comercialización de productos específicos son "medidas" a los fines del Acuerdo MSF
5.59 En el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF se definen las medidas que son "medidas sanitarias o fitosanitarias" y que, por lo tanto, están sujetas a las disposiciones del Acuerdo MSF.  Lo que distingue a las medidas sanitarias y fitosanitarias de otras medidas que afectan el comercio internacional es su propósito, es decir, que tienen por objeto brindar protección frente a determinados riesgos sanitarios y fitosanitarios.

5.60 Las medidas sanitarias y fitosanitarias incluyen, entre otras, las medidas aplicadas para preservar los vegetales de los riesgos resultantes de la entrada, radicación o propagación de plagas y las medidas aplicadas para proteger la vida y la salud de las personas y de los animales de los riesgos resultantes de la presencia de contaminantes, toxinas u organismos patógenos en los productos alimenticios, las bebidas o los piensos.  Las pruebas de las partes reclamantes
 demuestran que las Comunidades Europeas han adoptado los procesos reglamentarios de aprobación con el fin de brindar protección frente a uno o más de esos riesgos.  Tanto la moratoria como las prohibiciones de comercialización de productos específicos son por consiguiente medidas sanitarias o fitosanitarias en el sentido del Acuerdo MSF.
5.61 También en el párrafo 1 del Anexo A del Acuerdo MSF figura una lista ilustrativa de los tipos de medidas sanitarias y fitosanitarias que puede adoptar un Miembro.  Es evidente que esa lista no es exhaustiva y que una medida de un tipo no mencionado allí pero que se adopte con uno de los fines indicados sería una medida sanitaria o fitosanitaria comprendida en el ámbito del Acuerdo MSF.

5.62 La jurisprudencia de la OMC ha aclarado que el término "medida" en el contexto de los Acuerdos de la OMC tiene un sentido amplio.  Abarca no solamente actos, sino también omisiones
, y no solamente actos o políticas jurídicamente exigibles o de naturaleza obligatoria, sino también medidas no obligatorias.
  El motivo por el que se debe considerar que el término "medida" tiene ese contenido tan amplio es evidente.  Fundamentalmente, significa que los actos de un Miembro que afectan el comercio, sean formales o informales, están todos ellos sujetos a ser examinados para determinar si son compatibles con sus obligaciones en el marco de la OMC.  Una interpretación amplia de "medida" es también específicamente compatible con el objeto y fin del Acuerdo MSF.  El Acuerdo MSF impone disciplinas sobre el uso que los Miembros de la OMC pueden hacer de las medidas sanitarias y fitosanitarias para evitar que haya restricciones innecesarias del comercio.  Una interpretación restringida de "medida" permitiría que los Miembros de la OMC eludieran sus obligaciones en el marco de la OMC recurriendo simplemente a medios menos directos que las leyes o los procedimientos transparentes y aprobados oficialmente.

5.63 Como reconocen las partes reclamantes, la existencia de la moratoria y de las prohibiciones de comercialización de productos específicos de las Comunidades Europeas tiene que deducirse de los actos y las declaraciones de las Comunidades Europeas.  Ello se debe a que las Comunidades Europeas no han publicado por escrito ningún documento, reglamento o disposición legislativa que establezca la moratoria ni las prohibiciones de comercialización.  En esta diferencia, una interpretación restringida del término "medidas" permitiría que las Comunidades Europeas eludieran el examen de sus actos que repercuten sobre el comercio de productos biotecnológicos porque el Grupo Especial únicamente podría considerar el proceso de aprobación reflejado en la legislación que está vigente en las Comunidades Europeas.  Nueva Zelandia sostiene que se deben rechazar esa interpretación y ese enfoque.  El Acuerdo MSF y la jurisprudencia de la OMC proporcionan una base suficiente para que el Grupo Especial que se ocupa de esta diferencia decida que la moratoria y las prohibiciones de comercialización de productos específicos de las Comunidades Europeas son "medidas" y, por lo tanto, deben ser sometidas a examen para determinar si son compatibles con las obligaciones que las Comunidades Europeas tienen en el marco de la OMC en virtud del Acuerdo MSF.
b) Prescripciones procesales del Acuerdo MSF
i) Incumplimiento de la obligación de publicar "prontamente"

5.64 La transparencia en la adopción y aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias es un aspecto importante de la protección que el Acuerdo MSF ofrece contra las restricciones encubiertas del comercio.  De conformidad con el artículo 7, los Miembros tienen que cumplir los requisitos en materia de transparencia previstos en el Anexo B, incluido el requisito incluido en el párrafo 1 de que "publiquen prontamente" todas las reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias que adopten.

5.65 Aplicando la jurisprudencia del Órgano de Apelación acerca de la interpretación de la expresión "reglamentaciones sanitarias y fitosanitarias"
, es evidente que el requisito de que se "publiquen prontamente" es aplicable a la moratoria y las prohibiciones de comercialización de productos específicos de las Comunidades Europeas.  Como indican las partes reclamantes, las Comunidades Europeas no han dado a conocer la existencia de la moratoria ni de las prohibiciones y, de esa forma, no las han publicado "prontamente" como corresponde.

ii) Demoras indebidas

5.66 Según el artículo 8 del Acuerdo MSF, los Miembros de la OMC deben observar las disposiciones del Anexo C al aplicar sus procedimientos de aprobación relacionados con medidas sanitarias y fitosanitarias, entre ellos el requisito del párrafo 1 a) del Anexo C de que los procedimientos de aprobación "se inicien y ultimen sin demoras indebidas".  En sus comunicaciones, las partes reclamantes analizan el significado de la expresión "demoras indebidas" y llegan a la conclusión de que, en el contexto del párrafo 1 a) del Anexo C, se refiere al "'obstáculo' 'injustificable' y 'excesivo' en el inicio o ultimación del procedimiento de aprobación".
  Como reconocen las Comunidades Europeas
, tanto el motivo de las demoras como su duración son consideraciones pertinentes para determinar si esas demoras son indebidas.

5.67 Por lo tanto, si ha habido o no "demoras indebidas" en el sentido del párrafo 1 a) es algo que se debe determinar caso por caso.  A juicio de Nueva Zelandia, debe haber una presunción firme de que se han producido "demoras indebidas" cuando un Miembro de hecho ha suspendido la aplicación de los procedimientos de aprobación previstos en su propia legislación sin haber dado ninguna justificación a la luz del Acuerdo MSF para hacerlo.  Por consiguiente, en esta diferencia las Comunidades Europeas han incurrido en "demoras indebidas" en la iniciación o ultimación de sus procedimientos de aprobación de productos biotecnológicos.

c) Prescripciones sustantivas del Acuerdo MSF
5.68 El Acuerdo MSF impone disciplinas sustantivas, así como procesales, para el uso de medidas sanitarias y fitosanitarias.  El párrafo 1 del artículo 2 da a los Miembros el derecho a adoptar las medidas, incluso respecto de productos biotecnológicos, que son necesarias para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales y que no son incompatibles con las disposiciones del Acuerdo MSF.  El párrafo 2 del artículo 2 establece el requisito fundamental de que esas medidas estén basadas en principios científicos y de que no se mantengan sin testimonios científicos suficientes.

5.69 Diversos grupos especiales y el Órgano de Apelación han dado considerable orientación sobre la interpretación de las disposiciones del Acuerdo MSF que son pertinentes a esta diferencia.  Cuando considere los argumentos que se le han presentado, el Grupo Especial debe aplicar esa orientación para asegurar que se mantenga el equilibrio entre el derecho de los Miembros a adoptar medidas sanitarias y fitosanitarias, por un lado, y su obligación de no restringir innecesariamente el comercio, por el otro.

5.70 Ese equilibrio se manifiesta en las disposiciones del Acuerdo referentes a la forma en que los Miembros deben determinar cuál es el nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria.  El párrafo 5 del Anexo A del Acuerdo MSF define el "nivel adecuado de protección sanitaria o fitosanitaria" como aquel que "estime adecuado el Miembro que establezca la medida".  Sin embargo, los Miembros no pueden adoptar medidas que entrañen un grado de restricción del comercio mayor que el requerido para lograr el nivel buscado de protección, teniendo en cuenta la viabilidad técnica y económica.  El Acuerdo MSF también indica cuándo se puede considerar que una medida entraña un grado de restricción del comercio mayor que el requerido, a saber, cuando exista otra medida que sea significativamente menos restrictiva de comercio y que sea técnica y económicamente viable y con la que se consiga el mismo nivel de protección.

5.71 En este caso no es necesario examinar con gran detenimiento el nivel de protección brindado por los procesos de aprobación previstos en la legislación de las Comunidades Europeas.  Debe considerarse que el marco legislativo adoptado por las Comunidades Europeas representa por lo menos el nivel de protección considerado adecuado por las Comunidades Europeas para prevenir los riesgos creados por los productos biotecnológicos.  Si la medida que realmente se aplica es restrictiva del comercio en una medida mayor que ésa, entonces el Acuerdo MSF y una lógica básica apoyan la conclusión de que la medida aplicada es restrictiva del comercio en una medida mayor que la necesaria para lograr el nivel de protección considerado adecuado.  La moratoria y las prohibiciones de comercialización de productos específicos de las Comunidades Europeas son medidas que evidentemente entrañan restricciones del comercio mayores que las necesarias para alcanzar el nivel de protección que las mismas Comunidades Europeas han considerado adecuado en relación con los productos biotecnológicos.  Por consiguiente, la moratoria y las prohibiciones de comercialización de productos específicos son medidas que entrañan restricciones del comercio mayores que las necesarias para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales y que, por lo tanto, son incompatibles con las disposiciones del Acuerdo MSF.

G. Declaración oral de Nueva Zelandia en calidad de tercero

5.72 Sr. Presidente, miembros del Grupo Especial:  las opiniones de Nueva Zelandia sobre las cuestiones de interés en esta diferencia aparecen en la comunicación de fecha 24 de mayo de 2004 que hemos presentado en calidad de tercero.  En nuestra declaración de hoy, vamos a resumir brevemente esas opiniones.

5.73 Como dijimos en nuestra comunicación, Nueva Zelandia interviene en esta diferencia en vista de nuestros intereses sistémicos y de nuestro deseo de asegurar que se mantenga el equilibrio delicado de derechos y obligaciones consagrado en los Acuerdos de la OMC, sobre todo en el Acuerdo MSF.

5.74 El Acuerdo MSF garantiza a los Miembros de la OMC el derecho de adoptar medidas para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales, incluidas medidas para reglamentar la importación y comercialización de productos biotecnológicos.  Ese derecho no está en discusión en esta diferencia.

5.75 Sin embargo, los Miembros de la OMC que adoptan medidas sanitarias y fitosanitarias deben cumplir las disciplinas del Acuerdo MSF destinadas a asegurar que esas medidas no creen restricciones innecesarias al comercio.  Esas disciplinas incluyen disposiciones que exigen transparencia en la adopción y aplicación de esas medidas, así como disposiciones que imponen la prescripción sustantiva de que esas medidas se basen en principios científicos y no se mantengan si no hay testimonios científicos suficientes.

5.76 La "medida" en litigio en esta diferencia no es el proceso de aprobación impuesto por la legislación de las Comunidades Europeas, sino los actos de las Comunidades Europeas que de hecho han repercutido en la aprobación y comercialización de productos biotecnológicos.  Las partes reclamantes han descrito esos actos como una moratoria general de la aprobación de productos biotecnológicos o moratorias o prohibiciones de comercialización de productos específicos.  Está bien establecido que, en el contexto de la OMC, el término "medida" tiene un contenido amplio y que, por lo tanto, un grupo especial puede ir más allá de las leyes y reglamentaciones formales de un Miembro para evaluar en general la naturaleza y la repercusión sobre el comercio de los actos de ese Miembro.  Por consiguiente, a juicio de Nueva Zelandia, el Grupo Especial debe constatar que esos actos -la moratoria y las prohibiciones relativas a productos específicos- son "medidas" adoptadas por las Comunidades Europeas que afectan el comercio de productos biotecnológicos y que, por ello, pueden ser examinadas para determinar su compatibilidad con las obligaciones de las Comunidades Europeas en el marco de la OMC.

5.77 Las partes reclamantes han demostrado también que las medidas de las Comunidades Europeas son medidas sanitarias y fitosanitarias en el sentido del Acuerdo MSF.  En la comunicación escrita de Nueva Zelandia se pusieron de relieve tres formas en las que las partes reclamantes han demostrado que la moratoria de las Comunidades Europeas sobre los productos biotecnológicos y sus prohibiciones de comercialización de productos específicos no se ajustan a las obligaciones que las Comunidades Europeas tienen en virtud del Acuerdo MSF.
5.78 Las medidas de las Comunidades Europeas no cumplen los requisitos procesales claros del Acuerdo MSF que disponen que las medidas sanitarias y fitosanitarias se "publiquen prontamente" y, en segundo lugar, que los procedimientos de aprobación que los Miembros adopten se inicien y ultimen sin "demoras indebidas".  Estas prescripciones procesales tienen por objeto evitar que esas medidas se usen para imponer restricciones innecesarias al comercio.  Es evidente que las Comunidades Europeas no han publicado la moratoria ni las prohibiciones.

5.79 Con respecto a si ha habido "demoras indebidas" en la aplicación de los procedimientos de aprobación de las Comunidades Europeas, cabe señalar que tiene que haber una presunción firme de que las demoras son "indebidas" si un Miembro ha realmente suspendido la marcha de sus procesos legales de aprobación sin dar ninguna justificación para ello con base en el Acuerdo MSF.

5.80 Las Comunidades Europeas tampoco cumplieron la disposición sustantiva del Acuerdo MSF de que no se han de adoptar medidas que sean restrictivas del comercio en grado mayor del necesario para lograr el nivel buscado de protección.  Debe considerarse que el marco legislativo adoptado por las Comunidades Europeas para la aprobación y comercialización de productos biotecnológicos representa por lo menos el nivel de protección que las Comunidades Europeas estiman adecuado para hacer frente a los riesgos creados por los productos biotecnológicos.  La moratoria de las Comunidades Europeas y sus prohibiciones de comercialización de productos específicos -que crean restricciones del comercio que son mayores que las del marco legislativo de las Comunidades Europeas- son por lo tanto evidentemente más restrictivas del comercio que lo necesario para lograr el nivel adecuado de protección de las Comunidades Europeas.

5.81 Para terminar, por los motivos indicados en la comunicación escrita de Nueva Zelandia, el Grupo Especial debe constatar que la moratoria de las Comunidades Europeas y sus prohibiciones de comercialización de productos específicos no cumplen las prescripciones del Acuerdo MSF.
H. Comunicación escrita de Noruega en calidad de tercero

1. Introducción

5.82 Aunque reconoce los numerosos beneficios potenciales de los productos modificados genéticamente, Noruega subraya que los OMG se usan desde hace relativamente poco tiempo y que todavía no se conocen todos los efectos importantes que pueden tener para la salud y el medio ambiente.  La aprobación de OMG y de productos modificados genéticamente plantea varias cuestiones complejas de naturaleza científica y fáctica.  Por lo tanto, el proceso de evaluación del riesgo exige una cantidad de tiempo particularmente grande.  Por consiguiente, se justifica que en los marcos reglamentarios de los Miembros de la OMC se adopte un enfoque prudente respecto de los OMG.

5.83 En la comunicación que presenta en calidad de tercero, Noruega se limita a tratar algunas cuestiones jurídicas en relación con Bt 176
, MS1xRF1
 y Topas 19/2.
  Estos son tres del total de siete OMG respecto de los cuales se impugnan medidas nacionales adoptadas por Estados miembros de las CE.

2. Antecedentes fácticos y consideración especial de las consecuencias del uso de genes marcadores de resistencia a antibióticos (ARMG)

a) Cuestiones generales

5.84 Los OMG son uno de los resultados de la biotecnología moderna.  Se crean usando un conjunto especial de técnicas con el fin de modificar organismos genéticamente (o de someterlos a procedimientos de ingeniería genética).  En pocas palabras, exigen que en el interior del organismo se produzca un cambio del material genético mediante técnicas genéticas de ácido nucleico recombinante.  Esto se explica en forma más detallada en el capítulo 2.1 de la Primera comunicación escrita de Noruega.

5.85 A diferencia de lo que se ha sostenido, no hay pruebas fehacientes de la inocuidad
 de los OMG.  Las reglamentaciones nacionales e internacionales demuestran que los OMG no son una simple continuación de la reproducción tradicional.  Esto se demuestra en el capítulo 2.3 de la Primera comunicación escrita de Noruega.  Por lo tanto, no se debe tratar a los OMG como si fueran equivalentes a los productos que no han sido modificados genéticamente.  Es poco lo que se sabe acerca de los efectos a largo plazo de los alimentos procedentes de cultivos transgénicos.  Además, hay desacuerdo entre los científicos acerca de sus repercusiones en el medio ambiente.  Constantemente aparece nueva información científica sobre las consecuencias para el medio ambiente y la salud.

5.86 Entre los posibles efectos ambientales esbozados por los científicos se encuentran la propagación de genes mediante la hibridación entre vegetales modificados genéticamente y especies  domesticadas o silvestres estrechamente relacionadas, el crecimiento de la población, la propagación de vegetales modificados genéticamente en ecosistemas naturales y la invasión de éstos por dichos vegetales, una mayor competencia de los vegetales modificados genéticamente o sus híbridos con las especies naturales, la propagación de genes mediante la transferencia horizontal de genes de plantas a microorganismos que están en el medio ambiente, el desarrollo de malas hierbas resistentes a los herbicidas, el desarrollo de insectos resistentes a los insecticidas, los efectos en organismos no objetivo y los efectos ambientales secundarios como consecuencia de la modificación de las prácticas agrícolas, por ejemplo la nueva utilización de insecticidas, herbicidas, abonos, etc.

5.87 Algunas de estas hipótesis han sido analizadas en la literatura científica y muchas de ellas han sido verificadas mediante la investigación en algunas especies y entornos. Una consecuencia puede ser la disminución de la población o la extinción de especies en ecosistemas naturales, o diferentes tipos de problemas para la agricultura. Es difícil prever si estos tipos de efectos se van a producir, y que se produzcan o no dependerá de las especies y la modificación genética en cuestión, del entorno receptor o de la agricultura y el ecosistema agrario utilizados.

5.88 Entre las preocupaciones científicas que se han planteado en relación con la salud pública y de los animales está la insuficiencia de estudios sobre los supuestos efectos de los ácidos nucleicos o los alimentos/piensos modificados genéticamente en el posible consumidor animal o humano, la cuestión de si las secuencias de ADN del transgén indicadas en las notificaciones son las mismas que las secuencias insertadas que se encuentran en los vegetales modificados genéticamente, la persistencia y la ingestión de ADN y proteínas procedentes del tracto gastrointestinal de mamíferos, las proteínas de células anfitrionas transgénicas o alteradas y la generación de productos químicos y farmacéuticos en las plantas. Algunas de estas preocupaciones también serán pertinentes en las evaluaciones de los riesgos para el medio ambiente relativas a OMG por el hecho de que los procesos pueden tener lugar en el medio ambiente.

5.89 Estos posibles efectos y preocupaciones se explican más detalladamente en el capítulo 2.2 de la Primera comunicación escrita de Noruega.

5.90 Una preocupación fundamental es la posible propagación de genes mediante la transferencia horizontal de genes de plantas a microorganismos que están en el ambiente, en especial respecto de los genes marcadores de resistencia a antibióticos (ARMG).

5.91 Como se dice en el capítulo 2.4 y como ha quedado documentado en las evaluaciones del riesgo, esos efectos fueron el principal motivo de la prohibición de los tres OMG en Noruega.

5.92 La transferencia horizontal de genes no se conoce.  Esto significa que la modificación genética intencional de, por ejemplo, plantas, puede provocar la modificación genética no intencional de otros organismos.  En la actualidad, ningún científico niega que haya transferencia horizontal de genes y se han descrito diferentes mecanismos de ese proceso.  Se ha dado cuenta de un número creciente de genes y características en diferentes especies que muy probablemente se han propagado mediante la transferencia horizontal de genes.  No se sabe bien cuáles son las consecuencias que esas modificaciones genéticas no intencionales tienen para la salud de los seres humanos y para el medio ambiente, incluidos los posibles efectos a largo plazo.

5.93 Los ARMG se usan como instrumento de selección durante el proceso de modificación.  En la mayoría de los casos, permanecen en la planta como un carácter genético intacto.
  La resistencia a los antibióticos es un problema cada vez más grave para la medicina y la veterinaria.  Lo más probable es que sea resultado del uso imprudente y de la difusión de los antibióticos en general.  Quedan dos incógnitas.  En primer lugar, cuando se digieren vegetales modificados genéticamente, ¿es posible que aumente la propagación de la resistencia a los antibióticos a causa de la transferencia horizontal de genes a organismos que están en el medio ambiente y en el aparato digestivo de seres humanos y animales?  Segundo, ¿qué consecuencias puede tener esto con respecto al desarrollo de la resistencia de bacterias patógenas en el futuro?

5.94 Noruega ha explicado cuáles son los riesgos relacionados con Bt 176, MS1xRF1 y Topas 19/2 que fueron motivo de que se prohibieran en Noruega.  Los puntos esenciales se exponen a continuación.

a)
Maíz, línea Bt 176

Los motivos de preocupación son los riesgos resultantes de una posible transferencia horizontal del gen amp de resistencia al antibiótico ampicilina que contiene el producto y los efectos ecológicos de la toxina de insecto codificada por los genes cryIA (b).  Una transferencia del gen amp a bacterias patógenas en la que el gen se incorpore y exprese efectivamente sería sumamente perjudicial.  La razón es que podría obstaculizar el tratamiento clínico.  Como se demuestra en la evaluación de riesgo adjunta, hay estudios que indican que existe el peligro de transferencia horizontal del gen amp.

b)
Colza, línea MS1xRF1

Los motivos de preocupación son los riesgos resultantes de una posible transferencia horizontal del gen nptII de resistencia a los antibióticos neomicina y kanamicina que contiene el producto y las consecuencias del flujo génico de la colza modificada genéticamente a plantas silvestres y cultivos.  La transferencia de este gen a bacterias patógenas podría agravar el problema del desarrollo de resistencia a los antibióticos.  Cuando se evaluaron los riesgos creados por este tipo particular de colza modificada genéticamente, algunos resultados indicaron que existía el peligro de transferencia horizontal del gen nptII.  Como sucede con Bt 176, se necesitan más estudios.  La misma evaluación de riesgos generó otro motivo de preocupación.  En este caso se trataba de la hibridación entre la colza modificada genéticamente y varias especies vegetales silvestres y domesticadas en Noruega.  La introgresión del gen que confiere tolerancia al glufosinato en especies compatibles para el cruzamiento podría dar por resultado el desarrollo de hierbas resistentes al glufosinato.  Además, la hibridación con otros cultivos podría tener efectos perjudiciales.  Entre éstos se pueden contar problemas futuros para la agricultura relacionados con el control de las hierbas malas.

c)
Colza, línea Topas 19/2

Contiene el gen nptII que codifica la resistencia a los antibióticos kanamicina y neomicina.  Las anteriores conclusiones y observaciones referentes a los ARMG de la colza MS1xRF1 también se aplican a la colza línea Topas 19/2.

3. Argumentos jurídicos

a) Cuestiones generales

5.95 Noruega sostiene que los riesgos relacionados con los ARMG no están abarcados por el Acuerdo MSF ni por el artículo 2 del Acuerdo OTC.  Por lo tanto, el Acuerdo de la OMC que es aplicable es el GATT.  Las medidas de los Estados miembros no quebrantan el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 y, de todas maneras, se justifican en virtud del artículo XX del GATT de 1994.

5.96 Si el Grupo Especial de todos modos estimase que esas prohibiciones se deben considerar a la luz del Acuerdo MSF, Noruega alega, subsidiariamente, que las prohibiciones nacionales de los Estados miembros de las CE se ajustan al párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF.
b) El Acuerdo MSF no es aplicable a las medidas en contra de los ARMG
5.97 Las definiciones del párrafo 1 del Anexo A son bien precisas.  La aplicación del Acuerdo MSF depende del propósito de cada medida en particular y, más concretamente, de los riesgos frente a los cuales la medida ofrece protección.  Si un objetivo en especial no está previsto en el Acuerdo MSF, una decisión que invoque precisamente ese riesgo no se debe evaluar según el Acuerdo MSF sino de conformidad con el Acuerdo OTC o el GATT de 1994.  Si el Grupo Especial decide que solamente un objetivo está abarcado por el Acuerdo MSF, la parte restante de la decisión se debe evaluar en función de los otros Acuerdos.

5.98 La protección contra los riesgos resultantes de los OMG o los productos modificados genéticamente no se menciona per se en el texto del Anexo A.  Por lo tanto, la decisión de si una medida está abarcada o no por el punto 1 del Anexo A dependerá del objetivo o de los objetivos de la medida en relación con el riesgo o los riesgos de que se trate.

5.99 La preocupación respecto de los ARMG es que el carácter resistente a antibióticos del cultivo modificado genéticamente o el ADN del producto se transfiera a bacterias, en particular en el aparato digestivo de seres humanos o animales.  Esto podría tener efectos perjudiciales para la medicina clínica y la veterinaria, que dependen en sumo grado de los antibióticos (y, por lo tanto, de que no haya resistencia a ellos).  Como explican las Comunidades Europeas
, el ADN vegetal no es en sí mismo un organismo.  Incluso si lo fuera, el ADN vegetal no sería la causa de la enfermedad.  La enfermedad tendría que tener otras causas.  Por consiguiente, el ADN vegetal no está comprendido en las definiciones del párrafo 1 del Anexo A.  En consecuencia, el Acuerdo MSF no es aplicable.

c) Argumento subsidiario respecto del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF
5.100 Si de todos modos el Grupo Especial decide evaluar las medidas nacionales de los Estados miembros referentes a cualquiera de los tres OMG de conformidad con el Acuerdo MSF, Noruega alegará, subsidiariamente, que las medidas contra los riesgos de los genes marcadores de resistencia a antibióticos se ajustan plenamente al Acuerdo MSF, en particular el párrafo 7 de su artículo 5.

5.101 Si se quiere evaluar las medidas nacionales de los Estados miembros a la luz del Acuerdo MSF, las Comunidades Europeas han demostrado convincentemente que esas medidas han sido "adopta[das] provisionalmente".
  Esto se desprende, entre otras cosas, de su fundamentación jurídica en la legislación interna de las CE.  Se pueden encontrar más detalles al respecto en la Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas.
  Como esas medidas de los Estados miembros son provisionales, cualquier evaluación de la conformidad de las prohibiciones con el Acuerdo MSF se debe hacer teniendo en cuenta el párrafo 7 y no el párrafo 1 del artículo 5.

5.102 Noruega afirma que se han satisfecho los cuatro requisitos acumulativos del párrafo 7 del artículo 5 y que, por lo tanto, hay fundamentos jurídicos para adoptar y mantener las medidas fitosanitarias provisionales.

5.103 En primer lugar, Noruega sostiene que esta es una situación en la que los "testimonios científicos pertinentes [son] insuficientes".  La biotecnología todavía está en una etapa incipiente.  Muchas conclusiones científicas no son concluyentes o son ambiguas.  El análisis de los OMG es sumamente complejo.  Pueden pasar años antes de que se encuentren pruebas confiables que permitan sacar conclusiones sobre sus posibles efectos perjudiciales para la salud y/o el medio ambiente.

5.104 Segundo, las medidas en cuestión se adoptaron "sobre la base de la información pertinente" disponible.  Los Estados miembros de las CE pudieron reunir información de fuentes públicas y pudieron usar las evaluaciones de riesgos hechas por otros Estados miembros gracias a los mecanismos internos de transparencia de la UE.  También pudieron basarse en la evaluación de riesgo de Noruega porque hay mecanismos del mismo tipo en el Espacio Económico Europeo.  En general, se supone que había información suficiente para que los Estados miembros de las CE identificaran los riesgos planteados por los OMG.

5.105 En tercer y cuarto lugar, las Comunidades Europeas han cumplido la prescripción de que "tratarán de obtener la información adicional necesaria para una evaluación más objetiva del riesgo y revisarán en consecuencia la medida sanitaria o fitosanitaria en un plazo razonable".  Para comprender mejor la situación, continuamente se llevan a cabo en todo el mundo trabajos de investigación considerables.  Un grupo de expertos creado hace poco tiempo con los auspicios de la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria ha evaluado recientemente los ARMG y un grupo de trabajo de las Comunidades Europeas está considerando en la actualidad el uso de esos genes en los OMG.  En conclusión, las disposiciones del párrafo 7 del artículo 5 del Acuerdo MSF se han cumplido en lo que se refiere a los tres OMG.

d) El Acuerdo OTC no es aplicable a las medidas en contra de los ARMG
5.106 El Canadá y la Argentina alegan que, en tanto y en cuanto el Acuerdo MSF no es aplicable, las medidas nacionales de los Estados miembros se pueden examinar teniendo en cuenta diversos párrafos del artículo 2 del Acuerdo OTC.
  A juicio de Noruega, los argumentos del Canadá y de la Argentina no reflejan correctamente el contenido del párrafo 2 del artículo 2.  El motivo es que las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE no son "reglamentos técnicos" en el sentido del Acuerdo OTC.
  No contienen descripciones generales de naturaleza normativa aplicables a un número indeterminado de productores.  En CE - Amianto, el Órgano de Apelación, entre otras cosas, sostuvo que como en la medida nacional "se establecen las 'características' de todos los productos que pueden contener amianto"
 (sin subrayar en el original), la medida estaba abarcada por el párrafo 2 del artículo 2 del Acuerdo OTC.  Sin embargo, en la actual diferencia, las medidas nacionales no se aplican a todos los OMG y ni siquiera a todos los OMG que codifican resistencia a antibióticos.  En cambio, cada medida contiene una sola prohibición para un OMG en particular.  Cada medida está dirigida a un fabricante o un titular de un derecho determinado y crea derechos y obligaciones legales solamente para él.  Por lo tanto, esas medidas quedan fuera del alcance del artículo 2 del Acuerdo OTC.

e) El GATT de 1994

5.107 El Canadá y la Argentina alegan que [algunas de] las medidas nacionales de los Estados Miembros violan el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.
  Esas alegaciones no tienen fundamento.

5.108 Para que haya una violación del párrafo 4 del artículo III se deben reunir varias condiciones.  Un requisito fundamental es que los productos importados reciban un trato menos favorable que los nacionales.  En la presente diferencia, el origen nacional de los fabricantes no es pertinente.  Como se demostró en toda esta comunicación, preocupaciones muy diferentes han motivado la adopción de esas medidas nacionales.  De hecho, la mayoría de los OMG sujetos a medidas nacionales de los Estados miembros han sido en realidad notificados por empresas constituidas en las Comunidades Europeas y pertenecen a esas empresas.
  Por lo tanto, las medidas nacionales no hacen distinciones por razones de nacionalidad.  Además, no hay pruebas de que las medidas nacionales estén dirigidas en particular a los OMG importados.  Esto es lo que sucede también con la medida nacional de Grecia, que, según sus objetivos jurídicos, se aplica erga omnes.
5.109 Por otro lado, a fin de ampararse en el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, las partes reclamantes deben demostrar que esos OMG son productos "similares".  Hay varios factores que pueden ayudar a determinar si son o no productos "similares".  Como se demostró en el capítulo 2.3, la mayoría de los Miembros de la OMC hacen una distinción entre los OMG y sus homólogos tradicionales en sus reglamentaciones.  Ello es así porque los OMG en realidad pueden tener efectos para la salud y el medio ambiente diferentes de los de sus homólogos tradicionales.  Por otro lado, como se demostró en las secciones 2.4.2.2 y 2.4.3.2, las organizaciones internacionales cada vez con más frecuencia consideran que los productos que contienen OMG con genes que codifican resistencia a antibióticos son diferentes de los productos convencionales.  Además, los requisitos cada vez más estrictos relativos al etiquetado de los OMG, que son una respuesta a las exigencias de los consumidores, indican que los OMG no deben ser tratados como productos "similares".

5.110 Por último, las medidas de los Estados miembros referentes a los tres OMG no contravienen el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.

5.111 Incluso si hubiese una contravención, otros artículos del GATT de 1994 y el artículo XX del GATT de 1994, en especial el apartado b), ofrecen una defensa con respecto a los tres OMG analizados acá.

4. Observaciones finales

5.112 Noruega pide respetuosamente al Grupo Especial que, cuando formule sus constataciones y recomendaciones, tome plenamente en consideración los hechos y argumentos que se acaban de presentar.

I. Declaración oral de Noruega en calidad de tercero

1. Introducción

5.113 En su comunicación escrita, Noruega ha examinado los riesgos vinculados con tres OMG en particular:  Bt 176
, MS1xRF1
 y Topas 19/2.
  Son tres de los siete OMG en relación con los cuales en la presente diferencia se impugnan determinadas medidas nacionales de Estados miembros de las CE.  Noruega se concentra hoy en esos tres OMG porque contienen ARMG.  Ese es también el principal motivo por el cual está prohibida su comercialización en Noruega.

5.114 En mi intervención oral, me referiré a dos cuestiones de interpretación jurídica.  Primero, aduciré que el Acuerdo MSF no es aplicable a los riesgos creados por ARMG.  Segundo, demostraré que esas medidas nacionales no se apartan del GATT de 1994.  En lo relativo a las pruebas científicas referentes a los OMG en general, así como al resto de nuestros argumentos jurídicos, me remito a nuestra comunicación escrita.

2. Aplicación del Acuerdo MSF
5.115 Las partes reclamantes sostienen en primer lugar que las medidas nacionales de los Estados miembros están abarcadas por el Acuerdo MSF.  Este argumento se basa en una simplificación de la forma en que se debe interpretar el Acuerdo MSF.  Solamente las medidas nacionales que tienen determinados objetivos específicos y que se ocupan de determinados riesgos específicos están abarcadas por el Acuerdo MSF.

5.116 Del Anexo A del Acuerdo MSF surge claramente que los "riesgos" abarcados deben ser "resultantes" de los factores de riesgo mencionados en el párrafo 1 o ser causados por ellos.  Las medidas contra otros riesgos, independientemente de lo graves que puedan ser sus consecuencias, no están abarcadas por el Acuerdo MSF, pero pueden estar abarcadas por el Acuerdo OTC o el GATT de 1994.

5.117 Con respecto a los riesgos planteados por los OMG con ARMG, grupo al que pertenecen los tres OMG antes mencionados, el motivo concreto de preocupación es la posibilidad de que genes de resistencia a antibióticos se transfieran a bacterias, en particular en el aparato digestivo de seres humanos y animales (la llamada "transferencia horizontal").  Si esto sucede, podría resultar imposible tratar infecciones con determinados antibióticos -ampicilina, kanamicina y neomicina- tanto en medicina como en veterinaria, a causa de la resistencia a esos antibióticos adquirida por las bacterias.

5.118 Según el párrafo 1 b) del Anexo A, una medida sanitaria o fitosanitaria es, entre otras cosas, una medida cuyo propósito es proteger la vida y la salud de las personas o los animales de organismos patógenos presentes en los productos alimenticios, las bebidas o los piensos.  Si bien la protección contra los ARMG es un objetivo evidente en el campo de la salud humana y animal, esos riesgos no están abarcados por el párrafo 1 del Anexo A.  En primer lugar, el ADN insertado que contiene el gen de resistencia a antibióticos no es un organismo en sí mismo.  En segundo término, el gen no es patógeno, sino que simplemente puede impedir el tratamiento de enfermedades ocasionadas por infecciones bacterianas corrientes.  Por lo tanto, el Acuerdo MSF no es aplicable a las prohibiciones nacionales en la medida en que el objetivo de éstas es brindar protección contra los riesgos de la resistencia a antibióticos.

3. Aplicación del GATT de 1994 - Párrafo 4 del artículo III

5.119 El Canadá y la Argentina han presentado argumentos para alegar que las prohibiciones nacionales de los Estados miembros de las CE infringen el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.  En lo relativo al párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, en nuestra comunicación escrita hemos afirmado que los productos importados no reciben un trato menos favorable que los productos nacionales.  Los OMG en cuestión están prohibidos, cualquiera que sea el país donde se producen.

5.120 Además, Noruega sostiene en su comunicación escrita que los productos con OMG no son productos "similares";  se pueden encontrar más detalles sobre esta cuestión en nuestra comunicación escrita.  Quiero simplemente señalar el párrafo 105, donde se menciona la Decisión del Codex de julio de 2003, cuyas directrices tratan ahora a los genes marcadores de resistencia a antibióticos en la producción de alimentos en forma diferente de los alimentos que no contienen esos genes.  También quiero señalar que son muchas las legislaciones nacionales que incluyen procedimientos de aprobación separados para los OMG.  Esto demuestra claramente que la mayoría de los Miembros de la OMC consideran que los OMG son algo diferente de los organismos originales no modificados.  La conclusión es que no se incumple el párrafo 4 del artículo III.

4. Aplicación del GATT de 1994 - Artículo XX

5.121 Si de todos modos el Grupo Especial llegase a la conclusión de que se han violado el párrafo 4 del artículo III o el párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994, en el caso de Grecia, entonces el Grupo Especial debe considerar si las medidas nacionales de los Estados miembros de las CE se pueden justificar al amparo del artículo XX.  En este sentido, la carga de la prueba corresponde a las Comunidades Europeas.

5.122 Noruega quiere indicar que, respecto de los tres OMG con ARMG, la política seguida por las Comunidades Europeas y sus Estados miembros en relación con los OMG parece quedar comprendida directamente en el apartado b) del artículo XX del GATT de 1994 por tratarse de medidas necesarias para "proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales".  Los riesgos que crean esos OMG se han explicado en forma detallada en la comunicación escrita de Noruega y en los documentos adjuntos a ella.

5.123 Limitándome a hacer observaciones breves sobre el requisito de "necesidad" del apartado b), quiero decir que es difícil considerar que se podría disponer de medidas sustitutivas razonables, y que distorsionen menos el comercio, para alcanzar el objetivo de política establecido de evitar la resistencia a los antibióticos.  Por ejemplo, el etiquetado evidentemente no alcanzaría los objetivos de salud declarados.  También debo destacar que ninguna de las partes reclamantes parece haber sugerido medida alternativa alguna.
� COM(96) 630 final, Bruselas, 10 de diciembre de 1996, "Informe sobre la revisión de la Directiva 90/220/CEE".





� Párrafos 10 y siguientes;  párrafos 248 y siguientes.





� El procedimiento requiere que el regulador (distinto del órgano científico) tenga en cuenta varias preocupaciones diferentes de las cuestiones sanitarias y fitosanitarias, y la legislación comunitaria que establece este procedimiento no está en litigio en este caso.  Véase la Segunda comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafos 27 y siguientes.





� Informe del Órgano de Apelación, Japón - Productos agrícolas II, párrafo 129.





� Ibid., párrafo 130.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Hormonas, párrafo 117.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Cordero, párrafo 106.





� C.-D. Ehlermann, N. Lockhart, "Standard of Review in WTO Law", 7 Journal of International Economic Law (2004) 491, 502.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Hilados de algodón, párrafo 78 (las cursivas figuran en el original).





� Véase también C.D. Ehlermann, N. Lockhart, citado supra, página 502:  "Esta limitación influye en el alcance temporal del examen fáctico del grupo especial.  Para permanecer en el 'lugar' de la autoridad nacional, el grupo especial no está autorizado a examinar hechos nuevos que no se habían incluido o no se podían haber incluido en la investigación realizada por la autoridad nacional."





� C.D. Elhermann, N. Lockhart, citado supra, página 496.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Hormonas, párrafo 115.





� Preguntas a los expertos de 12 de octubre de 2004.





� Las Comunidades Europeas expresaron previamente esta preocupación en sus observaciones de 24 de septiembre de 2004 sobre el proyecto de preguntas a los expertos;  véase la explicación Nº 2 relativa al proyecto de pregunta 1.





� Véase, por ejemplo, el punto 7 del Anexo D a la carta de 23 de septiembre.





� Posición final de las Comunidades Europeas sobre la necesidad de recabar asesoramiento de expertos científicos o técnicos, 21 de julio de 2004;  carta de 27 de julio de 2004 al Presidente del Grupo Especial.


� Segunda comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafos 21 y siguientes.





� Ibid., párrafo 31.





� Quizá no es totalmente una coincidencia el hecho de que las partes reclamantes solicitaran al Grupo Especial la oportunidad de presentar terceras comunicaciones escritas el 10 de agosto de 2004, es decir, inmediatamente después de la decisión del Grupo Especial de consultar a los expertos.


� Informe del Órgano de Apelación, Japón - Manzanas, párrafo 184.


� Pregunta complementaria 4 del Grupo Especial a los expertos, de fecha 17 de febrero de 2005, referida a "Preguntas generales", "Medidas de salvaguardia" y "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos" ("La Dra. Snow observó que no siempre resulta claro cuándo trazar la distinción entre lo que los reguladores 'necesitan conocer' y lo que es 'conveniente conocer'.  (...)").





� Dra. Allison Snow, "Respuestas a las preguntas científicas formuladas por el Grupo Especial", "B. Incertidumbre científica en el período 1998-2003", segundo párrafo;  5 de enero de 2005.





� Respuesta del Dr. Squire a la pregunta complementaria 4 del Grupo Especial, viernes 18 de febrero de 2005.





� Al responder a las preguntas formuladas por la Argentina relativas a "Preguntas generales", "Medidas de salvaguardia" y "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos" el jueves 17 de febrero, el Dr. Andow explicó que, al formular sus respuestas a las preguntas del Grupo Especial, había realizado la tarea "no de valorar las pruebas, sino de decir si existían".





� El Dr. Andow respondió a esta declaración formulada por la Argentina en la pregunta 13 (anticipada como pregunta 10, relativa a "Preguntas generales", "Medidas de salvaguardia" y "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos") con las palabras:  "Ciertamente.  Estoy de acuerdo."





� Respuesta del Dr. Andow a la pregunta 13 formulada por la Argentina (adelantada como pregunta 10, relativa a "Preguntas generales", "Medidas de salvaguardia" y "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos"), en relación con el párrafo 07.06 del Dr. Andow en su respuesta a las preguntas formuladas por el Grupo Especial.





� Pregunta 32 formulada por la Argentina al Dr. Squire, de fecha 18 de febrero de 2005, relativa a "Preguntas sobre productos específicos".  En su respuesta, el Dr. Squire afirmó:  "La cuestión de la improbabilidad se refiere a la frecuencia [...] considerando la frecuencia, es extremadamente baja y está en función del tiempo [...] si la evolución o la práctica agrícola es incierta [...] Hay estudios existentes [...] no estoy calificado [...]  En general, estoy de acuerdo con el planteamiento de esta pregunta."





� Véanse las observaciones de las Comunidades Europeas sobre el asesoramiento científico y técnico al Grupo Especial, 28 de enero de 2005, párrafo 95, en las que las Comunidades Europeas se refieren a "pruebas indiciarias [...] durante la evolución, lo que confirma la probabilidad de la hipótesis".  Además, las Comunidades Europeas dijeron inmediatamente "Sin embargo, en términos de análisis de los riesgos, éstos no se han cuantificado debidamente y probablemente son muy bajos."





� Observaciones de las Comunidades Europeas sobre el asesoramiento científico y técnico al Grupo Especial, 28 de enero de 2005, párrafo 238.





� Ibid.





� Observaciones de las Comunidades Europeas sobre el asesoramiento científico y técnico al Grupo Especial, 28 de enero de 2005, párrafo 55.





� Ibid., párrafo 191.





� Ibid., párrafo 45, última frase, donde las Comunidades Europeas hacen referencia a los productos en general (no "caso por caso") en relación con los posibles efectos en la salud humana.





� Dra. Allison Snow, "Respuestas a las preguntas científicas formuladas por el Grupo Especial", "A. Qué preocupaciones ambientales sobre los cultivos modificados genéticamente tienen realmente una 'base científica'", segundo párrafo;  5 de enero de 2005.





� Preguntas de la Argentina a los expertos, de fecha 17 de febrero de 2005, con referencia a la "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos".





� Cuando la Dra. Snow le pidió que aclarase, el Dr. Squire declaró "Muchos cultivos tienen impurezas;  algunas se pueden pasar por alto y algunas se pueden remediar."  A continuación, la Dra. Snow respondió:  "Siendo así, estoy de acuerdo, porque se relaciona con el flujo génico, y esto es común a los OMG y a los organismos no modificados genéticamente."





� Después de la respuesta de la Dra. Snow, el Dr. Andow respondió:  "Si se refiere al flujo génico, estoy de acuerdo.  Dependerá del objetivo, de la gestión de las impurezas."





� Dr. Squire, "Medidas que afectan a la aprobación y comercialización de productos biotecnológicos", "Notas sobre normas ecológicas y ambientales", Cuestión 3, respuesta a la pregunta 103 del Grupo Especial.





� El Dr. Squire respondió:  "En el contexto de esta pregunta, estoy de acuerdo.  En Europa, quizá la presencia no es deseada, aunque no hay ningún efecto."





� El Dr. Andow respondió:  "Estoy de acuerdo."


� Dra. Allison Snow, "Respuestas a las preguntas científicas formuladas por el Grupo Especial", "Nuevos productos no biotecnológicos comparables (como los productos vegetales obtenidos mediante mejoramiento selectivo, fecundación cruzada y mutagénesis inducida)", respuesta 103, segundo párrafo;  5 de enero de 2005.





� Pregunta complementaria 6 formulada por el Grupo Especial a los expertos, de fecha 17 de febrero de 2005, con referencia a "Preguntas generales", "Medidas de salvaguardia" y "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos".  El Dr. Andow respondió:  "Estaría de acuerdo."





� Pregunta complementaria 7 formulada por el Grupo Especial a los expertos, de fecha 17 de febrero de 2005, con referencia a "Preguntas generales", "Medidas de salvaguardia" y "Comparación de los productos biotecnológicos con otros tipos de productos".  El Dr. Andow respondió:  "Estaría de acuerdo.  No tiene ningún sentido la oposición entre 'productos biotecnológicos y productos no biotecnológicos'."





� Cuando los terceros presentaron al Grupo Especial resúmenes, las síntesis de sus argumentos que aparecen a continuación se basan en esos resúmenes.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camisas y blusas, página 19.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - EVE (párrafo 5 del artículo 21 - CE), párrafo 243.


� Véase el informe del Órgano de Apelación, CE - Hormonas, párrafo 187.





� Véase el informe del Órgano de Apelación, Japón - Productos agrícolas II, párrafo 92.





� Ibid., párrafo 93.


� Véase el informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 101.





� Ibid., párrafo 103.





� Véase el artículo 2 de la Directiva 2001/18.





� Véase el informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 119.





� Nueva Zelandia usa esta denominación en toda la comunicación con el mismo sentido con que la usa el Canadá.  Véase la Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 27.





� Párrafo 1 del artículo 2.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 68;  Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafo 195.





� Párrafo 1 del artículo 2.





� Nueza Zelandia usa las denominaciones "moratoria" y "prohibiciones de comercialización de productos específicos" con el mismo sentido con que las usa el Canadá.  Véase la Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 1.  Nueva Zelandia no se ocupará de cuestiones referentes a las medidas nacionales adoptadas por los diferentes Estados miembros de las CE.





� Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas.





� Sin embargo, no se debe interpretar que esto equivale a apoyar la forma en que las CE presentan los distintos aspectos de las políticas o la legislación de Nueva Zelandia.





� Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 36 a 63;  Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 74 a 80;  y Primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 160 a 174.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Examen por extinción relativo al acero resistente a la corrosión, párrafo 81.


� Informe del Grupo Especial, Japón - Productos agrícolas II, párrafo 8.111.





� Informe del Órgano de Apelación, Japón - Productos agrícolas II, párrafo 105.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 89;  Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 239;  y Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafo 315.





� Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafo 479.





� Nota 3 al párrafo 6 del artículo 5.


� Sujeto a salvaguardias en Austria, Luxemburgo y Alemania.





� Sujeto a salvaguardias en Francia.





� Sujeto a salvaguardias en Francia y Grecia.





� Como se afirma en la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, título que precede al párrafo 27.





� Keeler K.H. 1985 (Noruega - Prueba documental 77);  Crawley M.J., 1988. Meeting report:  COGENE/SCOPE at Lake Como (Informe sobre la reunión: COGENE/SCOPE en el lago Como).  Número combinado especial:  Trends Biotechnology & Trends Ecology, Evol 3. 2-3 (Noruega - Prueba documental 78);  Ellestrand N.C. 1988.  Número combinado especial:  Trends Biotechnology & Trends Ecology, Evol 3. 30-32 (Noruega - Prueba documental 79);  Tidje J.M. (y 6 autores más) 1989.  Ecology. volumen 70, Nº 2 (Noruega � Prueba documental 80);  Williamson M. 1989.  Número combinado especial:  Trends Biotechnology & Trends Ecology, Evol 3. 32-35 (Noruega - Prueba documental 81);  McNally R. 1994.  The Ecologist, volumen 24, Nº 6 noviembre/diciembre, 207-212 (Noruega - Prueba documental 82);  Doyle J.D., Stotzky G., McClung G., Hendricks C. 1995.  Advances in Applied Microbiology (Avances en la microbiología aplicada), volumen 40, 237-287 (Noruega - Prueba documental 83);  Royal Society of Canada. 2001.  Elements of Precaution:  Recommendations for the regulation of food biotechnology in Canada (Elementos precautorios:  recomendaciones para la regulación de la biotecnología alimentaria en el Canadá).  Informe de un grupo de expertos sobre el futuro de la biotecnología alimentaria elaborado por la Royal Society of Canada a solicitud del Ministerio de Salud del Canadá, la Agencia de Inspección Alimentaria del Canadá y el Ministerio del Medio Ambiente del Canadá (ISBN 0-920064-71-x) (Noruega - Prueba documental 22);  Snow A.A. et al., 2004;  "Genetically engineered organisms and the environment:  Current status and recommendations" (Los organismos objeto de la ingeniería genética y el medio ambiente:  situación actual y recomendaciones), documento de posición de la ESA (Noruega - Prueba documental 4).


� Droege M. y otros, 1998 (Noruega - Prueba documental 105);  Nielsen K.M. y otros, 2000 (Noruega - Prueba documental 106), 2003 (Noruega - Prueba documental 76).


� Ibid., párrafos 431 y 432.





� Por lo menos el Canadá parece aceptar que esas medidas son provisionales;  véase la Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 379.


� Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafo 589.





� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafos 473 a 505, y Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 547 a 592.





� Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafo 642.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 75.





� Primera comunicación escrita del Canadá, párrafo 444, y Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafo 338.





� Véase la Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafos 632 y 633.





� Sujeto a salvaguardias en Austria, Luxemburgo y Alemania.





� Sujeto a salvaguardias en Francia.





� Sujeto a salvaguardias en Francia y Grecia.






